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La Iglesia de hoy acusa, como no podía menos de suceder, la gran 
fluidez de los momentos actuales. En pocos lustros, la humanidad de 
hoy ha cambiado más que antaño cambiaba en siglos. No vamos a ex- 
plicar las causas de este fenómeno, entre las cuales cabe señalar como 
Jaciores primordiales los estupendos avances de la técnica y la mar- 
cha actual hacia una nivelación económica y jurídica de las clases 
sociales. Junto con esos factores operan muchos otros, en gran parte 
imponderables, cuyo examen corresponde al estadista. Cuál sea el 
punto de equilibrio adonde hemos de llegar al final de esta época de 
inestabilidades, no es fácil sospecharlo. Sólo la Divina Providencia 
tiene una respuesta cabal a ese preocupante problema. 

En inevitable correspondencia con esta movilidad actual, la Igle- 
sia de hoy viene haciendo esfuerzos evidentes por ajustar su vida 
y su disciplina a las nuevas urgencias que afloran por todas partes. 
Como en todas las épocas críticas, la Iglesia tiene hoy que frenar 
muchas imprudencias, corregir muchas desviaciones, alentar mu- 
chos desmayos. Tenemos que pedir a Dios que no disminuya la fir- 
meza de la mano que hoy empuña el timón de la barca de San Pedro. 
«Stet et pascat in fortitudine...» 

Para los canonistas hay en estos afios críticos una labor eclesio- 
lógica reclamada por la multitud de normas y ajustes disciplinarios 
que la Iglesia dimana. Es significativo que mientras la Comisión 
de Intérpretes liene una actuación cada vez más escasa y eclipsada, 
la Santa Sede proyecta una abundante actividad por todos los fren- 
tes de la vida eclesiástica planteados por los problemas actuales. 


UEM AA 


Sin hablar de la vastísima e importantísima aportación, casi co- 
tidiana, de los discursos pontificios, ni de la enorme proliferación 
actual de nuevas instituciones dentro de la Iglesia, cabe recordar, 
como meros ejemplos orientadores de los afanes actuales, la Consti- 
tución Sponsa Christi, con las normas nuevas sobre clausura de re- 
ligiosas y de federación de monasterios; la nueva ley del ayuno euca- 
rístico; las restricciones impuestas a los sacerdotes obreros y a las 
concelebraciones; la Constitución Exul familia, transida de la preo- 
cupación de la Santa Sede anie el fenómeno de la emigración; las 
instrucciones y convenios sobre vicariatos castrenses; las misas ves- 
pertinas; las normas sobre arte sagrado y sobre textos vernáculos 
en la liturgia; la aparición de los institutos seculares y la Encíclica 
Sacra Virginitas; la codificación del Derecho para los Orientales; el 
establecimiento o agravación de penas contra los que profesan las 
doctrinas materialistas y ateas del comunismo, contra los que cons- 
piran contra las autoridades eclesiásticas, contra los que consagran 
con el carácter episcopal a candidatos no aprobados por la Santa 
Sede, contra los intrusos en oficios, beneficios y dignidades ecle- 
siásticas, etc. 

Esta pluriforme y apresurada actividad de la prudentisima Iglesia 
nos invita a reflexionar sobre nuestra misión en el momento pre- 
sente. Hoy menos que nunca nos es permitido enhestarnos en una 
ciencia de abstracciones y de meras repeticiones de lo que los anti- 
guos nos dijeron. Si hemos de imprimir a nuestra andadura el ritmo 
que marca la Santa Sede, lenemos que colaborar desde nuestro pues- 
to, empapando nuestra tarea canónica de las urgencias del momento. 


— 534 — 


AENA نت‎ 


[^ 


by the Internet. 
in 2024 


d 


- 


e-derecho-canonico september-deceml 


https://archive.org/details/revista-espanola 


LA APLICACION DE PENAS POR VIA 
GUBERNATIVA (9) 


SUMARIO: Preámbulo.—I. Penas que pueden aplicarse por vía gubernativa. 
1. Opinión amplia. 2. Opinión rígida. 3. ; Pueden ser aplicadas la suspensión y el 
entredicho como penas vindicativas?—II. Condiciones para la imposición de penas 
per modum praecepti. 1. ¿Es susceptible de ser aplicada gubernativamente la 
transgresión de la ley no específicamente penal, de que nos habla el canon 2.222? 
2. ¿Requiere la aplicación gubernativa de penas una conminación previa de las 
mismas por precepto particular? 3. ; Debe ser el delito püblico u oculto?— III. Pro- 
cedimiento a seguir en la aplicación gubernativa de penas. 1. Superior competente. 
2. Certeza del delito. 3. Forma.—IV. Efectos jurídicos de la aplicación o decla- 
ración de penas bajo forma de precepto.—V. Recursos en contra de la aplicación 
gubernativa de penas. 1. Recursos contra las penas vindicativas. 2. Recursos 
contra las censuras ya aplicadas. 3. Recursos contra las censuras conminadas por 
precepto. 4. Plazo para interponer el recurso.— Conclusiones. 


PREÁMBULO 


Apatte de la vía estrictamente judicial, nos ofrece el Código de Derecho 
Canónico—radicalmente diverso en este punto de las legislaciones seculares— 
otro medio de aplicación de penas, la llamada vía gubernativa (1). Y aun den- 
tro de ésta cabe distinguir dos clases de procedimientos administrativos: En 
una de ellas pueden incluirse todos los procesos gubernativos especialmente 
determinados en el Codex respecto a los clérigos irresidentes (cáns. 2.168- 
2.175), a los concubinarios (cáns. 2.176-2.181), a los párrocos negligentes 
(cáns. 2.182-85), a la suspensión «ex informata conscientia» (cáns. 2.186- 
2.194) y a la dimisión de religiosos, aunque sean exentos (cáns. 646-668) (2). 
En la otra colocamos el procedimiento «ad modum praecepti», que llamaría- 
mos procedimiento administrativo general para distinguirlo de los anterior- 
. mente señalados, de la mayoría de los cuales se ha hablado ya en esta Semana. 
(*) El presente trabajo fué presentado. por su autor a la VI Semana de Derecho 
-Canónico, celebrada en el Seminario de Vitoria del 18 al 25 de septiembre de 1956, 
bajo los auspicios del Instituto de San Raimundo de Peñafort. 

(1) Cfr. Anza, A.: De' poenis imfligendis via administrativa, en «Analecta Grego- 
riana», vol. LXIX, Questioni attuali di Diritto Canonioo (Romae, 1955), p. 461. 
(2 Cfr. GOYENECHE, S.: De distinctione inter res iudiciales et administrativas m 


Iure Canonico, en Questioni attuali di Diritto Canonico, p. 430; y en «Commenta- 
rium pro Religiosis», XV, p. 368. 
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Entendemos, pues, por procedimiento «ad modum praecepti» la manera de 
aplicar las penas extrajudicialmente, a tenor de los cánones 1.933, $ 4, y 
2.225, sin necesidad de ajustarse a ninguno de los procedimientos administra- 
tivos especiales fijados en el Código de Derecho Canónico. 

Este procedimiento de aplicar las penas «ad modum praecepti», tal como 
lo hemos delimitado, es una verdadera innovación del Codex. Su precedente 
histórico más inmediato, en cuanto a la aplicación de penas estrictamente tales, 
es la suspensión «ex informata conscientia», de que nos hablará uno de los 
ponentes; y, respecto de la inflicción de remedios penales, la famosa Instruc- 
ción de la Sagrada Congregación de Obispos y Regulares de 11 de junio de 
1880 (3). A ésta debe su origen el «praeceptum» como medio jurídico explí- 
cito de procedimiento, si bien en cuanto remedio penal, como es sabido, tenga 
una ascendencia mucho más remota (4). 

Pese a la importancia de tal procedimiento en la imposición de las penas 
canónicas—el de uso más frecuente en nuestras Curias—, apenas si es esbo- 
zado por el Codex. Este descuido del legislador eclesiástico respecto del pro- 
cedimiento punitivo extrajudicial resulta más sorprendente si tenemos en cuenta 
la atención que presta al juicio criminal, de menor importancia práctica, a los 
procedimientos administrativos especiales de los cánones 2.168-2.185 y hasta 
al mismo procedimiento especialísimo de la suspensión «ex informata conscien- 
tia». Mientras que al juicio criminal consagra el Código 37 cánones, 18 a los 
citados procedimientos especiales y nueve a la suspensión «ex informata cons- 
cientia», sólo en dos, y no completos, nos habla del procedimiento aplicativo de 
penas ad modum praecepti. Son éstos el párrafo 4 del canon 1.933, en que se 
enumeran las penas susceptibles de ser aplicadas gubernativamente, lo que 
pudiéramos llamar el derecho penal administrativo material, y el canon 2.225, 
en cuya segunda parte se nos indica muy someramente la forma que debe 
revestir el decreto conclusivo de este procedimiento, o sea, el derecho guber- 
nativo formal: «scripto aut coram duobus testibus ordinarie declaretur vel 
irrogetur, indicatis poenae causis». Esto es todo, si prescindimos de alguna 


(3) Art. 1-9, cfr. GASPARRI: Codicis I. C. Fontes, n. 2005. 


(4) Cfr. BonIERo: Manuale teorico-prattico per processo canonico criminale e dis- 
ciplinare (Padova, 1909), pp. 391-93. Sobre el praeceptum, remedio penal, véase BENE- 
DICTO XIV: De sym. dioeces., 1. 13, c. 55, n. 9; idem, Const. Iustitiae gladium, de 1749, 
BIZARRI: Collectanea S. C. Epis. et Regul. (Romae, 1885), p. 194. En esta misma Co- 
lección, cfr. distintos preceptos penales en las pp. 184, 195 y 202: véanse, asimismo. 
ejemplos de preceptos penales en «Analecta Iuris Pontificii», vol. 19, cols. 1118, 1119, 
1120-21, 1124, 1128; en Collectanea S. C. de Pr. Fide, vol. II, n. 1628; Fontes, nn. 1996 
y 4907. Sobre el precepto penal en las Decretales, cfr. c. 8, X, de off. iud. ord., I, 31: 
c. 28, X, de appell., IT, 28; c. 4, X, de decimis, primiciis.., IIT, 30; c. 7, X, de rescrip- 
tis..., I, 3. Acerca de la evolución histórica del precepto penal, véase G. QUINN: The 
particular penal precept (Wáshington, 1953), p. 3 ss. 
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que otra prescripción sobre el recurso eventual contra tal decreto, contenidas 
en otros cánones, de que hablaremos más adelante. 

La misma colocación de dichos dos cánones en el Código—el 1.933, $ 4, 
que contiene derecho sustantivo, en el libro IV (De Processibus), mientras 
que el 2.225, que contiene derecho formal, en el libro V (De delictis et poe- 
15) —indica lo incompleto de la legislación sobre el particular (5). 

No es extraño, pues, que el procedimiento ad modum praecepti, a falta de 
una detallada y escrupulosa elaboración de los codificadores, esté erizado de 
dificultades. 

¿Cuál es el superior competente para emplear este procedimiento?; ¿qué 
medios de prueba debe utilizar para adquirir la certeza del delito?; ¿es preciso 
escuchar al inculpado y darle la oportunidad de defenderse?; ¿se necesita do- 
cumento público para que la aplicación de penas, caso de hacerse por escrito, 
pueda ser urgida en el fuero externo?; ¿entrañan las penas así aplicadas los 
mismos efectos jurídicos que las infligidas por vía judicial? 

He aquí una serie de preguntas, que pudiera ser más larga, a las cuales 
no contesta el Código, al menos de una manera expresa. 

Con toda razón ha podido escribir GOYENECHE que en el Código Canónico 
«ordo administrativus generalis non habetur» (6). 

Nadie discute la conveniencia de conceder al poder administrativo cierta 
amplitud y elasticidad que orille las trabas con que entorpece el orden judicial 
una rápida y eficaz administración de la justicia, pero quizá el legislador ecle- 
siástico haya ido demasiado lejos en ese afán de remediar los inconvenientes 
de la antigua disciplina al respecto. Y, a nuestro modesto entender, el peligro 
no tanto proviene de la prevalencia que le da el Codex a la potestad adminis- 
trativa sobre la judicial (al fin y al cabo es muy problemática la distinción 
entre ambas potestades en el ordenamiento eclesiástico) (7), sino más bien de 
la falta de un adecuado procedimiento administrativo, todo lo ágil y elástico 
que se quiera para aplicar rápida y eficazmente las penas, pero también rodea- 
do de las indispensables garantías para proteger los derechos del inculpado 
y evitar los posibles errores o arbitrariedades en el superior. Como dice el 


(5) Sobre la extraña colocación de estos cánones en el Código, cfr. ROBERTI: De 
delictis et poenis, I, P. II (Romae, 1941), n. 258, nota 1, y WERNZ-VIDAL: lus poenale 
ecclesiasticum (Romae, 1937), n. 184, nota 47. 

(6) GOYENECHE, l. c., p. 426. , 

(7) Cfr. sobre este problema, en Questioni attuali di Diritto Canonico, a K. Mórs- 
vDORF: De relatione inter potestatem administrativam et iudicialem im iure comonico, 
pp. 401-418; S. GovgNECHE: De distinctione inter res iudiciales et administrativas in 
iure canonico, pp. 419-34; Cm. LETBBVRE: De exercitio potestatis iudicialis per organa 
administrativa seu «Verwaltungsgerichtsbarkeit», pp. 435-46, y L. UPRIMNY: De la 
distinción entre las funciones judicial y administrativa, pp. 411-96. 
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citado GOYENECHE a este propósito, non nihil privatorum et societatis inte- 
resse, nedum ut administretur iustitia, verum eliam, et boc maxime, ut admi- 
nistretur recie (8). 

Para llenar las lagunas del Código no les queda otro remedio a los cano- 
nistas que acudir a las prescripciones del procedimiento judicial, a las de los 
procedimientos especiales administrativos de los cánones 2.168-2.185 y a las 
del procedimiento singular de la suspensión «ex informata conscientia», pero 
su tarea es delicadísima, como advierte PAILLOT (9), pues, por una parte, este 
último procedimiento se contenta con un mínimum de formalidades, y por 
otra, aquellos primeros exigen más elementos que parece exigir el procedi- 
miento general ad modum praecepti. 

Consciente de la trascendencia y dificultad del tema con que me ha hon- 
rado la Comisión organizadora de esta Semana—más a propósito para ejetci- 
tar el poderoso ingenio de cualquiera de los eximios canonistas aquí presentes, 
algunos de los cuales han escrito brillantemente sobre el mismo (10), que 
para las débiles fuerzas de este aprendiz de canonista—, veré de exponerlo 
con toda sinceridad y con la máxima claridad a mi alcance. 


I. PENAS QUE PUEDEN APLICARSE POR VÍA GUBERNATIVA 


El párrafo 4 del canon 1.933 parece satisfacer nuestra curiosidad: Poeni- 


tentia, remedium poenale, excommunicatio, suspensio, interdictum, dummodo 
delictum certum sit, infligi possunt etiam per modum praecepti extra iudi- 
cium. Pero, ¿es exhaustiva esta enumeración o solamente demostrativa? He 
aquí el primer interrogante, de entre tantos como se abren en nuestro tema, 
cuya respuesta divide a los canonistas en dos bandos contradictorios. 


1. Opinión amplia 


Para bastantes canonistas, entre los cuales figuran nombres tan insignes 
como VIDAL, CAPPELLO, ROBERTI, CREUSEN, REGATILLO, CIPROTT1, MiGUÉ- 


(8) GOYENECHE: l. c., p. 434. 


(9) PAILLOT, A.: L’infliction de peines so i i 
۳ RU p ous forme de precepte, «Revue de Droit 

(10) Aparte del insigne P. MICHIELS y de otros eximios canonistas, nos honra- 
ban con su presencia el Decano de la Rota Española, Excmo. Sr. MIGUÉLEZ, autor 
de un interesantísimo artículo sobre nuestro tema, intitulado La imposición admi- 
nistrativa de penas candnicas («Resurrexit» [1949], pp. 241-45), y el P. CABREROS 
quien acaba de publicar, ligeramente retocado, en su reciente obra Estudios Cano- 
nicos (Madrid, 1956), pp. 73-84, su trabajo sobre El precepto penal, aparecido por vez 
primera en «La Ilustración del Clero» (1929), pp. 361-64, y (1930), ‘pp. 35-39. 
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LEZ y ARZA, tal enumeración es solamente demostrativa (11). «Quaecumque 
poenae—nos dice ROBERTI, uno de los más ilustres campeones de esta opi- 
nión—applicari vel declarári possunt per modum praecepti, sive fuerint consti- 
tutae per legem sive per praeceptum (can. 2.225), iis exceptis casibus in quibus 
processus absolute requiritur» (12). 

En apoyo de esta teoría suele alegarse principalmente su conformidad con 
la práctica de las Curias diocesanas y de las propias Congregaciones Romanas, 
las cuales vienen aplicando, según ROBERTI, otras penas de derecho común 
a más de las señaladas en el párrafo 4 del canon 1.933. «Iam vero—concluye 
el eximio canonista, invocando el canon 20-—a praxi Curiarum ecclesiastica- 
rum non possumus praescindere, si eisdem accedat stylus Curiae Romanae 
(can. 20)» (13). Con casi las mismas palabras provoca también REGATILLO : 
al «stylus Curiae», sin tener en cuenta tampoco la prohibición del canon 20: 
«... nisi agatur de poenis applicandis»... (14). 


Otros hacen hincapié asimismo en la conveniencia de poder aplicar gu- 
bernativamente más penas que las indicadas en dicho canon para castigar ade- 
cuadamente todos los delitos, razón que no admite MIGUELEZ, puesto que aun 
cuando se llegase a demostrar tal conveniencia, en nada afectaría al derecho 
constituído, sino todo lo más al ¿ms condendum (15). 

Finalmente, no faltan quienes apelan a la analogía legis y al argumento 
a fortiori; «Nam si excommunicatio quae est poena gravissima—escribe CAP- 
PELLO—infligi potest per modum praecepti, a fortiori vel saltem a paritate 
infligi posse videntur aliae poenae exceptis gravioribus» (16). Y lo mismo nos 
dice RoBERTI: «A fortiori videntur posse irrogari vel declarari per modum 
praecepti poenas minores» (17). 

Tampoco este argumento es convincente para MIGUÉLEZ, pues, aparte de 
que en materia penal no puede extenderse de una pena a otra la potestad 


(11) WERNZ-ViDAL: lus Canonicum. VII, Tus poenale ecclesiasticum, (Romae, 1937), 
n. 184, pp. 204-106; CAPPELLO: Irrogatio poenae per modum praecepti extra iudicium, 
en «Periodica de Re Morali, Canonica, Liturgica», 19 (1930), 37; ROBERTI: De delictis 
et poenis, I, P. II (Romae, 1944), nn. 257-262, pp. 292-99; id.: Quaenam poenae appli- 
cari, possunt per modum praecepti, en «Apollinaris», 4 (1931), 294-300; CREUSEN: Epi- 
tome iuris canonici, III, 6.2 ed., n. 258, p. 132; F. REGATILLO: Institutiones Iuris cano- 
nici, II, ed. 5.2 (Santander, 1956), n. 847, pp. 496-97; CirProtrI, P.: Observaciones al 
texto del «Codex Iuris Canonici» (Salamanca, 1950), 116-17; MiGUÉLEZ, L.: La impo- 
sición administrativa de penas canónicas, en «Resurrexit» (1949), 241-45; idem: Oó- 
digo de Derecho Canónico, ed. de la B. A. C. (Madrid, 1954), c. 1933, 8 4; ARZA, موش‎ Lc. 
^ (12) ROBERTI: De delictis et poenis, vol. I, p. IT, n. 262, p. 296. 

(13) ROBERTI, O. C., n. 262. 

(14) F. REGATILLO, O. C., n. 847, p. 497. 

(15) MIGUÉLEZ, l. c., p. 243. 

(16) CaPPELLO: Summa Turis Canonici, III (Romae, 1948), n. 367, p. 301. 

(17) ROBERTI, O. C., n. 262, p. 299. 
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punitiva (cáns. 20 y 2.219), podría responderse—nos dice—que el legislador, 
al fijar el elenco de penas aplicables por via gubernativa, no ha atendido tanto 
a la gravedad de las sanciones cuanto a la naturaleza de las mismas. Y en 
confirmación de su razonamiento aduce este ejemplo, tomado del fuero civil, 
en el que ciertas autoridades administrativas pueden aplicar sanciones pecu- 
niarias fortísimas y, sin embargo, no pueden imponer penas aflictivas más 
leves que las sanciones pecuniarias (18). 

Otra razón nos ofrece ingeniosamente el P. ARZA para explicarnos por 
qué ei legislador permite aplicar penas gravísimas por vía gubernativa, mien- 
tras que exige el proceso judicial para infligir otras de menos monta. Ello 
obedece, a su juicio, al mayor peligro en que se encontraría el superior de 
abusar de su poder en la hipótesis de que gozase de plena libertad para apli- 
cat administrativamente las penas menores, ya que, tratándose de las mas 
graves, esta misma gravedad le hace obrar con mayor cautela para evitar ese 
escollo (19). 

Dos dificultades se le ofrecen al propio ROBERTI en contra de la tesis 
expuesta: a) Su oposición a la naturalis ratio, ya que ésta parece exigir siem- 
pre proceso para aplicar las penas; y b) la carencia de límites fijos y precisos 
en tal sentencia (20). Orilla Ja primera dificultad nuestro canonista, alegando 
que la necesidad del proceso no es absoluta y que el derecho positivo puede 
dispensar del mismo, singularmente cuando se trata de las transgresiones de 
poca monta y urge la necesidad de proveer al bien público (21). 

«Haec omnia sunt vera—observa atinadamente el P. ARZzA-—, sed agitur 
num revera ius positivum dispensaverit de processu, non si possit dispen- 
sare» (22). 

Ciertamente nadie pone en duda la posibilidad de que el derecho positi- 
vo dispense del proceso formal en la aplicación de penas, como de facto ha 
dispensado en ciertos casos, pero es evidente que de la posibilidad de tal dis- 
pensa no nos es dable inferir el hecho de la misma, sobre todo si tenemos 
en cuenta la interpretación estricta a que están sometidas las leyes penales (23). 

Más cuesta arriba se les hace a los partidarios de la sentencia en cuestión 
fijar los límites de la misma, atajando así los peligros de arbitrariedad que 


(18) MIGUÉLEZ, l. C., a 243, col. 2, 


(19) ARZA, A. l. رت‎ p. 467. Reconociendo el valor de estas explicaciones, no deja 
de ser chocante, sin inis go, que el Código permita aplicar penas gravísimas por 
via gubernativa, mientras que exige el proceso judicial para imponer otras más 
leves. 


(20) ROBERTI, O. C., n. 262, p. 297. 


(21) Ibid. 
(22) ARZA, A,, fe C, p. 470. 
(23) ARZA, A., l. ره‎ EN 
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de su imprecisión se derivan. «Limites revera huic theoriae imponendi sunt», 
reconoce paladinamente ROBERTI (24). El P. CAPPELLO, apoyándose en el ca- 
non 2.191, $ 3, número 3, relativo a la suspensión «ex informata conscien- 
tia», estima que: «praesertim locus est irrogationi aut declarationi poenae per 
praeceptum, non tamen exclusive, quando processus est impossibilis, aut inu- 
tiis, aut forte noxius, ratione scandali, aliusve incommodi, inde derivan- 
tis» (25). 

Aparte de que la base en que estriba el razonamiento de CAPPELLO no 
parece muy consistente, pues nada nos obliga a admitir la legitimidad de 
aplicar al procedimiento ordinario extrajudicial la analogía derivada de la 
singular manera de proceder en la suspensión «ex informata conscientia», la 
misma palabra praesertim con que matiza su afirmación el maestro de la Gre- 
goriana, delata bien a las claras la imprecisión de sus limitaciones. No es ex- 
traño, pues, que su solución no agrade ni a los mismos patronos de la refe- 
rida sentencia (26). 

ROBERTI cree superar tal dificultad adhiriéndose estrictamente a las pres- 
cripciones del Código, de las cuales infiere estas conclusiones, que delimitarían 
con exactitud, a juicio de nuestro canonista, los contornos de la sentencia en 
cuestión: 

a) Las penas de degradación, de privación perpetua del hábito eclesiás- 
tico, de deposición y privación de un beneficio inamovible no se pueden in- 
fligir más que por procedimiento judicial. Como tampoco 

b) las penas correspondientes a los delitos reservados al Santo Oficio; 

C) las sanciones establecidas en los cánones 2.142-2.194; y 

d) la expulsión de los religiosos. 

«Reliquae omnes poenae infligi vel declarari possunt etiam per modum 
praecepti» (27). Asi también VIDAL (28) y REGATILLO (29). 

No nos parece que haya logrado salir airoso de su propósito el insigne 
canonista del Laterano. Sin afirmar que varias de las penas excluídas por Ro- 
BERTI puedan ser aplicadas por vía gubernativa, estimamos con PAILLOT que 
la exclusión de éstas hecha por ROBERTI no se demuestra en su sistema(30). 
En efecto, inexactamente afirma ROBERTI que el Código «exige en absoluto 
un proceso judicial para la privación de un beneficio inamovible», apelan- 


(24) ROBERTI, O. C., n. 262, p. 298. 

(25) CAPPELLO, O. C., n. 367, 2, p. 302. 

(26) Cfr. p. e, ARZA, A, l. c., p. 470. 

(27) ROBERTI, O. C., n. 262, p. 299. 

(28) VIDAL, O. c., n. 185. 

(29) F. REGATILLO, O. C., n. 847, p. 497. 

(30) Parrot: L/infliction de peines sous forme de precepte, en «Rev. de Droit 
Canonique», II (1952), 427-428, 
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do para ello al canon 192, $ 2, que reza así: «Si agatur de officio inamovibili, 
Ordinarius nequit clericum eodem privare nisi mediante processu ad nor. 
mam iuris» (31). Como se ve, el Codex no dice «juicio o proceso judicial» 
y, en consecuencia, falla la argumentación de ROBERTI. Más débil todavia 
parece el argumento sacado de la necesidad de un tribunal colegial de tres 
jueces cuando se trata de privar a un clérigo de un beneficio inamovible 
(can. 1.576, § 1, 1.2), pues también la aplicación o declaración de la exco- 
munión exige un tribunal colegial (can. 1.576, $ 1, 1.2) y, sin embargo, está 
expresamente permitido por el canon 1.933, $ 4, emplear la vía gubernativa. 
Finalmente, en los casos referentes a la deposición, privación perpetua del há- 
bito eclesiástico y degradación, las expresiones usadas por el Codex——«in ca- 
sibus iure expressis» (can. 2.303, $ 2), «propter delictum in iure expressum» 
(can. 2.305, $ 2)—no pretenden decir otra cosa más que dichas penas no 
son arbitrarias, que sólo pueden ser aplicadas como castigo de los delitos 
expresamente sancionados con las mismas. 

Al P. ARZA le parece demasiado extensa la conclusión de ROBERTI, se- 
gün la cual «todas las demás penas se pueden aplicar o declarar per modum 
praecepti y estima necesario circunscribirla de alguna manera, a fin de que 
la referida sentencia pueda ser aceptada. He aquí cómo lo hace el ilustre 
profesor de Deusto, matizando sus afirmaciones con un «forsam»: «Coete- 
rae omnes poenae (las no enumeradas en el canon 1.933, $ 4, ni aquellas 
para las cuales exige el Código un proceso especial) tantum possunt applicari 
per praeceptum, cum processus sit impossibilis, e. g., quia delictum est occul- 
tum aut simpliciter noxius, propter scandalum, etc., et punitio necessaria» (32). 

Tampoco nos parece que haya superado ARZA la dificultad con su limi- 
tación, que el propio autor reconoce «bastante indefinida». Trata de apoyar 
ARZA su aserto—apenas diferente del de CapPELLO—en el derecho natural, 
a falta de disposición alguna del derecho positivo («quae non existit»), y 
razona de esta manera: «Si revera illa poenae applicatio necessaria est ad 
bonum commune, et aliunde in iure positivo media pro applicatione vel non 
habentur vel sunt nociva, tunc videtur ipsum ius naturale concedere supetiori 
media necessaria ad finem, seu ad bonum commune obtinendum. Ergo in casu, 
cum processus ex iure naturae non sit necessarius, et aliunde punitio sit ne- 
cessaria pro bono communi, videtur ipsum ius naturae debere conferre media, 
ut finis obtineri queat» (33). 

La dificultad permanece en pie: ;Quién puede demostrar que sea necc- 
sario para el bien común el aplicar más penas «per modum praecepti» que 

(31) ROBERTI, O. C., n. 262, p. 298. 


(32) ARZA, A., 3. 0, p. 471. 
(33) ARZA, A. 1 0., p. 471. 


T5 oe 


1 


Ce‏ ایا 


LA APLICACION DE PENAS POR VIA GUBERNATIVA 


las expresamente senaladas en el Código y que éste carezca de medios aptos 
o sean nocivos los que posee en orden a la inflicción de dichas penas? Si así 
fuese, ¿qué pensar del Derecho canónico antiguo, el cual no admitía la apli- 
cación de ninguna pena estrictamente tal por vía gubernativa, salvo el caso 
especialísimo de la suspensión «ex informata conscientia?» Pero aun dando 
por supuesta la hipótesis de que parte ARZA—que es suponer demasiado, ya 
que aquí tratamos de la cuestión de hecho, es decir, de si se dan o no en el 
Codex más penas aplicables por vía gubernativa que las enumeradas en el 
párrafo 4 del canon 1.933, y en nada nos preocupa ahora la posibilidad de 
darse, prescindiendo del actual ordenamiento canónico—; el propio canon 
20 mos prohibe expresamente, con sobrada razón, acudir a «los generales 
principios del Derecho» para llenar las posibles lagunas que pudiesen exis- 
tir en el Código respecto a la aplicación de las penas. Fácil es advertir, por 
otra parte, que si el razonamiento de ARZA fuese válido para el Derecho ca- 
nónico, igualmente lo sería para el Derecho civil, y llevado a sus consecuen- 
cias extremas, en ambos ordenamientos—singularmente en este último—, in- 
troduciría la arbitrariedad más desenfrenada en la aplicación de penas, pues 
sólo al superior compete determinar, en la explicación de ARza, cuándo es 
necesario para el bien común infligir gubernativamente determinadas penas 
y cuándo éstas no pueden ser aplicadas mediante proceso judicial, hipotéti- 
camente nocivo. Lejos, pues, de corregir la peligrosa imprecisión de dicha sen- 
tencia, lo que viene a hacer el ilustre profesor de Deusto, apelando a un su- 
puesto derecho natural, es constituir al superior en árbitro supremo de la 
aplicación de penas. Como ha escrito atinadamente BARBERENA, criticando a 
nuestro canonista, «es ilusorio poner al superior que inflige la pena por vía 
administrativa, unas restricciones de las cuales, en definitiva, es juez el mis- 
mo superior, lo cual equivale a dejar a su arbitrio la pena» (34). 

La razón más consistente en pro de la opinión que criticamos parece ser 
la práctica de las Curias eclesiásticas y de las Congregaciones romanas. Tra- 
temos de calibrar el peso de este argumento. Por lo que respecta a las Curias 
diocesanas, sería preciso en primer lugar demostrar el hecho de tal praxis. 
MIGUÉLEZ, refiriéndose a las españolas, afirma no conocer dicha costum- 
bre (35). Pero, dándola por supuesta—nos consta que así vienen procedien- 
do algunas Curias españolas y extranjeras—, cabría preguntarse, como lo 


(34) G. BARBERENA, T.: La Semana de Derecho canónico celebrada con ocasión 
del IV centenario de la Universidad Gregoriana, en Ruy. Esp. DR DERECHO CANÓNICO 


(1955), 731. 
(35) MiGUfLzZ, L., 1. o., 243, col. 2. 
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hace CORONATA con cierta ironía, «utrum praxis legitima sit vel potius abu- 
sus» (36). 

En cuanto a las Congregaciones romanas, es cierto que a veces aplican 
por vía gubernativa otras penas que las previstas en el párrafo 4 del canon 
1.933. Así, por ejemplo, puede verse en el «Acta Apostolicae Sedis» de 1949 
y de 1953 cómo la Sagrada Congregación Consistorial declara infames ipsa 
iure a los agresores de los Cardenales MiNDSZENTI y WiSZINSKY, y en los 
volúmenes correspondientes a los años 1929, 1930 y 1932 aparecen, respec- 
tivamente, varios decretos de las Sagradas Congregaciones Consistorial y del 
Concilio, en que se declara a ciertos sacerdotes privados perpetuamente del 
hábito eclesiástico, inhábiles para los oficios y beneficios y privados del be- 
neficio y del hábito eclesiástico (37). Por testimonios fidedignos sabemos 
igualmente que dichas Congregaciones vienen aplicando incluso la pena de 
degradación por vía administrativa. 

Como es obvio, nada tenemos que objetar contra este modo de proceder 
de los Dicasterios romanos. Si obran así es porque pueden hacerlo con auto- 
rización del Legislador Supremo. Quizá esta praxis sea el comienzo de una 
costumbre que podrá un día alcanzar fuerza de ley, como observa PAIL- 
LOT (38). Mientras esto no suceda, las Curias episcopales deben someterse 
a los términos estrictos de la ley, pues, aparte de no existir en nuestro caso 
una laguna jurídica, el canon 20 nos prohibe expresamente apelar al «stylus 
curiae» en la aplicación de las penas. 

Aunque por las razones apuntadas nos parezca poco probable intrínseca- 
mente la sentencia en cuestión, el gran nümero de insignes canonistas que la 
patrocinan abona sobradamente su probabilidad extrínseca. 

Entre los partidarios de esta opinión no hemos citado al P. CABREROS (39), 
porque en realidad no comulga totalmente con ella. Por un lado, sostiene 
cl ilustre profesor de Salamanca, apartándose de la opinión amplia, que no 
se pueden aplicar gubernativamente más penas que las enumeradas en el ca- 
non 1.933, $ 4, cuando han sido establecidas por ley; por otro, parece ir 
más lejos aún que los partidarios de aquella sentencia al afirmar que todas 
las penas conminadas por precepto «pueden siempre declararse o aplicarse 
por precepto, extrajudicialmente» (40). En dos argumentos apoya CABREROS 


(36) CONTE A CORONATA, M.: Institutiones I. Canonici, III, De Processibus (Tauri- 
ni-Romae, 1948), n. 1453, p. 380. 


(37) A. A. S. 41 (1949), pp. 31 y 80; A. A. S. (1953), 618; A. A. S., 21 (1929), 23; 
22 (1930), 138; 24 (1932), 53. 


(38) PAILLOT, A. l. c. «Rev. de Droit Canonique», II (1952), 426. 
(39) ROBERTI: De delictis et poenis, 1, P. II, n. 262, p. 296. 


(40) CaBREROS: El precepto penal, en Estudios canónicos (Madrid, 1956), pp. 80- 
81; «Ilustración del Clero», 24 (1930), p. 37, 1. 
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€sta ültima proposición: a) «Porque la misma razón que asistió al superior 
para establecer la pena por precepto, en vez de hacerlo por ley, le asiste tam- 
bién para aplicarla por precepto, sin las dilaciones que lleva consigo el pro- 
cedimiento judicial»; b) a esta razón intrínseca añade nuestro canonista una 
legal, tomada de la segunda parte del canon 2.225: «si vero poena latae vel 
ferendae sententiae ¿mflicta sit ad modum praecepti particularis, scripto aut 
«oram duobus testibus ordinarie declaretur vel irrogetur, indicatis poenae cau- 
sis, salvo praescripto can. 2.193». CABREROS interpreta el inflicta sit por lata 
sit, dándole este sentido a las palabras transcritas: «si la pena ha sido estable- 
«ida por precepto, ordinariamente debe ser impuesta o aplicada por precepto 
en forma püblica»... No obsta, a juicio del canonista salmantino, la enume- 
ración taxativa de penas aplicables gubernativamente que hace el canon 1.933, 
$ 4, «ya que el predicho canon 2.225, en su segunda parte, viene a ser una 
ampliación y hasta un complemento de lo que se autoriza en el canon 1.933, 
§ 4» (41). 

Con el fin de no repetirnos, séanos permitido dejar para más adelante 
la exposición del canon 2.225 y refutar entonces al mismo tiempo la inter- 
pretación del P. CABREROS y la de los que estiman ser necesario para la apli- 
cación gubernativa de penas la previa conminación de las mismas mediante 
precepto particular. Sin embargo, notemos de pasada que mientras para es- 
tos ültimos es la segunda parte del canon 2.225 una restricción del sentido 
obvio del canon 1.933, $ 4, para CABREROS es una ampliación y un comple- 
mento del mismo. 


Respecto al argumento intrínseco del concienzudo canonista salmantino, 
nos atrevemos a observat que no nos parece ser idéntica la razón que asiste 
al superior para conminar por precepto una pena que para aplicarla por vía 
gubernativa, pues este procedimiento, como reconoce el P. CABREROS, se 
presta al «peligro de arbitrariedad o de error», al contrario que el proceso 
judicial que ofrece al inculpado «garantías de acierto, de defensa y de jus- 
ticia»; mientras que la simple conminación de penas por precepto no entraña 
tan graves peligros para el presunto delincuente ni siquiera mayores que las 
que las que le acarrearía la conminación de las mismas por ley. Pero aun 
dando por buena la razón de CABREROS, nada se seguiría de ella, ya que aquí 
tratamos de la cuestión de facto, no de la posibilidad o conveniencia de apli- 
car gubernativamente todas las penas impuestas por precepto. Por otra parte, 
la sentencia de CABREROS incide en los mismos peligros que hemos notado 
anteriormente en la sentencia amplia, pues fácil le sería al superior aplicar 


(41) CABREROS: El precepto penal, en Estudios canónicos, pp. 79-81. 


SAT 


ANTONIO MOSTAZA RODRIGUEZ 


toda clase de penas gubernativamente con sólo conminarlas antes por pre- 


2. Opinión rigida 


Para otros canonistas, sólo se pueden aplicar por vía gubernativa las penas 


enumeradas taxativamente en el párrafo 4 del canon 1.933. Entre los que se: 


adhieren a esta opinión citaremos a NovaL (42), cuya relevante intervención 
en la elaboración del libro IV del Código es bien conocida; CONTE A CORO- 
NATA (43), HOFMEISTER (44), HOFMANN (45), TORQUEBIAU (46), Mors- 
DORF (47), CHELODI (48), G. QuINN (49) y PAILLOT (50). 


El principal argumento en pro de esta sentencia lo constituye el mismo 


texto del citado canon en su párrafo 4: «Poenitentia, remedium poenale, ex- 
communicatio, suspensio, interdictum, dummodo delictum certum sit, infligi 
possunt etiam per modum praecepti extra iudicium». Completamente inütil 
sería este detallado elenco de penas si también las demás pudiesen ser apli- 
cadas «per modum praecepti». Esta razón no acaba de convencer a MIGUÉLEZ, 


a pesar de que es, a su juicio, «sólida y muy fuerte, la más fuerte de todas». 


«Si el legislador se propuso hacer una enumeración taxativa—añade el Deca- 
no de la Rota Española—, ¿por qué no lo hizo constar? Bastaría para ello 


que hubiese intercalado el adverbio tantum u otro semejante» (51). Con todos 


los respetos para tan eximio canonista, creemos que la voluntad del legislador 


de dar carácter exhaustivo al citado elenco de penas aplicables por vía guber- 
nativa se desprende con bastante claridad de la propia enumeración de las 
mismas, pues, en la hipótesis contraria, ¿es concebible que se escapase a la 


perspicacia de los codificadores la inutilidad de una tan meticulosa retahíla 


(42) NovaL, J.: De ratione corrigendi et puniendi sive in iudicio, sive extra, ۵ 
Codicis I. C., en «Ius Pontificium», II (1922), 147-156; vol. III (1923), 34-38; 204-210; 
ídem, De Iudicis, II (Taurini et Romae, 1932), n. 464. 

(43) CONTE A CORONATA, M.: Institutiones I. C., III, ed. cit, n. 1453, pp. 379-81; 


vol. IV, De delictis et poenis, ed. 4.2 (Taurini et Romae, 1955), n. 1711; idem, Pene 


e sanzioni camomiche estragiudieiali (Turín, 1933), n. 5, pp. 7-9. 

(44) HoFMEISTER, Ph.: Das summarische Prozessverfahren im «Codex Iuris Ca- 
nonici», en Acta Congressus iur. intern. VIII. saeculo a Decretalibus Gregorii IX et 
XIV a Codice Iustinianeo promulgatis, vol. IV (Romae, 1937), pp. 461-62. 

(45) HOFMANN, K.: Das Verwaltungsstrafverfahren im kanonischen Recht, en 
«Festschrift U. Stutz, Kirchenrechtliche Abhandlungen», fascs. 117-18 (Stuttgart, 
1938), pp. 489 y 491. 

(46) 'TORQUEBIAU: Traité de Droit Canonique, vol. IV (París, 1948). p. 404. 

(47) Moünspong, K.: Rechtsprechung und Verwaltung im kanonischen Recht (Fri- 
burgo de Br., 1941), p. 163; Kirchen Recht, III (Paderborn, 1955), n. 26D بل رل‎ oy 2 10s 

(48) CHELODI, J: -CIPROTTI: 
y Trento, 1943), n. 114, p. 166, nota 2. 

(49) QUINN, G.: The particular penal precept (Wáshington, 1953), pp. 45-50. 

(50) PAILLOT, A., l. C., pp. 422-428. 

(51) MIGUÉLEZ, 1. c., 242, col 2.2 
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de penas? Además, la necesidad de una interpretación estricta, exigida por 
nuestro canon, a fuer de ley penal, aboga también por su carácter exhaustivo. 

Tampoco para MIGUÉLEZ es concluyente esta razón, pues «cabría pregun- 
tarse—nos dice—hasta qué punto y en qué medida es ley penal esta pena»; 
... «en el párrafo 4 del citado canon—añade—no se establece una pena, como 
dice el canon 19, aunque de interpretarlo ampliamente se siga un cierto gra- 
vamen del inculpado» (52). ¿Qué decir de este agudo reparo de MIGUÉLEZ? 
Es cierto que en nuestro canon no se establece una pena, como se dice en el 
canon 19—Leges quae poenam slaiuunt..—, pero no nos parece ello nece- 
sario para que deba someterse a la interpretación estricta de las leyes penales. 
Sabido es cómo la norma del canon 19—leges quae poenam statuunt.. stric- 
tae subsunt interpretationi— responde al principio del Derecho antiguo 
(c. 22 in VI, I, 6): «Statutum poenale restringi potius convenit, quam laxa- 
ri», donde la palabra poenale tiene un sentido amplio, pues Bonifacio VIII 
comprende en ella las prescripciones de GREGORIO X y de ALEJANDRO III, 
según las cuales debían ser privados de sus respectivas parroquias los cléri- 
gos que no fuesen promovidos al sacerdocio dentro del año de haber recibido 
la colación de las mismas, estimando que tal disposición no afectaba, a fuer 
de penal, a las iglesias «colegiatas». 

A la norma del canon 19 ha de unirse el principio más amplio del ca- 
non 2.219, $ 1: «in poenis benignior est interpretatio facienda», correspon- 
diente a la regla 49 in VI, en la cual no sólo se impone la estricta o benigna 
interpretación de la ley y de la pena, sino de la aplicación de ésta, de modo 
que en caso de duda siempre se ha de favorecer al reo (53). Ahora bien, es 
evidente que la interpretación amplia del párrafo 4 del canon 1.933 hace más 
gravosa la condición del delincuente, ya que da más facilidades para casti- 
garle y menos medios de defensa. Parece, pues, imponerse el carácter taxativo 
de la citada enumeración de penas. 


3. ¿Pueden aplicarse la suspensión y el entredicho como penas vindicativas? 


Algunos autores se contentan con sustituir las tres palabras del canon—ex- 
communicatio, suspensio et inierdictu por el término «censurae», con lo 
cual parecen indicar que sólo éstas pueden ser aplicadas per modum praecep- 
fi. Así, EICHMANN (54) y CLAEYS BOUUAERT-G. SIMENON (55). 


(52) MIGUÉLEZ, ibid. ES 

(53) Cfr. MICHELS, G.: Normae generales I. C., I, ed. 2.2 (Parisiis-Tornaci-Romae, 
1949), 572-73. 

(54) EICHMANN, E.: Lerbuch des Kirchenrechts, II (Paderborn, 1934), pp. 293-94. 

(55) CLAEYS-BOUUAERT-SIMENON: Manuale I. C., IM, 5.2 ed. (Lieja, 1943), p. 272, 
n. 429. 
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Otros claramente afirman que sólo las censuras están comprendidas en el 
procedimiento por vía gubernativa. Así, HOFMEISTER (56) y MORSDORF (57). 

Finalmente, abundan los que estiman que la suspensión y el entredicho en 
el referido canon pueden entenderse como censuras y como penas vindicati- 
vas. Entre éstos citaremos a HOFMANN (58), ROBERTI (59), CORONATA (60), 
Novat (61), CAPPELLO (62), VERMEERSCH-CREUSEN (63), BLAT (64), Mi- 
GUÉLEZ (65), PAILLOT (66) y CABREROS (67). A esta opinión nos adherimos, 
pues si el legislador hubiese pretendido excluir del procedimiento extraju- 
dicial las penas vindicativas le hubiese bastado con emplear la palabra cen- 
surae en vez de la enumeración detallada «excommunicatio, suspensio, inter- 
dictum». «Ubi lex non distinguit, nec nos distinguere debemus». 

Aunque la suspensión y el entredicho pueden aplicarse con carácter de 
pena vindicativa, según nuestro canon, no parece ser posible imponer de esta 
manera el entredicho personal especial; pero ello es debido a que esta especie 
de entredicho no se aviene con el carácter vindicativo, dados los efectos del 
mismo, muy semejantes a los de la excomunión (cáns. 2.275; 2.259-2.261), 
los cuales parecen exigir que no se aplique ni tenga mayor duración que la 
necesaria para quebrantar la contumacia del sancionado. Así se explica que, 
al revés que las otras clases de entredicho, no figure en la lista de penas vin- 
dicativas del canon 2.291, nümero 1 (68). 


(56) HOFMEISTER, l. C., p. 455. 

(57) MÓRSDORF: Rechtsprechung und Verwaltung im kanonischen Recht, pp. 164- 
65; Kirchen Recht, III, $ 261, II, 1, pp. 210-211. 

(58) HOFMANN, l. C., pp. 489-90. 

(59) ROBERTI: De delictis et poenis, I, P. II, n. 262; pp. 298-99; Quaenam poenae..., 
p. 299. 

(60) CORONATA: Institutiones..., vol. III, De Processibus, n. 1453, p. 377; Pene e 
sanzioni..., n. 5, D. 9: 

(61) Noval: De ratione corrigendi..., en «Ius Pontificium» (1922), 155, y vol. III 
(1923), 207; De Iudiciis, II, n. 469, pp. 398-99. 

(62) CAPPELLO: Irrogatio poenae per modum praecepti extra iudicium, en «Pe- 
riodica...», vol. 19 (1930), 37. 

(63) CREUSEN; Epitome I. C., III, 6.2 ed. (Mechliniae-Romae, 1946), n. 258, p. 132. 


(64) BLAT, A.: Commentarium textus C. I. C., IV De Processibus (Romae, 1927), 


n. 477, p. 452. 
(65) MIGUÉLEZ, l. C., p. 244, col. 2.* 


(66) ParLLoT: L/infliction de peines sous forme de precepte, en «Rev. de Droit 
Canonique» (1952), pp. 429-432. 


(67) CABREROS: El precepto penal, Estudios Canónicos, p. 81. 
(68) Cfr. MIGUÉLEZ, l. c., 245, col. 1. 
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II. CONDICIONES PARA LA IMPOSICIÓN DE PENAS «PER MODUM PRAECEPTI» 


l. ¿Es susceptible de ser aplicada gubernativamente la transgresión de la ley 
no especificamente penal, de que nos habla el canon 2.222? 


Por no afectar directamente a nuestro tema, pasamos por alto la tan de- 
batida cuestión entre los canonistas sobre la conciliación del canon 2.222, $ 1, 
con el canon 2.195, § 1 (69). 

Lo que nos interesa es conocer el sentido de la palabra «superior» del ca- 
non 2.222, $ 1. Para MICHIELS (70) tiene un sentido amplio, comprendien- 
do también al juez que sólo está dotado de poder judicial, mientras que para 
D'ANGELO (71), ROBERTI (72), MIGUÉLEZ (73) y PAiLLOT (74), entre otros: 
autores, dicho término se refiere sólo al superior propiamente tal, con potes- 
tad de jurisdicción. A esta última opinión nos inclinamos. Cierto que el tér- 
mino «superior» tiene en la rúbrica general, bajo la cual está incluído nues- 
tro canon—De superiore potestatem coactivam habenti—un sentido amplio 
(superior-juez), pero de ello no se sigue que lo tenga en el susodicho canon, 
pues cuando el codificador pretende referirse al juez lo hace de una manera 
expresa, como sucede en los cánones 2.220, $ 1, y 2.223, $$ 1, 2 y 3. La mi- 
sión del juez, según el canon 2.220, $ 1, es únicamente la de «aplicar con- 
forme a derecho las penas legítimamente establecidas»; en consecuencia, no 
parece ser a él a quien compete emitir juicio, sino al «legítimo superior», de 
que nos habla el canon 2.222, $ 1, acerca de si una ley no penal es violada de 
manera escandalosa o especialmente grave, condiciones requeridas para cas- 
tigar con una pena justa dicha infracción. El hecho de que en el párrafo 2 del 
mismo canon, bajo la palabra «superior» no esté comprendido el juez, ya que 
aquí se atribuye al «idem legitimus superior» la facultad de aplicar ciertas 
medidas gubernativas que no revisten carácter de penas, confirma que tam- 
poco está incluído bajo la expresión «legitimus superior» del párrafo primero, 

Puede, por consiguiente, el superior legítimo aplicar gubernativamente 
las penas señaladas en el canon 1.933, $ 4, a los infractores de leyes no pe- 
nales, siempre que la violación de éstas lleve consigo el escándalo y la gra- 


(69) Cfr. ROBERTI: De delictis et poenis, I (Romae, 1941), nn. 49-53, pp. 70-76; 
D'ANGELO, S.: Noeione del delito nel Codice di Diritto Camonico, en «Ephemerides 
Theologicae Lovanienses», III (1926), 210-18; MicuigLs: De delictis et poenis, pp. T6- 
82; V.-CREUSEN: Epitome I. C., III, n. 383, p. 219; PAILLOT, l. C., pp. 409-10. 

(70) MICHIELS: De delictis et poenis, p. 81, nota 3; Normae generales I. C., ed. 
1949, p. 249, nota 3. 

(71) D'ANGELO, l. C., p. 213 ss. 

(72) - ROBERTI: De delictis et poenis, I, n. 53, pp. 73-76. 

(73) MIGUÉLEZ: Código de Derecho Canónico, ed. de la B. A. C., c. 2222; 

(74) PAILLOT: L’infliction de peines sous forme de precepte, p. 410-11. 
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vedad especial, exigidas por el canon 2.222, $ 1. Comoquiera que la impo- 
sición de estas penas se hace directamente, sin moniciones previas, no pueden 
aplicarse censuras, sino penas vindicativas. 

En contra de PAILLOT (75), no creemos que sólo por vía gubernativa se 
puedan castigar tales infracciones, pues no vemos inconveniente alguno en 
que puedan sef objeto también de juicio criminal, como estima MIGUÉLEZ, 
supuesto el oportuno mandato del Ordinario al juez (76). 


2. ¿Requiere la aplicación gubernativa de penas una comiminacion previa de 
las mismas por precepio particular? 


Así lo afirman, entre otros canonistas, NovAL (77), SOLE (78), CHELO- 
DI (79), MEESTER (80), TORQUEBIAU (81), CORONATA (82) y QUINN (83). 
No pueden apoyarse estos autores en el canon 1.933, $ 4, pues en él no se 
condiciona la aplicación de penas per modum praecepti a que hayan sido es- 


tablecidas antes por otro precepto particular previo, y acuden al canon 2.225, 
que reza así: 


«Si poena declaretur vel infligatur per sententiam iudicialem, ser- 
ventur canonum praescripta circa sententiae iudicialis pronuntiationem; 
si vero poena latae vel ferendae sententiae inflicta sit ad modum prae- 
cepti particularis, scripto aut coram duobus testibus ordinarie declaretur 
vel irrogetur, indicatis ponae causis, salvo praescripto can. 2.193.» 


El perfecto gramatical «inflicta sit» de la segunda parte del canon es in- 
terpretado por estos canonistas en el sentido de establecer. Nuestro canon, en 
consecuencia, presctibiría que si la pena ha sido establecida por precepto, or- 
dinariamente debe ser aplicada o declarada por escrito o en presencia de dos 
testigos, es decir, por vía gubernativa; y, a sensu contrario, si ha sido esta- 


blecida por ley, debe aplicarse o declararse por sentencia judicial. Los parti- 


darios de esta sentencia parecen olvidar que en materia penal canónica, como 


(5) PAILLOT? bids B. 411° 
(76) MiücuÉLEZ: Código de D. C., c. 2222. 


(77) NovaL, J.: De ratione corrigendi et puniendi sive in iudicio, sive extra, iura 


. I. C., en «Ius Pontificium», II (1923), p. 155; III (1923), 34; idem, De Iudicis, II, 
n. 464, p. 395. 


(78) SOLE, J.: De delictis et poenis, n. 103, p. 72. 


(79) CHELODI, J.-CrPROTTI: Ius canonicum de delictis et poenis, ed. cit., n. 25, p. 30, 
Ign sid ob: 


(80) MEESTER: Compendium I. C., III (Brujas, 1928), n. 1622, p. 74. 
(81) TORQUEBIAU: Traité de Droit canonique, IV, p. 403. 


(82) CORONATA: Inst. I. C., III, De Processibus, ed. cit., n. 1453, p. 381. 
(83) QuINN, G.: The particular penal nrecept, p. 36. 
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ha puesto magistralmente de relieve monseñor TABERA (84), siguiendo a 
ROBERTI (85), es preciso distinguir entre precepto equiparable a la ley y pre- 
cepto equiparable a sentencia judicial, o sea, entre preceptos constitutivos de 
penas y preceptos aplicativos de las mismas. 

En aquellos cánones en que se equipara el precepto a la ley (cáns. 2.195, 
aa SE nn 1 222220; 2.220 2:242 Oe 27 Adds § 4) se tra- 
ta de la constitución de las penas, y siempre que el precepto es equiparado a 
la sentencia judicial (cáns. 1.933, S04. 2229522209 SS 1 y 2; 2.244, $5; 
2.217, $ 1, nn. 1.°, 2.? y 3.2), en cuyo caso emplea el Código la fórmula ad 
modum praecepti particularis, es cuestión de la aplicación de la pena al delin- 
cuente. Ambas especies, pues, llenan una misión diversa, como diversa es la 
constitución de las penas de la aplicación de las mismas. De ahí que no se 
pueda relacionar necesariamente el precepto condenatorio o declaratorio con 
un precepto anterior conminatorio, ya que también la ley puede hacer las ve- 
«ces de éste. 

. El desafortunado empleo del perfecto inflicta sit no es razón suficiente 
para entenderlo en el sentido de «statuta sit» y ver por tanto en el «ad mo- 
dum praecepti» el sucedáneo de una ley y no el de una sentencia judicial, 
‘como indica siempre esa expresión en el Codex. Aparte del sentido constan- 
te de aplicar que tiene en el Código el verbo ¿nfligere, salvo en el canon 
2.241, $ 2, y quizá en el 2.220, $ 2, como lo hace ver TABERA en el trabajo 
antes citado, sería extrañísimo que en el mismo canon 2.225, donde el tér- 
mino infligatur es primeramente empleado en el sentido de aplicar (infliga- 
tur per sententiam...), algunas líneas más abajo tuviese el de establecer. 

Lo propio se infiere del fin perseguido por el canon y de la compara- 
«ción de las dos partes del mismo. En efecto, el canon 2.225 se propone de- 
terminar la forma que debe observarse en la declaración o aplicación de las 
penas. De ahí que considere los dos procedimientos posibles: la sentencia ju- 
dicial y el ad modum praecepti. Cuando la pena haya de ser aplicada o decla- 
rada por sentencia judicial, manda observar los cánones consagrados al pro- 
nunciamiento de la misma; y cuando la declaración o aplicación de las penas 
haya de hacerse por procedimiento extrajudicial «ad modum praecepti par- 
ticularis», la forma ha de ser ésta: ordinariamente la pena debe declararse 0 
aplicarse por escrito o delante de dos testigos. 


(84) TABERA: Noción de la pena «ab homine», en «Ilustración del Clero», 25 (1931), 
195-198; 227-230. 
(85) ROBERTI: De delictis et poenis, I, P. II, nn. 242-43, pp. 271-74. 
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Siguiendo a PA1LLOT (86), comprobemos de una manera gráfica, con sólo 
comparar entre sí palabra por palabra las dos partes del susodicho canon, 
cómo el término infligatur tiene realmente el sentido de aplicar, según venimos. 
demostrando: 


Si poena declaretur per sent. serventur can. 
vel iudicialem praescripta circa 
infligatur sent. iudic. pro- 
nuntiationem. 
Si vero poe. 1. vel inflicta sit ad modum prae- scripto aut coram: 
fs. (infligatur cepti part. duobus testibus: 
vel ordinarie declare- 
declaretur) tur vel irrogetur. 


Finalmente, el canon 2.217, $ 1, número 3.?, donde se nos dice que la pena 
es «ab bomine, si feratur per modum praecepti peculiaris vel per sententiam: 
iudicialem condemnatoriam, etsi in iure statuta», nos demuestra claramente que 
una pena establecida por la ley—etsi in iure statuta—puede ser aplicada bajo 
forma de precepto particular, en contra de lo que afirman los autores de re- 
ferencia. f 

Pueden, pues, aplicarse por vía gubernativa no sólo las penas conmina- 
das por precepto, sino también las establecidas por ley, aunque en la mayoría 
de los casos el precepto declaratorio o condenatorio sea la consecuencia obli- 
gada de un previo precepto conminatorio. 


3. ¿Debe el delito ser público u oculto? 


Para que las penas puedan ser aplicadas extrajudicialmente, según el ca- 
non 1.933, § 4, ¿es preciso que el delito castigado sea oculto o público, o biem 
puede ser indiferentemente público u oculto? La primera solución, según la 
cual el delito debe ser oculto, es atribuída por PAILLOT (87) al P. Novar, 
pero tal opinión no encaja perfectamente con el pensamiento del insigne ca- 
nonista dominico. Aunque, a juicio de éste, el canon 1.933, § 4, no contiene 
excepción alguna de la regla general del párrafo primero del mismo canon 
sobre la obligación de llevar a juicio los delitos püblicos, tal regla no es ab- 
soluta para NOVAL, pues nos dice que en caso de necesidad, es decir, cuando 
sea imposible o inconveniente el juicio, puede el superior castigar los delitos 
públicos por vía gubernativa e incluso llega a afirmar que respecto de los de- 
litos ciertos—transgresiones de un precepto particular—, susceptibles de ser 


(86) ParLLOT, 7. c., 413. 
(87) PALOT, l: c, p. 415 y nota 18. 
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castigados extrajudicialmente, que si bien «ex se et regulariter sunt occulta, 
sed possunt esse publica et nihilominus voluit legislator ut puniri possent 
extra iudicium» (88). 

Otros autores, como EICHMANN (89), HOFMEISTER (90) y Siros (91), 
creen que el canon 1.933, وف‎ f, sólo se refiere al delito público, pues en este 
párrafo no se hace excepción alguna respecto a los delitos püblicos de que. 
habla el párrafo primero. 

Por fin, no faltan canonistas que estimen comprendidos tanto el delito- 
oculto como el püblico en el referido párrafo, pues, por una parte, ninguna. 
oposición existe entre éste y el primero de dicho canon y, por otra, nada nos. 
impide incluir ambas clases de delito bajo el término «delictum» del tantas: 
veces mentado párrafo 4.?. Así, CREUSEN (92), ROBERTI (93), HOFMANN (94), 
CAPPELLO (95), PAILLOT (96) y QUINN (97). Ello no obstante, es claro que: 
el Codex, como pone de relieve Nova (98), se propuso especialmente, me- 
diante la vía gubernativa, proveer al castigo de los delitos ocultos, mo suscep-- 
tibles de ser sometidos al proceso criminal. 


III. PROCEDIMIENTO A SEGUIR EN LA APLICACIÓN O DECLARACIÓN GUBER-- 
NATIVA DE PENAS 


1. Superior competente 


Aunque el Código no determine expresamente quién puede aplicar las: 
penas por vía gubernativa, infiérese de los cánones 2.220; 2.222; 2,223, $ 3; 
2.217, $ 1, número 3.*, entre otros, que sólo al superior legítimo, dotado de- 
potestad de jurisdicción en el fuero externo, compete tal facultad. Está excluído 
el Vicario General, salvo durante el tiempo de la Sede impedida o cuando. 
tenga para ello mandato especial (can. 2.220, $ 2), como también el juez, er 
cuanto tal, si no es con peculiar mandato o en el ejercicio de su ministerio, 
dentro de los límites de su potestad coactiva, señalados en los cánones 1.625, 


(88) Noval: De ratione corrigendi... «Ius Pontificium» (1922), 152-53 y 155. 

(89) EICHMANN: Das Proeessrecht des Codex I. C. (Paderborn, 1921), p. 199. 

(90) HorMEISTER: Das summarische Prozessverfahren.., en Acta C. Iur. Intern... 
IV, p. 456. 

(91) Sros: Enchiridion I. C. (Pecs, 1940), p. 925. 

(92) CREUSEN: Epitome I. C. III, n. 258, p. 132. 

(93) ROBERTI: De delictis et poenis, I, P. II, n. 256, p. 292. 

(94) HOFMANN: Das Verwaltungsstrafverfahren im kanonischen Recht, pp. 486-87... 

(95) CAPPELLO: Summa Iuris C., III, n. 367, p. 301. 

(96) PALOT, l. C., pp. 415-16. 

(97) QUINN: The particular penal precept, p. 53. 

(98) NOvAL: De ratione corrigendi..., «Ius Pontificium», II (1922), 140-156, 27 
De delictis et poenis, I, P. IL, n. 257, p. 292. 
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$ 3; 1.845, $ 1; 1.640, $ 2; 1.665; 1.766, $ 2, y 1.957. Así, pues, aparte del 
Romano Pontífice, de las Sagradas Congregaciones romanas, de los Concilios 
-ecuménicos, plenarios y provinciales, pueden aplicar penas per modum prae- 
cepti los Ordinarios de lugar (can. 198), el Cabildo de la Iglesia Catedral 
Sede vacante hasta la elección de Vicario, el Vicario Capitular y los superiores 
mayores de religiones clericales exentas. Respecto de los superiores locales de 
órdenes clericales exentas, creemos con CREUSEN (99) y CABREROS (100), en 
contra de otros autores, como CHELODI (101) y Coccui (102), que también 
pueden ejercer esa potestad, de acuerdo con sus respectivas Constituciones, 
puesto que a dichos superiores compete, a tenor del canon 501, $ 1, la potes- 
stad de jurisdicción para imponer preceptos y, consiguientemente, en virtud del 
«canon 2.220, $ 1, les asiste también el poder de sancionarlos con alguna pena. 
Así, por ejemplo, el superior local de los jesuítas puede bajo forma de pre- 
«cepto aplicar o declarar incurridas las penas eclesiásticas, salvo la excomunión, 
reservada al Provincial (103). 

Al superior religioso no Ordinario, que goza de poder jurisdiccional, no 
‘parece competirle la facultad de imponer los remedios penales y penitencias, 
“pues todos estos castigos los reservan al Ordinario los cánones 2.307; 
2.308; 2.309, $ 3; 2.311; 2.313, $ 2 (104)."Sin embargo, el párrafo 6.2 del 
«canon 2.309 nos dice que «tam correptio quam monitio fieri potest semel vel 
pluries, pro superioris arbitrio et prudentia». La dificultad parece desvanecer- 
“se interpretando la palabra superioris por la de Ordinarii, ya que sólo a éste 
se refieren el párrafo 3.2 del mismo canon, así como los cánones anteriores y 
posteriores; pero, de todos modos, una distinción parece imponerse para re- 
“solverla: la monición y corrección, en cuanto remedios penales represivos, es- 
tán reservados al Ordinario; en cuanto preventivos, son también incumbencia 
«de los superiores no Ordinarios. 

Por supuesto que el superior en cuestión debe tener competencia sobre 
aquel a quien haya de aplicar la pena, y que el fuero competente se determi- 


‘fa, como en el proceso judicial, ya por el domicilio o cuasi domicilio, ya por 


-el lugar del delito (cáns. 1.561 y 1.566). 


(99) CREUSEN: Epitome I. ©., III, n. 411. 
(100) CABREROS: El precepto penal, Bst. Canónicos, p. 78. 


(101) CHELODI: lus canonicum de delictis et poenis, n. 24, nota 4. Del mismo pa- 


recer es CAVIGIOLI: De censuris latae sententiae (Augustae Taurinorum, 1919), 15, y 
_FERRERES: Inst. Can., I, n. 809. 


(102) Cocenur: Comment., 1. V, n. 20. 


(103) Epitome Instit. S. J. additis praecipuis praescriptis ex iure communi Regu- 
.dariwm, 3.2 ed. (Romae, 1943), n. 755, p. 374. 


(104) Cfr. NovaL: De Iludiciis, II, p. 496; De ratione corrigendi.., «Ius Pontifi- 
cium», II (1922), 206. 
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2. Certeza del delito 


Para que el legítimo superior pueda aplicar gubernativamente las penas 
susceptibles de ser infligidas por este procedimiento, debe estar cierto de la 
existencia del delito y de su imputabilidad al inculpado. Es ésta la única con- 
dición expresada en el canon 1.933, 8 4—dummodo delictum certum sit—, 
la cual no es otra cosa que una aplicación al procedimiento extrajudicial del 
principio general establecido en el canon 2.233, § 1, según el cual, «nulla 
poena infligi potest, nisi certo constet delictum commissum fuisse et non esse 
legitime praescriptum». Estimamos que tal condición afecta a la validez del 
procedimiento, pues la partícula «dummodo» puede exigir también ese sen- 
tido en las disposiciones legales, máxime cuando éstas inculcan una norma 
de derecho natural (105). 


La certeza exigida al superior debe ser al menos la misma certeza moral 
que precisa el juez en el momento de pronunciar sentencia. Tratándose de un 
` procedimiento extrajudicial, es claro que la manera de adquirir esa certeza no 
deberá ser judicial. Si el delito es notorio de notoriedad de hecho, huelgan 
las pruebas (cáns. 1.747; 2.197, n. 3.2). Asimismo, toda prueba ulterior es 
superflua cuando el delincuente confiesa por escrito u oralmente delante del 
superior, ya sea espontáneamente, ya a consecuencia de un interrogatorio 
(cáns. 1.747; 2.197, n. 2.2, y 1.750). : 

De la misma manera que la certeza del juez para dar una sentencia debe 
inferirse «ex actis et probatis», siendo insuficiente la que él pueda haber ad- 
quirido por conocimiento privado, no basta tampoco que el superior conozca 
el delito por ciencia propia para infligir las penas gubernativamente, sino 
que es menester que su certeza se apoye en pruebas que puedan hacer fe en 
el fuero externo. Así, pues, no puede el Ordinario aplicar penas o remedios 
penales públicos por vía gubernativa, si únicamente por un testigo—salvo que 
éste sea calificado—conoce el correspondiente delito (106). En caso de recurso, 
es muy probable que sería rescindida la aplicación gubernativa de una pena, 
tanto si se funda en el conocimiento privado del superior, como en un solo tes- 
tigo ordinario. ¿Quiere ello decir que tal aplicación fuese nula? De ture con- 
dendo así estimamos que debiera serlo, máxime en la aplicación de penas y 
remedios penales públicos; de ۵ condito, no encontramos pruebas eficaces 
para adherirnos a la respuesta afirmativa, antes bien los cánones 11 y 1.680 
nos inclinan a la sentencia contraria. 


(105) Cfr. VAN Hove: De rescriptis (Mechliniae-Romae, 1936), n. 144, p. 132; MIr- 
CHIELS: Normae Generales, I, p. 340; II, p. 344 Ss. 
(106) NovaL: De iudiciis, II, p. 496. 
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Es obvio que el superior debe escuchar al inculpado antes de aplicarle la. 
pena, dándole ocasión de defenderse. HOFMANN (107) estima que ello es 
cuestión de justicia, y el P. ARZA (108) opina que el derecho a la defensa 
del acusado procede «ex ipso iure naturae». «Proinde si ipsi non concedatur 
ius defensionis, ipsa poena esset nulla» (109). MÓRSDORF, por el contrario, 
cree que el escuchar al inculpado y permitirle defenderse es una exigencia. 
de la equidad y sólo constituye una condición esencial del procedimiento ju- 
dicial (110). A esta opinión nos adherimos. Si realmente el inculpado ha 
cometido el delito y es responsable del mismo, ninguna injusticia se le hace 
con aplicarle la pena merecida ad modum praecepti, aunque no se le haya es- 
cuchado previamente, requisito que no exige expresamente la vía gubernativa. 
Sin embargo, de iure condendo, abogaríamos por que fuese éste un elemento. 
esencial del procedimiento administrativo general. 

Además de cierto, se requiere que el delito no haya prescrito. Por tratar- 
se de una condición natural de la imposición de penas, no es extrano que el 
legislador no la mencione en el canon 1.933, $ 4, contentándose con enun- 
ciarla en el canon 2.233, $ 1, el cual se refiere a toda pena, sea cualquiera 
el modo de aplicarla: «Nulla poena infligi potest, nisi certo constet delictum 
commissum fuisse et non esse legitime praesriptum.» 


Pese a que en el procedimiento gubernativo no se ejercita propiamente- 
acción alguna, el delito prescribe al prescribir la acción penal a tenor de los. 


cánones 1.702 y 1.703. El hecho de que el canon 1.704, $ 2, conceda al Or- 
dinario el derecho de aplicar los remedios de que nos habla el canon 2.222, $ 2, 
cuando la acción penal ha prescrito, confirma cuanto venimos diciendo. 
La analogía de la ley nos fuerza a concluir que el delito prescribe en el 
mismo tiempo en el procedimiento ad modum praecepti que en el judicial. 
Una dificultad salta a la vista, comparando la certeza que requiere el ca- 


non 1.933, $ 4, para aplicar los remedios penales gubernativamente con la. 


exigida por los cánones relativos a éstos. En efecto, mientras el canon men- 


cionado dispone que el superior tiene que estar moralmente cierto del delito- 
cometido para poder aplicar ad modum praecepti tales remedios, éstos, salvo. 


la reprensión pública y la vigilancia, ni siquiera requieren la comisión del 
delito. ¿Cómo explicar tal antinomia? Quizá pueda orillarse teniendo en 


cuenta que el canon 1.933, $ 4, se refiere a los remedios penales en cuanto- 
represivos, y los cánones 2.307 y siguientes consideran más bien el aspecto. 


(107) HOFMANN, l. c., 499. 


(108) Arza: De poenis infligendis via administrativa, p. 473. 
(109) Arza: ibid. 


(110) Mónsponr: Rechtsprechung und Verwaltung im kanonischen Recht, 166,. 
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preventivo de los mismos. De todos modos, no nos parecen muy congruentes 
las prescripciones de referencia, pues difícilmente podrá el sübdito, injusta- 
mente castigado con uno de estos remedios represivos, recurrir victoriosamen- 
te contra el superior que se lo ha infligido, sin estar moralmente cierto del 
presunto delito cometido por aquél. ¿Cómo demostrar, en efecto, que se trata 
de un remedio penal represivo y no preventivo? 

Esta dificultad no se le presenta a NovaL, quien, fiel a su teoría de que 
la aplicación de penas por vía gubernativa presupone siempre la transgre- 
sión de un precepto previamente conminado, estima que la certeza del supe- 
rior debe referirse no a la transgresión de la ley, que origina la imposición 
del precepto, sino a la violación de éste mismo. He aquí cómo razona el in- 
signe canonista: 


«Non requiritur quod legis transgressio, quae est causa imponendi prae- 
ceptum aliquid agendi vel omittendi relate ad praescriptum illius legis, sit 
certa, nam ex canone 2.310 praecepto debent praecedere monitio et correp- 
tio, ex canone 2.307 ad faciendam monitionem sufficiunt periculum commit- 
tendi delictum aut gravis suspicio de delicto commisso, et iuxta canonem 2.310, 
monitionibus et correptionibus incassum factis..., nulla alia certitudine requi- 
sita a legislatore de violatione legis, datur praeceptum. Certitudo igitur quae 
requiritur respicit actum impositioni praecepti posteriorem, id est, violationem 
praecepti» (111). 

Prescindiendo de la base, ya refutada, de que parte nuestro canonista, 
NOVAL parece olvidar aqui que también el praeceptum, como remedio penal, 
puede ser aplicado gubernativamente, dummodo delictum certum sit, según 
nos dice expresamente el canon 1.933, $ 4. Mal podría, pues, referirse la 
certeza que el legislador exige para aplicar el praeceptum a un acto posterior 
a la imposición del mismo. A la opinión de Novar se adhiere en nuestros 
días G. QuINN (112). 


3. Forma 


La forma del procedimiento por vía gubernativa está indicada en la se- 
gunda parte del canon 2.225: ... «si vero poena latae vel ferendae sententiae 
inflicta sit ad modum praecepti particularis, scripto aut coram duobus testi- 
bus ordinarie declaretur vel irrogetur, indicatis poenae causis, salvo praescrip- 
to can. 2.192». 


(111) Nova: De ratione corrigendi... «Ius Pontificium», II (1922), 156. 
(112) QuINN: The particular penal precept, p. 54. 
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Ante todo, notemos con MIGUÉLEZ (113) que la aplicación de una pena. 
por el procedimiento extrajudicial no es un precepto. «El precepto—escribe: 


atinadamente el decano de la Rota Española—manda, y la pena castiga la in- 


fracción de lo mandado» (114). De ahí que el Código no diga simplemente 
que las penas pueden aplicarse «per praeceptum», sino per (o ad) modum 
praecepti, es decir, a semejanza de un precepto. Esta observación fundamen- 
tal suele escapársele a bastantes autores. Por ello vienen calcando el proce- 
dimiento gubernativo sobre las prescripciones del Codex relativas al precepto 
penal, como últimamente hace G. QUINN, según el cual los cánones 2.310, 
1.934, $ 4, y 2.225, concernientes, respectivamente, al precepto penal, a las 
penas aplicables a modum praecepii y a la forma de este procedimiento, son 
todos ellos partes de un solo instituto legal (115). 

Tanto si se trata de la irrogación de una pena como de la declaración de 
la misma, la forma puede ser doble: escrita, esto es, mediante documento le- 
gitimo (can. 24), u oral, ante dos testigos, señalando en ambas hipótesis las 
causas de la imposición de la pena, salvo cuando se trate de la suspensión «ex 
informata conscientia». Este último requisito de indicar las causas de las pe- 
nas es considerado como necesario para la validez en la imposición de censu- 
ras, puesto que éstas entrañan contumacia, la cual no parece concebirse sim 
previa amonestación. Con todo, no es necesaria cuando el superior aplica una 
censura ferendae sententiae por la transgresión de un precepto particular san- 
cionado con ella, toda vez que el mismo precepto lleva consigo la correspon- 
diente monición, según ha declarado la Comisión de Intérpretes el 14 de 
julio de 1922 (116). 

Nada más nos dice el citado canon respecto de la forma. La doctrina sue- 
le concretarla más, añadiendo que a la declaración oral debe dársele forma 
escrita por el notario y que tanto en ésta como en el legítimo documento (de- 
creto) figurarán la autoridad de quien lo intima, la persona a la cual se im- 
pone, la pena que se inflige o que se declara, la causa de ella, la fecha y la 
firma del Ordinario y de su canciller o notario, con el sello correspondien- 
te (117). Tal decreto (ya el original, ya una copia del mismo) se notifica al 
interesado en cualquier forma que haga fe, por ejemplo, mediante el canciller, 
el arcipreste, el cursor, correo oficial con acuse de recibo, etc. 

Es evidente que parte de los anteriores requisitos enumerados por los au- 


tores pertenecen más bien a un deseable ¿us condendum que al ius conditum. - 


سم 


(113) MicuáíLEz: La imposición administrativa de penas, p. 245, col. 2. 
(114) MIGUÉLEZ, l. c. 


(115) QUINN, O. c., p. 82. 
(116) C. I., 14 jul. 1922, A. A. S., 14, 530. 
(117) Cfr. Muniz, P.: Procedimientos eclesiásticos, III (Sevilla, 1919), n. 650, p. 633, 
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Ciñéndonos a éste, ¿cuáles son los requisitos esenciales en la doble forma es-- 
bozada por el legislador? En cuanto a la primera, salta a la vista la impreci-- 
sión del término «scripto», más impreciso aún que la expresión «legitimum 
documentum» empleada en el canon 24, a la que corresponde, según los ca- 
nonistas. Comoquiera que la forma oral ante dos testigos intachables hace fe 
plena en el fuero externo y a ella es equiparada la escrita, estimamos que el 
término «scripto» equivale más exactamente a documento público, único que- 
en el fuero externo nos suministra una prueba plena sobre todo lo que direc- 
ta y principalmente afirma (can. 1.816). 

Desgraciadamente, la palabra «ordinarie» viene a hacer incluso problemá- 
tica la necesidad de los escasísimos requisitos apuntados por el legislador en- 
ambas formas de aplicación gubernativa de penas. 

Según CAPPELLO (118), «vox ordinarie aperte significat id non requiri 
sub nullitatis poena». Asi también, entre otros, WERNZ-VIDAL (119), Ro-- 
BERTI (120), LEGA-BARTOCCETTI (121), JomMBART (122), ARZA (123) y 
QUINN (124). A juicio de estos autores, aunque no es conveniente que se dis-- 
pense fácilmente de la forma por haber sido establecida para el bien público, 
el Código no excluye emplear excepcionalmente otras formas, siempre que: 
—observa ROBERTI—alejen toda duda acerca de la irrogación o declaración. 
de las penas (125). 

En sentir de LEGA-BARTOCCETTI, basta publicar un escrito sobre la eje- 
cución del decreto, después de haber intimado éste oralmente al interesado, o- 
mediante otra persona, si se encuentra ausente (126). 

CONTE A CORONATA estima probable, al rozar nuestra cuestión en su tra- 
tado De Processibus, que la forma del canon 2.225 es sólo obligatoria para 
cuando no exista forma especial, como en la aplicación de penitencias y pe- 
nas, pero no en los remedios penales para los que el Código prescribe una 
forma determinada (cáns. 2.309, $ 2, y 2.143) (127). Pero no tiene en 
cuenta nuestro autor que el canon 2.225 parece referirse más bien a los re- 
medios penales en cuanto represivos, mientras que los cánones 2.309 y 2.143 
miran sobre todo al carácter preventivo de los mismos; pudiendo, en conse- 


(118) CAPPELLO: De censuris (Taurini-Romae, 1950), n. 32, p. 33. 
(119) WERNZ-VIDAL, O. C., n. 184. 
(120) ROBERTI: De delictis et poenis, I, P. II, n. 267, p. 300. 
(121) LrEca-BARTOCCETTI:. Comment. in iudicia ecclesiastica, III (Romae, 1951).. 
. 198. 
E (122) JomBART, E.: Traité de Droit canonique, IV (París, 1948), n. 971, p. 611. 
(123) ARZA, l. C., p. 474. 
(124) QUINN, O. C., p. 24. 3 
(125) ROBERTI, O. c., n. 363, p. 380. 
(126) LEGA-BARTOCCETTI, O. C., p. 198. 
(127) ConoNATA: Inst. I. C., III, n. 1453, p. 382, 1. 
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«cuencia, el fin distinto perseguido por unos y otros justificar la diversidad 
de formas. 

Más amplio criterio todavía muestra CORONATA, remitiéndose a CAPPEL- 
“LO, cuando habla de nuestro tema en el tratado De Poenis; «At notandum 
«est formam hoc canone non absolute sub gravi praecipi, sed congruenter ut in- 
nuit verbum ordinarie»... «Unde absolute loquendo dicemus praeceptum va- 
lidum esse et sustineri atque vim suam exercere etsi privatim datur ab eo qui 
potestate iurisdictionali pollet, et non tantum in foro interno sed etiam in 
foro externo» (128). Reconoce, sin embargo, nuestro autor que para urgir 
judicialmente tal precepto es indispensable («omnino servanda est») la for- 
-ma del canon 24 o la del 2.225 (129). 

Consecuente con su manera de interpretar la expresión «legitimum docu- 
mentum» del canon 24, estima el eximio canonista capuchino, refiriéndose a 
la palabra «scripto» del canon 2.225, que basta para el valor del precepto un 
-simple escrito privado del Ordinario del lugar: «Ad valorem praecepti vide- 
tur sufficere scriptura privata Ordinarii loci cuius tamen tenor in archivio 
retineatur una cum syngrapha postali receptionis subsignata a subdito (130). 
Respecto a la forma oral, juzga CORONATA que los dos testimonios pueden 
ser sustituídos en casos especiales por el canciller o notario, o también por 
otro personaje jurado de la Curia: «Mi induce—nos dice—ad ammettere 
-questa interpretazione piu mitte, il canone stesso 2.225, usando la parola 
ordinarie» (131). A esta explicación, que PAILLOT tacha de infundada por 
haberle sido fácil al legislador sustituir en tal hipótesis la palabra ordinarie 
por «coram notario», se adhieren, entre otros, ROBERTI (132) y QUINN (133). 

Como se ve, tanto CORONATA como los demás autores citados que comul- 
gan con el canonista capuchino en la valoración de la forma de la aplicación 
gubernativa de penas, no parecen distinguir entre el precepto penal y la apli- 
cación de penas ad modum praecepti. De ahí que arguyan de la posibilidad 
de imponer el superior privadamente un precepto válido la de aplicar las pe- 
nas por vía gubernativa sin atenerse a la forma del canon 2.225, la cual queda 
reducida a la nada. Si el superior aplica dichas penas extrajudicialmente, sin 
dicha forma o, al menos, sin otra susceptible de ser demostrada plenamente 
en el fuero externo, cabría preguntar a esos canonistas cómo puede aquél ur- 


(128) CORONATA: Inst. I. O., IV, ed. 4.2, n. 1711, p. 112. 
(129) CORONATA: ibid. 


(130) CORONATA: ibid., p. 113. De la misma manera opinan LEGA-BARTOCCETTI (0. و‎ 
196) y REGaTILLO (Instit. I. C., I, n. 103, pp. 93-94). 
(131) CORONATA: Pene e sanzioni canoniche extragiudiziali, n. 10, p. 13. 


(132) ParLLoT, l. c., «Rev. de Droit canonique», III (1953), 48-49; ROBERTI, O. C. 
4n. 263, p. 301. 


(133) QUINN, O. c., 24. 
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gir el cumplimiento de las mismas en caso de resistencia. Completamente 
ilusoria resultaría en esa hipótesis tal aplicación de penas. 

Los que exigen para la inflicción gubernativa de penas un previo precep- 
to conminatorio suelen oponer a la expresión «per sententiam iudicialem» el 
término «ordinarie», dando esta otra interpretación: cuando las penas han 
sido establecidas por precepto, de ordinario deben aplicarse bajo forma de 
precepto y, excepcionalmente, por medio de sentencia judicial (134). 

Finalmente, MORSDORF estima que la palabra «ordinarie» deja entender 
que el decreto puede ser dado en forma no solemne, en cuyo caso, aunque 
obligue en ambos fueros, no puede ser urgido en el externo (135). A esta 
opinión se adhiere también PAILLOT (136) y a ella van muestras preferencias. 


Algún punto de contacto con la interpretación de MORSDORF tiene la que 
nos ofrece el P. CABREROS, según el cual la palabra ordinarie se refiere a la 
aplicación gubernativa de penas en forma pública, en contraposición a la for- 
ma privada. Pero el ilustre profesor de Salamanca sólo parece ver una forma 
pública de imposición de penas en el canon 2.225—«por legítimo documento 
ante dos testigos»—, mientras que el citado canon señala dos, alternativa- 
mente: «scripto aut coram duobus testibus» (137). 

De manera original e ingeniosa ha intentado elaborar NovAL el proce- 
dimiento ad modum praecepti, cuyos principales puntos acabamos de exponer. 
A juicio del insigne canonista dominico, dicho procedimiento comprende dos 
partes, una que se puede llamar Preparatoria, y otra a la que rectamente cabe 
apelar constitutiva. Una y otra constan de varios actos. A la preparatoria con- 
cierne: 1.2) amonestar al súbdito sobre la transgresión de la ley; 2.?) corre- 
girlo secreta o públicamente; 3.2) fracasadas las amonestaciones y correccio- 
nes, imponerle un precepto, y 4.2) finalmente, vigilar si éste es quebrantado. 

A la parte constitutiva pertenece: 1.2) informarse sobre la transgresión . 
cometida del precepto, a fin de que pueda demostrarse extrajudicialmente; 
2.2) citar al transgresor y escuchar sus alegaciones, salvo que el delito sea 
notorio, y 3.2) declarar la pena infligida si fué latae sententiae, o irrogar la 
misma, si fué ferendae sententiae (138). Este procedimiento lo hace también 
suyo G. QUINN (139). 


(134) Cfr., p. e, CORONATA: Instit. I. C., IV, De Delictis et Poenis, n. 1711, p. 112. 

(135) Mónsponr: Rechtsprechung und Verwaltung im kanonischen Recht, p. 167, 
nota 105. ; 

(136) PamLoT: L’infliction de peines sous forme de precepte, «Rev. de Droit Cano- 
ique», III (1953), p. 49. 

(137) CannEROS: El precepto penal, Est. Canónicos, p. 79. 

(138) NovaL: De ratione corrigendi.., «Ius Pontificium», III (1923), 34. 

(139) QUINN: The particular penal Precept, pp. 43-44. 
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Como se ve, el procedimiento gubernativo ideado por el P. Novar está 
calcado en la progresión ordinaria que suele seguirse en el uso de los reme- 
dios penales—monición, corrección, precepto, vigilancia—, pero parece ol- 
vidarse de que tal progresión no pertenece de suyo al procedimiento ad mo- 
dum praecepti, ya que es posible proceder de esta manera sin emplear la mo- 
nición o corrección previas, incluso en la imposición del propio precepto, por 
no hablar de las penas vindicativas. Lo mismo que el praeceptum, también la 
monitio, la correptio y la vigilantia son remedios penales con naturaleza pro- 
pia e independiente y, por tanto, pueden también aplicarse gubernativamente, 
sin ser preciso que antecedan en calidad de actos procesales a la imposición 
del precepto penal (140). Nótese, además, que el procedimiento de Nova 
presupone su teoría, ya refutada, según la cual sólo es posible aplicar guber- 
nativamente las penas que han sido conminadas previamente por precepto. 


IV. EFECTOS JURÍDICOS DE LA APLICACIÓN O DECLARACIÓN DE PENAS BAJO 
FORMA DE PRECEPTO 


A nadie se le oculta cuán diversa es la situación del sancionado con una 
pena eclesiástica, según que medie o no una sentencia condenatoria o decla- 
ratoria. Así, por ejemplo, sólo después de ésta es el condenado, datis dandis, 
inhábil para recibir los rescriptos pontificios (cáns. 36, $ 2; 2.265, $ 2; 
2.275, n. 3 y $ 2; 2.275, n. 3, y 2.283); es inválidamente padrino del bau- 
tismo y de la confirmación (cáns. 755, $ 2, y 795, $ 2, respectivamente); 
pierde la jurisdicción para oír confesiones (can. 873, $ 3); no asiste válida- 
mente al matrimonio (can. 1.095, $ 1, n. 1), etc. (141). 

En todos estos casos, la palabra sententía, ¿no designa más que la sentencia 
judicial en sentido estricto, o se aplica también al decreto que inflige o de- 
clara la pena por vía gubernativa? En otros términos: ¿Tienen los mismos 
efectos jurídicos las penas aplicadas por el procedimiento extrajudicial ad 
modum praecepti que las que se irrogan mediante el procedimiento judicial 
estricto? Así lo estiman, entre otros autores, ROBERTI (142), CAPPEL- 
LO (143), REGATILLO (144), G. QUINN (145), PaILLor (146) y CORONA- 


(140) Cfr. LEGA BARTOCCETTI: Commentarius in iudicia ecclesiastica, III (Romae, 
1950), pp. 188-94. 
(141) Véanse asimismo los efectos de dicha sentencia condenatoria o declarato= 


ria 3 los cánones 167, 1.240, 1.470, 1.654, 2.260, 2.261, 2.264, 2.265, 2.266, 2.275, 2.283. 
y 284. 


(142) ROBERTI: De delictis et poenis, I, P. II, n. 263, p. 301. 

(143) CAPPELLO: Irrogatio poenae per modum praecepti extra iudicium, en «Perio= 
dica...», 19 (1930), 38; De censuris, ed. 4.* (Torino, 1950), n. 79, p. 78. 

(144) REGATILLO: Instit. I. C., IL, ed. 5.2, n. 836, pp. 489-90. 

(145) QUINN, O. C., p. 61. 

(146) ParLLor, l. c., «Rev. de Droit Canonique», III (1953), 33-43. 
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TA, Si bien este ültimo no es consecuente consigo mismo, pues, si por una 
parte nos dice en De delictis et. poenis que: «censura autem inflicta aut de- 
clarata per praeceptum eosdem parit effectus ac censura inflicta aut declarata 
per sententiam; por otra, en el tratado De rebus exige una sentencia judicial 
para que sean privados de sepultura eclesiástica los excomulgados y los en- 
tredichos (147). 

Como es lógico, para que la aplicación gubernativa de penas produzca 
tales efectos exigen los partidarios de esta sentencia que el decreto correspon- 
diente se haya hecho püblico, ya fijándolo en las puertas de la iglesia, ya 
comunicándolo a los fieles desde el pülpito, ya mediante su publicación en el 
«Acta Apostolicae Sedis» o en el «Boletín Oficial del Obispado». 

He aquí las razones en que se apoyan los partidarios de esta sentencia; 

1.2 La expresión sentencia condenatoria o declaratoria, sin hacer violen- 
cia al texto de la ley, puede perfectamente referirse también al precepto que 
aplica o declara una pena. Tal aserto pretende inferirlo PAILLOT de las con- 
sideraciones siguientes: a) Cuando el Codex define en el canon 1.868 la sen- 
tencia como: «legitima pronuntiatio qua iudex causam a litigantibus propo- 
sitam et iudiciali modo pertractatam definit» es para distinguirla de los de- 
cretos del juez, pero en modo alguno la opone a la decisión administrativa 
del superior (148). 

b) El que la palabra sentencia-—añade PAILLOT—vaya siempre sin el 
calificativo judicial en los cánones enumerados anteriormente, donde se hace 
caso omiso del precepto, mientras que está acompañada de dicho adjetivo en 
los principales cánones donde el legislador habla de la sentencia y del pre- 
cepto, contraponiéndolos (cáns. 2.217, $ 1, n. 3; 2.225; 2.245, $ 1; 2.243, 
$ 2), parece manifestar «assez clairement l'intention du Code d'entendre 
alors a la fois, sous le terme unique de sentence et la décision définitive du 
juge et celle du Supérieur» (149). Finalmente, trata de reforzar nuestro au- 
tor las anteriores consideraciones con el aserto de que la palabra sentencia en 
el canon 1.992, lejos de entenderse en el sentido judicial, no puede significar 
otra cosa que el acto conclusivo de un procedimiento por vía gubernati- 
va (150). 

La argumentación de PAILLOT no parece ser muy sólida. Es verdad que 
cuando el Código equipara con la sentencia al precepto aplicativo de penas 
suele calificar el término sentencia con el adjetivo judiczal—salvas las excep- 


(147) CORONATA: Instit. I. C., De delictis et poenis, n. 1743, p. 167; De Rebus, n. 816, 
HARPA 
(148) PaAILLOT, Ll. c., p. 36. 
(149) PaAiLLOT, ibid. 
(150) PaAILLOT, l. c., p. 36. 
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ciones de los cánones 2.443, $ 5, y 2.245, $ 2, donde va también sola la pa- 
labra sentencia—, pero el empleo de tal adjetivo en estos casos en modo al- 
guno nos sugiere que en los demás cánones el término sentencia, cuando va 
solo, se refiera también al decreto aplicatorio o declaratorio de penas. La pa- 
labra sentencia tiene en el Codex un sentido bien preciso que ni siquiera se 
quiebra en el canon 1.992, donde no se trata de un procedimiento adminis- 
trativo, como creen HOFMANN (151) y PAILLOT (152), sino de un procedi- 
miento judicial, bien que sumario, según ha declarado la Comisión de Intér- 
pretes (153). 

2. Suele alegarse, además que el delito no sólo exige la pena, sino tam- 
bién los efectos anejos a ésta, pero tal razón supone demostrado lo que se 
pretende demostrar, pues el tener la pena tales o cuales efectos depende del 
legislador, el cual es muy dueño de atribuir diferentes efectos a las penas im- 
puestas por sentencia judicial. Se arguye, finalmente, del fin de la aplicación 
de las penas ad modum praecepti, el cual no es otro que proveer al bien co- 
mún, subviniendo a aquellos casos en los que es imposible o inconveniente 
acudir al procedimiento judicial, pero tampoco esto prueba nada. Habría que 
demostrar antes la necesidad o conveniencia de equiparar los efectos de la 
aplicación de penas por vía gubernativa a los de la sentencia judicial, y aun 
así sólo nos sería dable abogar en esta materia por un 74s condendum, como 
aboga CIPROTTI, según el cual debería añadirse al canon 1.933, S 4, un nue- 
vo párrafo, concebido en estos términos: «Nisi ex adiunctis aliud appareat, 
praeceptum quo poena irrogatur vel declaratur, eosdem parit effectus iuri- 
dicos quos sententia condemnatoria vel declaratoria» (154). 


3.2 Nada demuestra tampoco en pro de la referida sentencia la inten- 
ción que PAILLOT atribuye al superior de obtener los mismos efectos mediante 
la aplicación gubernativa de penas que los que entrana el procedimiento ju- 
dicial, pues aun dando por supuesta tal intención, no depende de ésta el 
efecto de las penas infligidas, sino de lo que haya establecido el legisla- 
HOE 15>.) + 

No faltan, por fin, quienes acudan a la praxis de la Curia Romana, invo- 
cando el canon 20, contra la expresa prohibición del mismo: «nisi agatur de 
poenis applicandis» (156). 


(151) HOFMANN, l. c. 
(152) Patino, l. Ci, BP. 36: 
(153) C. IL, 6 de diciembre de 1943, A. A. S., XXXVI, 94. 


(154) CIPROTTI: Observaciones al texto del «Codex I. C.» (Salamanca, 1950), can. 
1,933, $ 4, p. 117. 2 

(155) PAILLOT, l. c., 31. 

(156) ROBERTI, I. P. II, n. 257, p. 301. 
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Otros canonistas, por el contrario, no reconocen a las penas aplicadas gu- 
bernativamente los mismos efectos que tienen las que han sido impuestas 
mediante sentencia judicial. Entre ellos citaremos a K. HOFFMANN y al 
DEARZA' (157): 

A favor de esta sentencia milita sobre todo la interpretación estricta que 
reclaman las leyes penales (cáns. 19 y 2.219, $ 1). Si el Código atribuye de- 
terminados efectos a las penas cuando éstas han sido infligidas o declaradas 
por sentencia judicial, no se puede en rigor de derecho extender esos efectos 
a las irrogadas mediante decreto. «Legislator quod voluit expressit, quod no- 
luit non expressit.» 

Por otra parte, el delito es solamente notorio notorietate iuris después de 
una sentencia del juez competente que haya pasado a cosa juzgada, o después 
de la confesión del delincuente en juicio, pero, en cambio, no es notorio de 
derecho el delito sancionado con una pena ad modum praecepti, como se in- 
fiere del canon 2.197, nümero 2. Por ello es inexacta la afirmación de Ro- 
BERTI: «Notorius de iure seu excommunicatus aut declaratus per sententiam 
vel per modum praecepti» (158). 

Además, el hecho de que en el canon 2.284 el legislador atribuya a la 
declaración del superior, a propósito de la suspensión que prohibe un acto 
de jurisdicción, el mismo efecto que a la sentencia judicial condenatoria o 
declaratoria, esto es, la nulidad del acto, parece indicar que el Código sólo 
atribuye al decreto del superior el mismo efecto que a la sentencia judicial 
cuando expresamente lo dice, como hace aquí, pero no en los otros casos en 
que guarda silencio. 


V. RECURSOS EN CONTRA DE LA APLICACIÓN GUBERNATIVA DE PENAS 


Al contrario que para la apelación contra la sentencia judicial, el Codex 
no nos ofrece una doctrina sistemática para el recurso contra los decretos ad- 
ministrativos, sino que se contenta con darnos algunas referencias dispersas 
sobre los diversos casos especiales de recursos a lo largo de los libros II-V. 

Por lo que hace a nuestra cuestión, el derecho a recurrir contra las penas 
irrogadas gubernativamente es admitido en los cánones 2.245, $ 1, y 2.287. 
Pero los efectos del recurso son muy distintos segün que se trate de penas 
. vindicativas o de censuras, y aun dentro de estas últimas, según que se recu- 
rra contra las censuras ya infligidas o solamente contra las conminadas. 


(157) HOFMANN: Das Verwaltungsstrafverfahren im kanonischen Rech, pp. A935 
97; ARZA, l. C., 475. 
(158) ROBERTI: De delictis et poenis, I, P. II, n. 327, p. 387. 
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1. Recurso contra las penas vindicativas 


Segün el canon 2.287, el recurso contra las penas vindicativas impuestas 
por vía gubernativa tiene efecto suspensivo, «nisi aliud expresse in iure cavea- 
tur». Lo mismo que en las Decretales (159), también aquí conserva el Código 
el principio general segün el cual la apelación extrajudicial tiene siempre efecto 
suspensivo «nisi contrarium statuatur» (160). 

Nada nos dice el Codex sobre el recurso contra las penas vindicativas 
ferendae sententiae conminadas por precepto, quizá por estimarlo superfluo. 
Concediendo el legislador ese derecho respecto de las censuras, la mayor gra- 
vedad de las penas vindicativas parece reclamarlo a fortiori, si bien no es tan 
necesario como en las censuras, ya que contra las penas vindicativas ferendae 
sententiae siempre podrá el inculpado alzarse en recurso suspensivo en el mis- 
mo instante de serle aplicadas. 

TORQUEBIAU admite que se pueda recurrir a la Santa Sede contra la con- 
minación por precepto de las penas vindicativas ferendae sententiae, pero este 
recurso es, a su juicio, «simplemente devolutivo» (161). Ninguna razón aduce 
TORQUEBIAU en pro de su aserto ni creemos sea posible aducirla. Para nos- 
otros es indudable que tal recurso tiene efecto suspensivo. Si éste es reconocido 
por el legislador contra dichas penas ya infligidas, sería una incongruencia 
que no lo admitiese contra la conminación de las mismas. 

Lo dicho sobre los recursos contra las penas vindicativas nos parece apli- 
cable a los recursos contra los remedios penales represivos, a fuer del carácter 
vindicativo de éstos, salvo que la naturaleza de los mismos excluya el efecto 
suspensivo, como la monición en su sentido estricto y la corrección (162). 


2. Recursos contra las censuras ya aplicadas 


Como a tenor del canon 2.243, $ 1, las censuras aplicadas gubernativa- 
mente llevan consigo su ejecución en el mismo instante de ser fulminadas, 
y, por otra parte, no pueden cesar más que en virtud de absolución, la cual no 
puede denegarse al delincuente que ha cesado en su contumacia, conforme al 
canon 2.248, $ 1, sólo cabe contra ellas recurso con efecto devolutivo. 

Contra las censuras latae sententiae, una vez incurridas, es imposible el 


M SS 


(159) C. 19, X, 6, de elect.; c. 10, X, 1, de elect. 

(160) Cfr. Bmacor, R.: Recursus in causis separationis coniugum, en «Monitor 
Ecclesiasticus» (1952), 273-284; Ovimpo CAVADA: Teoría general del recurso judicial, 
en «Estudios» (1955), 85-140; LEGA-BARTOCCETTI: Commentarius in iudicia ecclesiastica, 
II, 1012-1014. 

(161) TORQUEBIAU: Traité de Droit canonique, IV (Paris, 1948), pp. 404-405. 


(162) Cír. AMOR RUIBAL: Derecho Penal de la Iglesia Católica, 11 (Santiago, sin 
fecha), pp. 389-90. 
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recurso, puesto que fueron impuestas por la misma ley en el instante de co- 
meter el delito, y contra la ley no cabe recurso. Por ello el Código guarda 
silencio sobre ellas. Pero sí es posible alzarse en recurso contra el decreto 
declaratorio de tales censuras latae sententiae, en cuyo caso estimamos, con 
ROBERTI y otros autores, que el recurso tiene efecto suspensivo respecto a las 
consecuencias de la declaración, pues mientras el recurso está pendiente no 
consta suficientemente que se haya incurrido la censura, ni, por obra parte, 
han tenido ya ejecución los efectos que dependen de dicho decreto declara- 
torio (163). 


3. Recursos contra las censuras conminadas por precepto 


Contra las censuras conminadas por precepto, ya ferendae ya latae senten- 
tiae, salvo que se trate de materias en que la ley únicamente reconoce recurso 
con efecto devolutivo, admite el párrafo 2.° del canon 2.243 que se puede 
recurrir también con efecto suspensivo. Este efecto no sólo afecta a la pena, 
sino también al precepto, si contra ambos se ha interpuesto el recurso, pero 
caso de recurrirse únicamente contra la pena, tan sólo ésta queda en suspenso, 
permaneciendo la obligación de cumplir el precepto. Otro tanto cabe decirse 
de la censura conminada bajo condición o término si el recurso se interpone 
antes de expirar éste o cumplirse aquélla. 


Aun cuando se haya recurrido contra el precepto, no queda en suspenso, 
sin embargo, la obligación de cumplirlo, si ésta procede de otras fuentes—ley 
positiva, derecho natural, estatutos particulares—que excluyen tal suspensión. 
Así, por ejemplo, si el superior obliga al reo a restituir una cosa robada, con- 
minándole con una censura, el recurso puede suspender la imposición de la 
censura, pero no la obligación de restituir; y, de la misma manera, si un re- 
ligioso interpone recurso contra un precepto que se le ha impuesto en confor- 
midad con las constituciones de su religión, bajo la amenaza de censura, ésta 
puede suspenderse, pero no la obligación de obedecer segün los votos libre- 
mente emitidos (164). 

En cuanto a los remedios penales preventivos, a fuer de medicinales, pare- 
ce que el recurso contra los mismos debiera de seguir la pauta de los recursos 
contra las censuras, con la salvedad antes indicada respecto de los represivos. 


(163) ROBERTI: De delictis et poenis, I. P. II, n. 289, pp. 330-31; CHELODI: Ius Oa- 
nonicum de delictis et poenis, n. 32; Muniz: Procedimientos Eclesiásticos, III, n. 652; 
Luca: De iudiciis, IV, n. 264; WERNZ: Ius Decretalium, VI (Prati, 1913), n. 169. De 
esta opinión es CREUSEN (Epitome I. C., III, 6.* ed. n. 439, 2), contra lo que afirma 
ROBBRTI, l. c., p. 331, nota 1. 

(164) Cfr. CORONATA: Inst. I. C., IV, De delictis et poenis, n. 1745, p. 168. 
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Como se ve, no es exacta la afirmación, frecuente entre los autores, según: 
la cual el recurso sólo tiene generalmente efecto devolutivo, al revés que la 
apelación, que lo tiene de suyo «in suspensivoy (165). Salvo las censuras ya 
infligidas, por la razón apuntada de que éstas llevan consigo su ejecución in- 
mediata y está en las manos del delincuente librarse en seguida de las mismas 
con sólo deponer su contumacia y pedir la absolución, contra todas las penas. 
vindicativas y contra todas las censuras conminadas por precepto cabe siempre, 
como norma general, el recurso con efecto suspensivo. El Código no ha cam- 
biado sustancialmente la antigua disciplina que reconocía, en principio, a la. 
apelación extrajudicial efecto suspensivo (166). Es verdad que éste ya había 
sido suprimido respecto de ciertas materias por el Concilio Tridentino, con 
el fin de cortar los inconvenientes que entranaba para la disciplina ecle- 
siástica y facilitar así el ejercicio de la potestad administrativa de los Obispos, 
decreto que interpretó auténticamente BENEDICTO XIV en su Constitución Ad’ 
militantis Ecclesiae, enumerando bastantes casos en los que la apelación extra- 
judicial surte únicamente efecto devolutivo, pero estas limitaciones no dejan: 
de ser excepciones que confirman la regla general (167). 


En el Código no han tenido cabida todos los casos exceptuados por el gram 
Papa canonista, cuya citada Constitución debe considerarse derogada desde la 
promulgación de aquel cuerpo legal (168); pero se recoge casi íntegramente 
todo el Derecho tridentino sobre el particular, como puede comprobarse con: 
el simple cotejo de las fuentes de los cánones que sólo admiten el recurso. 
devolutivo para ciertos decretos administrativos (169). 


(165) Así, p. e., REGATILLO: Institutiones I. C., II, n. 728, p. 427 y n. 875, p. 508: 
QUINN, G.: The particular penal precept, pp. 78-80. 


(166) Cfr. Bipacor, l. C., p. 277 ss.; OVIEDO CAVADA, l. c., 106-40; 0 :- 
Comment. in iudicia, eccles., II, p. 112, n. 4; NovaL: De iudiciis, I, n. 424. 


(167) Conc. Trid., sess. XXIV, c. 10, de reform.; sess. XIII, c. 1, de reform.; BENE- 
DICTO XIV, Const. Ad militantis Ecclesiae (30 de marzo de 1742), Fontes, n. 326. 


(168) Cfr. CORONATA: Instit. I. C., IV, De delictis et poenis, n. 1744, p. 167; CHELO= 
DI: Jus can. de delictis et poenis, p. 33, nota 3. 


(169) Sobre los decretos que sólo admiten recurso devolutivo, cfr cans. 192, 8 3; . 
296, 8 2; 298; 345; 454, 8 5; 880, 5 2; 1395, 8 2; 1.428, 8 3, y 2.243. Suelen incluirse 
también los decretos de los procedimientos especiales de la parte III del libro IV: 
(cáns. 2.141-1.185), pero el recurso contra éstos ni es sólo suspensivo, ya que el pá-. 
rroco amovido ree EEE la parroquia, ni sólo devolutivo, puesto que la. 09 
rroquia no puede darse válidamente a otro mientras no se resue a 
nones 2.146, $ 3, y 2.156, 8 1). ps 
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4. Plazo para interponer el recurso 


Nada nos dice el Código sobre el plazo en que es posible entablar recurso. 
contra la irrogación de penas por vía gubernativa y es frecuente en los autores 
guardar silencio sobre cuestión tan importante (170). 


El P. REGATILLO, hablando del recurso contra los procedimientos especia- 
les de la parte III del libro IV, nos dice que el plazo para interponer los re- 
cursos con efecto suspensivo admitidos por el Código— seis solamente, a su 
juicio—es de diez días a contar desde la intimación del decreto, mientras que 
para recurrir en devolutivo «tempus non limitatur» (171). 


Para ROBERTI, en cambio, el recurso in suspensivo contra las censuras con- 
minadas mediante precepto ad instar legis «semper proponi potest donec poena 
irtogata fuerit per sententiam aut per modum praecepti vel ipso iure incursa»;, 
y también cuando la conminación ha tenido lugar por precepto ad instar sen- 
tentíae, pendiente de un término o de una condición, el tiempo para proponer 
el recurso ¿n suspensivo perdura hasta que haya expirado el término o se haya 
cumplido la condición (172). 

¿Qué partido tomar ante esta diversidad de opiniones? Habida cuenta de 
que el recurso con efecto suspensivo del Codex equivale a la antigua appellatio 
extraitidicialis, como se desprende del canon 1.601 y han demostrado reciente- 
mente el P. BIDAGOR y OVIEDO CAVADA, siguiendo a LEGA-BARTOCCETTI (173), 
el plazo a que debe someterse la interposición del mismo, de acuerdo con el 
canon 6, no parece que pueda ser otro que el decenio expresamente estable- 
cido por Bonifacio VIII para las apelaciones extrajudiciales, zanjando con 


(170) Cfr. p. e, CHELODI, O. C., n. 32, p. 40; CREUSEN: Epitome I. C., III, n. 439, 
joy a, 

(171) RzEGATILLO: Institutiones Iuris Canonici, ed: 5.8, n. 728, p. 429: Los seis casos 
de recurso en suspensivo, admitidos por REGATILLO, corresponden a los cánones 647, 
$ 2; 1.465, 8 1; 1.709, 8 3; 2.153, 8 1; 2.243, 8 2; 2.287. Se olvida el P. REGATILLO de 
alegar el recurso suspensivo expresamente reconocido por el canon 498 y el del ca- 
non 699, cuyo efecto suspensivo, aunque silenciado por el Código, no parece ofrecer 
duda, dada su analogía (can. 20) con el recurso del canon 498. Con toda reverencia 
hacia el eximio canonista de Comillas, séanos permitido manifestar nuestra extra- 
fieza ante sus dos siguientes afirmaciones, que no logramos armonizar: por una 
parte, nos dice que el recurso de que habla el canon 2.146 «est im devolutivo tam- 
tum, non in suspensivo»; por otra, lineas más abajo, se expresa así, refiriéndose 
al mismo recurso: «Unde hic recursus habet aliquid in suspensivo, quatenus suspen- 
.dit novam provisionem beneficii». Y tan acusado es el efecto suspensivo de este 
recurso, que el plazo para entablarlo es de diez días, como reconoce nuestro autor, 
no obstante opinar que el recurso in devolutivo no tiene limitación de tiempo (Ins- 
tit I. C., II, n. 728, pp. 429-30). A 

(172) ROBERTI, O. C., n. 290, II, p. 332. 

(173) Brpacor, R.: Recursus in causis separationis coniugum, en «Monitor Eccle- 
siasticus» (1952), 273 ss.; OVIEDO CAVADA: Teoría general del recurso judicial, en «Es- 
tudios» (1955), 85 ss.; LEGA-BARTOCCETTI, O. C., II, pp. 1010-14. 
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‘ello las discusiones existentes entre los autores contemporáneos sobre el par- 
ticular (174). 

A idéntica conclusión se llega si se prefiere ver en el Código una laguna 
al respecto, en cuya hipótesis habría de llenarse de acuerdo con el canon 20, 
es decir, acudiendo a las prescripciones relativas al plazo fatal de la apelación 
judicial (can. 1.881), o, más propiamente, al decenio sefialado a ciertos re- 
cursos in suspensivo por los cánones 1.465, $ 1; 1.709, $ 3, y 2.155, $ 1. 
A estos cánones habría que añadir el 647, $ 2, numero 4, y el 2.146, $ 3, 
pues también los recursos a que se refieren deben entablarse, según interpre- 
tación auténtica de las Sagradas Congregaciones de Religiosos y del Concilio, 
respectivamente, en el plazo de diez días (175). 

Como hace notar acertadamente LEGA-BARTOCCETTI, la propia naturaleza 
«del recurso con efecto suspensivo reclama que sólo pueda entablarse dentro 
de un cierto intervalo de tiempo, pues, de lo contrario, siempre serían suscep- 
tibles de ser atacados los decretos administrativos con menosprecio de la po- 
testad gubernativa y de los propios Ordinarios (176). 

El simple recurso-con efecto devolutivo, por el contrario, puede interpo- 
nerse siempre a la Santa Sede sin limitación alguna (can. 1.569). 


CONCLUSIONES 


Resumiendo, he aquí algunas de las principales conclusiones que inferimos 
'de nuestro estudio sobre los puntos más debatidos por los canonistas en torno 
a la aplicación extrajudicial de penas: 


.. No parece que puedan imponerse por vía gubernativa más penas que 
las enumeradas taxativamente en el párrafo 4.2 del canon 1.933, para lo cual 
no es requisito indispensable que hayan sido previamente conminadas por un 
precepto particular. 


II. La suspensión y el entredicho pueden ser también aplicados guberna- 
tivamente como penas vindicativas. 


III. El delito castigado extrajudicialmente puede ser público u oculto. 


IV. No parece casarse fácilmente el requisito de la certeza sobre el de- 
lito, exigida al superior por el canon 1.933, $ 4, para imponer los remedios 
penales, con la que requieren los cánones concernientes a éstos, algunos de 
los cuales ni siquiera exigen la comisión del delito. 


(174) C. 8, II, XV in ۶ 


(175) S. C. de Religiosos, 20 jul. de 1923, A. A. S. (1923), p. 457, n. 4; 8. C. del 
Concilio, Romana et aliarum, 21 ian. 1924, A. A. S., XVI (1924),. 162. 
(176) LEGA-BARTOCCETTI, O. C., II, p. 1013, n. 8. : 
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V. No parece ser un elemento esencial del procedimiento aZ modum 
praecepti escuchar al inculpado y darle oportunidades de defensa antes de im- 
ponerle la pena, aunque abogaríamos por que así fuese de iure condendo. 


VI. El término «scripto» del canon 2.225 parace equivaler, en la mente 
del legislador, a documento público. 


VIL Para que el decreto aplicativo de penas por vía gubernativa pueda 
ser urgido en el fuero externo debe acomodarse a una de las dos formas so- 
lemnes prescritas en el canon 2.225. 


VIIL La aplicación o declaración de penas ad modum praecepti no pa- 
rece tener los mismos efectos que se derivan del procedimiento judicial. 

IX. Salvo contra las censuras ya infligidas, contra todas las penas vin- 
dicativas ferendae sententiae (aplicadas o conminadas) y contra todas las cen- 
suras conminadas por precepto cabe siempre, como norma general, el recurso 
con efecto suspensivo. 

X. El plazo para entablar el recurso 7m suspensivo no parece que pueda 
“ser otro que el clásico decenio. 


ANTONIO MOSTAZA RODRIGUEZ 


Comandante Capellán del Ejército. 
Profesor del Seminario Hispano- 
americano. 


— 573 — 


۳3 


" y "e k A 
nur: fh TIN. Ha WS 


nis E MATES A 
X PCS usa. drei dos ted 


SENTIDO Y FUNCION 
DE LA CONFESIONALIDAD DEL ESTADO 
ANTES DEL LAICISMO POLITICO 


I. LA PROBLEMATICA QUE SE PLANTEA 


Desde la era cristiana, la confesionalidad o aconfesionalidad del Estado 
desborda en la cuestión ineludible de sus relaciones con la Iglesia. En la an- 
tigúedad pagana, la cuestión no existía. El Estado no solamente profesaba un 
culto, sino que asumía la función religiosa en todas sus dimensiones, de modo 
que vida religiosa y vida nacional, como observa MELZI, se identifica absoluta 
y obligatoriamente (1). _ 

Sobre todo predomina esta concepción en la teoría política griega: «Para 
los griegos—dice O. WILLIAM—, la parte legal conserva al lado de la religión 
su significado especulativo-místico...; la ley de honrar a Dios forma parte de 
la legislación pública» (2). «Es la consecuencia lógica de atribuir al Estado 
una finalidad eminentemente moral; perfeccionar, según PLATÓN, la virtud 
del alma» (3). 

En la concepción política romana resalta más la función social-temporal 
terrestre del Estado; pero el Emperador detenta también la jurisdicción reli- 
giosa y es el Pontífice Máximo. Y a decir verdad, esta situación de hecho no 
implicaba ninguna doctrina maquiavélicamente heterodoxa, sino un postulado 
de derecho natural. La idea de una soberanía única para lo civil y lo religioso 
no sería después ajena a nuestros teólogos, que la consideraban normal en una 
sociedad humana sin la economía sobrenatural de la Revelación. Tal es la te- 
sis de SANTO Tomás y SUAREZ (4). 

Ante el Estado pagano se presentan los cristianos no sólo como Iglesia 
(asamblea) de creyentes, sino como sociedad religiosa jerarquizada, dotada de 
todos los elementos jurídicos y sociales, para realizar la evangelización; ade- 
más, en la época de persecuciones reivindica para sí la libertad de acción fren- 


(1) MuLzI: Stato e Chiesa, “La Scuola Cattolica", fasc. 3 (1953), p. 171. 

(2) Citado por NaszaLY1: El Estado según F. de Vitoria (M., 1948), p. 35. 

(3) Idem. 

(4) Sto Tomás: De Regimine Principum, I, 14. SUÁREZ: De Legibus, IV, 2 (Opera 
-Omnia, ed. Vivés, V), pp. 331-33. 
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te al poder püblico constituído. La revolución en el terreno político tiene lu- 
gar ahora con la distinción de los dos poderes (5). 

El Cristianismo no sólo condena los cultos politeístas, sino que reclamará 
su derecho de jurisdicción autónoma sobre lo espiritual a un poder civil que, 
según la ley de la Ciudad Antigua, no reconoce más cultos ni más dogmas que 
los de la religión del Estado, ni mucho menos otra jurisdicción rival en lo 
religioso. 

En esta situación, la Iglesia se encontraba con un doble obstáculo: a) re- 
ligiosidad pagana—problema de conversión—; b) jurisdicción religiosa esta- 
tal —problema de diferenciación. 

A través de diecinueve siglos en la Historia de la Iglesia esto ha motivado 
que hayan sido tan agudas las luchas de «poderes» como las de «creencias»; ya 
sea cuando la «potestas civilis» era elemento orgánico dentro de la cristiandad 
(medievo) como cuando la «potestas civilis», consciente de su soberanía (Es- 
tado eclesial—galicanismo—en la Edad Moderna), no ha visto en la «potes- 
tas spiritualis» del Papa más que un poder extranjero. 

No es justificable el error de los que han distinguido Iglesia carismática 
—sacramental—de misterios—e Iglesia jurisdiccional. Pero aparece claro que 
en la Historia de la Iglesia cristiana gran parte de la atención hay que cen- 
trarla predominantemente sobre la «Iglesia de Derecho», es decir, sobre los 
conflictos jurisdiccionales de Roma con los Estados cristianos. De aquí la in- 
sistencia apologética del Derecho püblico eclesiástico y del Tratado tradicional 
De Ecclesia en demostrar la constitución de la Iglesia preferentemente como 
«societas perfecta», para guardar su paralelismo jurídico con el Estado. 

¿Cuál habría sido el desarrollo jurisdiccional-público de la Iglesia si no se 
hubiera realizado la conversión cristiana del Imperio? ¿Puede llegarse a pensar 
que por suceder el cambio de religión estatal en Roma, inmediatamente des- 
pués del paganismo, que mantenía un Estado absolutista en lo religioso, con 
Constantino se habría ocasionado la génesis no sólo del hecho, sino de la tesis, 
más tarde elaborada: «Cristianismo — Religión oficial del Estado»? 

Son muchos, por esto, los aspectos que ofrece el problema Iglesia-Estado 
en el Derecho püblico eclesiástico. Actualmente se reflexiona sobre ellos des- 
de diversos puntos de vista, que se refieren a Estado confesional o laico, 
libertad o tolerancia religiosa, pluralismo religioso-social, derechos de la con- 
ciencia y convivencia humana. 

En estas notas, sin pretender hacer una investigación histórica de los he- 
chos que marcan la trayectoria de las relaciones y de la situación entre ambos 
poderes soberanos en la época antigua cristiana y Edad Media, nos referiremos 


(5) Lecter: L'Eglise et la Souveranité de l'Etat (P., 1944), p. 11 sigs. 
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más directamente a la dimensión peculiar que adquiere la confesionalidad del 
Estado en estas épocas, siendo nuestra finalidad, más que de construcción 
doctrinal en tan escabroso terreno, de colaboración a la Historia del Derecho 
püblico eclesiástico. 

Un detalle interesa resaltar de antemano. Del terreno jurisdiccional, en el 
que, al menos hasta el liberalismo, se había planteado la cuestión Iglesia-Es- 
tado, se ha realizado actualmente una transferencia, motivada, sobre todo, por: 
el hecho del pluralismo religioso y la urgencia de los conflictos sociales al es-. 
tudio de la religiosidad constitucional del Estado; aspecto éste que en la pri- 
mera época del Cristianismo fué más un hecho espontáneo que la realización 
de unos principios demostrados de teoría política cristiana. 

He aquí, pues, las dos dimensiones en que puede desdoblarse el problema. 
Iglesia-Estado: 


a) La estrictamente religiosa—confesionalidad del Estado. 


b) La jurisdiccional—relaciones de Iglesia-Estado—, cuyos diversos ma- 
tices intentamos estudiar, teniendo en cuenta los hechos históricos de las épo- 
cas referidas, para aclarar lo que podría llamarse «sentido y función de la con-. 
fesionalidad del Estado» en su trayectoria histórica. 


IT. DIMENSION DE LA CONFESIONALIDAD DEL ESTADO 
EN LA EPOCA ANTIGUA 


La Iglesia, que a fines del siglo I se organiza ante el Estado romano, es: 
un conjunto de comunidades religiosas, localizadas en las principales ciudades 
del imperio. Su condición frente al poder civil es la de secta religiosa privada, 
y a los apologistas aparece como la «comunidad de creyentes». 

Todavía la Iglesia no tiene más realización social que la del proselitismo.. 
Catecumenado y bautizados. Esta penetración cristiana sirve de base apologé- 
tica a TERTULIANO, al PSEUDO-CLEMENTE ROMANO, a CLEMENTE DE ALE JAN- 
DRÍA, frente a los paganos (6). 

En la visión que SAN JUSTINO y SAN IRENEO exponen de esta Iglesia na- 
ciente, los elementos constitutivos claramente percibidos son el doctrinal 
—«predicatio veritatis»—y el sacramental—«preces et gratiarum actio Pa- 
tri»—; «la Iglesia—dice SAN IRENEO—se ha sembrado por toda la tierra...», y 
«predicatio veritatis ubique lucet et illuminat omnes homines» (7); y SAN 


(6) TERTULIANO: Apologético, VII, 44 (KircH: Enchiridium Fontium Hist. Eccles... 
207). PsEUDO-CLEMENTE (K, 153). CLEMENTE DE ALEJANDRÍA: Stromata, VI, 18-167. 


(7) KrnCcH, 102, 104, 
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JUSTINO, «no hay ningún género de hombres», «in quo per nomen Jesu pre- 
ces et gratiarum actiones Patri fiant» (8). 

De este modo hay en los cristianos, frente al Estado pagano, una clata 
oposición, como representantes de una doctrina nueva y de un culto superior, 
cuando todavía en la esfera de la autoridad no se sienten diferenciados como 
cuerpo orgánico y jerarquizado. Así, hacia el año 96 después de J. C., SAN 
CLEMENTE ROMANO, en nombre de la Iglesia, que peregrina en Roma, exhor- 
ta a la Iglesia de Corinto a la obediencia a los príncipes, dando un sentido 
meramente moral a la relación de la comunidad cristiana con el Estado (9). 

El contenido de «dar al César lo que es del César y a Dios lo que es de 
Dios» no había adquirido en la primitiva Iglesia equivalencia jurídica, como 
expresión de poderes independientes. Sin embargo, la Iglesia predicó desde 
el principio la consecuencia religiosa de «dad a Dios lo que es de Dios», ne- 
gando a sus convertidos la obligación de someterse a la exigencia mínima del 
culto oficial del Estado. i 1 

Como reacción defensiva, el Estado intenta coaccionarla con las persecu- 
ciones, y en contra de estas medidas los cristianos no cesaron de reivindicar la 
libertad de conciencia (10). 

También SAN PABLO había insistido en esa lealtad cristiana al poder pú- 
blico en su carta a los Romanos y les exhorta a aceptar todos los cargos, aun 
impuestos por un poder pagano. Cuando el Apóstol enseñaba esto, la autori- 
dad imperial estaba en pleno apogeo y Roma simbolizaba el Orden, la Justicia 
y la Libertad: mas, aunque cambien las disposiciones del poder püblico hacia 
la Iglesia, ésta no dejará de enseñar la misma doctrina. El Apóstol perseguido 
encomienda aún a “Timoteo que ore por los magistrados (11). 

Es ésta una época en que, para los muevos convertidos, el Cristianismo 
es, ante todo, trascendencia de los cultos idolátricos, trascendencia del Empe- 
rados, trascendencia de un orden moral pagano y trascendencia de toda la ciu- 
dad temporal. La realidad «Iglesia» no se ha revelado a ellos aún como «po- 
testas» frente al «imperium» civil. 

No situada aún la Iglesia como sociedad sobrenatural religiosa y, por lo 
tanto, como autoridad paralela y superior a la autoridad política en lo espiri- 
tual, ni, al menos en la polémica de los apologistas, se aludió a cualquier in- 


tento de conversión del Estado, como exigencia de la nueva doctrina y de su 
función evangelizadora. 


(8) S. JusriNo: Dialog. cum Tryph., 117, 7-10 (K., 59). 


(9) CLEM. ROMANO: Epist. ad Corint., 60, 2. Lo Grasso: Ecclesi 
۳۱ D: sia et Status. Fontes 


(10) H. LECLERCQ: Accusations contre les chretiens, “Dict. Arch.", I, 265-307 
(11) Rom., 12, 1-7. à 
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ARÍSTIDES, en su Apología dirigida a Adriano, se limita a exponer el dog- 
ma del único Dios y la vida ejemplar de los cristianos (12). SAN JUSTINO, 
igualmente, centra sus defensas en demostrar la divinidad de Cristo y la su- 
perioridad del Cristianismo sobre el paganismo (13). Buscan una tolerancia 
para el Cristianismo, exigida no tanto en nombre de los derechos de la con- 
ciencia libre como basados en su verdad objetiva y en la exaltación de sus 
valores doctrinales y morales frente a la filosofía clásica. La misma línea si- 
guen TACIANO, ATENÁGORAS y MiNUCIO FÉLIX en su Octavius. Y, por fin, 
el Edicto de Milán (313) consagraba jurídicamente el derecho del Cristianis- 
mo a la existencia. 

Constantino es el primer Emperador romano que toma relaciones amisto- 
sas duraderas con los cristianos, y éstos, desde ahora, han de oponerse a una 
política de absorción. Inicialmente, con el decreto de tolerancia, Constantino 
no intenta declarar la «conversión del Estado», sino aprovechar el hecho so- 
cial del Cristianismo para renovar el Imperio decadente. Aun se duda si Cons- 
tantino personalmente se hizo cristiano (13 bis). 

La formulación de esta nueva táctica de gobierno está intuída en la pro- 
mulgación de la absoluta libertad religiosa que concede en su Edicto; «liberam 
potestatem christianis et omnibus sequendi religionem quam quisque voluis- 
set» (14). 

Por primera vez en el Derecho público estatal, la razón de «seguridad pú- 
blica» (15), concepto sintetizado de «bien temporal», adquiere un relieve ju- 
rídico especial, al sustantivarse como base suficiente de la nueva política reli- 
giasa del Imperio. 

La consideración de este factor esencial para la «Civitas» terrestre, que en 
Constantino y Licinio, en el terreno de la practicidad, motivó la tolerancia del 
Cristianismo, fué en el siglo XIX el mismo punto de arranque pes construir 
€l binomio tesis-hipótesis como norma y como doctrina. 


Así, la estructura política inicial, 


— «Imperio pagano—bien comün—tolerancia de la Iglesia—», 
en el Medievo, después del período bizantino, se ha convertido en 


— «Sacro Imperio—bien común—intolerancia de los heterodoxos—», 
y luego, a partir del 1648, va transformándose en 


(12) Pmar: La Theologie de Saint Paul (P., 1912), 460. 
(13) Citado por el P. Liorca: Historia de la Iglesia Católica, t. I (M., 1950, 
CED; DO 189: 

diy SIDE UE L.: Nueva Historia de Roma (B. 1949), p. 375. FLICHE-MARTÍN: 
Histoire de L'Eglise, III (P., 1940), p. 17. 

(14) Lo Grasso: Ecclesia et Status (R., 1939), p. 2. 

(15) *Cum feliciter—dice Constantino—convenissemus atque universa quae ad 
commoda et securitatem publicam pertinerent"... (Lo GRASO, 4-6, p. 2). 
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— «Estado absoluto—bien nacional—absorción de la Iglesia—», 
y en el estadio ya revolucionario, 


— «Estado laicista—bien común—separación de la Iglesia—», 
mientras que la doctrina católica concreta ahora su ideal político en 


— «Estado cristiano—bien común—tolerancia de otras confesiones—», 
y en una nueva fase teórica, problemática, la realización integral 
del «bien común» se propone como únicamente posible en el «Es- 
tado laico» con igualdad jurídica de todas las confesiones (16). 


Desde el punto de vista del Derecho público eclesiástico actual, el Decreto 
de Milán puede aparecer como el triunfo de la Iglesia, sociedad perfecta—je- 
rárquicamente organizada—, configurada según el pleno contenido de los tex- 
tos bíblicos; pero en la concepción de Constantino ni siquiera adquiere signi- 
ficación jurídico-pública frente al poder imperial; la Iglesia—sociedad perfec- 
ta—está todavía reducida en el Decreto a ser «corpus christianorum» dentro 
del Imperio (17). 

La única esfera jurisdiccional que existe es la del Emperador. He aquí la 
concepción que ocasionará una política secular más o menos acentuada de ab- 
sorción e interferencia. 

Convertido o no, Constantino, hacia el 323, rompe con la actitud de neu- 
tralidad y tolerancia e inicia un régimen de protección a los cristianos, sin que 
por eso coaccione a los paganos, y habiéndose debido su Decreto más a tác- 
tica política que a principios religiosos, es lógico que concibiera la organiza- 
ción de la vida religiosa cristiana, como de interés estatal y, por lo tanto, su- 
jeta a su dirección. 

A medida que va concediendo privilegios y cargos públicos a los cristianos 
y el Cristianismo se va convirtiendo en religión—o profesión—del Estado, se 
arraiga más explícitamente en Constantino el ideal de la Ciudad antigua de 
una única religión bajo un solo imperio. 

Convoca el Concilio de Arlés (314) contra los donatistas. Preocupado por 
la división doctrinal ocasionada por el arrianismo, convoca el Concilio de Ni- 
cea (325) y en calidad de jefe de Estado da a las soluciones tomadas el apoyo 
del brazo secular (17 bis), de modo que la intervención de los Pontífices ro- 
manos queda absorbida en su gobierno (18). 


(16) Es interesante observar cómo la situación de la Iglesia en los Estados ha 
variado según el concepto predominante y distinto en cada circunstancia histórica, 
de “bien común”. El mismo factor ha llevado a muy diferentes resultados. 

(17) Lo Grasso: o. c. nn. 5-6, p. 4. 


(17 bis) Homo: o. c. p. 397. 
(18) PALANQUE en FLICHE-MARTÍN, O. C., III, 361. 
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Un hecho resalta claro en la política constantiniana; es el marcado sentido 
jurisdiccional que ha dado a sus relaciones con los cristianos. Al hacerse cris. 
tiano se ha creído con derecho a jurisdicción eclesiástica, llevado de una con- 
cepción absolutista estatal, que, realizada en sus líneas principales por los em» 
peradores ilirios, se precisa y completa en el curso del siglo IV (19): 

Este proceso de identificación de Cristianismo e Imperio encuentran su 
fase culminante en la política de Teodosio I (379-395). La voluntad imperial 
intenta absorber la esfera civil y religiosa de los súbditos, haciendo de la obli- 
gación de creer que todo hombre tiene un objeto del imperio estatal; ésta es 
la tendencia a convertir la finalidad política del Estado en finalidad religiosa, 
expresada en la Ley de Teodosio del 380, en la cual se declaraba «ser su vo» 
luntad que todos los pueblos sometidos a su cetro abrazasen la religión que, 
confiada por San Pedro a los romanos, ahora enseñan el Pontífice Dámaso 
y Pedro de Alejandría» (20). 

Esta conversión no significaba, desde luego, para el Emperador la incor: 
poración a una sociedad con poderes distintos a los suyos, lo que supondría la 
sumisión de sus súbditos a una esfera jurisdiccional distinta; era solamente 
«versari in religione Petri» (21). 

Por el contrario, el ser cristiano llegó a ser la base jurídica para pertene 
cer a la sociedad temporal del Imperio. En el año 392, Teodosio da una orden 
por la que los únicos que tienen derecho de ciudadanía son los cristianos (22), 

La base de la ciudad temporal no es ya el bien común, sino la creencia; 
el Imperio, de derecho, se ha convertido en sociedad religiosa: la Iglesia trir 
butaba a los príncipes cristianos el título de «Obispos del exterior», pero de 
hecho la tendencia fué a convertirse en «Obispos del interior» (23). La con- 
fesión de la fe se había convertido de responsabilidad ante Dios en responsa 
bilidad ante el Estado. 

Esta política tendía a realizar en provecho del poder imperial la última 
forma de absolutismo, que es el absolutismo religioso. Para conseguir este ab- 
solutismo estatal, en su dimensión meramente política, los emperadores ha- 
bían encontrado en el Cristianismo un obstáculo. Dos tácticas se pusieron en 
práctica con el fin de superarlo: la de eliminación —persecuciones—, y. cuando 
es reconocida como legítima la religión cristiana, la de absorción jurisdiccio- 
nal (24); ésta más o menos conscientemente opresora. 


(19) Homo: O. C. p. 386. 

(20) Lo GRASSO: O. C., n. 53, p. 29. 

(21) Idem. 

(22) FILICHE-MARTÍN: O. C., III, 277. 

(23) En la concepción aristotélica de la ciudad temporal, la base era la comu» 
nidad de obra, el bien terrestre. ROBIN: El Pensamiento griego (B., 1926), p. 355; 

(24) Mzzzi: Stato e Chiesa, “La Scuola Cattolica", fasc. 3 (1058) PB. E4. 
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De este crisol estatal de lo civil y lo religioso surge la concepción política 
bizantina, segán la cual el Emperador cree poseer de Dios todos los poderes 
y se siente obligado a intervenir en los asuntos religiosos (25). Así Justiniano 
legisla para la Iglesia y en las querellas dogmáticas reúne a sus consejeros, 
decidiendo netamente la doctrina que se había de profesar, mediante edicto 
imperial, al cual los Obispos se sometían. Intentaba imponer su voluntad aun 
al mismo Papa (26). 

Esta política desviada de los emperadores cristianos motivó en los escritos 
patrísticos la diferenciación doctrinal de lo sagrado y lo temporal y la distin- 
ción teórica de ambos poderes, configurándose paulatinamente la Iglesia como 
organismo independiente. 

Todavía, sin embargo, la suprema expresión de la potestad de régimen 
sigue siendo el «imperium» del Príncipe, pero ya se exige autonomía para lo 
eclesiástico. Frente a Constancio, que intentaba doblegar a Osio en favor de 
los arrianos contra el obispo Atanasio, formula aquél una distinción notable: 
«Tibi Deus imperium tradidit, nobis ecclesiastica concredit» (27). 

El «imperium» y el «ecclesiastica» aparecen en esta respuesta de Osio 
como dos órdenes distintos. Por eso el Obispo condena la política imperial de 
absorción: «Ne te rebus misceas ecclesiasticis, nec nobis his de rebus xc 
mandes, sed a nobis haec ediscas; mete ne, si ad te ecclesiastica pertrahas...> 
etcétera (28). 

Sin embargo, la significación diferencial de «rebus ecclesiasticis» está li- 
mitada por la circunstancia de tratarse de una réplica del Obispo de Córdoba 
contra Constancio, que, influído por los arrianos, se quería imponer injusta- 
mente en una cuestión dogmática; la expresión, pues, se refiere más a un or- 
den de cosas doctrinal que al jurisdiccional; la frontera que se opone a la inter- 
ción del Emperador es, por esto, el magisterio de los Obispos; «a nobis 
ediscas». 

En la doctrina posterior, este grado inicial de diferenciación adquirirá 
muy pronto plena trascendencia jurídica. En su Carta a Constancio (355), 
SAN HiLARIO DE POITIERS, Obispo, exige al Emperador la libertad de con- 
ciencia y de acción en favor del cristianismo: Frente al «Domine, beatissime 
Auguste», por vez primera expresamente se proclaman los derechos de unos 


(25) FLICHE-MARTIN: O. C., IV, p. 284. Batrirot: Le Catholicisme des origines 
‘a St. Leon I, IV (P., 1912-24), p. 513. 


(26) DUCHESNE: L'Eglise au VIeme. siecle (P., 1925), 260-67. JuGIE: J 
“Dict. Theol. Cath.” BB. ustinien, 


(27) Lo GRASSO: o. c, n. 10, p. 6 
(28) Idem. 
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organismos no políticos, «ecclesiae catholicae»; «deprecamur— dice el Obispo 
de Poitiers—ne diutius Ecclesiae catholicae injuriis afficiantur» (29). 

Ruégale, además, que restrinja la jurisdicción de los jueces, «ad quos sola 
cura et sollicitudo publicorum negotiorum pertinere debet» (30), con lo que 
indirectamente, desde el punto de vista actual, quedaba limitada la misma 
función del Estado. Pero si alcanzaba hasta aquí la intención del mismo SAN 
HILARIO, ¿por qué desvía su queja sobre el intervencionismo sólo hacia los 
jueces de provincia? ¿No encarga al mismo Emperador que prohiba la actua- 
ción de los tribunales civiles en materia eclesiástica y que les fije él mismo la 
competencia en materias mixtas? El señalar estos límites debía ser función de 
la jerarquía religiosa, no del poder civil (31). Aun la Iglesia no se ha des- 
arrollado jurídicamente; el término equivalente en plural de «iglesias católi- 
cas» mos revela más bien la situación jurídica de unas comunidades cristianas 
que existen dentro del Estado. 

Para ellas pide SaN HILARIO un puesto en el Derecho común del Impe- 
rio, que garantice la libertad de culto, que los gobernantes no den trato de 
privilegio a los arrianos y que permita a todos los pueblos seguir la doctrina 
cristiana (32). Aparece en este documento de San HILARIO con gran relieve 
el factor «bien püblico»— «cura publicorum negotiorum»—(33), como espe- 
cificativo, a pesar de todo, de la jurisdicción judicial civil. En la doctrina pos- 
terior aumentará su órbita enmarcando las atribuciones del mismo Estado en 
un sentido más integral. 

Reaccionando, también, contra la coacción imperial sobre los Obispos, ejer- 
cida en los Concilios de Arlés (353) y Milán (355) para que condenaran a 
San Atanasio, el Obispo de Cagliari exige sin distinciones la plena sumisión 
de Constantino a la autoridad episcopal (34). Considerado el Emperador fren- 
te a los Obispos personalmente como simple fiel, no como jefe de Estado, 
las relaciones de éste con la Jerarquía, para el Obispo de Cagliari, son de ca- 
rácter yusprivatista, reduciéndolas a la obediencia como deber moral en con- 
ciencia. Se puede afirmar que ésta es la dimensión predominante que presenta 
en esta época el problema de relaciones de Iglesia y Estado. 

Algún matiz de Derecho público se va incoando en la doctrina con la 
distinción formal que hacen SAN GREGORIO NACIANCENO y SAN JUAN CRI- 
sósroMo del «imperium spirituale» frente al «imperium civile» (35). Hasta 


(29) Idem. 

(30) Idem. 

(31) Idem, n. 10. 

(32) Idem, n. ll. 

(33) Idem, n. 10. 

(34) Idem m 1251 

(UD) Idem m BR, Foy IO AH Sok; PB), DEI: 
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ahora, aun en la terminología eclesiástica «imperium» era la palabra técnica 
aplicada al poder del Emperador. Sin duda que con la ambivalencia que ad- 
quiere el término se introduce más claramente el dualismo de poderes, con 
tendencia marcada a una plena diferenciación jurídica de la Iglesia como So- 
ciedad autónoma. Este esclarecimiento doctrinal no sirvió mucho de orienta- 
ción a los emperadores en su política y a través de los siglos se habrían de re- 
petir prácticamente muchas veces las situaciones de absorción. 

Otra característica que resalta en la concepción eclesiológica de estos Pa- 
dres griegos es la primacía del imperio espiritual, pero anunciada todavía 
como un débil juicio de valor honorífico; «imperium nos quoque gerimus 
—dice el NAciANCENO—addo etiam praestantius et perfectius» (36); y SAN 
JUAN CRISÓSTOMO dice: «spirituale imperium civili praestat... maiorum quam 
illi ipsi qui diademate cincti sunt honorem acceperunt qui hoc imperium ge- 
runt» (37). 

Esta superioridad, segün los Padres, se basa en su ordenación a las cosas 
del cielo, por haber recibido los poderes sacramentales; «hoc (imperium) curat 
ne (scelera) perpetrentur; deinde si perpetrata... ut ipsa deleantur» (38). Se 
trata, pues, en realidad, de una mera jerarquización honorífica de fines, sin 
que haya surgido el concepto jurídico de «subordinación», que es posterior. 

Y a decir verdad, no era éste el momento oportuno para elaborar tal teo- 
ría; el Imperio aparece como la gran comunidad política suficiente a sí misma, 
que, cerrada sobre sus poderes y organización, era encarnada por el Empera- 
dor cristiano, a quien los mismos Obispos ven como «imagen de Dios» (39), 
y, por otra parte, la Jerarquía no pensaba utilizar el organismo estatal para 
los fines de la Iglesia, como fin distinto, aunque superior, de los intereses del 
Estado, sino librarla del césaropapismo. Se nota en toda la literatura patrística 
de la época una obsesión por diferenciar el orden político y religioso, sin plan- 
tearse la cuestión de una jurisdicción propiamente dicha de la Iglesia sobre 
lo temporal, siquiera sea indirecta. 

Insistiendo más en la diversidad de poderes, a fines del siglo V el Papa 
GELASIO lo afirma con una fórmula que se haría clásica: «Duo sunt quibis 
principaliter mundus regitur hic, auctoritas sacra et regalis potestas...» (40). 

Esta dualidad de régimen consiste en que «Cristo ha dividido las funcio- 
nes de una y otra, asignando a cada una su propia competencia y dignidad... 
El poder espiritual se mantiene lejos de las cosas del mundo y no se mezcla 


a 


(36) Idem. + 
(37) Idem. 

(38) Idem, n. 16, p. 10. 

(39) Idem. 

(40) Idem, n. 96, p. 45. 
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en los negocios temporales, mientras que a su vez—dice el Papa GELAsIo— 
el poder secular se cuida de no tomar la dirección de los negocios divi- 
nos» (41); y esto para que ambos poderes no se enorgullezcan acaparando toda 
la competencia (42). Nos desconcierta un poco el Papa GELASIO al asignar 
como capital «ratio iuris» de la distinción tan certeramente enunciada en el 
principio de su documento una finalidad meramente ascética. 

Es claro que esta diferenciación, cuya base suprema es una razón de virtud 
moral, no expresaba plena juridicidad. Las relaciones de Iglesia y Estado, 
como deja entrever el mismo Papa Gexasio I, se limitan en gran parte a la 
sumisión del Emperador a los poderes sacramentales de los Obispos. He aquí 
un texto característico: «Nosti, fili clementissime, quod licet praesideas hu- 
mano generi dignitate, rerum tamen divinarum praesulibus devotua colla sub- 
mittis atque ab eis causas tuae salutis spectas, inque sumendis coelestibus sa- 
cramentis... subdite debere cognoscis» (43). 

En este sentido, sin duda, interpreta Justiniano la diferenciación de poderes. 
Con tendencia a obscurecer el aspecto jurisdiccional de la Iglesia, no habla el 
Emperador teólogo de dos imperios, como habia enseñado SAN JUAN CRISÓS- 
"TOMO, sino de Sacerdocio e Imperio: «Maxima dona Dei—dice el Empera- 
dor—, in hominibus colatta sacerdotium et imperium» (44). 

En una concepción orgánica de la sociedad, según Justiniano, el imperio 
es el don de la potestad de régimen concedida al Emperador, cuyo central cui- 
dado se ha de extender a los dogmas y la honestidad de los presbíteros (45), 
y el sacerdocio es el don de los poderes sacramentales; ambos elementos enno- 
blecedores de la sociedad proceden de un mismo principio (46). 

La trascendencia jurídica de este matiz exclusivamente sacerdotal dado a 
la Iglesia es una de las claves que explican los conflictos jurisdiccionales de la 
Edad Media. Pero estaba reservado a esta época no sólo asegurar doctrinal- 
mente la independencia total de la Iglesia, sino más aún legitimar, a medida 
que toma prestigio, su intervención en lo secular. 

La primacía del poder espiritual sobre el político, esbozada en los símbolos 
clásicos que comparan a la Iglesia y el Estado como el cielo y la tierra, el cuerpo 


(41) Papa GeELasio: De anatematis vinculo, IV (P. L., t. 59, cols. 108-9). 
(42) Lo GRASSO: O. C. n. 97, p. 45. 

(43) Idem. 

(44) Lo GRASSO, n. 103, p. 49. 


(45) Dice Justiniano: “Nos maximam habemus sollicitudinem circa vera Dei 
dogmata et circa sacerdotum honestatem". Lo Grasso, n. 103, p. 49. 


(46) Idem. 
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y el alma (47), va poco a poco a traducirse concretamente en una sólida juris- 
dicción de la Iglesia en lo temporal (48). 

La lenta transformación se realizará sobre la base de esta fórmula ambro- 
siana: «El Emperador está en la Iglesia, no por encima de la Iglesia» (49). 

Vistas las relaciones apenas configuradas de Iglesia y Estado y analizados 
los puntos de vista doctrinales del incipiente Derecho püblico eclesiástico, 
esto nos permite formular algunas observaciones generales en torno a la di- 
mensión de la confesionalidad del poder civil en los albores del Cristianismo. 

1.2) No hay conciencia, en la doctrina, de una confesionalidad del Esta- 
do, como deber distinto de las obligaciones personales religiosas del Empera- 
dor. Claro que no se podía haber planteado, ya que prácticamente se vivía la. 
tesis absolutista e indiscriminada de Luis XIV: «L'Etat c'est moi». 

Los Obispos, como Osio y San Hilario, escribían a Constancio Augusto. 
solicitando la libertad religiosa, pero sin aludir a su conversión, como jefe del 
Imperio. Constantino I, que establece para esto un régimen de privilegio, ni 
siquiera quizás fué cristiano. 

El Estado había tenido significación religiosa en la concepción política, 
griega y romana; pero ahora, frente a la Iglesia, es el «Imperium» únicamente 
la expresión de la potestad de régimen sobre la sociedad temporal. La conver- 
sión del Emperador no deja de considerarse como un título honorífico para 
él, como detentor de este poder público: «¿Qué más honroso—pregunta SAN 
AMBROSIO—que el Emperador sea llamado hijo de la Iglesia?» (50). 

Por eso, en lo religioso, al Emperador se le considera como un miembro: 
más «dentro de la Iglesia» —fórmula ambrosiana—, mientras que a la Iglesia 
se la considera dentro del Imperio. «El rey—dice San JUAN CRISÓSTOMO— 
debe recurrir al sacerdote cuando busca los dones celestiales» (51). 

Supuesto necesario de estas relaciones es, desde luego, el hecho de la con- 
versión del Emperador; pero esta confesionalidad, que tiene consecuencias 
públicas en los ordenamientos jurídicos de Constantino y Justiniano, adquiere 
relieve en la doctrina ünicamente como solución al problema de la salvación 
que el Emperador tiene planteado como simple fiel en cuanto tal; si quiere: 
salvarse, debe estar dentro de la Iglesia. 

En esta línea tan personal de las relaciones de ambos poderes es lógico 
que los Papas den mayor principalidad entre los deberes del Emperador, que 
pudiéramos llamar función de Estado, al de defender la Iglesia que a la di- 


(41) S. J. CRisósTOMO: In 2 Cor. Homil. XV, 3-4; Lo GRASSO, n. 25, p. 14. 
(48) 1۷8121: art. cit, p. 175. 5 


(49) Lo Grasso, n. 23, p. 13. 
(50) Idem, n. 18, p. 11. 
(51) Idem, n. 27, p. 15. 
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rección de la «Civitas temporalis». Insensiblemente, el concepto político de- < 
comunidad civil va a ir sustituyéndose por la nueva forma social del Cuerpo 
Místico, que estructura a la «Civitas christiana» (52). 

Seguramente que, en la concepción política de los Pontífices, esta finali- 
dad «praesidium Ecclesiae» quedaba dentro de la consecución del bien común 
para la sociedad civil y, por otra parte, al Emperador se ie imponía esta obli- 
gación como al mejor hijo de la Iglesia, que actáa desde dentro de ella. 

De aquí, el carácter pastoral de todas las admoniciones pontificales diri- 
gidas al Emperador. Por razón de este cuidado pastoral, el Emperador debe 
someterse a todos los sacerdotes y «a fortiori» al Papa; tal es el raciocinio del 
Papa GELASIO en una carta a Anastasio Augusto (año 494): «Si los fieles de- 
ben someterse a los sacerdotes, ¿cuánto más deberán someterse al que preside 
la Sede, que por voluntad divina rige a todos los sacerdotes?» (53). 

Indirectamente, el Papa señala la norma al Emperador. No es extraño 
que cien anos antes, sin contar con el Papa, fuera el mismo obispo de Milán, 
San Ambrosio, quien impusiera una penitencia pública al cristianísimo Teodo-. 
sio, jefe del Imperio. 

En resumen, la actuación religiosa del Emperador tiene un sentido exclu- 
sivamente personal; no se ha creado el concepto de Estado como órgano re- 
presentativo de todos los ciudadanos, ni, por consiguiente, se ha explicitado 
la doctrina de la confesionalidad, como deber religioso del Estado. Solamente 
se ha descubierto en el terreno jurídico su función administrativa. SAN AGUS-- 
TÍN habla de los hombres que con algún honor administran las cosas tempo- 
rales (54). La única sociedad que tiene y cumple los deberes religiosos es la. 
Iglesia. Dentro de ella está el Emperador. 

2.3) El origen divino inmediato del poder imperial es el principio fun- 
damental del sistema político de esta época, germen que encierra la concep- 
ción monista medieval, plenamente elaborada, de la gran Cristiandad. 

El Emperador es considerado como imagen de Cristo (55). De él ha re- 
cibido la espada, dice SAN GREGORIO NACIANCENO (56), y con él ejerce el 
poder. Esta concepción teocéntrica desvincula al príncipe de la esfera de lo 
terreno, y paralela a esta extraversión política tiene lugar la polarización reli- 
giosa de toda su actuación. Como consecuencia inmediata, 


(52) S. LEON I: Epist. ad Augustum: “Regiam potestatem tibi non ad solum 
mundi regiminem sed maxime ad ecclesiae praesidium esse collatam". Lo GRASSO, 
n. 94, p. 44. J. CONDE: Teoría y sistema de las formas políticas (M., 1948), pp. 143-47. 
(53) Lo Grasso, n. 98, p. 46. 

(54) Idem, n. 28, p. 16. 
(55) ESTEBAN V: Ad Basilium Imperatorem (M. L., 129, col. 786 ss.) 
(56) Lo Grasso, n. 16, p. 10. 
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3.2) El Emperador concibe su confesionalidad como título legítimo para 
justificar su intervencionismo eclesiástico jurisdiccional. 

Los problemas religiosos se convierten en problemas del Estado y la uni- 
dad de creencias se considera como la base de la unidad política. 

Constantino convoca un Sínodo en Roma (313) contra los donatistas y él 
mismo los condena más tarde en Milán, como lo hicieron el Papa Melquiades 
en Roma y otro Sínodo en Arlés, ordenando el despojo de sus iglesias y de 
sus bienes (57). 

Contra el arrianismo reúne el Concilio de Nicea (325). El mismo Empe- 
rador destierra a Obispos, como Arrio, Eusebio de Nicomedia y San Atanasio, 
por motivos de política religiosa, 

Constancio, sucesor de Constantino, coacciona en favor del arrianismo a 


los Obispos reunidos en Arlés y Milán (353 y 355) para renovar la condena- 
ción de San Atanasio (58). 


Teodosio el Grande hace de la confesionalidad la base jurídica de la vincu- 
lación al Imperio por la ley del ano 380, y Justiniano proclama como suprema 


razón de su gobierno «tomar el cuidado de los dogmas del verdadero Dios y 
de la honestidad de los clérigos» (59). 


En una de sus Constituciones, Novela 111 (438), los emperadores Teo- 
dosio y Valentiniano intentan ejercer una potestad de magisterio religioso, 
lleno de sentido pastoral, sinterizando las pruebas de la existencia de Dios (60), 


y privan a los judíos, herejes y paganos de todos los derechos civiles por no 
creer en la Iglesia. 


Justiniano, en la Novela 123, capítulo X, establece la celebración de un 
sínodo cada año con los Obispos y prohibe a los sacerdotes el juego y la asis- 
tencia a espectáculos (61). Establece, además, la edad para recibir las sagra- 


das Órdenes (62) y da fuerza de leyes imperiales a las normas de los cuatro 
primeros Concilios (63). 


Esta intromisión eclesiástica del poder político, de la que sólo hemos adu- 
cido unos ejemplos, motiva una desviación teórica del problema Iglesia-Es- 
tado hacia el terreno jurisdiccional, de modo que la cuestión de la confesio- 
nalidad como deber del Estado ni siquiera se plantea. Determinar la «quan- 


(57) BAREILLE, art. Donatisme, en *Dict. Theol Cathol.”, y LECLERQ: Donatisme, 
*n "Dict. Arch.". FLICHE-MARTIN, O. C., t. III, p. 43. 


(58) LE BACHELET: Arrianisme, en “Dict. Theol. Cathol.” 

(59) Lo GRasso, n. 103, p. 49. 

(60) Idem, n. 80, p. 39. 

(61) Idem, n. 106, p. 51. 

(62) Idem, DN: 1017 p. DL. 

(63) Idem, n. 109, p. 52. ed : 4 
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titas potestatis» de ambos poderes será el tema central de los tratadistas hacia 
el liberalismo: 5 


En la doctrina de esta época se ha diferenciado, sin gran trascendencia, 
€s cierto, muy elementalmente el dualismo del orden temporal y sobrenatu- 
ral aunque no como órdenes sociales distintos, «cura humanarum rerum et 
divinarum» (64), y el dualismo de poderes, «auctoritas sacra pontificis et 
regalis potestas» (65). Se ha señalado también al poder civil (sin llegar a lo 
del poder indirecto) su razón de instrumentalidad en orden a los fines de la 
Iglesia, «praesidium Ecclesiae» (66), y SAN GREGORIO NACIANCENO y SAN 
JUAN CRISÓSTOMO se han referido a la primacía de lo espiritual (67). 

Pero son principios sin desarrollar todavía; la órbita jurisdiccional de la 
Iglesia no está configurada. Cuando se hable de la independencia del Empe- 
rador frente a los Pontífices, será teniendo en cuenta principalmente el orden 
sacramental. El Papa Símaco (506) vincula expresamente esta dependencia 
a estos poderes sacramentales, al comparar el honor del Emperador con el 
del Papa: «Tú, Emperador—dice—, recibes del Pontífice el bautismo y demás 
sacramentos, solicitas sus oraciones, esperas su bendición, pides la peniten- 
cia» (68). 

No deja de ser notable cómo la doctrina de este período se ha preocupado 
menos de indicar las atribuciones jurisdiccionales de la Iglesia que sus pode- 
res de orden y magisterio. Se ha iniciado, no obstante, un proceso de dife- 
renciación integral. 

En este paso inicial del Derecho público eclesiástico, tan unido a la na- 
turaleza de la Iglesia, se han limitado dos bases trascendentales; la distinción 
de poderes y la primacía de lo espiritual. Falta una deducción lógica y la teo- 
ría estará completa; subordinación de fines y poder de la Iglesia sobre lo 
temporal. 

4.2) Es necesario distinguir, entre todos estos elementos doctrinales y 
situaciones de hecho, aquellos que han de constituir tradición sólida, de los 
que responden a concepciones circunstanciales según la realidad histórica con- 
creta. El conocimiento de esta edad primitiva evitará deducir conclusiones ex- 
cesivas sobre la tutela del poder civil a la Iglesia. 


Pueden considerarse elementos constantes, por ejemplo, el factor «bien 
común», puesto en juego por Constantino y que deberá tener siempre eficacia 


(64) Idem, 


n. 101, p. 47. 
(65) Idem, n. 96, p. 45. 
(66) Idem, n. 94, p. 44. 
(61) Idem; n. 16 PD. 1U y D. 20 BP 14. 
(68) Idem, n. 101, p. 48. 
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angular en las soluciones teóricas y de hecho que se den al problema de la 
confesionalidad del Estado y de sus relaciones con la Iglesia. 

También lo son la diferenciación de poderes y la primacía del orden espi- 
ritual. Pero, sin embargo, cambiará el principio del origen divino inmediato 
del poder imperial; desaparecerá también la'razón de principalidad que se ha 
dado a la defensa de la Iglesia como fin del Estado y, sobre todo, esa pola- 
rización religiosa de la función política. Todo habrá de fundirse y transfor- 
marse a través de la maravillosa Edad Media. 


5.2) Teniendo a la vista la perspectiva histórica de los primeros contac- 
tos de Iglesia y Estado, se aclara en qué sentido podemos hablar de una doble 
. dimensión de la confesionalidad en su más amplia comprensión: 


a) La estrictamente religiosa, deberes del poder público frente al orden 
cultual, que radica en la misma estructura del Estado en sí y se concreta en 
estas cuestiones: 

1.3) ¿El Estado debe ser católico, religioso?—hipótesis teórica—. 

2.2) ¿El Estado puede ser siempre católico, religioso?—hipótesis de or- 
den práctico—. De la conjunción de ambas incógnitas solucionadas deberá 
construirse la tesis integral. 

b) La jurisdiccional, referente a la esfera de relaciones jurídicas de Es- 
tado e Iglesia en cuanto a la creación de una determinada situación de derecho 
entre los dos poderes, según una táctica de gobierno variable, ya que puede . 
especificarse en ordenamiento de tolerancia o intransigencia religiosa, privi- 
legios mutuos o igualdad ante la ley, en régimen concordatario o común. Este 
será un aspecto parcial de la realización de la Iglesia y del Estado. 

Este segundo aspecto del problema surge del hecho de la existencia de 
una sociedad religiosa jerarquizada independiente del poder público estatal; 
el estrictamente religioso permanece planteado con la existencia misma del 
Estado y habría que solucionarlo aun en un orden religioso natural. 


En los umbrales de la Edad Media, este ültimo queda absorbido por las 
discusiones jurisdiccionales, cuyo desenvolvimiento estudiaremos. 


HI. LA CONFESIONALIDAD COMO FORMA POLITICA 
DE LA CRISTIANDAD MEDIEVAL 


La ley de Teodosio que intentaba fundamentar la unidad del Imperio en 
la creencia religiosa contribuyó a la disolución de la «Romanitas», cuya base 
política era la asociación de los hombres para un bien común temporal, y orien- 
ta al mundo greco-romano hacia una Cristiandad de tipo sacral. 
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La diferenciación doctrinal de orden religioso y político desde el siglo II 
no había manifestado todas sus consecuencias a los cristianos, próximos al 
mundo antiguo, y si ella podía inspirar un régimen de cristiandad sacral o 
profana, es natural que los cristianos de esta época se inclinaran, lógicamente, 


por una organización política integrada en la religiosa, como tipo ideal del 
modelo clásico (69). 


Este ideal histórico de la Edad Media está marcado por dos hechos capi- 
tales: la transformación del Cristianismo en parte integrante de la ciudad 
terrestre y la nueva dimensión jurídico-pública que adquiere la confesionali- 
dad del príncipe, viniendo a ser base que condiciona su permanencia legítima 
en el poder. 

Sería inexacto, como observa JOURNET (70), definir a la época medieval 
como una época de confusión de lo espiritual y lo temporal. Su naturaleza 
ha quedado diferenciada formalmente por las palabras del Evangelio y la Teo- 
logía patrística; pero ha desaparecido el dualismo de las dos sociedades dis- 
tintas, fusionándose en el interior de una sola, que se llama Iglesia y que a 
partir del siglo IX se llamará también «Cristiandad» (71). 

Este dualismo implicaba dos órdenes jurídicos personales distintos, corres- 
pondientes a los «derechos del ciudadano» en el Imperio y a los «derechos del 
cristiano» en la Iglesia; y en el orden püblico, el de la competencia del Estado, 
correspondiente al fin temporal, y el de la competencia de la Iglesia para 
realizar su fin espiritual. 

Como antes bajo el Imperio de Teodosio, en la Edad Media es necesario 
ser cristiano, miembro visible de la Iglesia, para ser ciudadano, arrojando del 
seno de la Cristiandad, en principio, a los desvinculados de aquélla por la 
excomunión y la herejía. De este modo, el poder político y el poder sacer- 
dotal no son más que órganos supremos, «Ministerios» distintos de la Ciudad 
de Dios, haciéndose efectivo el predominio del servicio ministerial de lo tem- 
poral y quedando absorbido por el fin espiritual de la Iglesia el fin político 
de la Ciudad terrestre (72). 

Esta concepción y la aparición del feudalismo hacen desaparecer la idea 
autónoma del Estado, para venir a unificarse en un cuerpo por la idea de Igle- 
sia (73). Es necesario tener en cuenta estos elementos doctrinales y seguir la 


(69) JOURNET: L'Eglise du Verbe Incarnat (P., 1944), p. 77. 

(70) Idem, p. 284. 

(71) LECLER, J.: L'Eglise et la Souveranité de VEtat (P., 1944), p. 77. 

(72) J. MARITAIN: Humanismo Integral (Ch., 1947) p. 168. JOURNET, O. C., p. 254. 
LECLER, O. C., 148-50. 

(73) MAGNIN: L'Etat (P. 1931), p. 44. LECLER, O. C, p. 77. L. HALPHEN: L'Idée 
d'Etat sous des Carolingiens, “Revue Historique", t. 185, (1939), p. 60. 
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trayectoria de los hechos para comprender la nueva orientación del problema 
de la confesionalidad del Estado. 


Un factor extrínseco a la cuestión es la creación del Estado Pontificio, exis- 
tente desde el año 754 al 1860, que yuxtapuso a la soberanía espiritual del 
Papa, la soberanía política. A. FLICHE ha probado la existencia de una dis- 
tinción muy clara en tiempos de Gregorio VII entre la soberanía espiritual 
del sacerdocio y esta soberanía política, que no es de ningún modo una exten- 
sión temporal del poder religioso que el Papa ejerce como sucesor de San Pe- 
dro, en nombre del cual obliga a los reyes a dar cuenta de sus actos «ratione 
peccati» (74). 

Notado esto de antemano, surge el ideal histórico de la Edad Media. Aun 
antes de la creación oficial del «Sacrum Imperium», en el año 800, por 
León HI, Carlomagno tiene una concepción sacral de la república. El Rey, 
queriendo hacer de sus súbditos un pueblo cristiano, centra su atención en el 
orden religioso. 


Para Carlomagno va a tener influencia capital el auténtico augustinismo 
político (75). En el concepto agustiniano de la «civitas» temporal, la realidad 
política no tiene sustantividad propia; es sólo una realidad simbólica de la 
ciudad celestial (76). La ciudad temporal no puede ser perfecta si no procura. 
el bien sobrenatural (77). 


Por eso, considera SAN AGUSTÍN al príncipe cristiano como enviado de Dios 
para que conduzca a los súbditos a la vida eterna (78). De este modo, el 
«Imperium» y el poder espiritual se integran en una realidad de sí trascen- 
dente, el «Corpus Mysticum Christi» (79). 


Encuadrando su política en este esquema doctrinal, Carlomagno se atri- 
buye un ministerio básico en el gobierno interior de la Iglesia. Tal ideología 
se revela en el prefacio de los Libros Carolingios: «Ya que por el favor divi- 
no—dice CARLOMAGNO—hemos recibido, estando dentro de la Iglesia, el go- 
bierno del Reino, es necesario combatir con todo empeño por su exaltación, 
de modo que recibamos de Cristo el título de servidor bueno y fiel. Y esto 
no sólo pertenece al Emperador..., sino que debe preocupar a todos los que 
son alimentados por la Iglesia» (80). 


(74) FLICHE-MARTIN, O. C., t. VIII, pp. 110-119. 


(75) Hay una forma desviada de “augustinismo político” en los escritores ecle- 
siásticos a partir de la Edad Media. JOURNET, O. C., p. 282. 

(76) J. CONDE, O. C., p. 38. 

(17) MAGNIN, O. C., p. 38. 

(18) S. AGUSTÍN: Ciudad de Dios, c. XXV. 

(79) J. CONDE, O. C., pp. 156-58. 

(80) Mon. GERM. 13182. Concilia, t. II, suplem, p. 2. 
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Del hecho de estar «dentro de la Iglesia» — confesionalidad, Carlomagno 
deduce su vocación a «regir la Iglesia» — jurisdicción, cuya función rectora él 
mismo delimita frente a las atribuciones del Papa: «Nuestra misión es—escri- 
be en 796 a León III—defender por las armas a la Iglesia de Cristo contra 
los ataques exteriores de paganos e infieles y fortalecerla dentro por el reco- 
nocimiento de la fe católica. La vuestra, en cambio, es levantar al cielo vues- 
tras oraciones con Moisés y ayudarnos así a combatir, a fin de que por vuestra 
oración... el pueblo cristiano consiga la victoria sobre los enemigos de 
Dios...» (81). 

Al Papa, la oración; al Emperador, la acción que abarca toda la esfera ju- 
rídica. 

Así, prácticamente, Carlomagno reduce la idea de la Iglesia a la idea de 
Cristiandad. El concepto de Iglesia, reino de lo espiritual e indefectible, no 
se opone al de Cristiandad, reino sacro-temporal. «Estos términos—dice LE- 
CLER—entre el siglo IX y el XIII no contienen más que aspectos diversos de 
una sociedad ünica a la vez religiosa y terrestre» (82). 

La Iglesia ha descendido en algún sentido al seno mismo de la ciudad, 
siendo el Imperio el escenario en que ella ha de realizar su obra, no sólo cola- 
borando con el Rey, sino gobernada por él (83). Tal ideología es comün en 
la literatura de la época. En 1229 Gregorio IX dice de la Universidad de 
París que es «el río que riega y fecunda todo el paraíso de la Iglesia», y Jour- 
dain la considera como la tercera institución necesaria a la Iglesia, además del 
sacerdocio y del Imperio; expresiones ilógicas, sí no se tiene en cuenta que 
Iglesia tiene en estos textos el amplio significado de Cristiandad, ya que tal 
Universidad era una institución francesa aprobada por la Iglesia, como nota 
exactamente E. GILSON (84). 

Esa equivalencia permanece hasta SANTO Tomás DE AQUINO. Lo revela 
el que indistintamente a los judíos les llama «siervos de la Iglesia» o «de los 
Príncipes» (85). De donde resultó que la idea de Iglesia, como sociedad de 
los cristianos sometidos a la jurisdicción de la Jerarquía, no estaba diferencia- 
da de la de «Cristianitas», que en el concepto sacral es la ciudad de los cris- 
tianos en cuanto están sometidos al poder de los Emperadores. 

Como la de Teodosio y Justiniano, esta posición de Carlomagno estaba 
abocada a un intervencionismo jurisdiccional, subordinando lo eclesiástico a 


(81) Idem, Epistolae, t. IV, pp. 136-38. 

(E2 EECLER O GC BD LA 

(63) OOUENEE CO CADA 

(84) Citados vor JOURNET, O. C, p. 278. E. GILSON: La tradition française et la 
Christianté, “Vigile”, cuad. 1. (1931), p. 68. 

(85) S. Tomás: Summa Theologica, 11-1126, q. 10, a. 10 y 12. 


— 593 — 


MANUEL USEROS CARRETERO 


los fines del Estado; pero el Rey franco descubre una dimensión más profunda 
en el hecho de su confesionalidad— «estar dentro de la Iglesiay—y la de sus 
sübditos, que es la llamada «concepción cristiana, sacra, de lo temporal», en 
la que todo el aparato político se pone al servicio del ideal orgánico de una 
Cristiandad, mitad Iglesia y mitad Imperio. 

Ya queda indicado antes que el Cristianismo en esta concepción no es 
meramente una fuerza exterior inspiradora de la civilización, sino uno de sus 
elementos integrantes. Nunca, como ahora, han sido absorbidos por lo espi- 
ritual los valores laicos del hombre. La misma función del Emperador, más 
que como técnica política, se realiza como una labor pastoral orientada a la 
reforma evangélica de sus súbditos. 

Los representantes del Emperador, en gran parte clérigos, han de ir por 
los pueblos a predicar una vida venturosa; la creencia en la Trinidad, la cari- 
dad y los deberes de los esposos (86). He aquí que el poder público aparece 
constituído directamente para la salvación eterna de los súbditos. 

La razón teológica de esta política religiosa puede encontrarse en la afir- 
mación patrística, ya registrada (87), según la cual el Emperador es imagen 
de Cristo. El ideal de Carlomagno se ve confirmado por su coronación impe- 
rial en el año 800 y al quedar constituído oficialmente en «defensor Eccle- 
siae» (88). De este modo, hace notar justamente J. CONDE, el cargo del Em- 
perador es sagrado y la consagración simboliza la fusión de las dos esferas, 
equiparándose el «officium» del Imperio al «ministerium» canónico (89). 

Durante la querella de las investiduras, efectivamente, los defensores del 
poder real insistieron en que la unción imperial le hace partícipe al Empera- 
dor del ministerio sacerdotal (90). 

Sin embargo, el césaropapismo, más o menos absoluto, de Carlomagno no 
tiene el carácter de una anulación de las pretensiones de los Papas en lo ju- 
risdiccional, llevada a cabo sistemáticamente con un sentido de absorción lu- 
crativa para intereses políticos. 


Por muy parecidos que sean los hechos con otros regímenes césaropapistas, 
su realización no corresponde a tal ideología. Los teóricos futuros de los si- 
glos XI, XII y XIII querrán revestir el intervencionismo eclesiástico de los 
príncipes de justificación jurídica, apoyándose en argumentos como los de 
«el Emperador, imagen de Dios» o «la unción, símbolo del ministerio cleri- 
cal»; pero faltará la idea que informaba el régimen carolingio. 


(86) Mon. GERM. Hisr, Capitularia, p. 239. 
(87) Lo Grasso, Is. cts. 

(88) JAFFE: Regesta, I, 310. 

(89) O. c. p. 157. 


(90) MON. GERM. HIST., Libelli de Lite, I, p. 466. 
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En el 800 se vivía realmente la concepción segán la cual el poder político 
estaba inserto en la Iglesia y los valores religiosos del Cristianismo eran valo- 
res de la Cristiandad (91), cuyo jefe temporal era el Emperador. 


Esta estructura debía dar a la función pública del Emperador un carácter 
de gobierno casi sacerdotal, con unos poderes extrapolíticos, que él considera- 
ba propios, no como una usurpación, sino como un servicio y muy vinculado 
al prestigio personal de Carlomagno (92). ¿No había sido declarado por 
León III defensor de la Iglesia? 


Así, lo principal en el orden temporal es la subordinación al orden espi- 
titual (93), y ambas esferas están encuadradas en la Cristiandad. 

Entonces debía suceder una de estas cosas: o el Príncipe asume la dirección 
del organismo social cristiano, interviniendo en los resortes jurisdiccionales 
eclesiásticos, o la asumía el poder espiritual, invistiéndose de una autoridad de 
régimen directo en lo temporal sacral (94). 

La alternativa oscila desde la posición de Carlomagno y Otón I a la de 
Gregorio VII e Inocencio HI (95). La misma base da la primacía al poder del 
Príncipe o del Papa, actuando ambos con el principio común de la subordi- 
nación de lo temporal a lo espiritual. 


De hecho, después del siglo IX, la imagen de León III, coronando a Car- 
.lomagno, que se arrodilla frente a él, prevalecerá en la posteridad, y no la 
imagen del Papa rindiendo honores al Emperador. De esto nacerá la idea de 
que el acto pontificio de la coronación crea al Emperador, concediéndole al 
soberano algo que por sí solo no puede legítimamente atribuirse. Así, poco a 
poco, va a configurarse el Derecho püblico de la Iglesia en el período si- 
guiente, en el que en la Cristiandad prevalece el gobierno sacerdotal del Pon- 
tífice (96). 

El cambio está en que dentro del ámbito de lo «temporal» subordinado se 
incluye concretamente al poder público, y la primacía de lo espiritual se con- 
vierte en soberanía personal del Pontífice. Sus realizadores van a ser Grego- 
.gorio VII, Inocencio III y Bonifacio VIII, concibiéndose el sacerdocio y el 
Imperio como dos «ministerios» de una misma Cristiandad; era lógico que al 
debilitarse el Imperio en los sucesores de Carlomagno tomaran los Pontífices 


(91) JOURNET: 0۰ C., p. 287. 

(92) LECLER, O. C, p. 124. J. CONDE, O. C., p. 156. JOURNET, O. C. p. 281, nota 1.* 
“MARITAIN: Humanismo Integral, p. 162. 

(93) MARITAIN, ídem. 

(94) JOURNET, O. C., pp. 293-300. 

(95) رل‎ CONDE SOT CIDE TST 

(96) FLICHE-MARTIN: L'époque carolingienne, p. 164. JOURNET, O. C., p. 300. 
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la tutela de la Ciudad de Dios, y esto da ocasión a la ampliación de su poder 
temporal (97). 

Tiene lugar ahora el fenómeno clave en la concepción política de este pe- 
ríodo; la confesionalidad del Príncipe adquiere la máxima trascendencia ju- 
rídica al ser la base de su legitimidad en el poder, y mientras pierde toda sig- 
nificación pública, ya que al poder público se le asigna una función puramente 
ministerial, ser el «brachium saeculare» de la Iglesia. Ambos aspectos serán 
luego analizados. 


En 1075, Gregorio VII en los Dictatus Papae (98) afirma las bases de un 
Derecho público eclesiástico frente al separatismo de las Iglesias orientales, 


las resistencias de muchos clérigos y las pretensiones de los soberanos occiden- 
tales (99). 


Entre estos principios a que hemos aludido, establece como base del De- 
recho público interno de la Iglesia el origen divino de la Iglesia cristiana y 
los complementa con las siguientes afirmaciones, que entresacamos de los Dic» 
tatus: 

1) El primado de Jurisdicción universal, suprema, independiente, per- 
tenece al Pontífice: «Quod solus Romanus Pontifex iudicatur universalis.» 

2). «Quod ille solus possit deponere episcopos vel reconciliare.» 

3) El derecho exclusivo de dar leyes en la Iglesia pertenece al Pontífice; 
derecho que reivindica frente a las intromisiones de los Reyes. 

4) La autonomía del Papa frente a los Concilios y Emperadores. 

5) Especifica algunas normas de organización interna en cuanto a la con- 
vocación de Concilios y modificación de Episcopados, ordenación de clérigos 
y asuntos judiciales (nn. VIII, XIII, XXI de los Dictatus). 


Como principio del Derecho público externo de la Iglesia, establece di-' 
recta e indirectamente la facultad del Papa a deponer a los Príncipes: - 

6) «Quod illi liceat imperatoribus deponere» (n. XII). 

7) «Quod a fidelitate iniquorum subiectos potest absolvere» (n. XXVII), 
(100). : 

A primera vista se observa que el sujeto de derecho es el Pontífice perso- 
nalmente. La idea de la Iglesia como sociedad con derechos autónomos no ha 
aflorado todavía al campo jurídico, aunque, sin duda, el principio generatriz 
está ya establecido. Esta teoría del poder pontifical pareció a los Obispos 
reunidos en el Concilio de Worms y al mismo Enrique IV una centralización 


(97) LECLER, O. C., p. 78. 

(98) Lo GRASSO, O. C. p. 14. 

(99) FLICHE-MARTIN, O. C., t. VIII, pp. 79-83. 
(100) Lo GRasso, o. c., nn. 256-262, pp. 116-119. 
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injusta; aquéllos le niegan la obediencia, y el rey Enrique da un decreto de- 
poniendo al Papa (101). Pero Gregorio VII sigue como norma inflexible de 
acción sus Dictatus, de donde resulta que viene a ejercer un poder absoluto so- 
bre la Cristiandad laica (102), llegando inclusive a excomulgar al Emperador 
por coartar la libertad de la Iglesia y favorecer las elecciones simoníacas, pri- 
vándole además del título imperial. «La sentencia pertenece directamente al 
orden temporal y político; la excomunión está en último lugar», dice GLEZ 
(103). 

Así, en el orden político, la reforma gregoriana va a hacer depender de 
la Santa Sede poderes püblicos en cuanto a su ejercicio y legitimidad. 

Una tendencia viva ahora en el seno de la Cristiandad seguía siendo con- 
cebir la sociedad como «unidad orgánica». En ella el poder espiritual es como 
el alma y la dignidad real se asemeja al cuerpo. 

El principio vivificante y rector es la Iglesia, en un sentido muy restrin- 
gido de jerarquía eclesiástica, y el cuerpo, la masa informe, es el reino con su 
Príncipe o la Cristiandad laica. 

Esta primacía, apenas indicada teóricamente en el NACIANCENO y SAN 
Juan CRISÓSTOMO, es tesis ahora plenamente elaborada. El Cardenal UMBER- 
TO, en su apología Adversus simoniacos escribía en 1061: «De la misma ma- 
nera que el alma dirige al cuerpo y le manda, así la dignidad sacerdotal es 
superior a la real... Para que todo sea ordenado, el sacerdocio debe, como el 
alma, determinar lo que es necesario hacer; después, el Rey, como cabeza del 
cuerpo social, dirigirá a los sübditos» (104). 

En esta jerarquización aparecen bien determinados los grados de sobera- 
nía y los elementos integrantes de la sociedad: 

a) Suprema potestad de régimen: sacerdocio. 

b) Suprema potestad ejecutiva: el imperio. 

c) Subordinación del Rey a la jerarquía. 

Así, pues, la gran sociedad medieval queda integrada por: 

a) La Iglesia — Jerarquía. 

b) La institución monárquica — poder político. 

c) Pueblo cristiano — los sábditos del Emperador. 

Esta espiritualización del organismo social le hacía decir a Gregorio VII 
en un Sínodo romano: 

«El mundo entero comprende que si vosotros—Cardenales, Obispos—po- 
déis atar y desatar en el cielo, podéis también en la tierra dar a cada uno, se- 


(101) Idem. 

(102) FLICHE-MAETIN, O. C., t. VIII, p. 81. 

(103) Grez: Pouvoir du Pape, “Dict. Theol. Cathol.”, col. 2.714. 
(104) Mon. GERM. HIST., Libelli de lite, I, 211, pp. 225-226. 
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gún sus méritos, los imperios, los reinos, los principados... y todas las pose- 
siones de los hombres... Si juzgáis de las cosas espirituales, ¿qué poder no ha- 
bréis de tener sobre las temporales?» (105). 

Esta afirmación teórica de la supremacía del poder espiritual no era nueva, 
como indicábamos, en la literatura eclesiástica. Se encuentra también en las 
Falsas Decretales, en Gelasio I, en Gregorio el Grande y, sobre todo, en Ni- 
colás I, que enseñaba en pleno período carolingio el primado universal del 
Papa y su superioridad frente al Emperador. Pero Gregorio VII no se conten- 
taba con una afirmación solamente teórica. 

Ninguno de los Papas anteriores había osado reclamar, como lo hace Gre- 
gorio VII, el derecho de deponer a los Emperadores. Sin embargo, para él 
no es una mera fórmula teológica la potestad y desatar; es también un princi- 
pio que ha de ejercitarse en la realidad política. La primacía de lo espiri- 
tual debe tener efectividad jurisdiccional (106). Gregorio VII declara «que 
concede la potestad y dignidad real, por su obediencia, a Rodulfo, rey teutó- 
nico, como igualmente se la quita a Enrique IV, por soberbia» (107). 

Ante la oposición de algunos sectores germanos a estas actuaciones del 
Papa, el mismo Gregorio VII expone en Carta al Obispo de Metz, en 1081, 
un verdadero tratado de política eclesiástica, justificando la causa pontifical. 
Esta Carta es una contribución al desarrollo del Derecho público de la Iglesia, 
apenas sistemáticamente iniciado en los Dictatus Papae. Las teorías funda- 
mentales que estudia giran en torno a la primacía jurisdiccional del Pontífice: 
primacía en cuanto sucesor de Pedro y en cuanto sacerdote. Además, traza las 
bases del «gobierno sacerdotal». 

El problema de la-«potestas Ecclesiae» empieza a plantearse ahora con toda 
urgencia, no sólo en el primer estadio de diferenciación, teóricamente ya solu- 


cionado, sino en un segundo proceso de aclaración sobre la «quantitas potes- 
tatis». ا‎ Bed 
. En su Carta a Herman de Metz, Gregorio VII reivindica en primer lugar, 
basado en el poder concedido a San Pedro de atar y desatar, la universalidad 
de la jurisdicción sobre las cosas temporales y espirituales (108). No se pue- 
de, por eso, deducir que explícitamente defendiera un poder directo. 

Es necesario saber por qué título, normal o excepcional, los Papas se atri- 


buyan la espada material (109). En los principios que fundamentan la actua- 


(105) Lo GRASSO, o. c., n. 305, p. 135. 


(106) FLICHE-MARTIN, O. C., p. 83. LECLER. O. C., 29. MELZI, art. Cit. BD. UM a 
‘GRASSO, O. C., n. 2.303, p. 135. 


(107) FLICHE-MARTIN, O. C., pp. 181-182. 
(108) LECLER, O. C., p. 82. 
(109) Reg. Gregor. I, VIII, 21. 
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ción de Gregorio VII se descubre una razón pastoral, como base, más que 


. jurídica, 


Otro título de la supremacía del Papa, que aduce Gregorio VII, es la del 
sacerdocio: por los poderes sacramentales de que está revestido, el Rey se ve 
obligado a recurrir al sacerdote y al Papa. Tal punto de apoyo en esta cues- 
tión de relaciones con el poder civil, deja entrever la cualidad, poco jurídica 
en sí, que el planteamiento del problema había logrado en conjunto. 


Esto explica que el principio sobre el que establece Gregorio VII el la» 
mado «gobierno sacerdotal», sea que el Papa tiene responsabilidad ante Dios 
de todos los fieles. Tal razón de «cura de almas» da al Pontífice el derecho 
de ejercer un control sobre todos aquellos que detentan la autoridad, para que 
no se desvíen de la rectitud moral. 


Este control podría limitarse a un poder directivo; sin embargo, para Gre- 
gorio VII, su influencia orientadora en la esfera moral de los príncipes lleva 
consigo un contenido jurisdiccional, que es el derecho de deponer a los Reyes 
desviados (110). 

Esta ha sido la deducción práctica original del Derecho público eclesiástico 
gregoriano. Confirmando y defendiendo el sistema de Gregorio VII, siguieron 
muchas obras polémicas. Sobresale la del monje MANEGOLD, hacia 1080—7;- 
ber ad Gebehardum—, por la teoría que expone sobre la soberanía del Rey 
(ENT): | 

Responde este libro a la concepción medieval, en la que desaparece el cas 
rácter jurídico—independiente del poder político—y se eleva al máximo su 
mediatización al servicio de la Iglesia. 

MANEGOLD compara al Rey con los Obispos; «El nombre de Rey—escri- 
be—no es un nombre de naturaleza, sino de función, como Obispo, sacerdote 
y diácono» (112). Este ministerio real consiste en gobernar segün la equidad 
y administrar justicia (113). 

En esta reducción del Estado a mera potestad ejecutiva y de su misión a 
puro servicio, la confesionalidad del Rey se polariza al terreno privado de su 
conciencia, sin trascendencia doctrinal en esta embrionaria concepción del Es- 
tado cristiano. 

Las vertientes religiosas de la sociedad temporal, incluído su jefe, conti- 
nüan hallando su único cauce en «estar dentro de la Iglesia» o de la Cris- 
tiandad. La confesionalidad del Rey no guarda relación con el cuerpo social 


(110) FLICHE-MARTIN, O. C. p. 182. 

(111) Idem, p. 194: 

(112) MANEGOLD: Liber ad Gebehardum, c. XLIII. 
(113) Idem, c. XLII. 
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que gobierna. La función religiosa del poder püblico, como organismo repre- 
sentativo, es concepto moderno. 


En la Edad Media, el Rey concibe su confesionalidad como una responsa- 
bilidad personal todavía ante el Romano Pontífice; su única referencia en el 
terreno jurídico está en asegurarle la legítima permanencia en el poder, ya 
que el Papa, por sentencia, en caso de herejía, podría deponerlo. 


No quedó, sin embargo, definitivamente limitada la «quantitas potestatis» 
de la Iglesia frente al poder político con las teorías gregorianas. Los partida- 
rios, más o menos extremistas, del poder imperial se resisten a aceptarlas y 
permanece la lucha entre el sacerdote y el Imperio. 


La ofensiva doctrinal la realizó el libro De Unitate Ecclessiae, de autor 
anónimo (114). 

Su punto de partida es que la Iglesia, sociedad de clérigos y laicos, de 
Obispos y de Reyes, debe estar unida en todos sus miembros por la cari- 
dad (115). Esta unidad en el organismo eclesiástico no se puede realizar, como 
es natural, sino por la unión en la caridad del poder civil y pontifical. 


Se ve cómo, al no estar diferenciados los conceptos de doble sociedad —tem- 


poral y espiritual—, no existe un plano, teórico siquiera, de relaciones jurí- 
dicas mutuas. 


Dentro de la Iglesia, pues, lo que puede unir al Emperador y al Papa es 
la caridad; la excomunión y la oposición apartan de esta unión y, sobre todo, 
establecer grados de poder entre ambos representantes de Dios, como lo hace 
Gregorio VII. 


Por eso, el Rey no se subordina al Pontífice; el poder espiritual y el tem- 
poral deben ser independientes uno de otro, trabajando cada uno por lograr 
su propio fin (116). 

Esta exclusión del poder espiritual en lo temporal fué muy poco influyen- 
te de hecho en los sistemas teóricos y de acción posteriores. 


En Inglaterra, otro autor anónimo, en su obra De consecratione Pontificis 
et Reguum (a. 1102), reafirma el carácter sagrado del Rey por su unción, que 
le da derecho a la investidura de Obispos y abades (117). Perdura, pues, muy 
viva la ideología que convierte lo confesional en dimensión jurisdiccional por 
el hecho de creer el Rey ser un miembro dirigente «dentro de la Iglesia». 


(114) FLICHE-MARTIN, O. C., 241. 


(115) Liber de unitate Ecclesiae conservandae, I, II, en SCHWENKENBECHER: Libelli 
de Lite, I, II, pp. 173-284. 

(116) Liber de Unitate Ecclesiae, ibidem. 

(117) FLICHE-MARTIN, O. C. p. 342. 
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La fórmula de San Ambrosio debía haber sido desdoblada: es en cuanto 
fiel, como el Emperador está en la Iglesia; en cuanto Emperador, ni está fuera, 
ni está dentro, ni está por encima de la Iglesia. Sencillamente, es distinto de 
la Iglesia (118). 

Esta tendencia, tan débil frente a la preponderancia del Papado, de los 
polemistas gregorianos es entonces el germen de una concepción del Estado, 
plenamente autónomo. 

Bajo el Pontificado de Inocencio III (1198-1216) llega a la más completa 
hegemonía el «gobierno sacerdotal». Su ideal es lograr la unidad de la Cris- 
tiandad romana, agrupando bajo su autoridad inmediata a todas las Iglesias 
y a todos los Estados (119). 


La «plenitud potestatis», concedida al Papa por Cristo, se extiende tam- 
bién a los Reyes, ya que debe controlar sus acciones tanto de carácter püblico 
como privado, para que se conformen a los preceptos evangélicos (120). 

El poder público es algo que se desarrolla dentro de la Iglesia—«princi- 
paliter et finaliter» —, según Inocencio III; es decir, tanto por su origen como 
por su destino (121). ¿Podría decirse, pues, que la tesis fundamental en el 
Derecho público eclesiástico de Inocencio III sea la del «Imperialismo Papal» 
en lo temporal y en lo espiritual sobre toda la Europa cristiana? (122). 


Esto significaría la plena absorción de la sociedad temporal y del fin del 
Estado por el Papa, en contra de una doctrina ya tradicional que siempre di- 
ferenció los dos órdenes. Ciertamente, la situación especial de la Santa Sede, 
que ejercía soberanía política sobre los Estados italianos vasallos, podría ha- 
ber influído la concepción politica de Inocencio III, que habría hecho rayar 
la «plenitudo potestatis» con un totalitarismo eclesiástico. A. FLICHE se in- 
clina a pensar, más bien, que el fin de la política del Papa sobre los Estados 
vasallos obedecía a miras religiosas y no a ambiciones temporales (123). En 


‘cuanto a las relaciones con otros Estados, no defendía su derecho de interven- 
ción sistemática, sino cuando existía alguna de estas dos circunstancias: la del 


pecado y la del «caso urgente» (ratio peccati o casualiter). 
El «caso urgente», segün la concepción eclesiástica medieval, tienen lugar 
siempre que lo piden así los intereses de la Iglesia y del Estado, aun contra 


‘el bien particular de los soberanos. El reconocer esta circunstancia, como título 


(118) JOURNET, O. C., p. 281. 

(119) LECLER, O. C., p. 81. 

(120) INocENCIO III: Epístola I, 206, cit. por FLICHE-MARTIN, l. C... 

(121) INOCENCIO III: Epístola V, 198, ibid. RIVIÈRE: Le probléme de l'Eglise et de 


CELALED 33: 


(122) DUCHAIRE: Inocent. III, p. 4. 
(123) FLICHE-MARTIN, O. C., p. 36. 
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jurídico suficiente para una intervención en lo temporal por parte del Pon- 
tífice, era aplicar de nuevo los principios de Gregorio VII (124). 

La tesis fundamental del Derecho público eclesiástico de todo este período, 
hasta Bonifacio VIII, recibió expresión clásica en el argumento de las dos 
espadas, cuya significación de matices distintos es exponente de la evolución 
doctrinal acerca del problema Iglesia-Estado. 

Se encuentra la presencia de esta imagen, según ARQUILLIERE (125), en 
una carta de Enrique IV, en 1076, en la que el Rey acusa a Gregorio VII de 
querer usurpar el sacerdocio y el Imperio, mientras que, por el contrario, se- 
gún el Rey, debe haber en la Iglesia—Cristiandad—una doble espada: la sacer- 
dotal, para que, según Dios, se obedezca al Rey, y la regia, para combatir a 
los enemigos de Cristo y hacer cumplir las leyes del poder sacerdotal. 

El argumento de las dos espadas sustenta una ideología de concordia y 
mera unión amistosa de ambos poderes dentro de la sociedad cristiana; cada 
poder posee el dominio autónomo de su espada. Pero, de hecho, no se había 
llegado a la concreción ideológica de esta autonomía. A mediados del si- 
glo XIL en un ambiente de Cruzadas, se renueva la imagen de las dos espa- 
das con un sentido restringido al campo militar: «La espada espiritual y la 
espada material pertenecen ambas a la Iglesia, pero aquélla debe ser desen- 
vainada por la Iglesia—poder espiritual —; esta otra, sin embargo, ha de serlo 
para la Iglesia; la una está en manos del sacerdocio, la otra en manos del sol- 
dado, bajo la intimación del sacerdocio y la dirección del Emperador» (126). 

El contenido de esta distinción revela una idea de subordinación y depen- 
dencia, al menos en el terreno ejecutivo, del Príncipe frente al Papa. No deja 
de ser un aspecto parcial de la primacía del sacerdocio sobre el Imperio, que 
integra las bases del gobierno sacerdotal. 

La alegoría adquiere pleno desarrollo y fuerza sistemática en la Bula de 
Bonifacio VII Unam Sanctam (1302), cuando la lucha con Felipe el Hermoso 
está en su punto más culminante. Aunque utiliza las mismas palabras literal- 
mente, la conclusión de Bonifacio VIII es más universal: «Es necesario que 
la autoridad temporal esté sometida a la espiritual» (127). 

Es en esta época cuando los teóricos centran el problema Iglesia-Estado en 
aquilatar técnicamente el contenido de la potestad de la Iglesia en lo temporal 
en torno a la distinción de poder directo y poder indirecto. 

La total equivalencia de «Cristiandad» a «Sociedad temporal-religiosa», 
por una parte, y el paralelismo que en el gobierno de este cuerpo orgánico, 


(124) Lo GRasso, n. 356, p. 159. 

(125) LECLER, p. 81. 

(126) Lo GRasso, n. 329, p. 146. 

(127) Idem, n. 433, p. 189. MELZI, art. cit., p. 178. 
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habían seguido el Emperador y el Papa, motivan esta lucha jurisdiccional, al 
ir configurándose no sólo en la línea de los principios, sino en el de los he- 
chos, ambas esferas. 

Hasta Felipe el Hermoso, la cuestión de «competencia» fué de este modo. 
problema exclusivo en el Derecho público; a partir de la Edad Moderna apa- 
recería una nueva concepción del Estado y de la Sociedad temporal autónoma, 
pero el sistema del Derecho público seguirá anclado en el terreno jurisdiccio- 
nal. La eclosión doctrinal del Liberalismo católico no pudo menos de ser vio- 
lenta, al desbordar las cuestiones de límites jurisdiccionales entre ambos po- 
deres y hacer problemática del hecho que hasta entonces se había siempre dado. 
por supuesto, como hecho y como principio, la unión de ambos poderes: Igle- 
sia y Estado. À 

Ante el ideal histórico de este régimen sacral del medievo, que hemos es- 
bozado, es lógico hacerse la pregunta clave: ¿Qué relieve jurídico, dentro de 
esta concepción político-religiosa, expresa la confesionalidad del Emperador? 
¿A qué exigencias de Derecho responde? ¿Hay un Derecho público de la Igle- 
sia que sirva ahora de norma jurídica en sus relaciones con el Estado? 

En primer lugar, hemos de tener en cuenta el fenómeno fundamental, ya. 
indicado, verificado en los umbrales de la Edad Media con Carlomagno. Es la 
explícita tendencia, que inició Teodosio y acentúa el artífice del Medievo, a 
convertir la política eclesiástico-jurisdiccional del Estado en política absoluta- 
mente sacral; predominio efectivo del papel ministerial imperial; empleo del 
aparato político primordialmente para fines espirituales; concepción de ambos 
poderes como regidores coordinados, al menos, en esta unidad orgánica que 
es la Ciudad de Dios, y absorción del bien común temporal por el bien so- 
brenatural superior (128). 

Podría acusársele al emperador Teodosio de utilizar la Religión como re- 
sorte para la unidad política y bien exclusivo del Estado. A Carlomagno, no; 
su Imperio no representa un fin en sí; se confundía con los destinos de la 
Cristiandad, integrada por la Iglesia, por lo religioso. 

El Emperador, aun como tal, es considerado miembro del Cuerpo Mistico.. 
«Filius noster clarissimus in Christo» es el titulo que da Inocencio III al rey- 
Felipe de Francia, y no es ésta una mera fórmula de tratamiento diplomático, 
sino expresión de la paternidad espiritual que informa las relaciones políticas. 
del Papa con los Reyes. 

La dignidad real se considera puesta por Dios juntamente con el Pontifi- 
cado para iluminar el cielo de la Iglesia, como enseñaba INOCENCIO III (129); 


(198) MARITAIN: Humanismo Integral, pp. 158-64 (ed. cit.). 
(129) Lo GRASSO, n. 349, p. 154. 
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pero, como el padre castiga al hijo, a quien ama, así el Pontífice debe corre- 
gir al Rey e intervenir, por tanto, en la recta dirección de su gobierno; y cuan- 
do esto hace no es más que cumplir con un deber pastoral (130). No se niega 
su jurisdicción temporal, pero en este período de gobierno sacerdotal, el Rey 
no es un organismo soberano; es primordialmente un simple fiel, más honra- 
do que ninguno, aun comparado a los Obispos. 

De aquí que las relaciones de la Iglesia-Jerarquía con el poder político 
estén marcadas de un carácter muy sobrenatural, lejos de lo estrictamente ju- 
rídico. El poder que Gregorio VII pretende ejercer sobre los Príncipes, en 
nombre de la primacía soberana de lo espiritual, es excepcionalmente un poder 
soberano jurisdiccional; ordinariamente es un poder sacerdotal (131). El Papa 
se considera como cargado por la responsabilidad de que los súbditos sean go- 
bernados justamente, y se interna en cuestiones que hoy diríamos de mera 
técnica política. 

Esta concepción pastoral de las relaciones del Papa con el poder temporal 
reduce la confesionalidad—como deber—a un asunto privado, con relación al 
pueblo a quien el Estado representa, aunque de hecho tenga consecuencias ju- 
rídico-públicas; la más importante es la de su permanencia legítima en el po- 
der. El Príncipe debe estar dentro de la Iglesia para que pueda conservar su 
trono legítimamente. 

El Cristianismo había reconocido en un principio, como legítimamente 
constituídos, los Estados paganos de Nerón y Juliano por basarse en el dere- 
cho natural; pero este principio matural de legitimidad deja de ser justificable 
en el régimen sacral de la Cristiandad. 

El cambio se debe en parte, sin duda, a la corriente doctrinal del «augus- 
tinismo político», según el cual pertenecía a la Iglesia llevar a los pueblos 
evangelizados el principio de la legitimidad política. Así, pues, el Príncipe 
apóstata, separándose de la Iglesta, pierde la soberanía, porque se aparta de 
la misma fuente de todo el orden social (132). 

Esta doctrina, sin embargo, no es más que la explicación de un estado de 
cosas; no es en sí un principio, ya que en tal supuesto se negaría la legitimidad 
del poder por derecho natural, lo cual es ajeno a la auténtica tradición teoló- 
gica. En la Edad Media no se prescinde de esta base natural, ni se niega, sino 
que se complementa con una modificación que imponen las circunstancias. 

Fuera de la Cristiandad se reconoce el derecho natural de los Príncipes a 
permanecer en el trono. Pero en las naciones, escribe JOURNEY, donde la uni- 
dad política está fundamentada sobre la unidad de la fe, en que los cristianos 


(130) Idem, n. 385, p. 169, 
(131) JOURNET, O. C., p.. 282. 
(132) Idem. 
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se organizan políticamente, como tales, en que el régimen es sacral, un nuevo 
elemento del que la Iglesia únicamente juzga interviene para constituir la cua- 
lidad de ciudadano y, por consiguiente, la cualidad de Príncipe cristiano le- 
gítimo (133). 

De esto, efectivamente, nació el concepto de soberanía fundada en la gra- 
cia de Dios, por oposición a la soberanía fundada en el puro derecho natural; 
conceptos ambos que fundamentan dos teorías divergentes de Derecho po- 
lítico. 

Es claro, pues, que la confesionalidad del Príncipe queda vinculada, como 
obligación y como exigencia de la Iglesia, a una circunstancia de hecho: la 
existencia de unos súbditos cristianos, que forman una comunidad temporal, 
en tiempos del Sacro Imperio, no distinta de la Iglesia. En tal situación, un 
Príncipe excomulgado no puede ser rector de estos miembros de la Iglesia, 
porque el principio natural de la legitimidad está neutralizado por la realidad 
histórica de una sociedad política de la que los ciudadanos son miembros en 
cuanto cristianos, y, por lo tanto, en su organización la Iglesia se reserva el de- 
recho de intervenir, si es necesario. 

SANTO Tomás formula así esta doctrina fundacional de todo el período 
sacro-político: «Por sí misma, la infidelidad no se opone al dominio, porque 
€l dominio se ha introducido por el derecho de gentes, que es humano. Ahora 
bien, la distinción entre fieles e infieles procede del derecho divino, que no 
destruye el derecho humano. Pero, por sentencia de la Iglesia, un Príncipe 
culpable de infidelidad o de otros delitos, puede perder su derecho al po- 
der» (134). Principio jurídico éste, que responde exactamente a la concepción 
política de JUAN DE VITERBO, de tiempos de Bonifacio VIII, según la cual 
el poder temporal resulta material e inicialmente de la inclinación natural de 
los hombres, pero formal y plenamente del poder espiritual, que tanto puede 
instituirle por la consagración, como deponerle por excomunión (135). 

De este modo parece ser que, para la teoría canónico-política-medieval, la 
-dimensión más profunda de la confesionalidad del Principe, en el terreno del 
Derecho público, es la de ser base, únicamente justificadora, del poder tempo- 
ral que el Rey posee sobre los fieles. 

Absorbido el Estado medieval en la categoría de mero instrumento al ser- 
vicio de los fines de la Iglesia, su confesionalidad es reducida a condición para 
ser utilizado y hacerle partícipe de jurisdicción en la Cristiandad. En realidad, 
por esto, el punto de relaciones jurisdiccionales ha sido el primordialmente 
desarrollado en las doctrinas del Derecho público eclesiástico. 


(133) Idem, p. 283. 
(134) Sro. Tomás: Summa Theol., II-IIae, q. 12, art. 2. 
(135) J. DE VITERBO: De Regimine Christiano (P., 1926), p. 232. 
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Superada, en parte, esta política de indiferenciación jurisdiccional en el 
terreno práctico a partir de las luchas de Bonifacio VIII y Felipe el Hermoso, 
la cuestión de la «quantitas potestatis» sigue preocupando, sin embargo, a la. 
doctrina. 

Tal es la tendencia que podría calificarse de extrinsecismo jurisdiccional 
en la problemática Iglesia-Estado, consecuencia lógica del estado de cosas du- 
rante todo este período y de la permanencia del conflicto de competencias, 
renovado por el galicanismo, el josefinismo y el febronianismo. Los teólogos 
y juristas se veían en la precisión de limitar, ante todo, las esferas propias de 
cada poder. 

Por otra parte, el hecho de las intromisiones de algunos Papas en lo tem- 
poral exigía una justificación inmediata y es ahora cuando se formulan las 
teorías del poder directo e indirecto y directivo, desde 161010 ROMANO, JUAN 
DE VITERBO, VITORIA, Las Casas y TORQUEMADA a BELARMINO, SUÁREZ y 
BossuEr. 

De este modo, podemos resumir nuestro análisis en la conclusión general 
de que la cuestión-Iglesia-Estado se ha planteado en estos períodos desde un 
punto de vista reducido a limitar las atribuciones de ambas potestades; se ha 
tenido únicamente en cuenta el aspecto parcial exterior del problema: el de la 
relación de la jerarquía civil con la eclesiástica en la distribución de beneficios 
o en el nombramiento de Príncipes para la Cristiandad. La confesionalidad 
del Estado, como función autónoma propia y como deber en la sociedad civil, 
no ha sido descubierta mi siquiera incorporada a la problemática de entonces. 

VITORIA, en sus obras De potestate Ecclesiae y De Potestate civili (1527- 
1532), escritas en un momento álgido de transformación, y en las que siste- 
matiza las líneas diferenciales del Derecho püblico eclesiástico, nos ha dejado 
un claro exponente de este planteamiento extrinsecista del problema Iglesia- 
Estado confesional. Todo cambiaría con el laicismo político y la crisis del li- 
beralismo católico. 


MANUEL USEROS CARRETERO, Pbro. 
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I. A) El problema de la conveniencia 


No es fácil, tal vez, llegar a concretar cuál sea la postura definitiva sobre 
la conveniencia de los procedimientos sumarios canónicos. Según la forma tra- 
dicional de enfocar el problema, se han visto ventajas que siguen supervivien- 
do hoy día, y que proporcionan, según parece, una indiscutible facilidad en la 
evolución del procedimiento. 

Pero lo cierto es que no todos los autores se han puesto de acuerdo sobre 
esa conveniencia, y hasta algunos se permiten dudar de ella, al menos en al- 
gunos aspectos. El P. GOYENECHE, en un artículo publicado en el pasado 
ano 1955, De distinctione inter res iudiciales et administrativas in Iure cano- 
nico, llega a proponerse precisamente esta cuestión con toda claridad: «Haec 
praevalentia—dice—obiectorum functionis administrativae modo descripta, in 
ordinatione processuali canonica estne probanda an improbanda»? Su respues- 
ta alude con rapidez a las ventajas y a los inconvenientes, para concluir insi- 
nuando con modestas expresiones la posibilidad de que tal prevalencia de, la 
forma administrativa pueda tener aspectos perjudiciales: «Nihilominus, nimia 
systhematis administrativi praevalentia nonne in vitium faciliter vertet, stante 
discretionalitate potestati administrativae propria et ad bonum commune eius 
perpetuo respectu, in vitium, inquam, minus deferendi iustitiae et iurium pri- 
vatorum defensionem quadantenus detractandi? Ita—concluye—qua par est 
modestia» (1). Este temor de que el procedimiento administrativo sea des- 
viado del recto camino exigido por el bien común y por el respeto a los de- 
«echos privados, lleva al autor a una postura de recelo sobre la conveniencia 
del mismo. 

Monsefior RoBERTI, desde otro punto de vista, estudia en su obra en tér- 
minos generales esta cuestión, y luego de una cuidadosa estadística en que 
encuentra numerosas formas de procesos judiciales, aparte de estos otros su- 
marios, todos hoy vigentes en el Código de Derecho Canónico, expresa el de- 


(1) S. GOYENECHE, C. M. F:.: De distinctione... “Analecta Gregoriana”, vol. 69, 
“Questioni attuali di Diritto Canonico" (Romae, 1955), p. 432. 
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seo de superar esta complicada situación y de que llegue el momento de te- 
ducir esas formas a una mayor unidad: «Ex quibus omnibus apparet—dice— 
gravem et implexum esse processum canonicum ita ut iam praesentiatur votum 
ut, si possibile sit, ad maiorem unitatem redigatur» (2). 

Estas posturas de autores tan recientes tienen una profunda base, cuya ob- 
servación no es conveniente omitir. 

En las clasificaciones de causas susceptibles de procedimiento sumario an- 
teriores al Código, aparecen listas interminables; así, por ejemplo, la que hace 
REIFFENSTUEL (3), que luego en el vigente Derecho han sido podadas en casi 
toda su totalidad; es tan considerable esta merma en el Código Canónico, que 
sólo cuatro grupos se conservan en lo que atañe a lo penal, y únicamente se 
refieren a una sola especie de sujetos, los clérigos: procedimiento contra clé- 
rigos irresidentes (cáns. 2.168-2.175), contra los concubinarios (2.176-2.181), 
contra los párrocos negligentes (2.182-2.185) y procedimiento contra los clé- 
rigos «ex informata conscientia» (2.186-2.194). Habrá que considerar que 
esto es un buen síntoma de que la sumariedad no ha dado el resultado apete- 
cible, sino que los múltiples inconvenientes aconsejaban una limitación al me- 
nos en dos elementos básicos, el objeto y el sujeto pasivo, es decir, las mate- 
rias susceptibles de tal procedimiento y los sujetos que caen bajo las mismas. 
Consciente p inconscientemente, ha venido a desconfiarse de la seriedad pro- 
cesal de lo sumario, y si no es por haber abusado de las meras formalidades 
de derecho positivo, ya que éstas serían fácilmente corregibles, habrá que ima- 
ginar que la limitación tiene una causa más profunda, como es la posible con- 
culcación de normas más fundamentales, como son las del derecho natural. 

«Iudicium sive processus summarius—dice el mismo REIFFENSTUEL (4)-— 
consistit in hoc, quod in ipso ad praecavendas litium prolixitates omitti pos- 
sent plaeraeque solemnitates cude iure solum positivo requiruntur, non item 
illae quae iure naturali aut gentium, ad legitimam causae decissionem sunt ne- 
cessariae.» He ahí un claro criterio, el derecho natural, para discernir dónde 
puede terminar el elemento sumarial, y dónde empiezan las formalidades me- 
ramente judiciales. Este criterio es un reflejo de la famosa Clementina Saepe 
contingit. En ella se especifican, con minuciosa enumeración, las mültiples 
formalidades de derecho positivo que pueden ser omitidas en gracia a la bre- 


(2) F. ROBERTI: De variis rationibus procedendi hodie vigentibus in Iure Canonico. 
"Apollinaris", IX (1936), 463-465. 

3) Dentro de las llamadas causas eclesiásticas existía una espléndida floración 
sumarial para elecciones, postulaciones, provisiones válidas e inválidas; para digni- 
dades, oficios, canonjías, prebendas; para las causas sobre diezmos, matrimonios, usu- 


ras y causas conexas; causas ae los pobres, pupilos, viudas, encarcelados; etc. Cfr. Ius 
canonicum, vol. II, p. 172. 


(4) Ius canonicum, vol. II, p. 172. 
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vedad y sin perjuicio de la verdad; y propone también el mismo principio de 
la defensa natural, que ha de permanecer inviolable: «Non sic tamen iudex 
litem abbreviet, quin probationes necessariae, et defensiones legitimae ad- 
mittantur.» 

Dos nuevos elementos llevan a pensar en esa limitación: la naturaleza pu- 
nitiva y la equiparación con el procedimiento sumario civil. a) La naturaleza 
punitiva de estos modos de proceder, que tiene como fundamento el ordenarse 
a infligir, si es necesario, una pena de privación del beneficio u otra de re- 
conocida gravedad, es un índice constante que exigiría un juicio criminal en 
ei más estricto sentido (5). Y precisamente esto constituye una grave dificul- 
tad para abrir la mano en cauces sumarios. Por eso WERNZ-VIDAL no cesa de 
clamar por una rectitud inviolable de los tribunales, que deberían custodiar 
ante todo las estrictas normas del derecho natural, en especial en cuanto se 
refiere a la defensión del reo. Así lo reclama para los procedimientos de re- 
moción de párrocos, que son de carácter puramente administrativo, y con ma- 
yor razón para estos otros punitivos contra clérigos irresidentes, concubinarios. 
y párrocos negligentes en sus deberes (6). b) La gravedad de lo sumario en 
lo canónico tiene una circunstancia digna de atención, y es que mientras en 
el procedimiento sumario civil el juez resuelve con rapidez y seriedad, sí, pero 
no con decisión definitiva, ya que la sentencia no tiene efecto de «cosa juz- 
gada» permanente, sino de posible revocación en un juicio ordinario poste- 
rior (7), en lo canónico la sentencia adquiere una fuerza jurídica total, tan. 


(5) WznNz-VibpaL: De Processibus, “Ius canonicum", t. VI, pars 2.* (Romae, 1928), 
p. 741, n. 777. Nótese, sin embargo, que tal naturaleza punitiva no es absoluta, sino. 
que tiene sus aspectos administrativos; así, la sanción de privación del beneficio es 
de tipo administrativo y no punitivo cuando el reo aun no ha tenido tiempo de de- 
fenderse; la razón es porque dicha medida en esa ocasión tiene naturaleza jurídica 
de renuncia tácita, reconocida por el Código Canónico; p. ej., en el hecho de aban- 
dono Ge residencia y no reasunción de la misma después de la monición. Asimismo 
tienen sentido administrativo esta clase de procedimientos en cuanto tienden a ur- 
gir la observancia de una ley (residencia, integridad de vida, etc.). Estos aspectos no, 
excluyen el carácter punitivo deducible del mismo objeto intrínseco de estos proce- 
dimientos. - 

(6) WERNZ- VIDAL, jb. p. 696, n. 740: “Negotia pro quibus assignantur speciales 
processus, sunt negotia pertinentia ad administrationem dioecesanam, remotio et 
translatio parochorum (luego habla de los procedimientos de que tratamos, en los 
mismos términos) in quibus expediendis, quoniam adesse posset periculum ne proce- 
datur omino arbitrarie et cum laesicne iurium legitimorum, opportunum fuit illud 
nimium arbitrium constringeretur limitibus alicuius processus, quamvis a rigorosis 
et sollemnibus formis iudicialibus absolutus." 

(1) *La limitación de los efectos de la cosa juzgada (dice el prof. CASTRO PRIETO: 
Derecho Procesal Civil, 11 [Zaragoza, 19541, p. 7) significa que la restricción del 
problema mismo a discutir respecto del derecho y la limitación del conocimiento del 
juez, por ser tasadas las obligaciones y las pruebas, reduce la amplitud de la cosa, 
juegada a la situación de los hechos del problema resuelto sin formular un pronun- 
ciamiento definitivo.» 
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definitiva que hasta carece de los normales remedios de apelación y sólo se 
concede un recurso especial a la Santa Sede. El caso del clérigo a quien se le 
priva del beneficio por irresidencia o concubinato, y el del párroco a quien 
se le priva de la parroquia por incumplimiento de sus deberes (cáns. 2.169, 
2.177 y 2.184-5) son excelente prueba de la fuerza ejecutiva de la sentencia. 
Añádase que, en lo civil, la posibilidad de litigar por estos juicios especiales 
es un beneficio concedido al demandante y, por tanto, renunciable, mientras 
-que en lo canónico es forma obligatoria y no renunciable, aunque, como lue- 
go diremos, puede tener sus ventajas para el reo. La consecuencia será la ne- 
cesidad de medir con detenida reflexión el establecimiento o multiplicación de 
los mismos en el Derecho canónico, no fijándose excesivamente en la posible 
numerosidad que de los mismos pueda darse en el Derecho civil. 

Pueden añadirse a esos razonamientos algunas otras consideraciones que 
aconsejarían no extender demasiado el campo de la sumariedad procesal. Así, 
la indefensión que un procedimiento sumario supone. Sabido es que, teórica- 
mente, el reo nunca queda sin una posible defensa, sino que, al contrario, 
siempre debe tener tiempo suficiente y medios de defensa y apelación. Pero, 
en realidad, tiene todas las cosas en contra; está puesto en un grave momento 
de preocupación que dificulta el enjuiciamiento de los asuntos, y aparte de eso 
“se encuentra irremediablemente con el hecho de que el criterio a seguir no ha 
«de ser el suyo, sino el del que dirige la causa. La rapidez no es precisamente el 
sistema más apto para la claridad de las ideas, ni, por tanto, para que el reo 
tenga tiempo para esclarecerlas como a él le conviene y como conviene a la 
rectitud del ordenamiento judicial. 

También otros proponen una razón, que puede ser inconveniente del pro- 
ceso sumario canónico como puede serlo del civil, y que se apoya en la infe- 
tioridad del reo ante el juez, cuando el primero no dispone de elementos que 
le asesoren. El reo piensa, falsamente, sin duda, pero realmente, que todo cede 
en perjuicio suyo y a favor del superior; que ante una instancia subsiguiente 
a éste se le daría la razón; que es inútil la apelación, porque en todo caso, 
aunque le resultara favorable, habría de tener después sobre sus hombros la 
mirada desfavorable de su superior. Esta visión de prepotencia que el reo ve 
-en los demás que están sobre él, impide la actuación libre del mismo. Así en 
el proceso sumario; en el juicio ordinario, los testigos, abogados, las pruebas, 
‘el tiempo mismo se encargan de mitigar esta inferioridad. 

Una observación ocurre hacer a este propósito, y es que esta mentalidad 
del reo está en razón directa con circunstancias de ambiente y de formación 
«que hayan influído en su mayor o menor amplitud de movimientos, y así, re- 
firiéndonos al sujeto propio de estos procedimientos canónicos, hay países don- 
de existe mayor equilibrio entre clero y jerarquía eclesiástica, y países donde 
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el desnivel puede acusarse con mayor intensidad. Esta situación social influirá 
en el ánimo del reo para considerarse más o menos decidido en su reacción 
frente al dictamen del procedimiento. 

Contra este balance de inconvenientes hay también considerables ventajas 
que inclinan a utilizar esos procedimientos sumarios. Las consideramos tan 
claras, que no será necesario comentarlas. Proponemos las principales: 1) la 
simplicidad con que se desarrollan, evitando las complicadas situaciones del 
proceso ordinario; 2) la rapidez a que aspira esa contracción de las formali- 
dades en esta clase de procedimientos y que restringe, por consiguiente, su 
extensión cronológica; 3) la persistencia y vital importancia de la suprema ley 
del bien de las almas que exigen esa prontitud o sumariedad; 4) así también, 
finalmente, la ventaja económica al reducir los trámites, las pruebas y, en ge- 
neral, la aparatosidad burocrática. En el Derecho civil se han comprendido es- 
tas ventajas y se ha querido acudir con cierta frecuencia a la forma sumaria, 
y por eso las leyes procesales incluyen siempre una serie de apartados para 
esta clase de procedimientos, aunque lo hacen como algo subsidiario de los 
juicios ordinarios. Esta serie de ventajas y, en cierto modo, esa situación sub- 
sidiaria ha sido entendida de la misma forma en el Código Canónico, y por 
esto al registrar el libro cuarto del mismo aparece también ese apartado en el 
que se hallan los pertenecientes al procedimiento punitivo de que hablamos. 

La conclusión en este primer problema no puede ser todo lo ambiciosa que 
sería de desear. Sin embargo, la respuesta afirmativa, la admisión de dichos 
procedimientos sumarios, a pesar de los inconvenientes enumerados, es algo 
que se impone abiertamente, tanto más cuanto que el mismo Derecho canóni- 
co extrema su precaución al admitirlos. Se han previsto, y esto puede ser una 
razón de admisibilidad, las dificultades del procedimiento sumarial, y está, 
por tanto, ya el juez prevenido ante las mismas, en especial las que atañen a 
la defensa del reo. Es el derecho natural la razón que ha movido a los autores, 
como hemos visto, a 1r limitando tales procedimientos, pero no se puede olvi- 
dar que el Código Canónico exige con firmeza la plena garantía de ese dere- 
cho. Como razón específica es de tener en cuenta la motivación pastoral, el 
deseo de dar pronta solución a situaciones difíciles entre fieles y pastor, de lo 
que brevemente hablamos a continuación, la que ha inducido a utilizar con 
suma conveniencia y, a su vez, con suma discreción esa forma sumaria. Si el 
párroco, por ejemplo, ha de tener sus derechos a no ser castigado o removido 
de la parroquia acaso prematuramente, si el tiempo procesal es muy limitado, 
también la comunidad cristiana—y ante este bien social cede el individual — 
puede exigir con justicia una rápida atención pastoral. 
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La razón histórica 


La historia canónica de los tres procedimientos sumarios punitivos mues- 
tra esa doble tendencia a proponer, pero al mismo tiempo concretar, un pro- 
cedimiento, en vez de formas meramente arbitrarias en la imposición de las 
penas. 

La evolución de la ley de la residencia beneficial, que tuvo en los primeros 
tiempos de la Iglesia unas formas muy simples, ya que todos los clérigos es- 
taban obligados a residir en su iglesia y no podían tener sede en diversos si- 
tios, y además hacían vida común, empezó a complicarse en los siglos IV y V, 
en vista de las reiteradas faltas residenciales de los clérigos; el Concilio de 
Efeso, del 431; el Calcedonense, de 451, y el Niceno II, de 787, van agra- 
vando las penas. Hasta el siglo XIII, con Inocencio III en el Concilio Latera- 
nense IV, de 1215, fué sumamente austera la punibilidad de la irresidencia 
con la fácil aplicación de la privación del beneficio contra el irresidente (8). 
Aquí comienza, sin embargo, una corriente contraria: el Derecho de las De- 
cretales, imbuído en esa arbitrariedad de penas contra los irresidentes, sufrió 
una mitigación con el Concilio de Trento, ya que la arbitrariedad se convirtió 
en proporcionalidad. El beneficiario irresidente perdería sus frutos en propor- 


ción a la gravedad de su culpa, se tendría en cuenta la diversa condición de 


los párrocos y de los capitulares y beneficiados de iglesias catedrales y cole- 
giales (9). El Código mismo, al señalar toda su trama de moniciones, inter- 
vención de jueces o consultores, etc., está poniendo en guardia la actuación: 


del Prelado. Pero una vez llegado a este punto, mo se ha vuelto a cambiar: 


fundamentalmente el sistema. 

La misma tónica ha seguido el procedimiento contra clérigos concubina- 
rios. Pues en el derecho de las Decretales, aunque es cierto que el clérigo con- 
cubinario era objeto de alguna monición preliminar, rápidamente, sin embar- 
go, se le podía gravar con las censuras más fuertes y con la misma privación 


del beneficio. El Concilio de Trento, en cambio, distingue una triple condi- 


ción procesal contra los concubinarios, según sean clérigos con cura de almas, 


beneficiados o capitulares, y clérigos sin beneficio o pensión; establece asimis-- 


(8) WERNZ-ViDAL: Ius canonicum, II (Romae, 1928), 232. 

(9) Muñiz (Procedimientos eclesiásticos, I, p. 618), aludiendo a esta disciplina con- 
ciliar, asegura que “este procedimiento no podía ser más blando y suave, pero todavía 
los comentaristas se encargaron de ablandarlo más, interpretando el texto del Concilio 
en el sentido de que 1a pérdida de la mitad o de toda la renta era sólo por los días de 
ausencia, cosa que reprobó la Sagrada Congregación del Concilio en 22 de agosto 


de 1885, "In Tarraconen.”, y por si todavía quedaban algunas asperezas en la ley, se 


llegó a la creencia, no rara, de que no se podía aplicar el procedimiento del Triden- 
tino sino a los que no residían ni un solo día durante el año”. 
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mo un cierto número de premoniciones, y mitiga hasta cierto punto la condi- 
ción de la pena imponibie. Y con ello llega al cauce procesal. 

Finalmente, en cuanto a los párrocos negligentes en su ministerio pastoral, 
tercer procedimiento penal sumario del Código, no había antes de 1910 un 
proceso especial contra los mismos, y también la privación de la parroquia o 
beneficio era una fácil y eficaz medida del prelado contra su clérigo negligen- 
te. Pero el Decreto Maxima cura delineó el procedimiento a seguir para sal- 

aguardar los derechos de unos y otros. Este Decreto fué asumido por el Có- 
digo con algunas escasas variantes, relativas, precisamente, a ampliar la liber- 
tad del Ordinario, en cuanto que a éste no se le obliga a seguir el voto de los 
párrocos consultores. Se refiere, propiamente hablando, a la remoción admi- 
nistrativa de párrocos, de la que no se trata aquí, pero este mismo criterio de 
ser innecesario seguir el consejo de esos párrocos, tiene validez también para 
estos procedimientos sumarios (cáns. 2.171 y 2.172). 


No es posible asegurar si se habrá llegado al término de esa evolución. La 
Iglesia ha ido buscando siempre, y, si se quiere, de una manera especial en los 
últimos tiempos, la eficacia práctica de sus instituciones, acomodando a veces 
las instituciones a los tiempos, ya que es difícil lo contrario, acomodar los 
tiempos a las instituciones. Un ejemplo reciente y significativo en el campo 
procesal lo ofrece el Motu proprio Sollicitudinem nostram, por el que fué pu- 
blicado, en «Acta Apostolicae Sedis» de 1950, el libro «de Iudicis» para la 
Iglesia oriental. En él se sefialan las causas que movieron a esa publicación, y 
entre las mismas figura en forma destacada la existenciz de leyes procesales 
de tiempos antiguos difícilmente realizables en las actuales circunstancias. 

No será, por tanto, aventurado pretender un estudio de la naturaleza de 
los procedimientos sumarios indicados, y aquí comienza el objeto principal de 
este trabajo, para observar en qué grado responde el contenido de los mismos 
a la realidad viviente. Ni se trata de ninguna orientación reformadora, sino 
de un sencillo análisis de algunos puntos, en especial, por ahora, del sujeto 
pasivo y objeto de los mismos. 


B) Finalidad procesal 


Aparte del fin inmediato, estrictamente procesal, que configura y da ca- 
rácter al procedimiento correspondiente, y aparte de otras finalidades menos 
inmediatas que puedan actuar en cualquier clase de procedimiento, en estos 
sumarios hay que añadir una finalidad última, ciertamente necesaria para com- 
prender la sumariedad y, en general, todo el procedimiento. El hecho de que 
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estos procesos sumarios canónicos tienen un horizonte muy concreto por lo 
que respecta al sujeto pasivo: los clérigos irresidentes, los concubinarios y los 
negligentes en sus deberes pastorales, hace pensar en un aspecto funcional 
típico que corresponda a los clérigos, y que no corresponda, propiamente ha- 
biando, a los que no son clérigos, a los laicos. Esta función, por otra parte, 
está claramente definida en los diversos documentos que tienen algün punto 
de contacto con esta materia, y no es otra que la función pastoral. Una finali- 
dad de tipo püblico, de ahí su gran interés, en cuanto que se trata de procurar 
el bien espiritual de los demás en contra del irresidente, del concubinario 
o del negligente, que disminuye ilegítimamente y por esos motivos el cui- 
dado pastoral. Esta función püblica que en definitiva puede tener el procedi- 
miento sumario es la gran razón que salva las desventajas de tipo individual 
enumeradas. 

Es conveniente sentar este principio con plena garantía, ya que de él se 
derivan, como luego diremos al tratar de párrocos y capitulares, notables con- 
secuencias en las posibles estrucutras canónicas. 

El Código no se detiene, generalmente, en indicar los fines intentados en 
su legislación; pero en el procedimiento contra los clérigos irresidentes, en su 
primer canon, 2.168, hace una accidental y explícita declaración funcional: 
«Parochum, canonicum aliumve clericum, qui residentiae lege, qua ratione be- 
neficii tenetur, negligat, Ordinarius moneat, et interim, si agatur de parocho, 
eiusdem impensis provideat ne salus animarum detrimentum patiatur.» Es 
acaso ésta la ocasión en que más explícitamente habla del fin pastoral. Nada 
dice en los cánones preliminares, ni en los que se refieren a los clérigos con- 
cubinarios, ni a los negligentes en el servicio pastoral. En cuanto a éstos, es 
fácil advertir esa finalidad pastoral por la naturaleza misma de las negligen- 
cias que se castigan en su correspondiente procedimiento sumario, pues, segün 
el Código, se trata de deberes pastorales en bien de las almas, como, pot 
ejemplo, administración de sacramentos, conocimiento de sus feligreses y co- 
rrección de los mismos, cuidado espiritual de los enfermos, catequesis de 
niños y adultos, predicación homilética. En cuanto a los concubinarios, la ra- 
zón específica que puede exigir un procedimiento sumario no puede ser otra 
que la pastoral de evitar el daño consiguiente de los fieles, pues, de lo con- 
trario, ni había por qué restringirlo sólo a los clérigos, ni habría razón para 
no acudir al proceso ordinario. 

El Concilio de Trento, fuente de considerable importancia en esta materia, 
habla en tres o cuatro ocasiones principales de esta finalidad. Señalamos úni- 
camente tres que tratan de la finalidad de la obligación residencial. La pri- 
mera es en la Sesión VI, que contiene, de forma explícita y con cruda termi- 
nología, la función de la residencia, Obsérvese, sin embargo, que la aplica- 
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ción a nuestro caso es sólo parcial, ya que de suyo se dirige a los Ordinarios 
de lugar y a los Prelados superiores, patriarcas, primados y metropolitanos. 
A éstos y a los demás inferiores en cuanto les corresponde, amonesta el Con- 
sejo de Padres del Concilio, con graves palabras, a que atiendan a la grey que 
el Espíritu Santo les confía, y que de ningún modo cumplirán adecuadamente 
esa función y que serán castigados con los antiguos cánones promulgados en 
contra de los irresidentes, si abandonan el rebaño (10). La segunda es en la 
Sesión XXI, que establece que se han de tomar medidas oportunas de carácter 
administrativo o procesal contra aquellos rectores de iglesias parroquiales que 
más bien destruyen que edifican por su ignorancia o impericia o por el des- 
cuido de su vida, con imposición de las penas congruentes, y con un ulterior 
agravante, que es la imposibilidad de toda apelación: «exemptione et appela- 
latione quacumque remota» (11). La tercera, finalmente, es en la Sesión XXII; 
hablando de los capitulares o beneficiados, impone penas con formas proce- 
sales contra los que no cumplen su oficio coral, faltando, por consiguiente, a 
la residencia que les es propia. Lo interesante en esta cita de Trento es una 
notable excepción que se hace a la exigida residencia coral y precisamente en 
atención a finalidades pastorales: los capitulares o beneficiados son dispensa- 
dos automáticamente de la obligación residencial si se dedicaren al ministerio 
con cura de almas en alguna de las iglesias que necesitan de tal recurso, y en 
tanto en cuanto se dediquen a esa cura de almas: «Tunc pro tempore, quo in 
curata ecclesia resederit ac ministraverit—son las palabras del Concilio—tan- 
quam praesens sit ac divinis intersit in ecclesii cathedralibus ac collegiatis ha- 
beatur» (12). 

Habría que dar una excesiva longitud a este trabajo, si se quisieran repro- 
ducir los documentos canónicos que después de Trento han vuelto a insistir 
en este fin regulador, en esta ley suprema de la función pastoral dentro de la 
legislación procesal canónica. Así lo proclamaba también recientemente, en 
1953, el Papa Pío XII en un discurso tenido con ocasión del IV centenario 
de la Universidad Gregoriana, hablando precisamente de la significación pas- 
toral del Derecho canónico (13). 


(10) Ses. VI, c. 1, de reformatione: *Implere autem illud se nequaquam posse 
sciant, si greges sibi commissos mercenoriorum more deserant, atque ovium suarum... 
custodiae minime incumbant.” “Ac nihilominus quia nonnulli (quod vehementer do- 
Jendum est)... in diversis curiis vagantur (ovili derelicto), placuit Sacrosanctae Synodo 
antiquos canones... adversus non residentes promulgatos innovare." 

(11) Ses. XXI, c. 6, de reformatione. Pio IV, 16 de junio de 1562. 

(12) Ses. XXII, c. 3, de reformatione. 

(13) A. A. S., 1953, p. 688: “In considerando suorum munerum natura Iuris Ca- 
nonici peritus hoc persuasum sibi habeat, quemadmodum quae in Ecclesia sunt, ita 
Ius canonicum quoque omnino in animorum curatione contendere, ut homines prae- 
sidio quoque, nutuque legum veritatis et gratiae Christi sint compotes, ac sancte, pie, 
fideliter vivant, crescant, moriantur..." 
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C) Las fases procesales comunes 


En estas tres clases de procedimientos hay algunas fases comunes que ofre- 
cen la posibilidad de un estudio conjunto: 1) la monición por parte del Or- 
dinario; 2) la actitud del clérigo frente a la misma, que a su vez puede ser 
triple: silencio, obediencia o presentación de excusas, y 3) la provisión del 
Ordinario después de determinar con los examinadores la defensa del clérigo, 
si Éste recurrió a ella. 


Monición por el Ordinario.—Este es el primer paso, fundamental, sin el 
cual es inconcebible ninguno de los tres procedimientos. Así puede apreciarse 
confirmado en los cánones respectivos: «Ordinarius moneat» a los irresiden- 
tes (can. 2.168); «Ordinarius clericum qui.. mulierem suspectam... moneat» 
(can. 2.176); «Parochum qui officia paroecialia neglexerit.. Episcopus mo- 
neat» (can. 2.182). 

En este momento empieza a correr el tiempo del procedimiento. Esta mo- 
nición tiene un carácter jurídico, es decir, no paternal, y deberá ser hecha con- 
forme al canon 2.143: de forma oral ante un oficial de la curia, o ante dos 
testipos, o por carta segün el canon 1.719. Tendrá también carácter. conmina- 
torio, esto es, indicando las correspondientes penas en que incurrirá el que 
no obedeciere a la monición. Tratándose de clérigos irresidentes, la penalidad 
objeto de conminación será la del canon 2.381, donde se configura con sus 
correspondientes penas el delito de irresidencia: privación «ipso facto» de to- 
dos los frutos del beneficio u oficio, según la proporción de su ilegítima au- 
sencia (14), y la privación del mismo oficio, beneficio o dignidad, a tenor 
de los cánones de este procedimiento. Si se trata de clérigos concubinarios, se- 
gún remisión explícita al canon 2.359, la monición contendrá la conminación 
de la suspensión «a divinis», la privación de oficio, beneficio o dignidad; o la 
privación de ciertos frutos del beneficio, según una determinada gradación 
contenida en el canon 2.177, número 3, si el clérigo posee beneficio sin cura 
de almas. Finalmente, en el caso de párrocos negligentes en sus deberes, es 
curiosa la remisión que hace el canon 2.182, primero contra los negligentes, a 
las penas establecidas por el Derecho, que deberían estar contenidas en el ca- 
non 2.382, donde se configura el correspondiente delito; pero a su vez este 
canon remite al anterior, al 2.182, sin hacer mención de más pena que el 
mero procedimiento de este titulo XXII del libro cuarto: «coerceatur ad nor- 
mam canonum 2.182-2.185». Esto supone que la calidad de la pena queda 
en este caso al arbitrio del Ordinario. Prescindimos aquí del contenido especí- 
fico de la monición según sea irresidencia, concubinato o negligencia. 


(14) Cfr. comentario al c. 2.381 del Código de la B. A. C. 
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Con esta monición se consigue un doble efecto, negativo y positivo: ne- 
gativo en cuanto se corta al delincuente la posibilidad de alegar ignorancia o 
inadvertencia; y positivo en cuanto que el temor de las penas y las graves con- 
secuencias ayudan al delincuente a apartarse de su estado de delincuencia. Es 
necesario que el Ordinario no efectúe la monición sin una suficiente certeza 
de la falta del clérigo, por la gravedad de la imputación y por las graves con- 
secuencias a que puede llegarse. ۱ 


Actitud del clérigo frente a la monición.—Hay una triple posibilidad: si- 
lencio del clérigo, obediencia y presentación de excusas. Y esto sucede en las 
tres clases de procedimientos, aunque con diversas consecuencias. La primera 
posición de silencio es sumamente grave en los tres casos, pues siempre que 
no hay imposibilidad de contestación por enfermedad, incomunicación, etc., y 
no se contesta, aparte de predisponer el ánimo del Ordinario en contra del 
delincuente, al menos presunto, se pasa ya a una fase ejecutiva de castigo. Esta 
«onsecuencia es diversa en los diferentes casos y exigiría un estudio especial. 
El silencio del clérigo es una injuria para el Ordinario, y el Derecho dispone 
un inmediato castigo; así, por ejemplo, en el procedimiento de irresidentes el 
Ordinario deberá declarar que el clérigo ha sido privado de su parroquia o de 
cualquier otro beneficio u oficio (15). En la segunda hipótesis, de obediencia 
a la monición, la situación del delincuente es apreciada por el Ordinario, el 
«cual puede sancionar la falta cometida hasta entonces, e incluso debe, en al- 
gunos casos. Así, en el procedimiento contra los irresidentes debe proceder a 
la aplicación del canon 2.381, contra el que ilegítimamente estuvo ausente. 
Pero procesalmente, si el beneficiado instaura la residencia, el proceso queda 
detenido en ese mismo momento. En el caso de párrocos negligentes, la pri- 
mera sanción puede darse sólo si existen unas determinadas condiciones: si 
antes oye el Ordinario dos examinadores sinodales, si da al párroco la posibi- 
Jidad de defensa, si tiene prueba de la transgresión positiva durante un pe- 
ríodo notable y en materia grave, y si no existe razón justificativa de tales vio- 
laciones. La tercera actitud posible del delincuente es la de presentación de 
excusas segün el procedimiento de que se trate, con lo cual contesta a la mo- 
nición que le ha hecho el Ordinario. Así, en las tres clases de procedimientos. 
Aquí entra la actuación de los examinadores sinodales, que tiene dos caracte- 
rísticas: el ser sustancial en el procedimiento, y, por tanto, se requiere para la 
validez, y el ser meramente consultiva y no deliberativa, pudiendo el Ordina- 
rio desestimar la apreciación de los examinadores. Los examinadores y el Or- 


(15) “Simple declaración", porque 21 oficio, según dejamos dicho, queda vacante 
por derecho mismo, canon 188, n. 8: tácita renuncia por no responder “intra congruum 


tempus". 


— 617 — 


JOSE LUIS SANTOS 


dinario estudian la contestación del delincuente presunto. Esto da paso a la . 


tercera fase comün. 


Provisión del Ordinario después de la defensa del clérigo.—Después del 
estudio de la respuesta del clérigo, hecho por el Ordinario y los examinadores, 
si las causas alegadas no se estiman legítimas, se fija un nuevo plazo para 
instaurar la residencia (can. 2.172), o para que desista el clérigo en su vida 
concubinaria (can. 2.179), o para no seguir faltando a sus deberes pastora- 
les (can. 2.183). Todavía hay ulteriormente, y dentro de las tres clases de 
. procedimiento, un criterio idéntico de continuar en el proceso: es el carácter de 
amovilidad o inamovilidad de que esté dotado el clérigo. Aquí reside un di- 
verso tratamiento para unos y para otros, consistente, como norma general, 
en conceder una ulterior presentación de excusas a lo estimado por el Ordina- 
tio y consultores sólo a los clérigos delincuentes que sean titulares de un be- 
neficio inamovible. 

Aparte de estas fases comunes, hay otra serie de cuestiones especiales, de 
las que únicamente ahora estudiamos dos, las relativas al sujeto pasivo y ob- 
jeto o materia de los tres procedimientos, por el interés especial que ofrecen. 


II. Modalidades del sujeto irresidente en la documentación actual 
de la Santa Sede 


Los términos generales de la cuestión son fáciles: el delito es la irresiden- 
«ia; el delincuente, el clérigo beneficiario irresidente. Así 56 desprende de la 
sencilla indicación del Código: 


«Parochum, canonicum, aliumve clericum, qui residentiae lege, qua 
ratione beneficii tenetur, Ordinarius moneat, et interim, si agatur de 


parocho, eiusdem impensis provideat ne salus animarum detrimentum 
patiatur» (can. 2.168). 3 


Está claro que la residencia que se supone violada para establecer el pro- 
cedimiento es la material y no la formal. La primera, como es sabido, exige 
una continuidad del beneficiado en el lugar de su beneficio para cumplir las 
obligaciones propias. La segunda consiste en el cumplimiento mismo de las 
obligaciones beneficiales. Que se trate de la material se desprende del hecho 
de que el Código habla de la formal en otro título distinto del libro IV, em 
el título 32, procedimiento contra párrocos negligentes; sería inútil crear dos 
procedimientos del mismo tipo sumario para castigar un mismo delito. Tam- 
bién esto se da a entender al oponer, con cierta insistencia, en el título 30, de 
los clérigos irresidentes, la palabra «ausencia» a la de «residencia» (cans. 2.169, 
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2.170, 2.171), así como otras expresiones que indican ausencia material de un: 
territorio: «terminum intra quem redire debet» (can. 2.172), «si parochus... 
non redierit» (can. 2.173), «si non redeat... si redeat» (can. 2.174, $ 3), «per- 
pensis... discessus rationibus» (can. 2.175) (16). Cierto es que hay casos en. 
que la residencia material se confunde con la formal, como el de los canóni- 
gos, como luego se indica. 

Entre los posibles delincuentes se enumeran en el canon tres clases de: 
sujetos: los párrocos, los capitulares y otros clérigos obligados a residencia por 
algún beneficio. Entre estos últimos habría que incluir al «vicarius coopera- 
tor» cuando su vicaría o coadjutoría es beneficial. También habría que aüadir 
a esa enumeración los clérigos obligados a residir no por un beneficio, sino: 
simplemente por un oficio o dignidad, con tal que no sean amovibles «ad nu- 
tum episcopi». Así se desprende del canon 2.381, en el libro de los delitos. 
que para tales clérigos manda seguir este procedimiento. Entre éstos se en- 
cuentran, y esto es doctrina general, los llamados vicarios actuales, que llevan: 
la cura de almas donde el párroco es una persona moral. Se estudia ahora en: 
particular cada una de las dos primeras clases de sujetos. 


a) Capttulares 


Es lógico incluir en esta palabra a los canónigos, y, para los efectos de la 
obligación residencial, también a los beneficiados y demás capitulares. Puesto- 
que para éstos la residencia formal se confunde con la material—una y otra 
consisten en la asistencia al coro—, la regla no puede ser más sencilla: si el 
capitular asiste al coro, se considera residente, y si el capitular ¡legítimamente 
no asiste, se considera irresidente. Esta obligación residencial está urgida em 
los cánones 418 y 414. 
` Ahora bien, sin anular ninguna de las disposiciones del procedimiento- 
contra los capitulares irresidentes, sin alterar siquiera en nada la substancia- 
ción del procedimiento, se está percibiendo en los documentos eclesiásticos: 
—todavía no en la estricta legislación canónica—la producción de un fenó- 
meno singular: la aparición paulatina, pero real, de una sustracción del sujeto- 
pasivo de este procedimiento .Se va procediendo a la limitación de la obliga- 
ción coral de los capitulares, y con ella, simultáneamente, por su naturaleza, la. 
obligación residencial de los mismos en cuanto tales. Esto, aparte de otras nu- 
merosas e importantes consecuencias, repercute también en este procedimien-- 
to, al menos en los sujetos que comprende. 


(16) Cfr. Leca: De iudiciis ecclesiasticis, vol. IV, n. 93; Muniz: Procedimientos: 
eclesiásticos, vol. I, n. 663; SUAREZ, O. P.: De remotione parochorum (Romar, 1931),. 


jon ele 
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El doctor BoNET, de la Sagrada Rota Romana, escribía en el pasado afio 
1955: «La creación de cabildos catedrales, sobre todo en diócesis de reciente 
«creación, casi siempre sin prebendas, con un servicio coral limitadísimo, aun 
cuando a primera vista parece confirmar el derecho capitular del Código, de 
hecho está creando una situación particular y frecuente de excepción, que, 
«conjugada con la postura, ya tradicional, de dispensas de este particular de los 
-cabildos de Francia y a la que se suman recientemente las muchas dispensas 
concedidas a los cabildos de Italia, tan escasos en sus rentas, produce un fe- 
nómeno social que fuera de España hace casi inexistente la disciplina del Có- 
digo, y que, sin duda, puede un día influir en la misma función legislado- 
ra» (17). 

Atrevidas parecen estas líneas, que concluyen por dar ya casi como un 
hecho la inexistencia de la legislación capitular fuera de España, y aludir a 
una producción legislativa. Sin embargo, bastaría examinar el último decenio 
de documentos de la Santa Sede, 1946-1956, para observar que no son exage- 
radas tales formulaciones, sino que tienen un fundamento documental y vivien- 
'te en la realidad. 

No se pierda de vista, ante todo—y ésta es la razón de hacer este rápido 
“examen—, la conexión intima, ya indicada, entre la obligación coral y la re- 
-sidencial de los capitulares. 

Un esquema de la actividad de la Santa Sede en la creación de diócesis y 
cabildos en ese decenio podría ser orientación previa para apreciar el volumen 
de este fenómeno. Tomemos algün que otro ejemplo. 

Año 1947; Se crean nuevas diócesis en Canadá (Kamloops), Brasil (Pe- 
trópolis), Chile (Punta Arenas), Argentina (San Nicolás de los Arroyos), Es- 
cocia (Motherwelly Pasleto), en el Cafiristán (Rawalpindi y Tingchow), en 
China (Tamming) y en Perü (Ica); en vez de cabildos se establecen en todas 
ellas «consultores diocesanos», aunque se aspira a una ulterior creación de ca- 
bildos cuando las circunstancias lo permitan (18). Se erigen dos nuevos cabil- 
«dos, uno en Canadá y otro en la Argentina (19). 

Año 1948: Aparecen creadas nuevas diócesis en Estados Unidos (Austin 
y Washington), en Ecuador (Ambato) y en China (De Lishui). También en 
todas hay «consultores diocesanos» en vez de cabildos (20). Ese mismo año 
se crean muevos cabildos en diócesis anteriormente establecidas, en Argentina 
(Santa Fe), en Brasil (Guaxupense), otro también en Argentina (Tucumán), 
en Ecuador (Puerto Viejo) y en Colombia (Manizales), todos ellos con unas 


(17) Revista Esp. DE DERECHO CANÓNICO (1955), p. 135. 

(18) A. A. S, XXXIX (1947), pp. 73, 77, 337, 383, 387, 473, 612, 614 y 617. 
(19) A. A. S., XXXIX (1947), pp. 608 y 610. 

(20) A. A. S, XL (1948), pp. 97, 100, 311 y 483. 
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limitaciones tan considerables en lo tocante a la obligación coral y residencial, 
"que aparece en eso como un nuevo «stylus curiae» (21). 

Año 1949: Se establecen dos nuevos cabildos, uno en el Perú (Ica) y otro 
en Brasil (Leopoldinense), con semejantes características, así como también 
algunas diócesis (22). 

Año 1950: En el «Acta Apostolicae Sedis» de este año aparece la creación 
de las nuevas diócesis españolas de Albacete, Bilbao y San Sebastián, con ca- 
bildos respectivos que siguen las normas del Derecho capitular común (23). 
También aparece la creación de nuevas diócesis y con las mismas característi- 
cas en Estados Unidos (Worcester), Filipinas (Lucena), China (De Hung- 
tung), Italia (Ragusia), Méjico (Tolucense), y otra también en China (Jom- 
«chiavense Yungkia) (24). ` 

Finalmente, citamos las creaciones de cabildos y diócesis en el año 1951: 
Se establecen dos cabildos, uno en Brasil (Río Preto) y otro en el Canadá 
(Gaspé); este último con una curiosa circunstancia, que luego señalamos (25). 
Asimismo se crean 15 nuevas diócesis, todas ellas con la misma fórmula de 
«consultores diocesanos y no cabildo: en China (De Chowchi y De Pingliang), 
Filipinas (Capiz), Estados Unidos (Greensburg), Guatemala (Zacapa, Jalapa, 
¡Sololá y San Marcos), Brasil (Passo Fundo), India (Sambalpur), Alaska (Ju- 
neau), Canadá (San Jerónimo y Santa Ana) y dos más en Estados Unidos 
(Dodge City y Yakima) (26). 

De toda esta prolija enumeración y del estudio de sus fuentes documen- 
“tales deducimos unas cuantas características que se refieren a la norma resi- 
“dencial en los cabildos creados y que dan la pauta del criterio actual de la 
‘Santa Sede. 

1) La primera consecuencia deducible es que la Santa Sede, al consti- 
‘tuir las diócesis, no considera indispensable la constitución de cabildos, sino lo 
que considera como necesario es un consejo de sacerdotes que puedan asesorar 
al Obispo en los problemas eclesiásticos de la diócesis, consultores diocesanos. 
He aquí la primera sustracción al sujeto pasivo del procedimiento contra irre- 
-sidentes. En las diócesis donde sólo hay consultores diocesanos no tiene razón 
-de ser la prescripción del canon 2.168, $ 1, por lo que respecta a los capitula- 
res, puesto que no los hay. Sustracción que puede llamarse eventual, pero que 
de hecho supone una realidad existente en numerosas nuevas diócesis y que 


(21) A. A. S., XL (1948), pp. 64, 66, 140, 175, 436 y 481. 

(22) A. A. 5., XLI (1949), pp. 308 y 481. 

(23) A. A. S., XLII (1950), pp. 469 y 535. 

(24) A. A. S., XLII (1950), pp. 423, 583, 620, 622, 711 y 613. 

(25) A. A. S., XLIII (1951), pp. 255 y 359. 

(26) A. A. S, XLIII (1951), pp. 712, 145, 264, 535, 537, 541, 660, 719, 830, 833, 657 
y 716. 
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en la práctica crea un «status» cada vez menos extraño y más admisible en la 
ordenación canónica. ۱ 
2) En la creación de otras diócesis donde se constituye cabildo se da tam- 
bién una notable disminución de la obligación residencial, y lo que es más 
notable aún es que esto se va haciendo norma general. Así, en la diócesis de 
Río Preto, donde se constituye el cabildo después de haber existido ánicamente 
los consultores diocesanos: «Nunc vero—dice el documento de erección del 
cabildo— Venerabilis Frater Libanius, Lafaiete, hodiernus Riopretensis Antis- 
tes, temporis tandem oportunitatem advenisse censuit in sua quoque consti- 
tuendi Canonicorum Collegium, qui nempe...» (27). Y al hablar de la asisten- 
cia al coro y, por tanto, de la obligación residencial, se disminuye hasta tal 
punto que sólo quedan de esta obligación unos contados días al año: «dzvi- 
num officium peragetur tantum diebus Nativitatis D. N. J. C., Paschatis, Pen- 
tecostes, SS. Corporis Christi, Assumptionis Almae Dei Genitricis Mariae, 
S. Josephi Sponsi eius, Cathedralis Titularis, Dominica die in Palmis atque in 
novissimo triduo Hebdomadae Maioris» (28). Como éste son numerosos y 
constantes los casos en que se concede en la erección de cabildos semejantes 
limitaciones. En 1951, en Canadá, se erige otro cabildo, el de la diócesis de 
Gaspé, en el cual los días de asistencia coral son aún más limitados: dos úni- 
cos al año: «Concedimus insuper. ut divinum officium in choro persolvatur 
tantum in Commemoratione B. Mariae Virginis de Monte Carmelo, die nempe 
16 iulii mensis, et in fasto S. Ioannis Brebeuf et Sociorum MM. Canadensium, 
die videlicet 26 septembris mensis, data facultate dioecesis Ordinario convo- 
candi capitulum ad officium divinum persolvendum in diebus feriatis quo- 
tiescumque alterutrum quod diximus festum in die dominica inciderit» (29). 
En la creación del Cabildo Czestochoviense es el mismo documento pontificio 
el que observa la unión de asistencia coral con la obligación residencial: 
«Quousque vero Dignitates et Canonicatus congruo beneficio aucti non fuerint 
indulgemus ut assignari possint sacerdotibus alio instructis beneficio etiam 
cum animorum curatione coniuncto, utque chorale officium festis sollemnio- 
ribus tantum peragatur in capitularibus constitutionibus designandis, in quibus 
igitur solummodo diebus Dignitates et Canonici. obligatione teneantur apud 
Ecclesiam Cathedralem residere» (30). Respecto al cabildo Rosariense, tam- 
bién de creación nueva, se dice: «quousque praesentes rerum conditiones per- 
duraverint, statuimus ut servitium chorale reducatur ad horas canonicas mi- 
nores recitandas, ad Missam sollemnem cum cantu diebus dominicis aliisque 


(CIERRA AS (1051) Tp 255; 
(A) EIA p. 255. 
)29( AFA. S. (1951), p. 360, 
30) A, A. S. (1952), p. 174. 
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festis de praecepto, in festivitate Sti. Marci...» (31). Es de notar que las pre- 
bendas de este cabildo son creadas en 1947 con dotación del Gobierno ar- 
gentino, a pesar de lo cual se les concede la dispensa. coral. Finalmente, cita- 
mos otro último ejemplo, también del año 1947 y relativo a creación de otro 
nuevo cabildo en Canadá; se dice: «eosdem capitulares quousque erecti cano- 
nicatus congrua praebenda provisi non fuerint, a residentia penes ecclesiam 
cathedralem et ab oneribus choralibus interea eximimus et dispensamus, excep- 
tis...». A continuación se exceptúan los días festivos más solemnes (32). 

La obligación coral y residencial, como se observa, también es disminuída 
en estas nuevas fórmulas, y, por consiguiente, con ello se establece una nueva 
limitación al campo de aplicación de este procedimiento. Limitación tanto más 
considerable cuanto que ya se hace difícil concebir cómo pueden faltar a la 
residencia establecida por el Código, y segün las normas de este procedimien- 
to, esos capitulares que sólo están obligados a residir unos pocos días al año, 
desperdigados aquí y allá, sin posibilidad de calibrar con el actual sistema ca- 
nónico la gravedad de la irresidencia y, por tanto, sin posibilidad de hacer 
efectivo contra esos capitulares el procedimiento contra irresidentes. Supone 
esta postura de la Santa Sede otro estado de la cuestión, que no encaja con 
facilidad en las actuales normas del Código. 

3) No puede omitirse que la Santa Sede ha creado también en estos ül- 
timos anos algunos cabildos ajustados en su aspecto normativo en conformidad 
total con el Derecho común capitular, incluso en lo referente a la residencia 
y obligación coral. Sin embargo, es muy escaso este género de creaciones, y 
encontramos contados ejemplos en este decenio citado. Citamos la erección de 
cabildos en dos países latinos, Italia y España, y acaso son los únicos. En Ita- 
lia, en 1952, se erige el Capitulum Syracusanum et Ragusiense con una norma 
sencilla, el Derecho común: «quoad vero caetera omnia quae capitulares atti- 
nent, officia scilicet, chorale servitium, munera ac privilegia, adamussim iuris 
communis praescripta serventur» (33). En España, en 1950, aparece la crea- 
ción del Capitulum Flaviobrigense y del Capitulum Sancti Sebastiani «cum 
omnibus iuribus—dice el documento—et praerogativis, oneribus et obligatio- 
nibus quibus alia in natione Hispanica capitula cathedralia iure commune re- 
guntur et ornantur» (34). Aproximadas expresiones se utilizan para la erec- 
ción, también en España, del cabildo de Albacete y del de Huelva. Pero contra 
estas apelaciones al Derecho común capitular ha de tenerse en cuenta el estado 
de hecho al que han llegado o van llegando la mayoría de los cabildos de 


(31) A. A. S. (1947), p. 610. 
(32) A. A. S. (1947), p. 608. 
(33) A. A. S. (1952), p. 257. 
(34) A. A. S. (1950), p. 535. 
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Italia y España, para los que la Sagrada Congregación del Concilio concede 
y prorroga indultos reiterados y amplios en cuanto al servicio coral y la obli- 
gación residencial, y precisamente por razones pastorales alegadas en bien de 
las almas (con lo que se confirma la ley o finalidad última antes mencionada). 
Por tanto, puede decirse, asimismo, que esta situación real de los cabildos re- 
cientemente creados y, en general, de los demás existentes, es sólo en aparien- 
cia conforme con el Derecho comán capitular, y está dando origen a fórmulas: 
que tampoco se adaptan a los márgenes canónicos. Y por lo que respecta al 
procedimiento de que hablamos, habrá que concluir que éste va haciéndose 
menos aplicable a este nücleo importante de los capitulares de muchos países. 
Sin embargo, respecto a Italia y España cabría decir que está en plena vi- 
gencia, aunque ya sólo como países excepcionales. 

4) En cuanto a los motivos aducidos para esa limitación de la obliga- 
ción coral y de la residencial, se proponen, por una parte, la insuficiencia de 
rentas, pero también las exigencias pastorales del bien de las almas; por esto. 
aparece casi siempre en estos documentos la posibilidad de conferir las pre- 
bendas a sacerdotes encargados de otros oficios, aunque sean con cura de al- 
mas. Así, por citar sólo un ejemplo entre muchos, en la erección del cabildo: 
argentino Rosariense se consigna expresamente esta circunstancia: «Cum vero 
in praesenti, presbyteri in canonicos eligendi aliis ecclesiasticis muneribus: 
vacare cogantur, Nos, quousque praesentes rerum conditiones perduraverint,. 
statuimus ut servitium chorale reducatur...» (35). Y en el Czestochoviense: 
(Czestochowa, Polonia) se decía: «Quousque vero Dignitates et Canonicatus 
congruo beneficio aucti non fuerint, indulgemus ut assignari possint sacerdoti- 
bus alio instructis beneficio, etiam cum animorum curatione coniuncto» (36).. 
Segün este sistema, aparece confirmado el principio supremo pastoral, que rige 
toda actividad eclesiástica y que alcanza a las mismas formas procesales. A él 
se van acomodando y, a veces, sacrificando antiguas formas que no parecen 
tan convenientes en las actuales exigencias. 


5) La facultad, finalmente, que en determinados casos, cuando la obli- 
gación residencial de los capitulares es indultada parcial o totalmente, se con- 
cede a los Ordinarios de convocar el cabildo cuando él estime conveniente, 
tiene una función netamente pastoral, como indican los documentos pontifi- 
cios, para tratar los asuntos de la diócesis, en que según el Código o la mente 
del Prelado sea necesario o conveniente oír el parecer del cabildo, y desde lue- 
go, también, como es lógico, los asuntos propios del mismo (37). Esta facultad 


(35) A. A. S. (1947), p. 610, 
(36) A. A. S. (1952), p. 174. 
(37) A. A. S. (1947), p. 608; (1952), p. 174. 
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del prelado y esta misión del cabildo vienen a ser nuevo reflejo de la función: 
pastoral. 

En síntesis, se deducen de todo lo anterior una serie de realidades: el es-- 
tablecimiento en muchas diócesis de consultores diocesanos en vez de cabildos; 
que en donde se erigen cabildos se limita la obligación coral a unos contados: 
días al año; que donde se establecen cabildos nuevos conforme a las normas 
capitulares comunes hay, sin embargo, situaciones reales de indultos amplios: 
y numerosos de dispensa coral y residencial; que las causas por las que se li- 
mitan estas obligaciones son principalmente las exigencias pastorales, y, por 
último, el hecho de que el Prelado esté facultado para convocar a los capitu- 
lares en pro del buen gobierno de la diócesis. Toda esta suma de consecuencias: 
permite establecer dos definitivas conclusiones: 1.2, que en el procedimiento: 
contra los irresidentes se advierte una desaparición del sujeto pasivo en cuanto 
a los capitulares, esto es, que los capitulares de muchos países, al ser desliga- 
dos total o parcialmente de la obligación de residencia, puesto que se les dis- 
pensa en la misma medida de la obligación coral, escapan a la función que 
se consigna en el Código al procedimiento sumario contra los capitulares irre- 
sidentes; y 2.2, que el criterio de la Santa Sede al conceder tales dispensas está 
fundado en necesidades circunstanciales y en la dedicación de los capitulares: 
a otros ministerios considerados de mayor urgencia, pero que tal criterio va 
creando unas situaciones no en todo conformes con la disciplina actual del 
Código. 

Una dificultad que pudiera nacer de toda esta cuestión quisiéramos insi- 
nuar en cuanto al planteamiento y en cuanto a la solución, antes de pasar al 
segundo grupo del sujeto pasivo de este procedimiento: los párrocos. La di- 
ficultad es la siguiente: en vista de todas esas especiales dispensas, ¿podría 
pensarse que se camina hacia una disminución de la ley de la residencia? Cree- 
mos que este problema, tan crudamente expuesto con esas breves palabras, no: 
puede tener otra respuesta que la negativa. No se camina hacia una dismi- 
nución de la obligación residencial. Al contrario, la cura pastoral pide un con-- 
tacto directo y constante, que no sería posible sin una convivencia prolongada 
y, por tanto, sin una obligación residencial. Acaso pudiera pensarse mejor en. 
un desplazamiento de la misma—como se aclarará en el siguiente apartado—, 
quitándola de donde se cree ya no tiene una razón de ser tan acusada, y po- 
niéndola donde la exigencia lo reclama (38). 


. (38) En el año 1946 escribía el P. FERNÁNDEZ REGATILLO estas palabras: “La trans- 
formación de los cabildos se halla coartada por la ley de residencia coral diaria, que 
no permite en los capitulares libertad de movimiento. Tal inconveniente está muy 
menguado en muchos cabildos extranjeros, que solamente tienen oficio coral en los 
domingos o en las fiestas más solemnes. Aun en España, por dispensa pontificia a al- 
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b) Párrocos 
4 


En este segundo grupo de sujetos que pueden ser sometidos al procedi- 
miento contra irresidentes hay también alguna semejanza con lo que sucedía 
«en el anterior. 

Hay países donde ha disminuído efectivamente el námero de párrocos—en 
el sentido estricto canónico de la palabra—, y aunque queda íntegro el con- 
“tenido sustancial de la institución, se prefiere, sin embargo, sustraer alguna 
«cualidad que, aunque no sea imprescindible, como la inamovilidad, puede 
considerarse en determinados casos de gran importancia. Con esta actuación 
se consigue un doble resultado: de una parte, la fácil movilidad de elementos 
personales en el ámbito diocesano, preferida por las ventajas que reporta en 
el cuidado de las almas; y por otra, una cierta disminución de la defensa ca- 
nónica personal del párroco, que, sin duda, es posible sacrificar siempre que 
un bien superior lo requiera. Una de las medidas que se acortarían en este 
«caso es el procedimiento contra los irresidentes. El párroco está obligado a 
residir entre sus feligreses, y esto es parte integrante de su labor pastoral; pero 
-el pastor no podrá acudir en caso de irresidencia suya al procedimiento del ca- 
non 2.168 y siguientes, ya que no goza de la estricta condición de párroco 
«exigida por dicha canon. Lo mismo habrá que decir del Obispo. El procedi- 
-miento contra aquél es más sencillo, ya que su remoción de la parroquia es 
posible en ese caso, y según el Código Canónico, «ad nutum episcopi». 

Sin embargo, puede decirse que esta disminución del sujeto pasivo de 
.este procedimiento es más bien algo parcial, y que en contados países se in- 
sinüa esta tendencia a disminuir la condición de párroco. La función funda- 
mental de la institución parroquial es algo que no cambia; y los documentos 
de la Santa Sede están demostrando que el acudir a ella es algo tan actual 
«como en los mejores tiempos. Una larga experiencia histórica, que parte de 
los primeros tiempos de la Iglesia, demuestra el profundo valor de la insti- 
tución y garantiza el resultado favorable del sistema. Aparte de esto, es posi- 
ble afirmar que siguen estimándose en no escasa medida, y de una manera 
general en todos los países, sus formas accidentales, una de las cuales, con 
todas sus consecuencias, es la inamovilidad. 

Además de ésa existen otras posibles hipótesis. 


gunos cabildos, se ha mitigado esta obligación eximiéndoles del coro vespertino, cosa 
no soñada en los tiempos anteriores al Código. A muchos capitulares se los dispensa 
‘de la residencia coral.” REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, I (1946) p. 302. Apun- 
ta el P. REGATILLO tres causas de este proceder: 1) el pueblo fiel no asiste al culto So- 
uu de las E y Mac que es el fin de la insitución canónica; 2) mo- 
ernas necesidades apremiantes de acción católi j scimi 
Ed ape atólica, social, etc., y 3) el decrecimiento 
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Lo normal es el estado de párroco; pero hoy día, principalmente en las 
grandes ciudades, cada parroquia contiene una densa población de feligreses 
que hacen insuficiente la labor de un solo pastor; por esto se le unen algunos 
colaboradores o vicarios, previstos en el Código, en quienes descarga el pá- 
rroco una buena porción de sus numerosos quehaceres, a veces—y aquí entra 
el problema—exonerandose el propio párroco casi por completo de toda labor 
pastoral. Sería éste el caso de preguntarse si puede el párroco entonces quedar 
libre de la obligación de residir y, por tanto, si puede presentar esa excusa 
en el posible procedimiento que se le instruyera. No se habla, como es lógico, 
de la residencia como concepto formal, sino de la residencia material, a la 
que antes aludimos: no de si cumple él personalmente o por otros sus debe- 
res, sino de si está o no está presente en la demarcación parroquial, como es 
su obligación. Ya dijimos que de esta clase de residencia es de la que habla 
€l presente título del Código (39). Sin embargo, a juicio de los autores, y dada 
su calidad de párroco, con todos los deberes y derechos inherentes a la misma, 
parece indudable que están obligados por la ley de la residencia, que no pue- 
den descargarse en absoluto de su obligación, y que siempre tendría que pro- 
cederse, en caso de irresidencia, contra ellos, a tenor de las normas canónicas 
establecidas. 

Otro caso sería el del párroco a quien se le nombra regente. ;Estaría éste 
obligado a residir? Muniz habla, en su obra de Procedimientos eclesiásticos, 
de haber visto párrocos con regente que se consideraban eximidos de la obli- 
gación residencial, y de no haber encontrado en el Código ni en leyes anterio- 
res fundamento alguno para tal proceder (40). Sin embargo, SUÁREZ estima, 
y así puede darse por admisible, que tales costumbres no son reprensibles, 
sobre todo si al regente se le confiere toda la cura de almas. Podrían equipa- 
rarse tales párrocos, dice SUÁREZ, a los clérigos de que habla el canon 143: 
«Clerici licet beneficium aut officium residentiales non habeant, a sua tamen 
dioecesis poe notabile tempus sine licentia, saltem praesumpta Ordinarii pro- 
pri, ne discedant»: clérigos sin benc:-cio residencial, pero ligados con cierta 
forma de obligación de residencia (41). Estos párrocos continúan con su bene- 
ficio residencial, pero podrían ser asimilados a esos clérigos, y desde luego 
siempre tendrían la defensa o inconveniente que proporciona este procedi- 
miento sumario. 


(39) Raoul Naz: Traité de Droit Canonique, t. IV (París, 1948), p. 559, n. 901. 
(40) Muniz: Procedimientos eclesiásticos, I, n. 643, nota 1, p. 594. 
(41) SuÁREZ, O. P.: De remotione parochorum, pp. 45-46, n. 38 (Romae, 1931). 
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Fenómeno contrario 


Un fenómeno contrario al anterior es el que podría darse en este segundo 
grupo del sujeto pasivo del procedimiento, a saber, el posible aumento de los 
pastores de almas que podrían acogerse a este cauce procesal, y contra los cua- 
les tendría que seguirse el mismo caso de irresidencia. El problema es el si- 
guiente: son hoy día numerosos los casos de sacerdotes con cargos pastorales 
de cura de almas que se asimilan en todo a los párrocos, excepto en los deter- 
minados privilegios de que éstos gozan en cuanto tales párrocos. Pero a esos 
sacerdotes, por tener cura de almas similar a la de los párrocos, por no decir 
idéntica, se les deben exigir aquellas obligaciones que están en consonancia 
con tal función pastoral, entre ellas la obligación de residir entre sus fieles 
para la eficacia de su labor. Ahora bien, dada esta paridad de fines y obliga- 
ciones, ¿no sería posible, y conveniente acaso, suministrarles también una pa- 
ridad en los derechos? Considerando el procedimiento contra irresidentes como 
un derecho de defensa de los capitulares y párrocos, habría que considerar en 
tal caso que también esos sacerdotes formarían parte de este segundo grupo 
del sujeto pasivo, y, por tanto, el fenómeno que en el anterior grupo había 
sido de disminución, sería en este segundo grupo fenómeno de aumentación. 

El hecho no parece puramente hipotético, sino que se basa, igual que el 
de antes, en la realidad viviente y en documentos de la Santa Sede. El concep- 
to de residencia, según estos hechos y documentos, adquiere un valor un tanto 
ampliado del tradicionalmente admitido, ya que la obligación residencial com- 
prende nuevas formas. Ya no es sólo el territorio el punto de referencia en la: 
naturaleza de la residencia, sino también son los mismos elementos personales, 
las mismas personas que constituyen el objeto de la cura pastoral, las que pue- 
den ser consideradas como puntos de referencia para saber si el pastor reside 
o no reside junto a las mismas. La residencia como concepto geográfico es ya 
sólo una parte del concepto total; éste comprendería también la residencia 
como unión a las personas, y no tan sólo al territorio. Esto supone un paso: 
más en la unión de residencia material y formal. De poco serviría, es cosa 
manifiesta, que el párroco resida materialmente en el lugar, si desatiende la: 
residencia formal, es decir, la finalidad pastoral de esa residencia, el cuidado- 


de sus feligreses. Y el exigir la unión con éstos es dar ese paso ulterior en la 
unión de esa doble forma de residir. 


La Santa Sede ha dado ya personalidad pastoral a determinados núcleos. 


de personas, distintos de los estrictamente parroquiales, cuyo cuidado espiri- 


tual tiene propios caracteres y a los que se asignan especiales grupos de sacer- 
dotes. De esta personalidad pastoral se deducen múltiples consecuencias que: 
pueden configurar algunos especiales caracteres en la pastoral actual. Sin em-- 
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bargo, deducimos sólo los relativos a esta limitada cuestión de la obligación 
residencial en cuanto a sus aspectos canónicos. Citemos algún ejemplo, desta- 
cando la equivalencia de esos grupos con la labor y obligaciones parroquiales. 

1) Sería el caso de examinar los documentos de la constitución del clero 
castrense en numerosos países: en 1949, en Colombia; en 1950, en Brasil; 
1951, en Canadá; 1952, en Francia y Filipinas (42), y antes en otros países: 
España, Italia, etc. 

En los documentos constitutivos se expresa con claridad la determinada 
equivalencia que puede haber entre clero castrense y clero parroquial, y se 
alude también con claras palabras a las obligaciones pastorales, entre las que 
ha de figurar la obligación de residencia, y en general la disciplina eclesiás- 
tica, sometiendo los capellanes a la jurisdicción acumulada del Vicario cas- 
trense y del Ordinario del lugar; incluso habla en este ültimo caso de deter- 
minar el correspondiente tribunal diocesano a que serán sometidos los cape- 
llanes con las sanciones canónicas. 

En la Instrucción de la Sagrada Congregación Consistorial de 23 de abril 
de 1951 sobre el clero castrense se dice: a) En cuanto a la equiparación con 
los párrocos: «Unusquisque cappellanus militum in exercenda cura animarum 
sibi a Vicario Castrensi commissarum, meminerit se adstringi muneribus et 
obligationibus parochorum, congrua congruis referendo» (43). Se excluye úni- 
camente en un siguiente nümero la aplicación de la misa «pro populo». b) En 
cuanto a cuestiones procesales, se habla explícitamente en las causas conten- 
ciosas o criminales del juez según el domicilio diocesano o parroquial (44). 
c) Este punto de vista procesal de ser completado en cuanto a los procedimien- 
tos de los clérigos con lo que dice la misma Sagrada Congregación en el do- 
cumento fundacional del clero castrense en Filipinas, que, a su vez, figura en 
forma equivalente en los demás documentos similares de Colombia, Brasil, - 
etcétera. La Sagrada Congregación se refiere a las posibles sanciones canóni- 
cas imponibles por el Ordinario de lugar (45). 

2) Hay otros nücleos caracterizados de personal inestable o permanente, 
originados por los movimientos inmigratorios o emigratorios, que también 
han llamado la atención de la Santa Sede, y a los que desea llevar la acción 
pastoral dedicándoles sacerdotes, y atribuyéndoles a éstos facultades y obliga- 


(42) Colombia, S. C. Consistorial, decreto 13 de octubre 1949; Brasil, íd. 6 noviem- 
bre 1950; Canadá, id. 17 febr. 1951; Francia, íd. 26 jul. 1952; Filipinas, íd. 8 dic. 1950. 

(43) A. A. S. (1951), p. 564. ST 

(44) A. A. S. (1951), p. 564: “Domicilium canonicum non agnoscitur nisi dioecesa- 
num vel paroeciales. Pro causis vero subditorum Vicariatus Castrensis sive contentio- 
sis inter ipsos sivi criminalibus Vicarius Castrensis tribunal aliquod dioecesanum. vel 
metropolitanum semel pro semper, ab Apostolica Sede adprobandum, designat. 


(45) A. A. S. (1952), p. '144. 
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ciones equivalentes a las de los párrocos. A este respecto alguien ha dicho de 
la Constitución Apostólica Exul familia y disposiciones concordantes de la 
Sagrada Congregación Consistorial, que está produciendo una verdadera trans- 
formación del régimen canónico pastoral, principalmente en las grandes ciu- 
dades, que son término de inmigración interior y sobre todo exterior; que po- 
dría pensarse en estructurar las diócesis, a iniciativa siempre del Ordinario, en 
función de los problemas vivos; y que, dado el ritmo de la pastoral actual, la 
Exul familia puede ser el primer capítulo de nuevos horizontes (46). 

Un estudio de este precioso documento nos lleva a confirmar el principio 
de equiparación. Así leemos: «Missionarius emigrantium huiusmodi potestate 
praeditus, in gerenda cura animarum aequiparatur parocho, et ideo zisdem fa- 
cultatibus in bonum animarum potitur ac oneribus adstringitus, congrua ta- 
men congruis referendo, quibus parochi fruuntur ac tenentur ad normam iuris 
canonici» (47). Un doble aserto se deduce con claridad: 1.?, que el misionero 
de emigrantes es equiparado al párroco en el cuidado pastoral; y 2.?, que en 
bien de las almas goza de las mismas facultades y obligaciones del párroco. Ni 
olvida la Sagrada Congregación la alusión directa a la obligación residencial, 
tan necesaria para una eficaz actuación, a la que están sometidos los misioneros 
de emigrantes y capellanes de navegantes (como les llama la Exu? familia). 
Fácilmente se advierte en el documento la insistencia de la Sagrada Congre- 
gación en inculcar la permanencia del pastor junto a sus ovejas; y esto por 
tres principales indicios: por restringir a un solo mes al año el período de 
ausencia, por exigir en caso del director la licencia expresa de la misma Sa- 
grada Congregación, y por cuidar de la idoneidad del sustituto mediante un 
visto bueno suyo (48). 

3) Hay asimismo otros nücleos de personal caracterizado por circunstan- 
cias especiales de trabajo, condición social, dedicación uniforme, etc. (por 
ejemplo, fábricas, puertos, hospitales, institutos de formación y otros seme- 
jantes), que también han sido objeto de la atención de la Santa Sede, quien 
les ha procurado cuidado pastoral. Recordemos el documento de la misma 
Sagrada Congregación Consistorial «Normae et facultates prosacerdotibus... 


(46) M. Bonet, REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO (1955), p. 136. 
(47) A. A. S. (1952), p. 700. 

۱ (48) Constitución Apostólica Exul familia. A. A. S. (1952). Respecto de la ausen- 
cia de los capellanes, se dice: “Per unum mensem intra annum a missione aut navi 
abesse" (n. 31). “Missicnariis et cappellanis permittuntur de consensu Directoris et 
insuper Superioris, si agatur de religiosis, per unum mensem intra annum a missione 
aut navi abesse, dummodo emigrantium aut navigantium necessitatibus sit provisum 
per sacerdotem Sacrae Congregationis Consistorialis idoneo rescripto instructum. Idem 
permittitur Directoribus de licentia Sacrae Congregationis Consistorialis, nec non 
de consensu superioris, si agatur de religiosis, dummodo sui loco reponere valeant 
substitutum ab eadem Sacra Congregatione approbandum.” A, A. S. (1952) p, 699, 
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operis apostolatus maris» (49), que propone un gran paralelismo con las nor- 
mas de la Exul familia, en especial en cuanto al servicio y obligaciones de ca- 
pellanes y director (50). 

Obsérvese el interés de la Santa Sede, como vemos a través de todos estos 
documentos, en unir en la medida posible lo canónico y lo real, las normas 
comunes y antiguas del Derecho con las exigencias vivas pastorales. 

Esta idea puede llevar a la conclusión del estudio de este segundo grupo 
del sujeto pasivo del procedimiento contra irresidentes, los párrocos, en el 
sentido de insistir en la posible agregación de esos equipos sacerdotales enu- 
merados, y en atención a su asimilación parroquial, a las normas procesales 
establecidas para los párrocos, y concretamente a las normas del procedimien- 
to sumario de irresidentes. Esto significa la ventaja de sí mismos, ventaja del 
esclarecimiento de la verdad, y ventaja de los fieles encomendados. Ventaja 
de sí mismos en cuanto que, en caso de irresidencia, el ser sometidos a este 
procedimiento supondría ciertos derechos de defensa muy estimables, de los 
que no gozarían en caso contrario. Ventaja del esclarecimiento de la verdad, 
perque la diversa y sencilla trama del mismo, si está dentro de un ponderado 
equilibrio, proporciona suficiente ocasión de conocer la situación real de los 
hechos a través de la intervención del juez, consultores, del mismo acusado, 
etcétera. Al menos, siempre presentará una mayor posible objetividad que las 
etras formas más simples, establecidas en el Código, de enjuiciar el hecho de 
la irresidencia. Y ventaja de los fieles encomendados a su cuidado, porque lo 
enojoso de ese procedimiento es a la vez estímulo para cumplir la obligación 
de residir. 

La argumentación es la misma para los casos propuestos y parte del mis- 
mo principio: la equiparación de esos grupos de sacerdotes con el ministerio 
y obligaciones de los párrocos. Y tanto más es esto posible en nuestro caso, 
cuanto que, como se ve, es la misma Santa Sede la que alude directamente a 
la obligación de residir. 

Una posibilidad ulterior de considerar el sujeto pasivo del procedimiento, 
añadiremos finalmente, es la del caso en que se unen en una sola persona la 
condición de párroco y capitular. Hecho admisible desde el punto de vista 


(49) A. A. S. (1954), p. 248. Á 
(50) M. BONET, REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO (1954), p. 404, con su acos- 


tumbrada visión, observa: “Acaso en los principios inspiradores de estas normas, que 
bien podemos calificar de renovadoras del Derecho vigente, pueda encontrarse luz para 
encauzar por la vía acostumbrada de impulsar la tradición juridica con las nuevas 
realidades que en la vida plantea la problemática pastoral en su aspecto de ministe- 
rios y apostolados de ámbito supradiocesano y la misma problemática de conjugación 
de las actividades apostólicas de las instituciones de Derecho pontificio, con mayor 
o menor extensión en la vida diocesana. Aspecto este ültimo, sin duda, fundamental- 
mente resuelto en el Código, pero con problemas nuevos que la vida provoca." 
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canónico, ya que por derecho puede haber, como se sabe, parroquias unidas 
«pleno iure» a un cabildo, a un beneficio capitular, o no unidas a uno ni otro, 
pero de suerte que sea la misma iglesia la capitular y la parroquial. En este 
supuesto, en cuanto a la posible aplicación del procedimiento en caso de irre- 
sidencia no hay dificultad; pues si por cualquiera de esas dos condiciones se- 
paradas de párroco o capitular es posible el procedimiento, «a fortiori» sería 
aplicable por las dos condiciones acumuladas. 


HI. El delito de los clérigos concubinarios 


Aunque en el título del Código correspondiente a este procedimiento se 
habla «de modo procedendi contra clericos concubinarios», sin embargo, de 
hecho, no están incluídos todos los clérigos. Se excluyen ante todo los Obispos, 
pues son ellos los que efectúan el procedimiento y, como es lógico, no han 
de actuar contra sí mismos; además, en materias penales únicamente están so- 
metidos al Romano Pontífice. 

Se excluyen también los clérigos meramente tonsurados o simples mino- 
ristas. Así se deduce del canon 2.359, $ 1, donde al enumerar las penas de 
los clérigos concubinarios, se hace alusión únicamente a los ordenados «in sa- 
cris». Además, la primera provisión que se hace contra los ciérigos concubi- 
narios es la suspensión «a divinis», lo que supone que se trata de ordenados 
«in sacris». En cambio, a los ciérigos minoristas se les imponen otras penas 
señaladas en otro canon anterior, el 2.358, que pueden llegar hasta la expul- 
sión del estado clerical. 

Sin embargo, están incluídos los religiosos ordenados «in sacris» que fue- 
ren concubinarios, como se deduce explícitamente del canon citado, 2.359, y 
por la misma razón. 

En definitiva, están comprendidos todos los ordenados «in sacris» secula- 
res o regulares que no sean Obispos, si mantienen una forma de vida concubi- 
naria. 

Es indudable que si alguna forma de concubinato es censurable es la del 
llamado concubinato real. En pocas palabras se define en el Código Canónico 
de la B. A. C. (51) el concubinato verdadero: «para que haya concubinato 
no basta que se tenga uno que otro acto carnal, sino que es preciso el comercio 
carnal habitual con una o varias mujeres en la misma casa o fuera de ella, 
imitando en cierto modo la vida matrimonial». Acaso, sin embargo, sea con- 
veniente afiadir más específicamente que esa «cierta imitación de la vida ma- 
trimonial» ha de ser precisamente en lo fundamental de la misma, en ese «com- 


(51) Código de Derecho Canónico, B. A. C., comentario al can. 2.359. 


wees. ۶ 


mercium carnale secundum naturam», como precisa REGATILLO-ZALBA (52), 
y como también, desde luego, insinúa esa definición anterior. De suerte que, 
como es sabido, su diferencia con la fornicación es meramente accidental, y 
se refiere únicamente al hecho de la diuturnidad entre las mismas personas, 
y con un cierto compromiso, al menos tácito, de reiteración. 

Sin embargo, es interesante e imprescindible destacar que el Código plan- 
tea el procedimiento sumario contra los clérigos concubinarios, aun cuando se 
trate de un concubinato meramente presunto. Son clérigos concubinarios para 
estos efectos, según el canon 2.176, los que incidieren en el mero hecho de 
tener consigo a una mujer sospechosa o cuyo trato frecuente haga recaer sos- 
pecha. El canon 133, por su parte, de las obligaciones de los clérigos, no habla 
más que de meras sospechas o presunciones, de meras posibilidades de sospe- 
cha, siempre que tengan alguna verosimilitud probable. «Caveant clerici 
~—dice—ne mulieres de quibus suspicio esse possit, apud se retineant...» «Eis- 
dem licet cum illis cohabitare, in quibus naturale foedus nihil mali permittit 
suspicari...» «in peculiari aliquo casu scandalo esse possit, aut incontinentiae 
afferre periculum.» Y en el párrafo cuarto del mismo canon se dice: «Contu- 
maces praesumuntur concubinarii.» Se trata, pues, de una manifiesta presun- 
ción en que se quiere salvar hasta la mera sospecha de concubinato. Es más, 
CORONATA llega a llamarle presunción «iuris et de iure», pues no se admiten 
pruebas contra la presunción misma, sino únicamente contra el hecho que sirve 
de base para la misma: contra el hecho de la retención o frecuentación de la 
mujer (53). De aquí que la pena se imponga por el hecho mismo que funda- 
menta la presunción, independientemente de la realidad del estricto concu- 
binato. 

SUÁREZ explica con acertadas palabras el concepto a que se refiere la fre- 
cuentación y retención de la mujer. Esto último, retención de la mujer, resulta 
fácil constatar y puede cumplirse en tres casos principales: cuando día y noche 
habita con el clérigo en su casa, por razón de servicio u otras causas; cuando 
el clérigo habita como huésped en otra casa, donde la mujer presta sus set- 
vicios o también es huésped, etc.; o cuando la mujer «suspecta» presta sus ser- 
vicios no al clérigo, sino a los parientes de éste con quienes vive. La frecuen- 
tación también tiene tres hipótesis posibles: cuando el clérigo va a casa de la 
mujer, o ésta va a la del clérigo, o porque ambos se encuentren en un tercer 


lugar (54). 
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(52) REGATILLO-ZALBA: Theologiae Moralis Summa, II, B. A. C. (Madrid, 1953), 


p. 351. iy 
(53) M. C. CORONATA: Institutiones Iuris Canonici, III, p. 554. 


(54) SUÁREZ, O. P., op. cit., p. 159, n. 172. 


— 633 — 


JOSE LUIS SANTOS 


En la monición, diremos finalmente, de que habla el Código, nada se 
dice de conceder al clérigo algün tiempo para expulsar a la mujer o cambiar 
su situación en cuanto a ella. Pero advierten los canonistas (55) que esto se 
deduce de la naturaleza misma de la obligación que se impone, aunque el 
canon 2.176 no haga mención de tal término cronológico; pués aunque en mu- 
chos casos la obligación impuesta pueda cumplise inmediatamente, en otros 
ciertamente será imposible esa rapidez (así, por ejemplo, el cambiar de casa 
inmediatamente). El mismo fin de estimular al clérigo para que salga del es- 
tado peligroso o sospechoso en que se encuentra exige un cierto tiempo de 
reflexión para que esa finalidad se consiga mejor y más eficazmente. 


IV. Delito y delincuente en el procedimiento contra párrocos negligentes 


Es sencillo determinar que el sujeto de este procedimiento, según el ca- 
non 2.182, será precisamente el párroco que descuide gravemente o quebrante 
determinados deberes parroquiales taxativamente indicados, y que referimos 
a continuación. En dicho caso se pueden encontrar los párrocos amovibles y 
los inamovibles, y también los que el Derecho asimila a párrocos estrictamente 
tales; así se consideran los vicarios titulares de una vicaría erigida en benefi- 
cio; también los vicarios actuales, no religiosos, de personas morales eclesiás- 
ticas a las que está unida una parroquia. 

Como un desideratum podrían asimismo incluirse los determinados sacer- 
dotes a quienes la Santa Sede pone al frente de grupos de fieles, asimilándolos 
en casi todo a los párrocos. De éstos ya hablamos al tratar del sujeto del pro- 
cedimiento contra irresidentes, y el mismo planteamiento del problema y ar- 
gumentación valdría para este lugar: la equiparación en los deberes hace pen- 
sar en la equiparación en los derechos. 

Los deberes parroquiales cuya negligencia o violación se estima para el 
establecimiento del proceso se indican en el mismo canon 2.182, al remitir a 


los cánones 467, $ 1; 468, $ 1; 1.178, 1.330-1.332 y 1.334, y su texto es 
el siguiente: 


467, 8 1: «Debe el párroco celebrar los divinos oficios, administrar 
los sacramentos a los fieles siempre que los pidan legítimamente, cono- 
cer a sus ovejas y corregir con prudencia a los que yerren, acoger con 
paternal caridad a los pobres y desvalidos y poner el máximo interés 
en la formación católica de los niños.» 

468, $1: «Con diligente esmero y ardiente caridad debe el párroco: 
asistir a los enfermos de la parroquia, sobre todo cuando están próximos 


(55) WERNZ- VIDAL: De processibus, “Ius canonicum”, VI, p. 748; SUÁREZ, ibidem, 
p. 161. 
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a la muerte, confortándolos solicitamente con los Sacramentos y enco- 
mendando sus almas a Dios.» 


1.178: «Procuren todos aquellos a quienes pertenece que en las igle- 

' sias se observe la limpieza que conviene a la casa de Dios, que se alejen 

de las mismas los tráficos y mercados, aun cuando se ordenen a un fin 
piadoso, y en general todo lo que desdice de la santidad del lugar.» 


1.130: «Debe el párroco: 1° todos los años, en determinadas épocas, 
ensefiar durante varios días seguidos a los nifios, a fin de disponerlos 
para recibir debidamente los sacramentos de la penitencia y de la con- 
firmación; 2? preparar con particular empeño a los niños, especialmente 
por la Cuaresma, si no hay algún impedimento, para que hagan devota- 
mente la primera comunión.» 


1.331: «Además de la instrucción de los niños que prescribe el ca- 
non 1.330, no omitirá el párroco ampliar y perfeccionar la enseñanza 
del catecismo a los niños que poco antes han recibido la primera co- 
munión.» 


1.332: «Los domingos y demás fiestas de precepto, a la hora en que 
a su juicio resulte más apta para que asista el pueblo, debe asimismo 
el párroco explicar el catecismo a los fieles adultos, empleando un len- 
guaje que esté al alcance de los mismos.» 


Y 1.334: «Si, a juicio del Ordinario local, es necesaria la ayuda de 
los religiosos para la instrucción catequística del pueblo, los Superiores 
religiosos, aun los exentos, requeridos por el mencionado Ordinario, 
tiene obligación, por sí o por sus súbditos religiosos, de dar dicha ins- 
trucción al pueblo, sobre todo en sus propias iglesias, con tal que ello 
no perjudique la disciplina regular.» 


Esta enumeración se puede resumir, según algún autor (56), en estos diez 
deberes: 1, celebración de oficios divinos; 2, administración de sacramentos; 
3, conocimiento y corrección de fieles; 4, cuidado de los pobres; 5, instruc- 
ción de los nifios, catecismo; 6, asistencia de enfermos y moribundos; 7, lim- 
pieza y respeto de la iglesia; 8, preparación de niños a la confirmación y eu- 
caristía; 9, catecismo de adultos, y 10, homilía dominical. 

A éstos hay que añadir, finalmente, por indicación del Código en otro lu- 
gat, al tratar de las penas contra los determinados delitos en libro V, otros 
deberes no comprendidos entre los anteriores, ya que tienen su propia espe- 
cificación: custodia de la Santísima Eucaristía y de los santos óleos (57). 

El problema más serio que ofrece esta materia es el de determinar la gra- 
vedad de la negligencia o violación; tanto más cuanto que se trata de deberes. 
dispares y complejos. Los criterios que puedan darse, forzosamente han de te- 
ner una calidad moral y no apreciación matemática, ofreciendo medidas gene- 


(56) RAOUL Naz, op. cit., p. 568. 
(57) SUAREZ, O. P., op. cit., pp. 180 y 181. 
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-rales, sin posibilidad de calibrar determinadamente esa gravedad. El estudio 
de los autores puede llevar, sin embargo, a establecer algunos criterios. 

Ante todo se ha de advertir que no es lo mismo violar gravemente una 
ley disciplinar, que cometer una desobediencia o violación que lleve consigo 
gravedad teológico-moral. Aquí, como es lógico, se trata de determinar la pri- 
mera, que es la que interesa al jurista, y no la segunda, que puede ir unida o 
-desligada de la primera. 

El P. SUÁREZ, al tratar de determinar la gravedad de la violación, hace 
«constar la imposibilidad de fijar una regla general; expresa, sin embargo, una 
detallada enumeración de los casos particulares que deberán tenerse en cuen- 
ta: necesidad de los fieles, usos y costumbres, etc. Concluye, finalmente, que 
la norma más fija será acudir al prudente juicio del Ordinario del lugar. Con 
“cuyo juicio y la consideración de las circunstancias podrá calibrarse la grave- 
dad de la violación o negligencia (58). 

VERMEERSCH-CREUSEN acuden a un doble criterio: el de los autores no- 
tables y el de la Santa Sede, en especial a través de las causas o dudas ya so- 
-lucionadas. Añade, asimismo, una buena base para juzgar de la gravedad, que 
"por su objetividad y universalidad podría considerarse acaso como la mejor 
norma: negligencia o violación grave será aquella que ocasione grave detri- 
mento en el cuidado pastoral de los fieles. El hecho de que este daño de los 
fieles sea algo extrínseco y comprobable, y a su vez, el que esta finalidad pas- 
“toral atañe a todos los deberes cuya violación encaja en este procedimiento, 
-son razones que inclinan a tener por excelente esta norma (59). 

En conjunto, por consiguiente, podrá atenderse al criterio de la Santa Sede, 
«del Ordinario del lugar y de los autores probados, por una parte, y de otra, 
también será conveniente tener en cuenta las circunstancias de cada caso y el 
«detrimento de los fieles. 


José Luis SANTOS 


(58) SUÁREZ, O. P., ib., p. 181, n. 194, 
(59) VERMEERSCH-CREUSEN: Epitome Iuris Canonici, III (Romae, 1946), p. 208. 
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ACTIVIDAD DE LA SECRETARIA DE ESTADO 


Abatido inicuamente por el Tratado de Westfalia el principio hasta en- 
tonces dominante de la teocracia, que otros prefieren llamar de la Aierocracia, 
horas de preocupación y aun de angustia sonaron entonces para la Iglesia ca- 
tólica y, aún más en concreto, para su órgano más representativo, la Santa Sede. 
Y esto no precisamente en cuanto Estado, que aun habría de sobrevivir por 
muchos años, hasta que no comenzasen a soplar, a lo largo de la Península 
itálica, los vientos de la libertad y del nacionalismo, sino em cuanto deposita- 
ria de las supremas e indiscutibles verdades sobrenaturales, que su divino Fun- 
dador le había encomendado en su doble misión apologética y evangélica. 
Cualquier otro imperio sin duda alguna hubiera sucumbido a tan rudo golpe, 
dando un más o menos honroso paso a otros imperios y hegemonías, como 
la Historia nos demuestra que lo hicieron otros muchos Estados. 

La Santa Sede, sin embargo, una vez más supo encontrarse a sí misma 
y desde entonces comenzó una nueva política, que a lo largo de los siglos, 
densos de acontecimientos—en el nuestro, primero el Tratado de Letrán y 
últimamente el firmado con nuestra Patria—, le aseguró sobre bases aun más 
sólidas que las de un imperio temporal la posición necesaria para llevar a 
cabo libremente su actividad evangelizadora. 

De ahí la intensificación de su política concordataria, precedida y prepa- 
rada hábilmente por la diplomacia, que aun antes del Código hoy día vigente 
lograba concluir más de un centenar de Convenciones internacionales—unas 
ciento treinta y tantas, como dicen los autores—que aseguraban a la Iglesia 
católica no sólo la autoridad docente y vigilante que le compete, sino que 
también el éxito de su actividad social y religiosa en todo el mundo. 

El actual Pontificado de Su Santidad Pío XII, formado providencialmen- 
te, primero, en los departamentos de la Secretaría de Estado y más adelante 
en noble lid con los personajes más representativos del fenecido III Reich 
germánico, tuvo el imponderable acierto de orientar su actividad con notable 
preferencia hacia ese campo diplomático-concordatario, en el que la Santa 
Sede ha conseguido en nuestros tiempos una hegemonía espiritual, quisiéra- 
mos decir un caudillaje, muy superior al temporal, del que gozó en otros 
tiempos. 
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Al subir al solio pontificio Su Santidad el Papa Pío XII en el mes de mat~ 
zo de 1939—inquieta vigilia de tristisimos acontecimientos—, el Cuerpo di- 
plomático acreditado ante la Santa Sede estaba integrado por un total de 
.38 representaciones, 13 de las cuales regidas por embajadores y 25 por mi- 
nistros. En la actualidad, y cual fruto maduro de esa actividad constante de la 
Secretaría de Estado, dicho Cuerpo diplomático consta de 48 representacio- 
nes, 31 de las cuales encabezadas por embajadores y 16 por ministros. 

Mejoría realmente notable no sólo por el námero—que de 38 ha subido 
a 48—, sino que mucho más por la calidad superior que hoy día ostentan la 
mayoría de esas representaciones, las Embajadas, 31 contra 13, que entonces 
había. 

El número 48 acaba de constituirlo la representación diplomática que el 
Imperio etiópico ha enviado ante la Santa Sede para ocuparse de los intereses. 
espirituales de los 115.000 católicos que residen en ese Estado, es decir, 
65.000 en el exarcado y vicariato de Eritrea, 25.000 en el exarcado de Addis 
Abeba y otros 25.000 en el vicariato de Harrar (1). Es la primera vez que 
desde su conversión al catolicismo, que data del siglo IV de nuestra era, el 
Imperio etiópico establece relaciones diplomáticas con la Santa Sede. 


CONVENCION SUPLEMENTARIA AL CONCORDATO CON PRUSIA 
DEL 14 DE JUNIO DE 1929, ESTIPULADA ENTRE LA SANTA SEDE 
Y LA RENANIA SEPTENTRIONAL Y LA WESTFALIA 


De perlas, como vulgarmente decimos, ha venido esta Convención suple- 
mentaria, firmada en Bad Godesberg el 19 de diciembre de 1956, ratificada 
el 16 de febrero de 1957 y que, como previsto en el $ 9 de la misma, entró 
en vigor «il giorno dello scambio di detti Istrumenti» (2). Fué, en efecto, la 
más oportuna y serena respuesta que las altas partes contrayentes pudieron 
dar a los que, confundiendo lamentablemente estados politicos y estados juridi- 


cos, efímeras situaciones de régimen y firmes posiciones de derecho, osaron 
avanzar no pocas reservas sobre el valor actual que pudiera tener el sistema. 


concordatario vigente en Alemania desde antes de esta segunda guerra. 
Las formas políticas de gobierno, por muy perfectas que nos parezcan, 
sucumben; los hombres que las encarnan, por muy destacados que hayan sido, 


desaparecen tras la cortina fumógena de sus glorias y sus desaciertos. En cam- 
bio, lo ordenado—«ordinatio rationis», como diría el Angélico Maestro—y 1o. 


social y jurídicamente pactado, fruto jurídico y social de un doble acto del 


(1) Véase la nueva Revista de Teología práctica «Studi Cattolici», año 1 (junio: 


ISD RL ps 99; 
(2) A. A. S, An. et vol. XXXXIX (17 aprilis, 1957), n. 4, p. 205. 
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entendimiento—que se supone iluminado—y de la voluntad—que hemos de- 
suponer honrada—, sobrevive a todas las catástrofes de la historia, aunque se- 
trate de una de tan gigantescas proporciones como el triste ocaso del régimen. 
hitleriano en Alemania. 

Objeto principal de esta Convención, contenida en nueve párrafos, es la. 
erección de una nueva diócesis, la de Essen ($ 1) con su Obispo, al que el 
$ 5 le concede un Auxiliar; su Capítulo catedralicio; su Sede, que será la 
iglesia de San Juan Bautista, llamada Ménsterkirche, en Essen, y, según el 
$ 6, también su Seminario para la formación científica de los futuros minis- 
tros del Señor, Seminario que tendrá la misma condición jurídica que los 
otros, ya fijada por el artículo 12 del Concordato firmado entre la Santa Sede 
y el Estado libre de Prusia el 14 de junio de 1929 (3). 

Diócesis, Sede episcopal y Capítulo catedralicio, constituído, a tenor del 
$ 4, por el Prepósito, seis Canónigos efectivos, cuatro honorarios y seis Vica- 
rios, quedan dotados de personalidad jurídica ante el foro civil, según las 
normas del Derecho estatal, y gozarán de todas las facultades concedidas y 
reconocidas a los entes de Derecho público. 

Integran esta nueva diócesis los siguientes territorios, desmembrados de- 
la de Múnster y de las Archidiócesis de Paderborn y de Colonia, a cuya Pro- 
vincia eclesiástica pertenecerá esta de Essen: las ciudades de Bochum, Bot- 
trop, Duisburg, Essen, Gelsenkirchen, Gladbeck, Lüdenscheid, Mülheim 
(Ruhr), Oberhausen, Wattenscheid y las circunscripciones rurales de Altena 
y Ennepe-Ruhrkreis, excepto el pueblo de Herdecke y la ciudad de Wetter, 
en el Ruhr (8 2). 

Y pata que nada le faltase a esta Convención, de proporciones realmente 
minüsculas, el 8 7 provee a la subvención anual de 258.000 marcos cual dote - 
personal y real a la diócesis de reciente creación. Firmaron la Convención, 
por parte de la Santa Sede, el excelentísimo señor don Luis Muench, Arzo- - 
bispo-Obispo de Fargo, Nuncio apostólico en Alemania; por parte de los Es- 
tados libres de Renania y Westfalia, los excelentísimos señores Fritz Stein- - 
hoff, presidente del Ministerio, y Paul Luchtenberg, ministro de Cultos. 


ACUERDO ENTRE LA SANTA SEDE Y LA REPUBLICA ARGENTINA 
SOBRE LA ORGANIZACION DE LA JURISDICCION CASTRENSE 


Con fecha 28 de junio de 1957 y en la suntuosa Sala de las Reuniones - 
del Palacio Vaticano se procedía, con las solemnidades protocolarias del caso, 
a la firma de otra Convención entre la Santa Sede y el Gobierno de la Repú- 
blica Argentina. Aquélla, dignamente representada por su excelencia reveren- - 


(3) Ibidem, p. 202. 
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dísima monseñor Domingo Tardini, pro-secretario de Estado de Su Santidad, 
a quien hacían corona los reverendísimos monseñores Antonio Samoré, Arzo- 
bispo titular de Tirnovo y secretario de la Congregación de Asuntos Eclesiás- 
ticos extraordinarios; Agustín Casaroli, Mafeo Ducoli y Venerio Mazzi. Este, 
por su embajador ante la misma Santa Sede, excelentísimo sefior don Manuel 
Río, acompañado de los miembros de la Embajada señores Raúl Aguilar La- 
casa, Jacinto Sánchez, Nicolás Robbio y Alberto Saravia (4). 


Siguiendo las normas generales ya establecidas en otros Concordatos pre- 
cedentes de la misma indole—recuérdense, por ejemplo, los estipulados con 
Italia, Espafia, Filipinas y hasta con la misma Australia—, también a éste se de- 
signa como jefe responsable de toda la asistencia religiosa a las fuerzas arma- 
das argentinas a un Vicario castrense, con carácter episcopal, que será nombrado 
por el Presidente de la Repüblica de acuerdo con la Santa Sede y que tendrá 
su residencia oficial en Buenos Aires. En esta tan ardua tarea le ayudarán, en 
primer lugar, tres Capellanes mayores: uno para el Ejército de tierra, otro 
para el del mar y otro para el del aire; Capellanes que podrán ser escogidos 
tanto del clero secular como del regular, previa la aprobación de sus respec- 
tivos Ordinarios o Superiores. Y en segundo lugar, los Capellanes auxiliares, 
que en numero suficiente y previo acuerdo con los reverendisimos Ordinarios 
o Superiores religiosos el Vicario castrense juzgase oportuno nombrar para 
prestar su colaboración a este fin. Capellanes éstos que, como expresamente 
se establece, para dar esa asistencia religiosa no tienen necesidad alguna ni de 
abandonar sus cargos (los seculares) ni de dejar sus conventos o residencias 
religiosas (los regulares o religiosos). 

Indiscutible mérito de este Concordato es, a nuestro humilde entender, el 
haber logrado salvar el privilegio de la exención del servicio militar, estable- 
cido por el canon 121 para los clérigos y por el 614 para los religiosos, in- 
cluídos en este caso los laicos, es decir, los que vulgarmente llamamos legos, 
y los mismos novicios. En tiempo de paz no serán llamados a filas; en el de 
una movilización general, los sacerdotes serán destinados a la asistencia reli- 
giosa y los no sacerdotes quedarán bajo la dependencia del Vicario castrense 
para servicios auxiliares o también encuadrados en las organizaciones sanita- 
rias. En ambos casos, tiempo de paz y tiempo de movilización, quedan exen- 
tos del servicio militar los reverendísimos Ordinarios, los párrocos, los recto- 
res de las iglesias abiertas al culto, los Superiores religiosos y todo el personal 


eclesiástico empeñado en los trabajos de las Curias o en la dirección de los 
Seminarios. 


(4) «Osservatore Romano», 29 de junio de 1957. 
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Breve Concordato en verdad, ya que enfoca sólo una cuestión, y por cierto 
que bastante restringida: la organización de la jurisdicción castrense en la 
noble y católica nación argentina; pero no por eso menos ventajoso para las 
dos altas partes contrayentes, que ven en ese instrumento satisfechas sus más 
legítimas aspiraciones. Tampoco nos trae alguna novedad importante, pues 
evidentemente está trazado, en sus líneas básicas, segün las directrices cons- 
tantes en esta materia: unicidad del mando, por la responsabilidad, número 
suficiente de subordinados o colaboradores (los Capellanes mayores y los auxi- 
liares), limitación al elemento castrense, con sus familias y sus residencias, 
jurisdicción de suyo personal, pero magníficamente combinada con la territo- 
tial cumulativa allí donde fuere conveniente. 

La Santa Sede, sin más medios de qué alardear, fuera de su misión divina, 
ante todo, y luego del maravilloso prestigio moral, religioso e internacional 
que ha alcanzado, sigue desenvolviendo tranquilamente su actividad docente 
y vigilante, evangelizadora y redentora, aun desprovista de una hegemonía 
temporal. Y es que, en parte, mientras, por un lado, no le falla la promesa 
divina, ni le fallará, por otro ella continúa, desde las serenas alturas de la 
colina Vaticana su política diplomática-concordataria, fiel a su misión de llevar 
a las almas, incluso por los anchurosos cauces del Derecho, los frutos de la 
redención. 


PRECISANDO EL FUNDAMENTO DE LA AFINIDAD 


Con muy buen acierto, el legislador eclesiástico, en la redacción del $ 1 
del canon 97, abandonaba el antiguo fundamento de la afinidad—la copula 
matrimonialis e incluso carnalis—y se orientaba hacia algo que fuera no pre- 
cisamente aliquid facti, sino más bien aliquid iuris. De ahí que haya funda- 
mentado esa propinquitas personarum en el matrimonio válido, pero aña- 
diendo la siguiente ulterior determinación: «sive rato tantum sive rato et 
consummato». 

¿Era feliz esta última expresión? Las discusiones que hubo entre los auto- 
res con motivo de la interpretación de esta perícopa demostraron claramente 
que no. Unos, en efecto, se fijaron en el sentido auténtico de la expresión 
matrimonium ratum, dado por el mismo legislador en el canon 1.015, $ 1, 
y confirmado ad abundantiam por el dispositivo del $ 3 del mismo canon 
1.015, párrafos según los cuales el matrimonium ratum es el «matrimonium 
baptizatorum, si nondum consummatione completum», mientras el matrimo- 
nio válido inter mom baptizatos viene llamado legitimum. Consecuencia: la 
afinidad, por lo menos en cuanto impedimento matrimonial dirimente (canon 
1.077, $ 1), nace sólo del matrimonio válido celebrado inter baptizatos. El 
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matrimonio válido celebrado inter non baptizatos, llamado legítimos, no pro- 
duce esa propinquitas personarum, por lo menos en cuanto impedimento di- 
rimente. 

Otros, sin embargo, se fijaron no sólo en el origen natural, aunque remo- 
to (iuris naturalis), de esa propinquitas personarum, sino que también en el 
hecho de que el Código no mantiene siempre la misma terminología, y sobre 
todo en las graves consecuencias jurídicas que se seguirían en el caso de en- 
tender, en el canon 97, $ 1, por matrimonium ratum únicamente el contraído. 
inter baptizatos (5). De ahí que llegasen a la conclusión de que la afinidad, 
sea como impedimento matrimonial dirimente, sea como una especial qualitas 
personarum, operante en diversas circunstancias (6), surgía no sólo del ma- 
trimonio válido inter baptizatos, sino que también del mismo matrimonium 
legitimum, entendiendo, por consiguiente, la tan discutida perícopa—«sive 
rato tantum sive rato et consummato»—-como una ulterior determinación acci- 
dental: hubiera sido o no hubiera sido consumado ese matrimonio válido. 

Consultada sobre el particular la Sagrada Congregación del Santo Oficio, 
competente en esta materia a tenor del dispositivo del canon 246, §§ 1 y 3, 
a saber: «an affinitas in infidelitate contracta, impedimentum evadat pro max 
trimoniis, quae ineantur post baptismum, etsi unius partis tantum» (7), en 
la persona de los eminentísimos y reverendísimos senores Cardenales, «rebus 
fidei et morum tutandis praepositi»; es más, previo el voto de los Consulto- 
res, con fecha 16 de enero de 1957 contestaba: «Affirmative» (8). 

En la audiencia que el Santo Padre concedía al eminentísimo señor Carde- 
nal pro-secretario el día 24 del mismo mes, Su Santidad aprobaba dicha reso- 
lución y mandaba que se publicase, como de hecho lo hacía el Santo Oficio. 
en data 31 del citado mes de enero. 

Roma loquuta—aprendimos en nuestra ya lejana infancia—qzaestio solu- 
ta! También, pues, el matrimonium legitimum, con tal que fuera válido, pro- 
duce la afinidad, por lo menos cuando ésta opera tamquam impedimentum 
matrimoniale dirimens. Ni hay razones para concluir que en los otros casos no 
surja. Al contrario, declarado, y auténticamente, que esa afinidad opera «tam- 
quam impedimentum matrimoniale», por fuerza hemos de admitir el princi- 
pio general: nace la afinidad de cualquier matrimonio válido, sea inter bapti- 
zatos, sea también inter znfideles. 


S. ALVAREZ-MENENDEZ, O. P. 


Del Supremo de la Signatura Apostólica 


(5) Véanse sobre el particular, por ejemplo, las Praelectiones Iuris Matrimonii 
ad ی‎ C. I. C., TH. M, VLaMING-L. BENDER, O. P. (Bussum in Hollandia, 1950), 
pp. - 40d. 


(6) Véanse los cáns. 157, 1.613, 8 1; 1.757, 8 3, n. 3, y 1.540. 
OR CERAT A. SF VOL Cito Pa Cs 


(8) Ibidem. 
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SAPIENTLZE» Y ESTATUTOS ANEJOS ANTE 
LOS CANONES 587-589 DEL «CODEX 
IURIS CANONICI 


El 24 de enero de 1944, el Padre Santo Pío XII, gloriosamente reinante, 
constituía en el seno de la Sagrada Congregación de Religiosos una Comisión 
especial ordenada a inspeccionar, dictar normas y estimular la formación re- 
ligiosa y clerical, en sus aspectos literarios, científicos y ministeriales, ya de 
los Institutos religiosos, ya de las sociedades de vida en común, sin votos. 
A dichas instituciones, en la Provida Mater, del 2 de febrero de 1947 (1), in- 
corporaba Pío XH los modernos Institutos seculares. 

Al aparecer el decreto de elección de dicha Comisión (2), publiqué en RE- 
VISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO (3) unos comentarios al mismo, en 
los que intenté hacer notar las obligaciones que gravitaban sobre la Comisión, 
obligaciones que sintetizaba en estos dos aspectos principales: 

1) En el definir y dilucidar los puntos cardinales y las características pe- 
culiares de la debida formación y educación de los religiosos. 

2) En el inspeccionar las ordenaciones dadas por los Superiores y Capí- 
tulos en lo que se refiere a la formación y educación. 

La inspección de estos dos aspectos, dado el estado actual y estructura de 
los estudios en los Institutos religiosos, necesariamente había de presentar a la 
Comisión serias dificultades, tanto por lo que se refiere: 

a) ala formación religiosa y clerical de los jóvenes, como 

b) a su formación literaria, científica y ministerial; lo mismo 

1.2) en los cursos seminarísticos de los años escolares, que 


(1) Pío XII: Provida Mater, Const. Apost. 2 febrero 1947 (A. A. S., 39 [1947], 
114-124; Enchiridion de statibus perfectionis [Roma, 1949], 575-586, n. 387). 

(2) S. C. de Rel.: Quo efficacius, decret. 24 enero 1944 (A. A. S., 36 [1944], 213-214; 
Enchr. perfec., 560-561, n. 381). Firmaba este decreto Mons. L. H. Pasetto, Obispo ca- 
puchino, Secretario en aquel entonces de la Sagrada Congregación de Religiosos, y el 
Subsecretario de la misma, P. Arcadio Larraona, C. M. F. 

(3) P. Basilio DE Rusi, O. F. M. Cap.: La comisión para la formación religiosa y 
clerical, literaria, científica y ministerial en la Sagrada Congregación de Religiosos, 
Rev. ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 2 (1947), 605-626. 
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2.2) en los cursos preparatorios a la recepción de las sagradas órdenes; y 

3.2) en la continuación de los estudios una vez terminada la carrera 
clerical. 

Dicha Comisión (4) distribuyó entre los Superiores generales de las Or- 
denes religiosas y de los Institutos similares unos cuestionarios (5), sobre los 
que elaboró unos esquemas (6); confeccionó una obra verdaderamente monu- 
mental, en la que aparecieron recopiladas no solamente todas las disposiciones 
pontificias, sino también las disposiciones de las Congregaciones romanas (prin- 
cipalmente de la Congregación de Obispos y Regulares) sobre la ordenación 
de los estudios en las instituciones religiosas (7). Dicha recopilación constitu- 
ye uno de los Enchiridions más perfectos que ha conocido la catalogación de 
las disposiciones y ordenaciones eclesiásticas en nuestros días. 

La obra definitiva de esta Comisión ha sido la preparación del texto de la 
Constitución Apostólica Sedes sapientiae y Estatutos generales anejos (8), que 
son los que al presente intentamos dilucidar. 

Lo haremos a través de unos trabajos que teníamos publicados antes de 
ahora sobre el particular (9). 

Para mayor claridad dividiremos nuestro trabajo en varios apartados, en 
los que trataremos, primero: de la constitución de las casas de formación de 
los religiosos clérigos, considerando, en capítulos diversos: 

1) la erección de las mismas; 

2) la autoridad local de las casas de formación; 

3) la autoridad espiritual; 

4) la autoridad académica. 

En ulteriores apartados estudiaremos el plan de estudios propiamente di- 
‘cho, en sus diversos Órdenes y grados; interrupción de los estudios, curso es- 
pecífico de pastoral y, finalmente, algo apuntaremos sobre la continuación de 
los estudios después de terminada la carrera eclesiástica. 


(4) Fué el primer Secretario de esta Comisión el Rvdmo. P. Agatángel del Lan- 
gasco, O. F. M. Cap. 

(5) S. C. de Rel.: Quantum conferat, letras circ. 10 de junio de 1944. (Enchir. cler., 
561-564, n. 382.) 

(6) AGUSTINUS PUGLIESE, S. D. B., a studiis S. C. de Rel: Adnotationes in Cons- 
titutione apostolica «Sedes Sapientiae» et im «Statutis generalibus» annexis. *Monitor 
Ecclesiasticus", 81 (1956), 565. 

(7) Enchiridion de statibus perfectionis (Roma, Vaticano, 1949) LXIX-652 pp. 

(8) Pío XII: Const. Apost. Sedes sapientiae eique adnexa "Statuta generalia" 
de religiosa, clericali, apostólica institutione in statibus adquirendae perfectionis 
clericis impertienda (Roma, 1957), 2.* ed., 98 pp. 

(9) P. BASILIO DE RUBÍ, O. F. M. Cap.: El maestro de espíritu de los escolares 
religiosos según el Código de Derecho Canónico, cáns. 587-589. REV. ESP. DER. CAN., 
1 (1946). Ip. íD.: La comisión para la formación, l. c. 
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DE LAS CASAS DE FORMACION DE LOS CLERIGOS RELIGIOSOS 


En nuestras investigaciones anteriormente citadas indicamos que el Derecho 
canónico, con el título «Plan de estudios en las religiones clericales» en su 
sentido más amplio, trata: 

1.2 En el canon 587, exclusivamente de la constitución de las casas de 
estudios de los religiosos: de la disciplina de las mismas (10) y, en cierta ma- 
nera, del Superior local que ha de gobernarlas (11). 

2.2 En el canon 588, expresamente trata de la formación espiritual que 
han de recibir los alumnos en las casas de estudios, puestos bajo el cuidado es- 
pecial de un maestro de espíritu (12) que, con las cualidades convenientes (13), 
tenga, además,, las atribuciones—deciamos—de un maestro de novicios. 

3.2 En el canon 589 específicamente trata de la formación científica de 
los escolares; continuada, en los cánones 590-591, en lo que se refiere a la 
prolongación de los estudios terminada la carrera sacerdotal. 


CANON 587: Toda religión clerical debe tener sus centros de estudios apro- 
bados por el Capítulo general y los Superiores. 


Ya distinguíamos, en los precedentes estudios, al igual que al presente dis- 
tinguen los Estatutos generales anejos a la Sedes sapientiae, varios tipos de 
casas de formación de los escolares religiosos: aspirantados, que en dichos Es- 
tatutos generales toman el nombre de escuelas apostólicas o seminarios meno- 
res religiosos (14); noviciados y escolasticados: casas o colegios o también se- 


minarios mayores de los religiosos. 
A estas casas de formación hay que añadir, al presente, las casas o colegios 


de formación pastoral o ministerial (15). 
Los Superiores y Capítulos, además de las casas mencionadas, constituídas 


según las propias Constituciones (16) y según las normas del Derecho (17), 


(10) Rusi: El maestro..., p. 9, n. 20. 
(11) RUBÍ: El maestro..., p. 27, n. 45. 
GOI RUB ابر‎ 1005110: PDP ORM IL 


(13) Can. 588, $ 2. 
(14) Statuta, 21, $ 1, 1.2, nota: “Comissio cardenalitia diei 14 nov. 1955: Vox "se- 


minarii", si quando ad designandos religiosorum scholasticatus tum maiores tum mi- 
nores adhibeatur, sempre adiectivo aliquo qualificativo comitari debet, quo perfecte 
a seminariis dioecesanis distinguatur." 

(15) Statuta, 21, $ 1,-4.°; 48. 

(16) Can. 587, $8 1 y 3. 

(17) Can. 554, 88 1 y 2. 
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'dada la ocasión, podrán erigir también otras especiales, con tal que se obser- 
ven en esta erección las normas prescritas por el Derecho y por los artículos de 
los Estatutos generales que comentamos. La ocasión circunstancial puede ser 
la de destinar algunos alumnos a estudios superiores y a obtener, con autori- 
zación de la Sagrada Congregación de Religiosos, grados académicos que ten- 
«gan valor dentro de la Orden religiosa y determinados diplomas; también po- 
drán servir para adquirir los alumnos una peculiar formación profesional y 
‘técnica, según la manera de ser de cada Instituto (18); y en todas las circuns- 
tancias para obtener, en estas casas de estudios, una más elevada formación, 
por ejemplo, pastoral, y también la tercera probación (19). 

Estas sedes de estudios, lo mismo las ordinarias que las especiales, estable- 
cidas según las normas del Derecho y de las propias Constituciones, podrán 
ser generales o internacionales, interprovinciales, provinciales o equiparadas 
a provinciales; y en ciertas circunstancias, como en las religiones clericales mo- 
násticas, también locales (20). 

Los noviciados mo pueden ser varios en una sola provincia, como no sea 
por causa grave y con especial indulto apostólico (21). Tampoco las casas de 
estudios pueden multiplicarse sin necesidad, procurando que sean pocas en un 
mismo Instituto, preferentemente si éste es de régimen central, ya que «mul- 
tiplicar las sedes de estudios sin verdadera necesidad provoca una debilitación y 
dispersión de esfuerzos y trabajos que perjudica el fin que se pretendía al- 
canzar con los estudios» (22). 


1. ERECCIÓN DE LAS CASAS DE ESTUDIOS 


_ Desde luego diremos que la erección, inmutación, traslado, supresión de 
las casas de formación corre a cargo, según el canon 587, § 1, de los Capítu- 
los generales y Superiores. El canon 587 no indica de qué Superiores se trata, 
si de los mayores, generales o locales; pero los Estatutos generales, que ya 
comentamos, expresamente manifiestan que estos Superiores, como los Capí- 
tulos, son los Superiores generales (23). Si se trata de noviciados de religiones 
de Derecho pontificio, para erigir dichas casas es necesario licencia de la Sede 
Apostólica (24). Expresamente ordenan los artículos 22, $ 2, y 21, $ 4, que 
procuren los Superiores generales reunir los alumnos en sedes comunes para 
darles una formación más sólida y conveniente. 


(18) Statuta, 46. 

(19) Statuta, 48 y 51 (cfr. 9, $ 2, y 21, $ 2). 
(20) Statuta, 21, $ 3. 

(21) Can. 554, $ 1. 

(22) Statuta, 21, 8 4. 

(93) Statuta, 21, 8 2, y 22, $ 2. 

(24) Can. 554, $ 1. 
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La copia auténtica del decreto de erección, inmutación, traslación, supre- 
sión de estas casas de formación es necesario mandarla a la Sagrada Congre- 
gación de Religiosos (25). 


a) Observancia 


CANON 587, § 2: En las casas de estudios debe florecer la perfecta vida 
común, de lo contrario no pueden los estudiantes ser promovidos a las órdenes. 


En las casas de estudios y de formación no deben colocarse sino religiosos 
que sean ejemplares por su esmero en la observancia regular (26). La vida 
común debe florecer en ellas, incluso en aquellas cosas que se refieren a la 
comida, vestido y utensilios de la casa (27); vigilando los Superiores que las 
prácticas piadosas que prescribe el canon 595 para todos los religiosos sean 
observadas con singular esmero en estas casas de formación (28). 


b) Provisión 


CANON 587, $ 3: Si la religión o la provincia no puede tener casas de es- 
tudios debidamente provistas... 


Las casas de estudios se dicen debidamente provistas cuando están dotadas 
del correspondiente profesorado y del número suficiente de alumnos. Deben 
estar también dotadas de todo el material necesario para facilitar la debida 
instrucción e investigación, como son, por ejemplo, las buenas y bien ordena- 
das bibliotecas, museos, laboratorios, gabinetes de física, química, mineralogía, 
geología, psicología experimental, antropología, etnología, astronomía, didác- 
tica, catequesis, etc. 

Añaden los Estatutos generales que las casas de estudios deben estar colo- 
cadas en lugares salubres y espaciosos, prudentemente separados de toda re- 
lación con el exterior y verdaderamente aptas para llevar en ellas la vida re- 
ligiosa (29). 


(25) Statuta, 22, $ 3. 

(26) Can. 554, $ 3. 

(27) Can. 587, $ 2; S. C. de Rel: Quantum religiones, Instructio 1 dic. 1931 
(A. A. S., 24 [1932], 74-81; Enchir. perfec. 475, n. 363, 10.°). 

(28) Can. 588, 8 3; Statuta, 40, $ 1, 1.” 

@9) Statuta, 23, $ 1. 
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CANON 587, $ 3: Si la religión o la provincia no puede tener casas de es- 
tudios debidamente provistas, o si las que tiene no son de fácil acceso, a juicio 
de los Superiores, se enviarán los alumnos religiosos, bien a un Centro de 
estudios debidamente ordenado de otra provincia o religión, bien a las clases 
del seminario episcopal, bien a un Ateneo público católico. 


El artículo 22, $ 2, de los Estatutos generales corrige o, mejor, precisa 
algunos de los conceptos del canon 587, $ 3, afirmando en este lugar, y en 
otros varios, que cualquier innovación que se introduzca en las casas de for- 
mación de los religiosos debe hacerse siempre «a juicio de los Superiores ge- 
nerales» (30). 

Es en este sentido en el que ordena que los alumnos han de mandarse a 
otras casas de estudio, «a juicio siempre de estos Superiores supremos», no. 
de los inferiores. 


El orden establecido en el canon 587, $ 3, ha de considerarse progresivo, 
esto es: que primero procurarán los Superiores generales enviar estos alumnos 
a otras casas del mismo Instituto, sean interprovinciales, o bien generales o in- 
ternacionales. Si estas casas del mismo Instituto resultan de difícil acceso, los 
mandará a las de otra religión; o también, si es necesario, al seminario dioce- 
sano, o a un Ateneo público católico, Ateneo que, si ha de dar grados en filo- 
sofía o teología, ha de estar constituído a tenor del canon 1.376. 


2. DE LA AUTORIDAD LOCAL EN LAS CASAS DE FORMACIÓN 


Las casas de formación, para declararse debidamente provistas, han de 
estar dotadas de la autoridad competente, tanto para estimular la observancia 
regular como para atender al desarrollo en ellas de la vida espiritual y buen. 
ordenamiento de los estudios. 


El canon 587, al hablar de la provisión de estas casas, de la misma manera 


que da las bases para su debida constitución, las da también para el estableci-- 


miento de la figura jurídica de la autoridad local que ha de gobernarlas. 


El que lleva el alto gobierno de estas casas de formación, después de los. 
Superiores mayores, es el Superior local. Los Estatutos generales anejos'a la: 


Sedes sapientiae, sobre este particular, más concretamente establecen que al 


Superior local corresponde «el gobierno y eficaz ordenación» de toda la obra. 


de formación de los escolares, salvo lo que indica el canon 561, $C 1, con resz 
pecto a las casas de noviciado de los religiosos (31). 


(30) Statuta, 23, $ 3. | VERA ERIS ا‎ 
(31) Statuta, 27. $ 1, 1» 


— 650 — $e i j 


LA CONSTITUCION APOSTOLICA «SEDES SAPIENTIAE» 


El gobierno eficaz es el que se hace sentir en todo el ordenamiento de la. 
casa, tanto por lo que se refiere a la observancia regular y perfecta vida comün 
que ha de mantenerse en la misma como en lo referente a la formación espe- 
cífica de los escolares, al margen de los exclusivismos señalados por el canon. 
561, $ 1. EI Superior local cuidará también de una manera particular que la 
casa de estudios esté debidamente provista, tanto de personal formativo como. 
del correspondiente numero de alumnos; de bibliotecas y del material nece- 
sario, antes indicado (32). 

Cuidará el Superior local de que en las casas de estudios se observen las. 
normas generales del Derecho y las específicas de cada Instituto (33). A este 
objeto dará razón todos los años, a los Superiores mayores, de la buena mar- 
cha de la casa de formación (lo mismo si se trata de un aspirantado que de un 
noviciado o escolasticado); representará también a los Superiores mayores en. 
las reuniones y consejos que se celebren, tanto en ordeen a la buena marcha. 
económica de la casa como—de conformidad a los estatutos particulares—a lo, 
referente al buen régimen y aprovechamiento en la formación religiosa, inte- 
lectual y apostólica de los alumnos (34). 

El Superior local, como hemos indicado en otros estudios (35), es el ver- 
dadero Superior religioso, y si es de religión clerical exenta, con jurisdicción 
o potestad dominativa sobre sus sübditos en el foro externo, a tenor de los 
sagrados cánones. Consecuentemente, no puede ser confesor ordinario de sus. 
sübditos y alumnos. 

Tiene también el Superior local potestad disciplinar, paternal, familiar y 
doméstica en el foro externo, y dominativa en el foro interno de la concien- 
cia (36); potestad, esta última, que ejerce principalmente mediante el maestro. 
de espíritu (37). La potestad que llamamos académica en el foro externo la 
ejerce mediante el prefecto de estudios, a tenor del articulado de los Estatutos. 
que comentamos y de las Constituciones de cada Instituto. 

Expresamente hace notar el artículo 27, $ 1, 1.?, que el Superior local no 
solamente retiene el gobierno de toda la casa de estudios, sino que también 
la «eficaz ordenación de toda la obra de formación de los alumnos», enten- 
diéndose por eficaz el poder de decir la última palabra en estos asuntos, de 
conformidad a las disposiciones genéricas del Derecho y a las específicas de 


los citados Estatutos. 


(32) Statuta, 237-342: Jo VY O 

(33) Statuta, 25, 8 1; 27, 8 1, 1? 

(34) Statuta, 27, $ 2. 

(35) Rusi: El maestro..., p. 9, n. 20, y p. 27, n. 45. 
(36) Statuta, 28, $ 3. 

(37D Statuta 28:58:27. 6:9 
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El canon 561, 8 1, limita las atribuciones del Superior local en el maes- 
trazgo de los novicios. Dice el canon mencionado: «Uni magistro ius est et 
officium» velar para la formación de los novicios y cuidar del régimen del 
noviciado de tal manera que «nemini liceat», por ningün pretexto, inmiscuirse 
en él, excepción hecha de los Superiores, a tenor de las respectivas Constitu- 
ciones. Entre los Superiores que no deben inmiscuirse en el régimen y for- 
mación de los novicios expresamente señala el artículo 27, $ 1, 1.°, de los 
Estatutos generales al Superior local. Pero nada dice de la no ingerencia del 
Superior local en el régimen de los escolasticados y formación de estos alum- 
nos, antes al contrario, a él compete, en representación de los Superiores ma- 
yores, cuidar de su «eficaz gobierno y ordenación» (38). 


En un sentido afirmativo, y nunca exclusivo, el artículo 40, $ 1, 2.*, dice 
que el maestro de espíritu se constituirá con los alumnos profesos, bob todo 
los más jóvenes, en un lugar separado de la comunidad, separación que, in- 
cluso en las instituciones que la tienen rigurosísima, por Derecho particular, 
ha de ser siempre «prudencial» y «conveniente», y, por consiguiente, contra- 
puesta a aquel tajante: «Uni magistro» y al «nemine licet», que el canon 561 
señala para el maestro de novicios (39). Esta prudencia y conveniencia, y la 
no alusión al Superior local, elimina, a nuestro modo de ver, el rigor y ex- 
clusivismo, en la separación, con que pretenden constituir los escolasticados 
algunas instituciones, por Derecho particular, de una manera igual o parecida 
al maestrazgo de los novicios (40). 


La razón suprema será tal vez que los novicios no están ligados a la reli- 
gión, y por esto pueden constituirse—como en los colegios apostólicos—con 
relativa independencia del Superior local; no así los religiosos profesos, sim- 
ples o solemnes, que están sujetos precisamente al Superior local, y no pro- 
piamente al maestro de espíritu, en lo que se refiere al voto de obediencia. 


Otra razón podría ser que los religiosos profesos han de practicarse, en 
comün, en las contingencias y consecuencias de la observancia regular. 


3. DE LA AUTORIDAD ESPIRITUAL 


CANON 588, $ 1: Durante todo el tiempo de la carrera ban de ponerse los 
religiosos bajo el cuidado especial de un prefecto o maestro de espíritu que 


informe sus almas en la vida religiosa con oportunas amonestaciones, instruc- 
ciones y exbortaciones. 


(38) Statuta, 28, 8 1, 1.2 
(39) Statuta, 28, $ 2, 3.* 
(40) Statuta, 28, $ 2, 3.° 
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En nuestros estudios anteriores, al comentar este canon, y refiriéndonos a 
la labor que tendría la recién fundada Comisión de Estudios de los religiosos 
clérigos, hacíamos notar que «lo primero que deberá estudiar la Comisión de. 
Estudios, con respecto a la formación religiosa y clerical de los religiosos, es 
ver si los aspirantes, novicios y escolares religiosos están colocados en recin- 
tos lo suficientemente separados entre sí, del resto de la comunidad, de todas 
aquellas personas y cosas externas que pueden distraerlos de la vida espiritual 
y de la formación de los estudios» (41). 

Y citábamos, para corroborar nuestro aserto, las fuentes del Derecho y la 
interpretación de las mismas hecha por algunas instituciones religiosas. Citá- 
bamos principalmente la Constitución denominada clementina Cum ad regu- 
larem (42), de CLEMENTE VIII, que prescribe la separación de los escolares 
y su colocación en recintos peculiares. Añadíamos que si bien esta separación 
no está explícitamente prescrita por el nuevo Código de Derecho Canónico, 
con todo, por exigirla las Constituciones de gran número de Institutos religio- 
sos—citábamos, entre muchas, las Constituciones de los dominicos y las mo- 
dernas de los franciscanos—y por aconsejarlo la índole peculiar que debe 
darse a la formación de los escolares, la considerábamos, entonces, del todo 
necesaria (43). 


a) Del maestro de espiritu 


En aquella nuestra investigación afirmábamos que las casas de estudios 
de los religiosos podían constituirse de dos maneras: a) o solamente en fun- 
ciones de los estudios, organizadas con un rector para la disciplina, un prefec- 
to de estudios, profesores y un padre espiritual (44); b) o a la manera que 
parecen indicar los sagrados cánones y las fuentes del Derecho, anejas a una 
comunidad religiosa en la que los religiosos profesos puedan ejercitarse en 
la práctica de la vida comün y en la observancia regular. «En este segundo 
-caso—deciamos—se constituyen en coto cerrado, presididas por un maestro de 
espíritu, que con las cualidades que apunta el canon 588, 8 2, tendrá tam- 
bién las atribuciones de un maestro de novicios» (45). 

La ambigüedad con que está redactado el canon 588, $ 1, con respecto 
a la figura del maestro de espíritu, no significaba, en nuestro modo de ver, 
un intento, por parte de los codificadores, de relajar la antigua disciplina, 


(41) Rumi: La comisión..., 607. 
(42) CLEMENTE VIII: Cum ad regularem, Const, Ap. 19 marzo 1603 (Bullarium ro- 


-manum, 10, 772-177; 13, 215-219; Enchir. perfec., 98-105, n. 132). 
(43) Rui: El maestro..., 4, p. 4, nn. 5 y ss. 
(44) Can. 1.358. 
(45) Rui: La comisión..., 608. 
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que prescribe constituirse los maestros de espíritu en «coto cerrado» con sus: 
alumnos, sino más bien una manera de dejar a los Superiores con la libertad 
de dar al maestro de espíritu la condición de un padre espiritual de seminario: 
diocesano, cuando la casa de estudios de los religiosos está constituída sola- 
mente en funciones de los estudios, como un seminario episcopal; o, en caso- 
de constituirse la casa religiosa en perfecta vida común y observancia regular, 
podían los Superiores religiosos constituir al maestro de espíritu, sobre sus. 
alumnos, con atribuciones parecidas a las de un maestro de novicios. 

Este maestro de espíritu, ordenado principalmente a «informar los ánimos. 
de los alumnos con oportunas amonestaciones, instrucciones y exhortaciones»- 
y constituído con atribuciones parecidas a las de un maestro de novicios, no es- 
un Superior religioso, en el sentido que lo entienden los sagrados cánones, sino- 
solamente un oficial religioso, constituído sobre sus alumnos con potestad en 
el foro interno no sacramental, tal como la tiene un padre espiritual de un 
seminario diocesano, y con potestad doméstica y familiar, mayor o menor, se- 
gün sea la forma con que se constituye, por Derecho particular, con sus alum- 
nos; esto es: con las atribuciones indispensables para mantener la disciplina. 
en el recinto del escolasticado. 

Y a esta figura compleja del maestro de espíritu, con potestad disciplinar 
en algunos casos, y sin ella, en los demás, atribuímos la ambigüedad con que 
aparece redactado el canon 588, único que constituye, jurídicamente, al maes- 
tro de espíritu. 

El articulado de los Estatutos anejos a la Sedes sapientiae no ha corrobo- 
rado del todo nuestro aserto, ya que, desde ahora, ningún maestro de espíritu: 
puede constituirse sin atribuciones en el foro disciplinar (46), o sea con sola 
jurisdicción en el foro interno no sacramental y en el foro sacramental, como: 
se constituyen los padres espirituales en los seminarios diocesanos. La separa- 
ción total de los escolasticados, constituídos a manera de noviciados, por De- 
recho particular (separación que «generaliter expedit» según las modernas 
disposiciones) (47); la separación mitigada, impuesta a todos los escolares reli- 
giosos, principalmente a los jóvenes, por el artículo 40, $ 1, 2.2, del resto de: 
los religiosos de la comunidad, que no están en ella propiamente en funciones 
de los estudios; obligan desde ahora al maestro de espíritu a constituirse siem- 
pre sobre los escolares con algunas atribuciones disciplinares en el foro exter- 
no, atribuciones más o menos extensas, según sea más o menos rígida la sepa- 
ración de los escolares, pero que en todos los casos lo diversifican de la figura: 
jurídica de un padre espiritual de un seminario diocesano. 


(46) Statuta, 28, $ 2, 3.°; Indice analítico, p. 95. 
(47) Statuta, 28, $ 2, 3.2 
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Si los alumnos, por razón de su nümero, o por otros motivos, se dividen 
en secciones, tantos serán los maestros de espíritu cuantas las secciones diver- 
sas (48). Los prefectos de disciplina, si por Derecho particular es conveniente 
constituirlos, dependerán, según los nuevos Estatutos, del maestro de espíritu, 
y no propiamente del Superior local (49); esto es: se constituirán los prefectos 
de espíritu con atribuciones parecidas a las de un vicemaestro de novicios (50). 

Estos maestros de espíritu, así constituídos, procurarán dar a sus alumnos 
una formación íntegra; natural y sobrenatural (51); que responda al triple 
objeto de la vocación de los alumnos clérigos en los estados que aspiran a la 
perfección: el religioso, sacerdotal y apostólico (este último, a tenor de las 
modalidades que ofrezca cada Instituto) (52). 

Al maestro de espíritu toca «immediate praeesse» esta obra de formación 
moral, religiosa, clerical y apostólica de los alumnos; inmediación que, por lo 
que se contrapone a la «efficax ordinatio et gubernatio» del Superior lo- 
cal (53), indica, o puede significar, que semejante atribución la tiene el Su- 
perior local en el foro externo; y que el «immediate praeesse» del maestro de 
espíritu, en la mayoría de los casos, no ultrapasa los límites del foro interno 
no sacramental. Expresamente se prohibe al maestro de espíritu (con todo y 
cuidar de la formación clerical) entrometerse en el orden externo de los estu- 
dios (54); razón por demás para creer que sus atribuciones en la formación 
moral, religiosa, clerical y apostólica de sus alumnos no pasan más allá del foro 
interno no sacramental, como venimos apuntando. 

Por Derecho particular, el maestro de espíritu se constituye en diversas . 
instituciones «en coto cerrado» con sus escolares, lo que le da más o menos 
potestad en el foro externo disciplinar y subordina a su potestad los prefectos 
de disciplina. Por derecho común, en virtud del artículo 40, $ 1, 2.°, el maes- 
tro de espíritu se constituye siempre en lugar más o menos separado de la 
comunidad y, por consiguiente, con atribuciones más o menos disciplinares en 
el foro externo. Por lo tanto, la figura del maestro de espíritu será siempre 
diversa de la de un padre espiritual de un seminario diocesano y más o menos 
próxima a la de un maestro de novicios. 


(48) Statuta, 28, § 2, 6.* 

(49) Statuta, 28, $ 2, 11.” 

(50) Cáns. 559, 88 2 y 3; 560. 

(51) Sedes sapientiae, p. 15. 

(52) Sedes sapientiae, pp. 13, 15, 17, 19; Statuta, 28, $ 2, 2.°; 1, 4, 10, 14, $ 2, 3.% 
20). OE A bi yas o SE E A PA) 

SIS TALUTO algo) لا‎ EG 

(54) Statuta, 28, 8 2, 3.° 
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El canon 588 está, pues, redactado con ambigüedad, para dar paso a esta 
diversidad de matices con que puede constituirse, en cada institución, por De- 
recho particular, un maestro de espíritu. 


b) Modificación del canon 588, $ 2 


CANON 588, 8 2: El prefecto o maestro de espíritu debe estar adornado de 
las cualidades que se exigen para el maestro de novicios, a tenor del canon 559, 


$$ 2 y 3. 


El canon 588, $ 2, habla de las cualidades, y no de las atribuciones, que 
debe tener un maestro de espíritu, y no sin razón. Ciertamente que el maestro 
de espíritu no puede tener las atribuciones apuntadas al maestro de novicios 
en el canon 561, $ 1, al decir «uni magistro ius est et officium»; expresamente 
no excluyen los artículos 27, $ 1, 1.2, y 28, $ 1, la ingerencia, en los esco- 
lasticados, del Superior local. Como sea que por Derecho particular algunos 
escolasticados se constituyen con un régimen más o menos parecido al de un 
noviciado, es por esto por lo que el canon 588, $ 2, al hablar de las cualidades 
del maestro de los escolasticados, nada dice de sus atribuciones, ya que éstas 
cambiarán según que estos escolasticados se constituyan con separaciones del 
resto de la comunidad religiosa más o menos estrictas. 

Con todo, el artículo 28, $ 2, 4.2, de los presentes Estatutos, al hablar de 
las cualidades del maestro de espíritu, modifica sustancialmente el canon 588, 
$ 2, ya que éste, al decir que el maestro de espíritu debe estar adornado de las 
cualidades que se exigen para el maestro de novicios, expresamente cita el ca- 
non 559, $$ 2 y 3, que habla, no de las cualidades del maestro de novicios, 
sino de las del vicemaestro, como para indicar que, preferentemente por lo 
que respecta a la edad, basta exigir al maestro de espíritu la que el Derecho 
pide para el vicemaestro de novicios. 

Así habían interpretado siempre los comentaristas del Derecho canónico 
este inciso (55); pero al presente, el artículo 28, $ 2, 4.°, corrige esta cita, ya 
que, al hablar de las cualidades del maestro de espíritu ad normam iuris, se- 
ñala el canon 559, $ 1, o sea el párrafo que se refiere exclusivamente al maes- 
tro de novicios. Y para que no haya lugar a duda sobre el valor de la modifi- 
cación, expresamente, en el índice analítico, escribe: «El maestro de espíritu, 
como el de novicios, debe tener por lo menos treinta y cinco años de edad.» 
Los índices, yuxtapuestos a los cánones, oficialmente, modifican algunas veces 
su sentido, manifestando de una manera explícita la mente del legislador. 


(55) M. C. A CORONATA: Instituciones C. I. C. (Turín, 1947), I, 761, nota 5. 


— 656 — 


LA CONSTITUCION APOSTOLICA «SEDES SAPIENTIAE» 


El maestro de espíritu, así constituído, con treinta y cinco años de edad y 
diez de profesión religiosa, no es, pues, un Superior religioso, ni siquiera un 


“vicario sustituto en ausencia del Superior local. No tiene potestad dominativa 


sobre sus súbditos, de tal manera que pueda imponerles preceptos comunes, 
o perpetuos, a tenor del canon 24. No puede tampoco imponerles remedios 
penales (56), ni dispensarlos de los ayunos, a tenor del canon 1.245, $ 5. 
Tiene sobre ellos potestad doméstica y familiar en el foro externo, la indis- 
pensable para mantener la disciplina y el buen ordenamiento del escolasticado, 
segün los grados de independencia con que, a tenor del Derecho particular, 
venga constituído. En virtud de esta potestad puede imponer a sus alumnos. 
algunas penas extracanónicas fuera de los actos de comunidad. 

Tiene ciertamente sobre sus alumnos potestad dominativa en el foro in- 
terno no sacramental, en virtud de cuya potestad puede pedirles la cuenta de 
conciencia, o mejor, procurar que sus alumnos acudan a él con filial confian- 
za, manifestándole, si es necesario, sus dudas y congojas espirituales (57); 
teniendo presente que, en nuestros días, la manifestación de la conciencia es 
un derecho imperfecto, contra el cual no puede darse acción; esto es: el Su- 
perior tiene el derecho de exigir al súbdito la cuenta de conciencia, pero el 
súbdito no tiene la obligación correlativa de manifestársela, según probados 
autores (58). 


c) Del director espiritual 


CANON 588, $ 3: Vigilen los Superiores con singular esmero, a fin de que 
las prácticas piadosas que el canon 595 prescribe para todos los religiosos se 
observen con la máxima perfección en las casas de estudios. 

Los Estatutos generales anejos a la Sedes sapientiae han creado una nueva. 
figura jurídica en el ordenamiento espiritual de las casas de formación de los 
religiosos: el director espiritual, que será uno o varios, a juicio de los Supe- 
riores, según las necesidades de la casa de formación o las particulares de cada 
uno de los alumnos (59). 

En los seminarios diocesanos, el padre espiritual es el que cuida de una 
manera inmediata de que los prácticas piadosas, prescritas por el canon 1.367, 
o similares, se observen en los mencionados seminarios. En las casas de for- 

ación de los religiosos, semejante responsabilidad, referente al canon 395, 
cae principalmente sobre el maestro de espíritu. 


(56) Can. 2.306. 

(57) Can. 530, 8$ 1 y 2; Statuta, 28, 8 3, 1.° 
(58) PUGLIESE, 605, n. 37. 

(59) Statuto 98, § 2,9% y 8 3, 1.2 
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Constituído el maestro de espíritu con más o menos potestad disciplinar 
«en el foro externo, procurará hacerse ayudar y completar, en el foro interno, 
no solamente por confesores idóneos y acusadamente seleccionados (60), sino 
también, a juicio de los Superiores, por uno o varios directores espirituales 
«en un sentido restringido», ya que la responsabilidad que señala el canon 
588, $ 3, que en los seminarios diocesanos cae sobre el director espiritual, en 
las casas de formación de religiosos gravita siempre sobre la persona del maes- 
tro de espíritu. 

Esta figura del director espiritual será tanto más necesaria en las casas de 
formación de los religiosos cuanta más sea la potestad, en el foro externo, del 
maestro de espíritu. Así, por ejemplo, si el maestro de espíritu es Superior 
local, entonces el adyutorio y complemento de un director espiritual para el 
foro interno no sacramental es de absoluta necesidad, tanto más que el apar- 
tado 8.? del artículo 28, $ 2, indica que en el caso de ser el maestro de espí- 
titu Superior local, debe exonerarse de toda clase de cargas y oficios que difi- 
«culten el poder dedicarse al cuidado especial que, a tenor del canon 588, $ 1, 
debe tener de los escolares; en cuyo cuidado, a tenor del apartado 9.? que se 
cita, debe hacerse ayudar y completar mo solamente por confesores idóneos, 
sino también por directores de espíritu, tomados en un sentido «restringi- 
do» (61). 

Pero si el maestro de espíritu no es Superior local, ni el Derecho particu- 
lar le da las atribuciones que hacen su figura jurídica del todo, o casi, pare- 
cida a la de un maestro de novicios, porque se constituye con sus alumnos so- 
lamente con una distinción moral, la poca que señala el artículo 40, 8 1, 
entonces no aparece clara la necesidad o conveniencia de hacerse ayudar o 
completar por un director espiritual. PUGLIESE apunta las graves discusiones 
à que dió lugar la constitución de la figura jurídica del maestro de espíritu 
durante las sesiones de la Comisión de estudios de la Sagrada Congregación 
de Religiosos (62). La intromisión de dos autoridades en la formación espiri- 
tual puede ser causa de graves contrariedades. ¡Cuán lejos estamos aquí del 
«Uni magistro ius et officium est» del maestro de novicios! ¡Cuán lejos del 
«nemine licet» entrometerse en sus planes de formación espiritual! (63). Por 
esto PUGLIESE escribe que hay que buscar «la colaboración amical de un di- 
rector espiritual, tomado en este sentido restringido» (64); colaborador ami- 


(60) Statuta, 28, 8 2, 9.2 

(61) PUGLIESE, 603, n. 36. 

(62) PUGLIESE, 570, n. 6. 

(63) Can. 561, 3 1. 

(64) PuGLIESE, 604, n. 36. Damos tanta importancia a PUGLIESE porque su Comen- 


tario, de más de 60 páginas, revela la mens de la Comisión de estudios de la S. C. de 
Religiosos, de la que es Secretario. 
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xal ya que solamente desde puntos de vista de amistad pe lograrse la 
unidad de formación espiritual de todos apetecida. 

En los seminarios diocesanos, la figura del director espiritual, en su sen- 
tido estricto, se constituye no solamente como confesor-ordinario de los alum- 
nos y como su director espiritual, sino que también, a tenor del Concilio Vati- 
cano y del párrafo tercero del canon 588, cuidará de ordenar con singular 
esmero las prácticas de piedad de carácter colectivo del seminario dioce- 
-sano, los ejercicios espirituales, manera de oír la santa Misa, días de retiro 
espiritual, pláticas y sermones semanales (65). En los escolasticados de reli- 
giosos, semejantes atribuciones las tienen no los directores espirituales, sino 
los maestros de espíritu correspondientes. 

Constituídos, pues, los maestros de espíritu con plena potestad dominativa 
en el foro interno no sacramental y con más o menos atribuciones en el foro 
disciplinar externo, nunca pueden equipararse a un director espiritual de un 
seminario diocesano; sobre todo si se tiene en cuenta que los Estatutos que 
comentamos dejan en pleno vigor la parte de la Instrucción del 1 de diciembre 
de 1931 que dispone que el maestro de espíritu, antes de promover los alum- 
nos a las sagradas órdenes, está obligado a dar testimonio fidedigno de la vida 
y costumbres de los mismos. También, por las respectivas Constituciones, el 
maestro de espíritu está obligado a emitir su voto en los escrutinios a realizar 
para la expulsión o readmisión de sus alumnos; todo lo cual, porque significa 
intromisión en el foro externo, está explícitamente prohibido a los directores 
espirituales y confesores ordinarios constituídos en un sentido estricto (66). 

No se mostrarán los Superiores contrarios a que tengan, además, los alum- 
nos otro director espiritual particular, elegido más a su gusto (67). 


4. DE LA AUTORIDAD ACADÉMICA 


La suprema autoridad en la casa de estudios es el Superior local consti- 
tuído con las atribuciones que señalan el canon 587 y el artículo 27 de los 
Estatutos generales; a la autoridad del Superior local, en el orden espiritual 
y en ciertos aspectos también disciplinares, sigue el maestro de espíritu, cons- 
titufdo con las atribuciones generales que señala el canon 588, y las particu- 
lares que pueda indicar el Derecho particular y que hacen su figura jurídica 
más o menos parecida a la de un maestro de novicios. Al maestro de espíritu 
se asocian los prefectos de disciplina, confesores y directores de espíritu. 


(65) Concilium Oecumenicum, Vaticanum, Postulata, pars 2, c. 3, $ 38 (Enchir. 
*lericorum, n. 389. Cfr. can. 1.367). 

(66) Quantum religiones (1931) (Enchir. perfec. p. 477, n. 363, 14.°). 

(67) Can. 520; Statuta, 28, 8 3, 2.” 
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En orden a los estudios sigue al Superior local el prefecto de estudios, que 
se constituye a tenor del canon 589, última autoridad que propiamente vamos 
a comentar. 

Constituyen al prefecto de estudios el canon 589 y el artículo 29 de los 
Estatutos generales; es la autoridad máxima en materia de estudios, autoridad 
que ejerce dependientemente de sus Superiores mayores y a través del Supe- 
rior local, no a través, propiamente, del prefecto o maestro de espíritu. 

De la misma manera que el artículo 28, $ 2, 2.?, dice que del maestro de 
espíritu es «immediate praeesse» la formación moral, religiosa, clerical y apos- 
tólica de sus alumnos, así el artículo 29, $ 2, afirma que del prefecto de es- 
tudios es «immediate praeesse» el buen orden y disciplina de los estudios; 
y por si estas expresiones no fueran lo suficientemente claras, el artículo 28, 
$ 2, 3.2, expresamente prohibe al maestro de espíritu entrometerse no sólo en 
la disciplina general de la casa, sino que también en la ordenación de los 
estudios. 

El prefecto de estudios ha de cuidar, pues, inmediatamente todo lo concer- 
niente al buen régimen de los estudios, bajo la moderación de los Superiores 
mayores y del Superior local; presidir la ordenación y disciplina de los mis- 
mos; cuidar de los maestros y alumnos en todo lo que concierne a los estudios, 
clases, ejercitaciones, etc., según las disposiciones de los Estatutos generales: 
y del Derecho particular de cada Instituto (68). 

El oficio del prefecto de estudios es compatible con el de profesor del 
colegio; en cambio, es totalmente incompatible con el de maestro de espíritu, 
por tratarse de dos autoridades absolutamente diversas y en cierta manera con- 
trapuestas. Es también el cargo de prefecto de estudios en cierta manera in- 
compatible con el de Superior local, a no ser que con facilidad, o por tratarse 
de casas pequeñas, o por estar la casa exclusivamente destinada a los estudios, 
pueda acumular entrambos cargos (69). 

Las escuelas en que se forman los alumnos en los estados de perfección 
(y en las que se preparan a la recepción de las sagradas órdenes) son escuelas 
públicas, de la misma manera que son públicos los seminarios diocesanos (70). 
De manera que si los religiosos, de conformidad al canon 587, $ 3, pueden 
válidamente practicar sus estudios frecuentando las clases del seminario dio- 
cesano, recíprocamente el clero diocesano válidamente puede hacer sus estu- 
dios, para todos los efectos jurídicos, preferentemente en orden a la recepción. 
de las sagradas órdenes, frecuentando las clases de los Institutos de aspirar 
a la perfección, «servatis de iure servandis» (71). 


(68) Statuta, 29, 8 2. 

(69) Statuta, 29, 8 4. 

(10) Statuta, 41, $8 1 et 2, 1.* 
(11) Statuta, 41, 8 2, 2.2 
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La publicidad de los estudios de los religiosos deriva propiamente de la 
autoridad académica (72), no de la religiosa (que, a través de los Superiores 
generales y provinciales, se hace sentir, en noviciados y probandatos, sobre los 
maestros de novicios y prefectos de espíritu). La autoridad académica, de la 
Comisión de estudios de la Sagrada Congregación de Religiosos, baja a los 
prefectos de estudios, a través de las Oficinas de estudios de las Curias gene- 
rales y provinciales de los Institutos de aspirar a la perfección. Estas Oficinas 
y Comisiones de estudios son las que han de responder «coram ecclesiae» de 
la publicidad indicada, principalmente en orden a la recepción de las sagradas 
órdenes (73). De manera que las escuelas de los religiosos son públicas, no 
por lo que tienen de noviciados o probandatos (esta primera o segunda pro- 
bación pertenece al derecho privado de estas instituciones), sino por lo que 
tienen de organización de los estudios en orden a la recepción de las sagradas 
órdenes, al tenor de los sagrados cánones (74). Es en este sentido en el que 
se coloca la figura del prefecto de estudios como inmediato responsable de 
semejante publicidad, que ejerce bajo las directrices de la Sagrada Congrega- 
ción, directrices que recibe a través de las Oficinas generales y provinciales de 
estudios de sus respectivos Institutos. 

El prefecto de estudios, en las casas de formación de los religiosos, es, 
pues, como una especie de decano de Facultad, dependiente, en lo indicado 
por el Derecho, del Superior local, al que corresponde la «efficax ordinatio 
et gubernatio» de todo lo concerniente a la formación de los alumnos (75); 
como corresponde al Superior local el dar cuenta a los Superiores mayores de 
la buena marcha de la casa de estudios (76) y del fiel cumplimiento de las 
Instrucciones y Constituciones que regulan el buen ordenamiento de las mis- 
mas Casas. 


(72) Sedes sapientiae, p. 11; Statuta, Ale E LES 
CDE Statuta LE SD LOSE LN وی‎ 

(74) Cans. 974, 976, 1.364-1.366. 

CID STALL Al. SL 19 

(UO NEST LL E GE 28 
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II 
DEL PLAN DE ESTUDIOS 


El plan de estudios puede tomarse en su sentido amplio, como lo toman 
los cánones 587-589, abarcando todo lo referente a las casas de estudios y a la 
formación religiosa, clerical y ministerial de los alumnos; o en un sentido es- 
tricto, refiriéndonos solamente a la ordenación concreta y determinada de los 
estudios, o sea tratando solamente las modalidades del canon 589 y el senti- 
do restringido que adopta el artículo 19, $ 1, de los Estatutos generales. 

En este sentido estricto, el plan de estudios, segün los artículos 19, $ 1, 
y 30, $ 5, 1.2, contendrá todo lo referente a profesores y alumnos, distribución 
del año escolar, modalidades en los exámenes, vacaciones (77); formación de 
profesores y obligaciones de los mismos; métodos de enseñanza, ordenamiento 
de bibliotecas y material subsidiario (78), curso pastoral (79), elementos que 
conviene asimilar de la tercera probación (80), dispensas a dar a profesores 
y alumnos de ciertos actos de comunidad, etc. (81). 

Desde ahora debemos decir que, en ordenar este plan de estudios, no acep- 
tamos el léxico introducido por los Estatutos generales que comentamos. Di- 
viden estos Estatutos la formación escolar en cursos, currículos y grados. Los 
cursos son de tres clases: de formación religiosa, clerical y apostólica. Al pre- 
sente, al tratar del plan de estudios, sólo tratamos de la formación clerical 
y apostólica, pero no daremos a ninguna de estas ordenaciones el nombre de 
curso, ya que necesitamos este vocablo para significar «el tiempo señalado en 
cada año para asistir a las lecciones escolares», que es la significación que 
semejante palabra tiene en castellano. 

Los currículos, en la formación clerical, por ejemplo, son las diversas par- 
tes del curso, esto es: el currículo medio-clásico, filosófico, teológico, pasto- 
ral (82). La palabra «currículo» no tiene correspondencia en castellano, de 
manera que traduciremos segün la forma tradicional y hablaremos de los cur- 
sos de primera o de segunda enseñanza: de bachillerato, filosofía, teología o 
pastoral. 

Los cursos se dividen en grados—dicen los Estatutos generales—; así, en 
orden a la formación religiosa hablaremos del primero, segundo y tercer gra- 
do de la probación, que serán el noviciado, la profesión simple, la perpe- 


(17) Statuta, 42. 

(18) Statuta, 23, $ 2, 3.030, $ 5, 40: 50.52 
(79) Statuta, 48. 

(80) Statuta, 51-53. 

(81) Statuta, 40, 8 6. 

(82) Statuta, 11. 
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tua (85); y en la formación clerical, el primero o segundo grado de bachille« 
rato, etc. 

Consideramos, pues, al presente, más aceptable no abandonar la termino. 
logía tradicional. 


1. SEGUNDA ENSENANZA 


CANON 589, $ 1: Los religiosos debidamente instruidos en las disciplinas 
inferiores han de aplicarse con solicitud a los estudios de la filosofía, al me- 
nos durante un biento. 

De conformidad a las disposiciones eclesiásticas sobre el particular (84), 
«las disciplinas inferiores» a las que es necesario aplicarse antes de la filoso- 
fía son los estudios denominados en Italia gimnasiales y liceales, que corres- 
ponden al bachillerato elemental y superior y al curso preuniversitario de los 
estudios de segunda enseñanza establecidos en España. Según las mencionadas 
disposiciones eclesiásticas, por lo menos los estudios gimnasiales (bachillerato 
elemental) es indispensable practicarlos antes de empezar el noviciado; y todo 
el conjunto (bachillerato elemental, superior y curso preuniversitario), antes. 
de empezar el bienio de filosofía que en el canon 589, $ 1, se menciona. 

Teniendo presente la ordenación de la enseñanza media en Italia, la Sa- 
grada Congregación de Religiosos y de Seminarios, en las letras circulares Le 
relazioni (85), dispuso que al cuadrienio de teología debían precederle unos 
estudios medio-clásicos y filosóficos de ocho cursos, no incluídos, en estos cut- 
sos, los afios de ensefianza primaria. Estos cursos, segün las mencionadas dis- 
posiciones, debían dividirse de la manera siguiente: tres años de estudios 
medios, después de los cuales sería necesario sacar la licencia, requisito indis- 
pensable para poder ser admitido seguidamente al examen entre nosotros des 
nominado de estado; otros cinco años en los que se cursarían los estudios 
liceo-clásicos. De estos cinco años, dos completan el programa gimnasial, y los 
tres restantes, el programa medio-clásico y filosófico, después de cuyos estu- 
dios, a tenor de los cánones 589, $ 1; 1.365, $ 1, y 1.366, $$ 1 y 2, puede 
cursarse el cuatrienio de teología. 

Los últimos tres años de liceo-clásico superior han dado base en los Esta- 
tutos que comentamos a un nuevo ordenamiento de la filosofía, esto es, que 


(83) Statuta, 5, $ 2. ۱ : 
(84) Statuta, 43, $ 2, 3.^; can. 1.364; Quantum religiones (1931) (Enchir. perfec., 


p. 473, n. 363, 5.2); Pío XI: Unigenitus, Carta Apostólica 19 marzo 1924 (A. A. S., 16 
[1924], 133-148; Enchir. cler. 1184-1192; Enchir. perfec. p. 406, n. 348); S. C. de 
Rel: In articulo, declaración 7 sep. 1909 (A. A. S., 1 [1909], 701-704; Fontes, 6, 4397; 


Enchir. perfec. pp. 274-277, n. 260). ; 
(85) S. C. de Rel. et Sem.: Le relazioni, letras circulares 2 febrero 1941 (Emchir, 


perfec. pp. 550-552, n. 377). 
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si la filosofía que se estudia en los años liceales equivale complexive a un 
curso del bienio filosófico, con permiso de la Sagrada Congregación este bie- 
nio filosófico puede convertirse en un solo afio (86). 

«La tendencia moderna en Italia—dice PucLiEsE—es la de hacer el novi- 
ciado después de los cursos gimnasiales. Desde 1934 priva la idea, en Italia, 
de dar cuatro años a los estudios gimnasiales y otros tantos a los liceales; los 
cuatro años liceales se dividen en dos bienios: uno, literario-histórico con prin- 
cipios filosóficos preferentemente de lógica, y otro, filosófico-científico con 
algunas ejercitaciones prácticas de literatura. Este experimento lo realiza con 
singular resultado el seminario romano de San Apolinar; y al presente lo es- 
tablece la Sagrada Congregación de Seminarios y Universidades para los se- 
minarios diocesanos. Los cuatro cursos liceales se distribuyen de tal manera 
que el estudio clásico no sea en detrimento del filosófico, ordenándolo de esta 
manera: o bien dedicando durante un bienio una hora diaria al estudio de la 
filosofía y practicar después todo el bienio de filosofía; o bien dedicar cada 
día, durante tres afios, una hora al estudio de la filosofía en sus tratados más 
fáciles, y el cuarto aíío emplearlo exclusivamente en el estudio de la filoso- 
fía» (87). 

Semejante ordenación no es de fácil aplicación en España. Dada la actual 
distribución del bachillerato español (88), los estudios de la enseñanza media 
podrían ordenarse de la manera siguiente: Después del estudio primario y co- 
rrespondiente examen de ingreso, se practicarán los cuatro primeros cursos 
del bachillerato elemental, después de los cuales se podría tener el noviciado. 
Condición indispensable debería ser no entrar al noviciado sin haber pasado 
los exámenes de grado. Terminado el noviciado, o si el noviciado se aplaza 
para más tarde, después de superado con éxito el examen de grado, se prac- 
tican los dos cursos del bachillerato superior, pero en su opción de letras. El 
bachillerato eclesiástico es el medio-clásico, no propiamente el científico. Ter- 
minados estos dos cursos se tendrá el examen de estado y se obtendrá el título 
de bachiller (89), después de lo cual podrá practicarse el bienio de filosofía. 

El bachillerato eclesiástico tiene sus preferencias por el clasicismo sobre el 
estudio de las ciencias, el estudio del latín y de la religión; por consiguiente, 
el estudio de estas asignaturas ocupará un primer plano en el ordenamiento de 
los estudios de segunda enseñanza (90). En el bachillerato superior se dará, 


(86) PUGLIESE, 618, n. 48; Statuta, 44, $ 1, 3.2 
(87) PUGLIESE, 617, n. 48. 


(88) Ministerio de Educación Nacional. Decreto 1 junio 1957, publicado por la 
"prensa periódica del 6 de junio. 

(89) Statuta. 6. $ 2. 3.°: 43, $ 1, 25; $ 2, 4»; Le relazioni (1941), 4.» 

(90) Can. 1.364; Statuta, 43, $ 3, 1.° et 2.° 
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además, preferencia al estudio del griego y de las lenguas extranjeras (91). El 
latín y el griego, entre los eclesiásticos, han de estudiarse de tal manera que 
los alumnos han de poder leer con facilidad no solamente los textos escritu- 
rísticos, sino también San Jerónimo, San Agustín, San León Magno, en pro- 
sa; Prudencio, Venancio Fortunato y beato J. B. Spagnoli, en poesía; así como 
también a San Juan Crisóstomo y San Basilio el Grande, en lengua griega (92). 

Para facilitar la obtención de los títulos correspondientes pueden los Su- 
periores religiosos constituir los colegios de segunda enseñanza (escuelas apos- 
tólicas) como Institutos oficiales del Estado, tanto más que para ingresar en 
nuestras escuelas apostólicas no exige la legislación eclesiástica, como en los 
seminarios diocesanos, una vocación especial (93). Basta la buena intención 
en los colegios dirigidos por religiosos o en los constituídos en estado de as- 
pirar a la perfección. 

Para subsanar deficiencias aconseja la nueva legislación una especie de 
postulantado clerical parecido al que establece la legislación canónica para las 
religiosas y legos antes de entrar al noviciado (94). 

Pueden los Superiores religiosos inscribir sus colegios apostólicos como fi- 
liales de algán Instituto oficialmente reconocido o simplemente inscribir a 
ellos los alumnos como escolares libres, o, finalmente, hacerse convalidar sus 
exámenes de conformidad a la legislación ültimamente concordada entre la 
Iglesia y el Estado (95). 


2. BIENIO FILOSÓFICO 


El trienio de filosofía, que hasta el presente tenían los estudios eclesiásti- 
cos en España, con el actual ordenamiento de los estudios de segunda ense- 
fianza fácilmente puede reducirse al bienio exigido por los sagrados cánones. 
En el bachillerato español, en su sexto curso, se tiene una clase diaria de filo- 
sofía: propedéutica e histórica; además, se cursan en el bachillerato todas aque- 
llas ciencias que antes formaban parte del acervo de asignaturas que consti- 
tuían el trienio filosófico eclesiástico español. Por consiguiente, no hay nin- 
guna dificultad en que el antiguo trienio filosófico quede reducido a un 
bienio. 


(91) Statuta, 43, 8 3, 1.°; Le relazioni (1941), p. 550, n. 377, 3. 

(92) PUGLIESE, p. 620, n. 49. 

(93) Can. 1.363. 

(94) Statuta, 6, $ 2, 1? 

(95) Ministerio de Educación Nacional: Normas sobre convalidación de estudios 
eclesiásticos por los correspondientes del Magisterio nacional. Decreto 8 junio 1956. 
“Vida Religiosa", 13 (1956), 271-272. 
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A lo que no da lugar el bachillerato español es a pedir a la Sagrada Con- 
gregación la reducción del bienio filosófico a un solo año, ya que la filosofía 
que se estudia en el sexto de bachillerato no equivale complexive a un curso. 
filosófico clerical (96). 

Otra cosa sería si antes de empezar los estudios de filosofía se practicase 
un Curso preuniversitario en el que, con el repaso de las asignaturas de segun- 
da enseñanza, se tuviera una introducción más profundizada de la filosofía.. 
En este caso, con la filosofía de sexto de bachillerato y la del año propedéu- 
tico, ciertamente que habría lugar a pedir la reducción a uno solo de los dos: 
años del bienio de filosofía. 

De practicarse el bienio filosófico, con la filosofía escolástica, se explicará 
juntamente la historia de la filosofía y asignaturas afines a la filosofía, consi- 
derándose afines las que suelen tratarse en filosofía como auxiliares y com- 
plemento de la misma (97); como son la antropología, biología, física cor- 
puscular, psicología experimental, pedagogía, metodología, filosofía e historia: 
de las religiones, sociología y economía política, por lo menos en sus princi- 
pios y fundamentos, ya que ulteriores exposiciones de estas últimas asignatu- 
ras podrían verse en el curso pastoral (98). 

Entra en el bienio filosófico la formación del estilo y el moderado estudio 
de las letras, de aquellas, preferentemente, que sean más conexas con las ma- 
terias filosóficas (99). 


a) Método 


La segunda enseñanza y los estudios filosóficos en las casas de formación: 
de los religiosos estarán a la altura de los seglares y de las del clero que no 
está constituído en estado de aspirar a la perfección (100). El método de la 
enseñanza en estos cursos no se dejará al arbitrio y particular iniciativa de los 
profesores, sino que en todo se procederá con el máximo rigor científico, va- 


(96) Statuta, 44, $ 1, 3.» 

(97) Statuta, 44, $ 3; FELICIANO DE VENTOSA, O. F. M. Cap.: Anotaciones pedago-. 
gicas a la «Sedes sapientiae eique adnexa Statuta generalia», “Naturaleza y Gra- 
cia", 4 (1956), 234: "Juzgamos haber sido una desgracia enorme para la cultura 
sacerdotal la mezcolanza tan frecuente de la filosofía con eso que se llamaba “cien- 
cias afines”: matemática, biología, física, etc.... y que pedagógicamente no pasan: 
op meras asignaturas del curso medio “de bachillerato", como decimos en es- 
pañol.” 

(98) Statuta, 48, § 1; 44, 8 3. 

(99) Statuta, 44, 8 4, 2.2 

(100) Sedes sapientiae (1956), p. 13; Statuta, 35, $ 2, 2.°; 43, $ 1, 1.° y 3°; Unige- 
nitus (1924), p. 406, n. 348; Pio XII: Menti nostrae, Const. Apost. sobre la santidad 
sacérdotal, 23 septiembre 1950. Colección de encíclicas y documentos pontificios (Ma- 
drid, 1955), 827, n. 43. 
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liéndose de aquellas técnicas y procedimientos que hoy se consideran de mayor 
utilidad. 


Todos los años se publicará el correspondiente calendario escolar, en el 
que se anotarán los días de clase, de vacación y de media vacación; días de 
exámenes (el procedimiento de los mismos vendrá detallado como hemos in- 
dicado en la Ratio studiorum), de academias, disertaciones y otras solemnida- 
des, especificando las materias y el desarrollo esquemático de las mismas; 
nombres de los profesores, libros de texto; descripción de los cursos especia- 
les, ejercitaciones, prácticas, cursos seminarísticos, etc. (101). 


Los estudios, en los Institutos religiosos y similares, se llevarán a cabo con 
la exactitud y profundidad que exige la Sedes sapientiae (102), respondiendo 
estos estudios al triple ideal: religioso, sacerdotal y pastoral que con esta for- 
mación se persigue. La filosofía se explicará en funciones de la teología y de 
la pastoral; las explicaciones se tendrán en latín, en forma escolástica y segün 
los principios y doctrina de Santo Tomás y de otros autores reconocidos por 
la Iglesia (103). 

Preferentemente en los colegios menores, los alumnos serán preguntados. 
todos los días; y en todos tendrán frecuentes exámenes con el profesor y ejer- 
citaciones prácticas. Las ejercitaciones prácticas son obligatorias en la ensefian- 
za media y en los cursos filosóficos, teológicos, pastorales y en los de la tercera 
probación, donde esté esta probación establecida. La labor conjunta de pro- 
fesores y alumnos tiene en la enseñanza la máxima eficacia. Durante el primer 
quinquenio de sacerdocio las ejercitaciones prácticas son solamente de conse- 
jo (104). 

No faltarán los exámenes de final de curso; los de grado o de reválida se 
tendrán después del cuarto y del sexto de bachillerato; después del bienio de 
filosofía, del cuatrienio de teología y del quinquenio de pastoral. Se denomi- 
nan también exámenes de madurez y se desarrollarán de conformidad a un 
prefijado temario que contendrá lo más importante de los tratados que con- 
viene repasar (105). 

No se olvidarán las prácticas preceptuadas de urbanidad, higiene, limpie- 
za en los vestidos, gravedad y modestia en el porte; y todas aquellas formas. 
de buena educación que señala la legislación eclesiástica (106). 


(01) Statuta, 42, 8 5. 

(102) Sedes sapientiae (1956), p. 17. 

(103) Statuta, 44, $ 2, 1° y 2.° 

(104) Statuta, 43, 8 5; 44, § 4, 1.5; 45, 8 3, 2.°; 48, 8 1; 52, 8 1, 3.5; 54, 8 4. 
(105) Statuta, 43, 8 5; 44, 88 4 y 5, 1° y 2.% 45, 8 5; 40, 8 4. 

(106) Statuta, 35, $ 3, 2.°; 40, $ 5. 
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b) Escolaridad 


El ano escolar durará por lo menos nueve meses, con un mínimum de 
doscientos días escolares para la segunda ensefianza y de ciento ochenta para 
los estudios filosóficos y teológicos. De estos días escolares, ciento setenta—res- 
pectivamente, ciento cincuenta—serán días llenos, esto es, de clase y de es- 
tudio; estos días llenos tendrán un mínimum de cinco horas de clase en los 
cursos de la enseñanza media (con un total de 27 clases semanales) y de cua- 
tro horas de clase (con un total de 22 clases semanales) para los estudios de 
filosofía y teología (107). El curso pastoral tiene sus horarios especiales. 

Los cursos de filosofía y teología, para su validez, han de ser completos, 
académicos y escolares. Completos, son los cursos de nueve meses, con los días 
de clase y de estudio indicados; académicos, esto es, cursados no privadamen- 
te, sino en algunos de los Institutos oficialmente reconocidos por la Igle- 
sia (108); escolares, en el sentido de que tres meses de ausencia de las clases, 
aunque inculpable, hacen nulos e inválidos no sólo los cursos de teología, sí 
que también los de filosofía; de manera que en estos casos el alumno no puede 
ser admitido a los exámenes sin la correspondiente dispensa de la Sagrada 
Congregación. Un mes de fiesta de clase, continuo o discontinuo, es necesario 
suplirlo con lecciones particulares. Con estas disposiciones se renueva, en ma- 
terio de escolaridad, lo que estaba establecido ya antes del Código, y que, al 
no ser referido, podía haber parecido a algunos haber perdido semejantes dis- 
posiciones todo su vigor (109). 

En filosofía, solamente dos cursos, y en teología, solamente cuatro, se 
exigen para la escolaridad. 

Cuando no se pueden tener cinco o cuatro horas de clases diarias (como 
‘en las Cartujas, en las que las muchas horas de coro y de trabajo manual im- 
piden practicarlas), en estos casos la teología y la filosofía se alargarán tantos 
años cuantos sea necesario para completar el número de clases anuales (de 600 
a 700) indicadas (110). 

Para que los años sean académicos no basta cursarlos en Institutos oficiales 
reconocidos por la Iglesia, sino que es necesario aprobarlos después de sufrir 
el examen correspondiente (111). Los que en los exámenes de final de curso 
no aprueben algunas de las materias secundarias han de prepararse a sufrir 


(107) Statuta, 42, $ 3, 1.°; Ministerio de Educación: Decreto 1 junio 1957; Regla- 
mento... de los seminarios de España (Valladolid, 1942), 224, 282. 


(108) Cans. 587, 88 1 y 3; 976, 8 3. 
(109) PUGLIESE, 616, n. 46. 

(110) Cfr. Statuta, 42, 8 3, 2.» 
(111) Statuta, 44, 3 5, 1. 
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nuevo examen de las mismas; los que no aprueben las materias principales no 
pueden ser admitidos a segundo examen, sino que vienen obligados a repetir 
el curso (112). 

En los seminarios de Italia está preceptuada la siguiente manera de pro- 
ceder: los alumnos no aprobados en los exámenes de julio pueden presentarse 
a nuevo examen, a excepción de los que, en los exámenes de julio, hayan sido 
suspendidos en dos materias, una de las cuales sea principal. Esto en los cur- 
sos teológicos. En los filosóficos y liceales, los que en los primeros exámenes 
hayan sido suspendidos de dos materias o más, o bien de un grupo de ma- 
terias (forman grupo de materias: a) ciencias naturales, química, geología; 
b) matemáticas y física) no pueden ser admitidos a ulteriores exámenes y vie- 
nen obligados a repetir el curso (113). 


3. INTERRUPCIÓN DE LOS ESTUDIOS 
a) En el noviciado 


La primera interrupción de los estudios eclesiásticos es el noviciado, al que 
precede, si es necesario, un postulantado clerical de seis meses, como el de las 
religiones laicales (114). 

El noviciado se tendrá después del cuarto de bachillerato o después del 
sexto, advirtiendo que cualquier forma que se adopte no puede cambiarse sin 
el consentimiento de la Sagrada Congregación (115). 

El noviciado durará por lo menos un año, durante el cual los alumnos te- 
ligiosos no cursarán propiamente los estudios; tendrán solamente clases pri- 
vadas, y esto prudentemente, esto es: como una hora de clase diaria de repaso 
de latín, de religión, de liturgia o de historia del Instituto (116). 

Si la institución religiosa tiene establecidos dos años de noviciado, durante 
el segundo año, sin mitigar la formación espiritual, los novicios podrán de- 
dicarse moderadamente a los estudios o a ejercitaciones prácticas, en el mismo 
noviciado o en otras casas de la religión, pero siempre manteniendo el con- 
tacto con su propio maestro de novicios, aunque sea solamente epistolar (117). 


(112) Statuta, 44, $ 5, 3? 
(113) S. C. de Sem. et Univ.: Normas 25 marzo 1936, III, 12.° (Enchir. cler., 1430), 


(114) Statuta, 6, $ 2, 1.2 

(115) Statuta, 19, $ 4; 43, $ 2, 1; Declarationes (1909); Enchir. perfec., p. 276, 
n. 260; Unigenitus (1924), p. 406, n. 348, 
(116) Can. 565, $ 3; Statuta, 36, $ 1, 2.5; S. C. de Rel: Ad explorandum, decreto 
agosto 1910 (Enchir. perfec., p. 283, n. 267), 
CED STOLL SOS 2 O2 


[x] 
-1 
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b) En la segunda probación 


Una segunda interrupción de los estudios la tienen los religiosos, por De- 
recho particular (por Derecho comün es aconsejable que todos la tengan), 
después de terminados los estudios filosóficos y antes de empezar el cuadrie- 
nio de teología (118). 

Esta interrupción de los estudios denomínase también segunda probacion 
y sirve principalmente para más confirmarse en la vocación y para terminar 
los estudios pendientes, preferentemente de carácter profano; también para 
proporcionarse títulos o grados. Más particularmente sirve para prepararse de- 
bidamente a emitir la profesión solemne. Esta segunda probación no puede 
alargarse más de tres años (119). 

Durante la segunda probación, el religioso consolidará, desenvolverá y 
practicará, bajo el aspecto religioso, la formación recibida en el noviciado; si 
esta segunda probación se practica durante el tiempo de votos simples, la ex- 
periencia será mutua, esto es, servirá lo mismo para el alumno que para el 
Instituto; en esta probación segunda, los alumnos profesos observarán una dis- 
ciplina parecida a la del segundo año de noviciado, esto es: los alumnos serán: 
colocados en conventos en los que esté en vigor la perfecta vida común, bajo 
el cuidado especial de los Superiores y concretamente de los maestros de es- 
píritu. Estas casas pueden ser las mismas de estudios u otras debidamente pre- 
paradas para los tiempos de vacaciones o para especializaciones; en ellas es- 
tarán separados de los demás alumnos, y procurarán reparar, a la par que las 
fuerzas físicas, las morales y religiosas, practicándose en ejercicios espirituales 
adecuados; finalmente, se dedicarán a la repetición y complemento de las ma- 
terias aprendidas, principalmente las eclesiásticas (120). 

Para semejantes repeticiones, PUGLIESE propone un método parecido al 
de los exámenes quinquenales, esto es: que se distribuyan las materias apren- 
didas en un bienio o trienio, sufriendo, al final de cada año, el examen co- 
rrespondiente y preparándose para estos exámenes con cursillos especializa- 
dos (121). 

Sería útil, en las instituciones en que no se practique semejante interrup- 
ción, introducir el año propedéutico a la teología. «Este curso propedéutico 
—dice el padre DEzzA—esta ya prescrito desde los días de Pío X, pero nunca 


(118) Statuta, 13, $ 1, 2.° 
(119) Statuta, 13, $ 1, 3. y 5.°; 39, $ 1, 3.2 


(120) Statuta, 13, $ 1; S. C. de Rel.: Plures extant, Instrucción 3 noviembre 
1931, 3.° (Enchir. perfec., p. 383, n. 388). 


(121) PUGLIESE, 595, n. 28 (cfr. Statuta, 49, $ 4). 
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se ha llevado a la práctica» (122). Las materias principales a aprender en este 
cutso serían: una síntesis filosófica y unos estudios introductorios a la teología. 

Durante la segunda interrupción pueden los escolares, como en el segundo 
año de noviciado, dedicarse a los estudios, preferentemente profanos, y a gra- 
-duarse en los mismos. Pueden dedicarse a ministerios peculiares del Instituto, 
pero siempre bajo la dirección y vigilancia del correspondiente maestro de 
espíritu. Semejantes ejercitaciones han de practicarse para obtener una mayor 
formación de los educandos, no en miras a un mayor bien o beneficio del Ins- 
tituto (123). 

La segunda probación termina con unos ejercicios espirituales de un año 
de duración, o de seis meses o de una parte notable del año; terminados estos 
ejercicios tiene lugar la profesión solemne (124). 

La segunda probación es motivo suficiente para prorrogar la profesión so- 
lemne, pero nunca más de un trienio; si la profesión simple se ha tenido an- 
tes de practicar el bachillerato superior y el bienio de filosofía, puede darse 
el caso de que, antes de terminar la segunda probación, sea conveniente pedir 
a la Santa Sede facultad para prorrogar la profesión solemne más allá del se- 
xenio después de la primera profesión simple, en cuyo caso, a tenor de las 
actuales disposiciones, la profesión que se haría en el sexto año de la profe- 
sión simple, como en las religiones de votos temporales, tendría el valor de 
perpetua para la religión y de simple para el individuo; de manera que, des- 
pués de seis años de la profesión simple, el Instituto no podría echar al alum- 
no de la religión sin los requisitos que se exigen para los religiosos de votos 
perpetuos (125); también así la segunda probación tendría la finalidad que 
se propone, que es la de ser más provechosa al individuo que a los intereses 
particulares de la institución. 

PUGLIESE propone, como temperamento, que en las instituciones en que 
no se practique la segunda probación, para cumplir, por lo menos en parte, lo 
preceptuado por el artículo 39, $ 1, 3.2, todos los años, durante las vacaciones, 
se reunirán en la casa noviciado los que han de practicar la profesión solemne 
o perpetua, y en ella se ejercitarán durante un mes en prácticas espirituales, 
renovando su espíritu en un segundo noviciado, y así prepararse a emitir, más 
a conciencia, la profesión solemne (126). 


(199) P. Dezza, S. J.: Riforma del liceo classico-filosofico nei seminari d'Italia 
(Roma, 1951), 4. (Citado por PUGLIESE, 618, nota.) 

(193) "Statuta, 13, S 1, 1.55; ولا ۵ ,47 :2:55 ,8.2 ,36 15 و باه‎ S.C. de Rel: Plures eT- 
tant, Instrucción 3 nov. 1921 (Enchir. perfec., 383, n. 338, 4.°). 

(124) Statuta, 39, $ 1, 3.° 

(125) STOL CG SL SOSA SO SS: 

(196) PucLIESE, 613, n. 44 (cfr. Statuta, 39, 8 1, 2.°). Véase, en la nota 64, la im- 
portancia que damos a los comentarios de PUGLIESE. 
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La interrupción de los estudios puede ser por causa de enfermedad o dei 
servicio militar, en cuyos casos el alumno viene obligado a incorporarse a los 
estudios tan pronto como le sea posible, y a observar los requisitos que para 
estos casos se prescriben (127). 


4. Cuatrienio teológico 


CANON 589, 8 1: Se aplicarán con solicitud a los estudios... de la teología, 
siquiera durante un cuatrienio, siguiendo la doctrina de Santo Tomás, a tenor 
del canon 1.366, $ 2, según las instrucciones de la Sede Apostólica. 

Los cuatro cursos de teología, como los de filosofía, han de ser completos, 
académicos y escolares. Durante este cuatrienio se cursarán las asignaturas in- 
dicadas en el Codex Iuris Canonici; esto es: dogmática, moral, escritura, his- 
toria eclesiástica y Derecho canónico. La liturgia y la Sagrada Escritura se ex- 
plicarán en sus aspectos teóricos; los aspectos prácticos se reservarán para el 
curso pastoral. Las ejercitaciones prácticas de pastoral, exigidas por el canon 
1.365, $$ 2 y 3 (128), se tendrán con las moderaciones que en otro lugar se 
explican. Se tendrán también lecciones de misionología, catequesis, pedagogía. 
catequística, acción católica, lecciones que tendrán su ampliación y comple- 
mento en el curso pastoral (129). No se omitirán en este cuatrienio las clases 
preceptuadas de historia de los dogmas y de la Iglesia oriental; teología y len- 
guas bíblicas, patrística, teología mística, Derecho püblico y arqueología sa- 
grada y bíblica; estudios del Salterio y del Breviario Romano; legislación mu- 
sical y lecciones de canto eclesiástico preceptuadas por el canon 1.365, $ 2 (130). 

La teología se explicará en funciones de la pastoral; se fomentará el inter- 
cambio de profesores, incluso de otras provincias, para explicar en colegios 
diversos algunos cursillos. La teología, como la filosofía, se explicará según 
el método, doctrina y principios de Santo Tomás, sin olvidar la doctrina de 
otros probados autores; se explicará siguiendo el método escolástico y en len- 
gua latina. No faltarán en el cuatrienio teológico las correspondientes ejerci- 
taciones prácticas, actos académicos y cursos seminarísticos, y se tendrán fre- 
cuentes exámenes y repeticiones (131). 


(127) Statuta, 13, 5 3; S. C. de Rel: Inter reliquas, decreto 1 ene. 1911 (Enchir. 


perfec. 319, n. 273, 4°); S. C. de Rel: Respuesta 1 marzo 1915 (Enchir. perfec., 
339, n. 285). 


(128) Statuta, 45, § 3, 2.0: 44, $ 4, 1.» 
(129) PUGLIESE, 582, n. 16. 
(130) S. C. de Sem. y Univ.: Musicae sacrae, carta 15 agosto 1949 (A. A. S., 41 


[1949], 618); Pio XII: Musica sacra, Encíclica 25 dic. 1955 (A. A. S., 48 [1956], 23); 
Statuta, 45, $ 3. 


(131) Sedes sapientiae, p. 19; Statuta, 30, $ 5, 3.5; 44, 8 2, 2% y § 4, 1.5; 45, 
BS 204 ۶۰ 
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Recibido el sacerdocio antes de terminar el cuarto curso de teología, en 
manera alguna los alumnos abandonarán los estudios ni aceptarán cualquier 
ministerio (132). 

Los exámenes de reválida o de madurez teológica se tendrán segün tema- 
rio prefijado, que contendrá la materia más importante, en sus diversos tra- 
tados (133). 


a) Profesores y alumnos 


CANON 589, $ 2: Durante el tiempo de los estudios no se impondrán a 
los profesores y alumnos oficios que les distraigan del estudio o de cualquier 
forma impidan las clases; mas el Superior general, y en casos particulares tam- 
bién los otros Superiores, pueden, según su prudencia les dice, eximirlos de 
algunos actos de comunidad y aun del coro, especialmente por la noche, siem- 
pre que lo crean necesario para atender a los estudios. 


Para que las casas de estudios estén debidamente provistas es necesario do- 
tarlas del número suficiente de profesores; los que, según las disposiciones ca- 
nónicas, deben ser distintos para la Sagrada Escritura, teología dogmática, mo- 
ral, historia eclesiástica y Derecho canónico. La norma es que para cada curso 
haya tantos profesores cuantas sean las materias principales y las secundarias: 
dispares (134). 

Los profesores de filosofía, teología y Derecho han de estar graduados en 
alguna Universidad reconocida por la Santa Sede, o por lo menos tener la li- 
cencia en las materias respectivas; preferentemente el de Sagrada Escritura, 
ya que sólo la Iglesia es la interpretadora auténtica de la Revelación; por con- 
siguiente, sólo ella puede autorizar el explicarla (135). 

En igualdad de circunstancias hay que preferir los que han obtenido el 
grado de doctor; sólo el Superior general de la Orden podrá autorizar la en- 
sefianza a los profesores que, con todo y ser considerados idóneos, no estén en 
posesión del grado conveniente (136). 

Los profesores han de seleccionarse entre los religiosos más dotados y 
ejemplares de la provincia; piensen los profesores de filosofía y teología que. 
no ejercen sus cargos en nombre propio, sino en nombre de la autoridad del 


(132) Can. 976, $ 2; Statuta, 45, $ 1, 2.° 

(133) Statuta, 45, 8 5. 

(134) Can. 1.366, $8 1 y 3; Statuta, 30, 8 3, 2.°; Comm. Pont. de Re. Bibl: Sanc- 
tissimus, Instrucción 13 mayo 1950 (A. A. S., 42 [1950], 497). 

(135) Can. 1.366, 8 1; S. C. de Sem.: E desiderio, 1 agosto 1938, n. prot. 959/38/4. 
(Enchir. cler., 1199); Sanctissimus (1950), 497; Statuta, 46, $ 5; Sedes sapientiae, p. 18. 

(136) Statuta, 46 $ 5; S. C. de Sem. y Univ.: Ad Deus scientiarum, declaración 
23 mayo 1948 (Enchir. perfec., 603, n. 393); Statuta, 30, $ 2, 3.2 
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supremo magisterio de la Iglesia, de la que han recibido la misión canónica 
de enseñar, y bajo cuyo moderamen y vigilancia ejercen el mencionado cargo. 
Estarán dotados los profesores de singulares cualidades pedagógicas y didác- 
ticas; antes de tomar posesión de la cátedra, deberán aprender el arte de en- 
señar y se ejercitarán en el mismo bajo la dirección de maestros expertos (137). 

Además del número conveniente de profesores, las casas de estudios, para 
declararse debidamente provistas, han de tener un nümero determinado de 
alumnos (138). 

Los profesores no dejen de hacer constar a los alumnos, dada la ocasión, 
la importancia y utilidad de las disciplinas que explican, para formar una men- 
talidad cristiana y religiosa a sus alumnos. Les darán también a conocer las 
inquietudes de nuestro siglo y el arte de refutar a los adversarios de la sana 
doctrina, no sólo a los pretéritos y extranjeros, si que también a los hodiernos 
y del propio país. Explicarán la manera de hacer frente a los errores modernos 
con una exposición objetiva, hábil y adaptada de la verdad (139). 

Durante el tiempo de los estudios no se impondrán a profesores y alum- 
nos oficios que los distraigan del estudio o de cualquier forma impidan 
las clases; distraerá, por ejemplo, a los alumnos la inmoderada lectura de pe- 
riódicos, las excesivas e incontroladas audiciones de radio, los reiterados ser- 
vicios ministeriales en las parroquias durante el tiempo de Cuaresma o con mo- 
tivo de misiones y similares (140). 

A tenor del canon 589, $ 2, sin que ello signifique deterioro del espíritu 
religioso, el Superior general autorizará que en los planes de estudios puedan 
constar aquellas normas que considere oportunas en orden a eximir a maestros 
y alumnos de algunos actos de comunidad y aun de coro, especialmente de 
noche, siempre que lo considere necesario para atender al estudio (141). 


b) Vacaciones 


Los Superiores facilitarán a los profesores unos días de asueto para mejor 
perfeccionarse en su materia y publicar sus trabajos. Darán a los profesores 
todas las facilidades, para que puedan asistir a cursillos peculiares, conferen- 
cias, ejercitaciones, investigaciones, congresos científicos y técnicos. Tendrán 
-entre sí, y con los otros Institutos, frecuentes reuniones para comunicarse sus 
experiencias y realizaciones (142). 


(137) Statuta, 30, $ 2; 43, $ 4; Sedes sapientiae, ۰ 18. 

(138) Statuta, 23, $ 2, 1.2 

(139) Statuta, 15, $ 1; 23, $ 2, 3.5; 30, $ 4, 2.2 y 3.5; 37, 8 3; 44, 8 2, 25; 49 8 4, 1.9; 
:50, $ 3; Sedes sapientiue, pp. 18 y 20. 

(140) Can. 589, § 2; Statuta, 30, § 3, 1.°; 40, $ 6. 

(141) Statuta, 40, 8 7, 1.* 

(142) Statuta, 30, 8 4, 1. y 8 5, 3.2 
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Reiteradamente recomiendan los Estatutos generales que para el bien y 
erudición de profesores y alumnos, las casas religiosas, especialmente las de 
estudios, estarán provistas del material necesario y oportuno para el progreso 
de las ciencias eclesiásticas; principalmente estarán dotadas de buenas biblio- 
tecas puestas al día, tanto por lo que se refiere a los libros como a las revis- 
tas (143). 

Durante las vacaciones, los alumnos religiosos serán colocados en casas 
aptas, en las que, interrumpidos los estudios, puedan aquéllos recuperar las 
fuerzas físicas y progresar a la vez en el ardor espiritual. En las horas libres 
podrán dedicarse al estudio privado de las ciencias y de las letras, repasar las 
materias ya aprendidas, frecuentar escuelas más fáciles, cultivar asignaturas 
secundarias, aprender algunas lenguas extranjeras y entrenarse en algunas at- 
tes o experiencias apostólicas (144). 

Queda absolutamente prohibido enviar a los alumnos religiosos profesos a 
casas y lugares en los que no se observe la perfecta vida común; si se les auto- 
riza algunas excursiones será salvaguardando la asistencia espiritual de los 
mismos (145). En cambio, a los alumnos de los colegios apostólicos, ya que 
no están del todo segregados del siglo, se les facilitará el que puedan pasar 
algunos días con sus familiares, durante las vacaciones, a no ser que circuns- 
tancias de personas y de lugar aconsejaran lo contrario (146). 


c) Ordenes 


Con respecto a la recepción de las sagradas órdenes, se observarán las pre- 
cauciones prescritas por el Derecho hasta eliminar la menor señal de duda 
respecto a su vocación, utilizando todos los medios que tengan los Superiores 
a su alcance para llegar a tener la certeza moral indispensable sobre la idonei- 
dad de sus alumnos, preferentemente en lo que se refiere a la castidad. De 
llegar a conocer que faltan a sus alumnos algunas de las condiciones exigidas 
por los cánones y disposiciones eclesiásticas, se tomarán las medidas oportu- 
nas, como sería, por ejemplo, el obligar a los alumnos a pasar a una categoría 
inferior. 


Se advierte también, con respecto a la recepción de las sagradas órdenes, 
que los que con dispensa de la Santa Sede anticipan la recepción de las mismas, 
nada deben perder de la integridad de los cursos de teología (147). 


^ 


(OEE STOTULO 23. 322:40-2EyES. 0930/89594 o0 OU E 

(144) Statuta, 42, $ 6, 15 y 2.* 

(145) Statuta, 42, $ 6, 3.° 

(146) Statuta, 35, 8 3, 1.° 

(147) "Statuta, 34, 83 1 y 2, 2, 32 y 4.5, 36, 8,2, 45; 45, 8-1, 2° 
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5. CURSO PASTORAL 


Por su novedad, el estudio del curso pastoral merece una mayor atención. 
Tiene sus antecedentes en unas disposiciones de San Pio X sobre la incorpo- 
ración de los neosacerdotes, por lo menos durante un afio, después de termi- 
nados los estudios, a los cursos de humanidades, como prefectos (148); hay 
también precedentes inmediatos en la Instrucción a los Generales de las reli- 
giones de 1951, en la obligación que se les impone de retener a los neosacer- 
dotes, durante el primer quinquenio de la carrera, bajo su vigilancia e ins- 
pección (149). El curso pastoral tiene estructuración definitiva en la regla- 
mentación del Instituto «San Eugenio», de Roma, fundado por Pío XII con 
motivo de sus bodas de oro sacerdotales, para retener en él, por algún tiempo, 
a los neosacerdotes de Roma y darles una mayor formación y preparación al 
apostolado. Semejantes orientaciones vinieron extendidas a la Iglesia univer- 
sal por la Encíclica Menti nostrae, publicada en aquella misma conmemoración 
cincuentenaria (150). 

La Constitución Sedes sapientiae y Estatutos generales, al articular seme- 
jantes disposiciones, lo hacen de la manera siguiente: 


1. Formación apostólica durante la carrera 


La formación pastoral, según la naturaleza y peculiaridades de cada Insti- 
tuto, por todo el tiempo de formación y probación de los alumnos, se llevará 
a cabo de la manera siguiente: 

a) En las escuelas que mo sin motivo ce llaman apostólicas se dará una 
formación genérica al apostolado, consistente principalmente en dotar a los 
alumnos, de una manera adaptada a su edad y capacidad, de una sólida vida 
moral, social y cristiana; de una manera específica se los entrenará en el arte 
de escribir, hablar, leer, cantar y en el ejercicio de la sagrada liturgia, cosas 
todas ellas indispensables para ejercitarse después, con provecho, en el apos- 
tolado (151). 

b) Durante el noviciado se procurará que los alumnos conozcan gradual- 
mente y a perfección el fin, espíritu y ministerios del propio Instituto, vida 
de los varones que lo ilustraron y medios eficaces de que se valieron en el 
ejercicio del apostolado, de tal manera que cada día conozcan más y más su 


(148) S. C. Consist.: Le visite apostoliche, carta circular 16 julio 1912 (Enchir, 
cler., 867, 1090). ۳ 


(149) Quantum religiones (1931), 474, n. 363, 109 


(150) Menti nostrae (1950), 830, nn. 50-51; Pío XII: Quandoquidem, Motu proprio 
11 abril Reglamentación (1949) A. A. S., 41 (1949), 165-167. ; 


(151) Statuta, 35, 8 1; 43, $ 3, 5.2 


— 676 — 


LA CONSTITUCION APOSTOLICA «SEDES SAPIENTIAE»? 


propia familia y aprendan a amar la vocación divina de que han sido dotas 
dos (152). 

c) Durante el tiempo de la formación y en las sucesivas probaciones será 
más especializada la orientación pastoral que se dará a los alumnos, hasta lle- 
gar a conocer gradualmente y a perfección la finalidad de su Instituto, sus 
orígenes y evolución histórica (153). 

Semejante formación apostólica será a la vez especulativa y práctica, con- 
tinuada progresivamente y sin interrupción en los grados diversos de la for- 
mación, de manera que, en el correr de los años, vayan aumentando paralela- 
mente no solamente la formación religiosa y clerical, sino también la apostó- 
lica, para así introducirse, de una manera natural y espontánea, a las diversas 
modalidades de los ministerios sacerdotales. Semejante entrenamiento al apos- 
tolado se hará con prudencia y discreción, según la mente de la Iglesia; y la 
mente es, como hemos indicado, que deben ejercitarse en estas modalidades 
apostólicas bajo la dirección y vigilancia de los Superiores y más concretamen- 
te de sus maestros de espíritu (154). : 

En todos los casos se procurará que semejante introducción al apostolado 
no sea en detrimento de los estudios, de su valor científico y de una seria in- 
vestigación, no imponiendo a los alumnos inmoderados servicios durante las 
Cuaresmas, las misiones y similares (155). 

AGUSTÍN PUGLIESE, Secretario, al presente, de la Comisión de Estudios de 
la Sagrada Congregación de Religiosos, comentando la mente de la Iglesia en 
semejantes ejercitaciones pastorales, indica: «En algunas casas de estudios se 
ha introducido la costumbre de enviar a los alumnos, los domingos y días fes- 
tivos de precepto, a determinadas parroquias del lugar para que enseñen el 
catecismo a los niños e intervengan en el servicio del altar y canten en las fun- 
ciones sagradas. Estos alumnos, todos en conjunto, de dos en dos, de uno en 
uno, a requerimiento de los párrocos, acostumbran prestarse a lo mismo du- 
rante la Cuaresma y preferentemente en la Semana Santa y en otras circuns- 
tancias. Advertimos que semejante manera de proceder deriva de una mala 
interpretación de las propias Constituciones. Sin ningún género de duda que 
de semejantes servicios los alumnos salen fatigados y disipados espiritualmen- 
te; por lo que la Sagrada Congregación manifiesta su mente diciendo que esto 
puede hacerse alguna que otra vez, pero no con frecuencia, no sea que se ma- 
logre la formación por causa de semejantes ejercitaciones» (156). 


(152) Statuta, 47, 8 2. 

(153) Statuta, 14, 8 1; 47, $ 2; cáns. 59, 593. 

(154) Cáns. 1.333, $ 1; 1.365, $ 2, 2.9; Statuta, 27, 8 1; 36, 8 2, 2» 
(155) Statuta, 14, 8 3; 40, $ 6. 

(156) PUGLIESE, 615, n. 45. 
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2. La formación pastoral durante un curso específico 


Aunque con la recepción del sacerdote y con la terminación de los estudios 
de teología la formación clerical se considera sustancialmente completa, con 
todo es necesario consolidarla, mejorarla y ampliarla durante el curso pastoral 
y el primer quinquenio de recepción del sacerdote (157). 

El curso específico pastoral ha de ser eminentemente práctico, esto es: or- 
denado principalmente a ejercitar de una manera inmediata a los alumnos en. 
los sagrados ministerios, los genéricos y específicos del sacerdocio (158). Otras 
clase de formación específica se dan en otro género de instituciones escolares, 
de las que hablaremos en su lugar. 


a) Organización del curso pastoral 


El curso pastoral se tendrá en una casa de estudios debidamente provista, 
con un maestro de espíritu para la formación espiritual de los alumnos y su- 
ficiente número de profesores y alumnos. 

El curso pastoral tendrá por lo menos cien días escolares, con dos o más 
clases al día, y otras tantas de estudio. Durante estos días escolares, mientras 
que por una parte se dedicarán los alumnos a cultivar más y más las virtudes 
sacerdotales, por otra parte se ejercitarán paulatinamente al apostolado sacet- 
dotal, adquiriendo y perfeccionando, bajo expertos y experimentados maes- 
tros, el conocimiento y la práctica de la teología pastoral segün las ordenacio- 
nes e instrucciones de la Santa Sede. 

“Los Superiores mayores solamente podrán dispensar de este curso pastoral 

a aquellos alumnos que han de dedicarse a estudios superiores eclesiásticos y 
a los que, por especiales circunstancias, que la Sagrada Congregación aprecia- 
rá con extraordinario rigor, se considere pueden ser dispensados; pero en es- 
tos casos la formación apostólica de unos y otros debe proveerse de otra for- 
ma, gravada en ellos la conciencia de los Superiores (159). 


b) Asignaturas 


Las asignaturas a cursar en el curso pastoral pueden ser las siguientes: Teo- 
logía pastoral y práctica ministerial, psicología y patología sacramental, deon- 
tología y pedagogía catequística, sociología religiosa y archivo parroquial. 

Teología moral en las cuestiones de sexto y del uso del matrimonio. 


(157) Statuta, 9, 8 1; 48-53. 
(158) Statuta, 11, $ 2, 4° 
(159) Statuta, 11, $ 2, 4»; 21, 8 1, 4.9; 29, $ 1; 42, 8 3, 3.*; 47, 8 2; 48, $ 1. 


— 678 — 


LA CONSTITUCION APOSTOLICA «SEDES SAPIENTIAE» 


Síntesis teológica, teología kerigmática, principalmente en los tratados co- 
rrespondientes al primer año de examen del quinquenio sacerdotal. 

Fuentes de la teología mística: peculiaridades y corrientes místicas de cada 
Instituto. 

Elocuencia teórico-práctica; fuentes escriturísticas y patrísticas. 

Misionología histórica, geográfica, jurídica y pastoral. 

Orientaciones pontificias cívico-sociales. 

En el desarrollo de este curso se seguirán las instrucciones y ordenaciones 
pontificias, principalmente las que se citan en el Motu proprio Quandoquidem, 
de Pío XII, de reglamentación del Instituto «San Eugenio» (160). 

«Durante el curso pastoral—escribe la Sedes sapientiae—, maestros expe- 
rimentados tratarán los aspectos psicológicos y pedagógicos: didácticos y cate- 
quísticos, sociales y pastorales y otros parecidos de la ciencia eclesiástica, dan- 
do así a los alumnos una formación que responda al estado actual del pro- 
greso de la ciencia y que los hará aptos para las mültiples contingencias del 
apostolado» (161). 

Pueden los escolares, durante la Cuaresma, suspender las clases y atender 
a ministerios parroquiales; semejantes ejercitaciones no se computarán entre 
las ejercitaciones prácticas que exige el curso escolar (162). 

Los exámenes de final de curso serán orales y escritos; el examen del curso 
pastoral no es el examen del primer año del quinquenio neosacerdotal; con 
todo, advierte PUGLIESE, parece que el hecho de practicar el curso pastoral es 
razón suficiente para ser dispensado, aquel ano, del examen del quinque- 
nio (163). 


(1600 Quandoquidem (1949), 165; Alocución de Pío XII al nuevo Convicto sacer- 
dotal “San José Oriol”, de Barcelona (14 junio 1957). “Osservatore Romano”, 15 ju- 
nio 1957. 

(161) Sedes sapientiae, p. 21. 

(162) Statuta, 42, $ 3, 3.2 

(163) PUGLIESE, 627, n. 55. 
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CONTINUACION DE LOS ESTUDIOS 
1. TERCERA PROBACIÓN 


Es la continuación, por tres o cuatro años, del curso pastoral; se denomina 
también noviciado apostólico, año de perfección, escuela de afecto. En sus 
líneas generales es obligatoria esta tercera probación a todas las instituciones 
«de estados de aspirar a la perfección, de manera que, si no la tienen introdu- 
cida, vienen obligadas estas instituciones a asimilar algunos de sus elementos. 

Verificada la profesión perpetua, la prueba de la vocación queda defini- 
tivamente terminada; falta la prueba del ejercicio de las virtudes sacerdotales, 
en la que no hay que ceder hasta que el nuevo sacerdote llegue a la madurez. 
Recibido el sacerdocio, hemos indicado que la formación clerical queda sus- 
tancialmente terminada, pero queda todavía un gran margen a la formación 
pastoral, que se tiene primero por un curso específico y seguidamente, hasta 
los treinta años, por todo un quinquenio. 

Los estudios a realizar durante este período, más o menos específico, de 
la tercera probación serán de índole técnica y pedagógica. Expresamente dice 
el artículo 46, $ 1, 3.2, que los cursos pedagógicos y técnicos presentarán mo- 
dalidades diversas según la índole de cada Instituto, sea que se dedique a la 
enseñanza, a las misiones o a otros ministerios (164). 


La pretensión de extender la tercera probación a todas las instituciones de 
aspirar a la perfección, tiene también sus fundamentos jurídicos en la Qzan- 
tum religiones, en la que se dice que durante los cinco primeros años de vida 
sacerdotal, los jóvenes sacerdotes religiosos no se abandonarán a sí mismos, 
antes serán colocados en casas en las que esté en vigor la perfecta vida común, 
a fin de que se ejerciten, bajo la vigilancia de sus Superiores, en renovar el 
espíritu de apostolado con el más eficaz y expedito cumplimiento de sus de- 
beres sacerdotales, Tendrán, durante este período, frecuentes repeticiones de 
la doctrina ya aprendida, prácticas y ejercitaciones ordenadas principalmente a 
un mayor conocimiento de su propio Instituto y cursillos diversos ordenados 


a completar su formación en su triple aspecto religioso, sacerdotal y apostó- 
lico (165). 


(164) Statuta, 5 $ 2; 9, 88 1 y 2; 12, 8 1, 2.5; 30, 8 2, 4.9; 39, 8 1, 1.5; 46, 8, 1, 3.*; 
48, $ 1; 49; 50, 8 1; 51, 88 1 y 2; 53, 88 1 y 2; Sedes sapientiae, p. 21. 

(165) Quantum religiones (1931), 10.0: Statuta, 9, $ 1; 11, 8 2; 49, 8 2; D2 ERST. 
IVA 
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2. EXÁMENES QUINQUENALES 


CANON 590: Los religiosos sacerdotes, exceptuados únicamente aquellos a 
quienes los Superiores mayores por causa grave bayan eximido, o los que en- 
sehan sagrada teología, Derecho canónico y filosofía escolástica, deben ser 
examinados todos los años, al menos durante un quinquenio después de ter- 
minar la carrera, por Padres doctos y graves, sobre diversas materias de la 
doctrina sagrada, señaladas con la oportuna antelación. 


Los exámenes quinquenales, bien conducidos, son una de tantas maneras de 
llevar a cabo, y con provecho, la tercera probación. Las materias de estos exá- 
menes se distribuyen de tal manera que en el espacio de cinco años repasen los 
neosacerdotes las principales materias de los cursos de teología. 

Se aconseja esta manera de proceder: los adscritos a los exámenes quin- 
quenales, todos los años, durante las vacaciones, se reunirán en la casa de es- 
tudios de pastoral o en otra adecuada, y en ella se les explicarán, en forma de 
cursillos, las lecciones más importantes previstas en el temario de exámenes 
y se los preparará para resolver los problemas apostólicos que presentan los 
primeros años de vida sacerdotal. Tendrán las correspondientes ejercitaciones 
prácticas y, terminado el cursillo mencionado, sufrirán el examen quinquenal 
en el curso que les corresponda. 

El que en estos exámenes no apruebe el examen quinquenal, no se le 
computa el año para el quinquenio (166). 

El quinquenio y tercera probación se clausurarán con más largos ejercicios 
espirituales y con los correspondientes exámenes de reválida de la doctrina 
repasada y de madurez apostólica (167). 


3. CURSOS DE ESPECIALIZACIÓN 


Durante la carrera, los escolares no se destinarán a especializaciones pro- 
piamente dichas, si éstas han de distraerlos de los estudios, gravando en ello 
la conciencia de los Superiores, que anda harán sobre este particular sin con- 
sultar el parecer del prefecto de estudios (168). 

La formación especializada, técnica, pedagógica, seguirá las modalidades 
de cada Instituto—enseñanza, formación espiritual, predicación, misiones—; 
podrá tenerse después de terminados los cursos de teología y durante el curso 
pastoral. A este objeto, los Superiores y los Capítulos destinarán algunas ca- 
sas adecuadas a estas especializaciones, casas que podrán ser provinciales o 


(160) Statuta 49. بت و‎ 2. 3% y 4, To 
(167) Statuta, 53, $ 2, 2.2 
4168) Statuta, 46, $ 3. 
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interprovinciales, y en ellas ampliarán los escolares los estudios, en los que, 
con aprobación de la Sagrada Congregación de Religiosos, podrán recibir gra- 
dos que tengan valor para la enseñanza dentro de la Orden (169) y para los 
fines previstos por los cánones 1.366, 8 1; 331, $ 1, 5.2, y 2.066, $ 2, pro- 
porcionando así los Institutos una mayor formación a sus alumnos ad nor- 
mam iuris (170). 

Los alumnos más aprovechados, y los que los Superiores deseen destinar 
a la ensefianza de la filosofía o teología, y también los que preparan para 
otros ministerios, serán enviados a especializarse y graduarse a Universidades 
pontificias, especialmente las de Roma, o a otros colegios interprovinciales o 
internacionales (171). Los que convenga enviar a Universidades profanas ob- 
servarán las normas prescritas por el Derecho (172). 


4. SOLUCIÓN DE CASOS 


CANON 591: Al menos en toda casa formada, una vez siquiera cada mes, 
habrá solución de un caso moral y litúrgico, al cual, si el Superior lo estima 
oportuno, puede añadirse una conferencia sobre algun punto dogmático o doc- 
trinas anejas; y todos los clérigos profesos que cursan sagrada teología o que 
ya han terminado la carrera y residan en aquella casa, tienen usps de 
asistir, sí las Constituciones no disponen otra cosa. 

Con la solución de casos terminamos nuestra exposición de los cánones 
587-589 a la luz de la Sedes sapientiae y Estatutos anejos, completados con 
un apéndice a los cánones 590-591. 


A la solución de casos (y conferencia peculiar), que constituyen los estudios 
de por vida del sacerdote religioso, hay que añadir, después de la Sedes sa- 
pientiae y Estatutos anejos, unos cursillos anuales de conferencias (173), que 
pongan al día a los religiosos de cada una de las casas de la institución, sobre 
el progreso y desarrollo de la doctrina católica, y así atender toda la vida, in- 
cluso en el orden científico, a una mayor perfección. 


P. BasiLIo DE RUBI, O. F. M. 


Doctor en Filosofía y ambos Derechos 


(169) Statuta, 46, 8 4. 
(170) Statuta, 46, 88 1 y 4. 
(171) Statuta, 46, 88 2, 5 

(172) Statuta, 46, $ 7, 1.2 
(173) Statuta, 50, 88 1 y 


— 682 — 


IL. ESTATALES 


RESENA DE DERECHO DEL ESTADO 
SOBRE MATERIAS ECLESIASTICAS 


LEGISLACION 


I, ENSEÑANZA 


1. Prórroga de profesores de Universidad.—Como sucedió en el curso. 
anterior, una Orden de 19 de septiembre del presente año (1) del Ministerio 
de Educación Nacional ha prorrogado para el curso 1957-1958 los nombra- 
mientos vigentes de Directores y Profesores de Formación Religiosa de las 
Universidades. Estos nombramientos finalizarán, según dispone la misma Or- 
den, el 30 de septiembre de 1958, si antes no se hubieren provisto en propie- 
dad las plazas. 

- Claro que la disposición que reseñamos deja bien en claro que lo que 
preceptúa se entiende sin perjuicio de que los reverendísimos Ordinarios de 
las diócesis en que radiquen las Universidades puedan proponer los ceses que, 
respecto a dicho personal, estimen necesarios y elevar las oportunas propues- 
tas de provisión para las plazas que resulten vacantes. : 


2. Patronato Diocesano de Educación Primaria.—Por una Orden (2) del 
pasado mes de septiembre, la Dirección General de Enseñanza Primaria acor- 
dó constituir el Patronato Diocesano de Educación Primaria de Cartagena, 
con un Consejo Escolar Primario, residenciado en el Palacio Episcopal de 
Murcia, que quedará integrado en la siguiente forma: 

a) Presidente honorario: el Director General de Enseñanza Primaria. 

b) Presidente efectivo: el Obispo de la diócesis. 

c) Vicepresidente: un canónigo de la Santa Iglesia Catedral e Inspector 
diocesano de Enseñanza Media. 

d) Vocales: el Inspector-Jefe de Enseñanza Primaria y una Inspectora 
de Enseñanza Primaria de la provincia; el Canónigo y Profesor de Religión 
de las Escuelas del Magisterio; el Cura párroco de San Juan Bautista, de Mur- 
cía, y 

e) Secretario: el Canónigo e Inspector diocesano de Enseñanza Pri- 
maria. 


(1) «B. O. E.» de 4 de noviembre de 1957. 
(2) Orden de 30 de septiembre de 1957, «B. O. E.» de 30 de noviembre. 
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También dispone la Orden a que nos referimos que todas las Escuelas 
Nacionales Parroquiales existentes en la diócesis queden dependientes del Pa- 
tronato que constituye. 

En cuanto al Consejo Escolar, y con independencia de las facultades que 
le sean propias en relación con la enseñanza, le atribuye la de elevar al Mi- 
nisterio, con arreglo a las disposiciones vigentes y con ocasión de vacante, la 
oportuna propuesta de nombramiento de los Maestros y Maestras nacionales 
con destino a las Escuelas dependientes del mismo. 


3. Disposiciones acerca de centros privados de Enseñanza Media. —Ottas 
dos disposiciones del Ministerio de Educación Nacional han venido a referirse 
a sendas cuestiones de Enseñanza Media que, aunque no afectan directamen- 
te a las que aquí nos interesan, sí creemos será conveniente aludirlas en inte- 
rés de algún lector. 

La primera (3) de ellas regula los Centros de Patronato de Enseñanza 
Media, refiriéndose a sus clases, personalidad, régimen económico, alumnado, 
etcétera, y en cuanto a los nombramientos de los Profesores de Religión es- 
tablece su artículo 10 que se regirán por las mismas normas vigentes para 
los Institutos. 

La segunda de las disposiciones a que nos referimos es una Orden (4) por 
la que se faculta para continuar funcionando en el curso 1957-58 a los Cen- 
tros no oficiales de Enseñanza Media que lo vienen haciendo provisionalmen- 
te en virtud de concesión anterior y que no han sido clasificados aún de modo 
definitivo por el Ministerio de Educación Nacional, con tal que cumplan las 
condiciones exigidas por la Ley respecto del número de Profesores licenciados 
necesarios y se dediquen exclusivamente a alumnos de un mismo sexo. 


II MATRIMONIO 


4. Matrimonio de militares. Requisitos de celebración y sanciones.—La 
Ley de 13 de noviembre de 1957 (5) regula la celebración de matrimonios de 
militares y marinos. 

Tiene en cuenta la disposición a que nos referimos la condición y gradua- 
ción del contrayente para en cada caso exigir unos determinados requisitos: 

4) Los Generales, Jefes, Oficiales, Brigadas y Sargentos o asimilados 
podrán contraer matrimonio previa la concesión de una licencia especial, que 
será otorgada por el Ministro correspondiente a los Generales, Jefes y Oficia- 

(3) Decreto de 23 de agosto de 1957, «B. O. E.» de 18 de septiembre. | à 


(4) Orden de 1 de septiembre de 1957, «B. O. E.» del 4. 
(5) «B. O. E.» de 14 de noviembre de 1957. 
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les, y por los Capitanes Generales de Región Militar o Departamento Marí- 
timo, Almirante-Jefe de la Jurisdicción Central, Comandantes Generales de 
Escuadra o Bases navales y Generales-Jefes de Regiones o Zonas aéreas, en 
los demás casos. 

Para la concesión de esta licencia deberán acreditarse las siguientes cir- 
cunstancias: 

1.2 La nacionalidad española, hispanoamericana, portuguesa, brasileña o 
filipina de la futura contrayente, salvo dispensa de este requisito, que sola- 
mente podrá concederse en casos especiales. Corresponderá otorgar esta dis- 
pensa, en todo caso, a los Ministros respectivos, con carácter graciable. 

2.2 La buena conducta moral de la futura contrayente y su familia, así 
‘como el satisfactorio comportamiento social de aquélla, debidamente acredi- 
tado mediante amplia investigación rigurosamente reservada, que practicará 
el Jefe de quien dependa el interesado. i 

Para el caso de los matrimonios que se hubieren de contraer «in articulo 
mortis», conforme a los preceptos del Código Civil y de la Legislación canó- 
nica, no exige esta Ley previa licencia especial. Si los interesados fallecieren 
—en el caso a que nos referimos—, percibirán sus viudas la pensión que les 
corresponda; pero, en el caso de supervivencia, deberán acreditar, dentro de 
"un plazo de seis meses, las circunstancias señaladas anteriormente. 

b) Los alumnos de las Academias Militares o Escuela Naval Militar no 
“serán autorizados para contraer matrimonio antes de concluir sus estudios, y 
-el que lo contrajere será dado de baja. Para ingresar en tales Centros se re- 
querirá la condición de ser soltero o viudo sin hijos, salvo para el personal 
procedente de Suboficial y para aquellos a los que se exija título facultativo 
o análogo, quienes vendrán obligados, en su caso, a acreditar el cumplimien- 
to de las circunstancias antes referidas. 

c) Idénticas exigencias establece la Ley que reseñamos para los Jefes, 
“Oficiales y Suboficiales de Complemento de los tres Ejércitos y los de la Re- 
serva Naval que deseen contraer matrimonio durante su permanencia en ser- 
“vicio activo. 

d) En artículos distintos regula la Ley los requisitos para el matrimonio 
«de las clases de tropa. Los individuos sujetos al servicio militar, en el período 
comprendido desde el ingreso en Caja hasta su pase a la situación de reserva, 
podrán contraer matrimonio, previa obtención del permiso reglamentario. 
A igual régimen somete a quienes hayan de prestar servicio en la Armada 
-que se encuentren en situación activa o en el primer año de la disponibilidad. 

El permiso habrá de solicitarse de los Jefes de Unidades, Centros, Orga- 
-nismos o dependencias o del Comandante del buque, y será otorgado en el 
más breve plazo posible, subordinando el momento de su concesión única- 
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mente a las necesidades del servicio. Los matineros en el primer ano de dis- 
ponibilidad lo recabarán del Comandante de Marina. 

Para ingresar como voluntario en los tres Ejércitos se exigirá la condición: 
de ser soltero o viudo sin hijos. Durante su compromiso de permanencia en 
filas podrán contraer matrimonio, previos los trámites establecidos para el 
personal de reclutamiento forzoso. También habrá de ser soltero o viudo sin 
hijos quien solicite cualquier período de reenganche, salvo que los Ministros 
respectivos dispensen de ello en circunstancias especiales. 

A quienes se haya concedido prórroga de incorporación a filas, sea O no 
por causa sobrevenida sin contraer matrimonio, continuarán en su disfrute si 
justifican que siguen manteniendo a la persona que da derecho a la prórroga. 
El matrimonio contraído durante el servicio activo en los tres Ejércitos o en 
el primer año de disponibilidad en la Armada no podrá originar beneficios 
de prórroga de incorporación o licencia ilimitada para ningün miembro de la 
familia del contrayente. 

El personal de los Ejércitos de Tierra, Mar y Aire que, disfrutando del 
sueldo de Sargento, no ostente tal categoría efectiva, se sujetará, para con- 
traer matrimonio, a las normas establecidas para las clases de tropa. 

e) Para el ingreso como Ayudantes de especialistas o personal que pue- 
da merecer esta consideración en cualquiera de los tres Ejércitos, así como 


para los sucesivos reenganches de los que no hayan cumplido los veinticinco 


años de edad, se exigirá el requisito de ser soltero o viudo sin hijos, salvo 
dispensa concedida por los Ministros respectivos. Este personal se sujetará, 
para contraer matrimonio, a las normas de la Ley que le sean aplicables según 
su categoría y empleo. 

f) También establece la disposición que reseñamos las oportunas san- 
ciones para el caso de incumplimiento de lo que preceptúa. Los Generales, 
Jefes, Oficiales, Brigadas y Sargentos o asimilados que contrajeren matrimo- 
nio con personas de nacionalidad distinta de la expresada anteriormente, sin 
haber obtenido la dispensa especial de tal requisito, serán sancionados con la 
separación del servicio, previa tramitación del procedimiento correspondiente. 
Cuando lo celebraren sin cumplir los demás requisitos y trámites señalados 
primeramente, incurrirán en la falta grave del número 3.2 del artículo 437 
del Código de Justicia Militar. 

Las Clases de tropa que contrajeren matrimonio sin solicitar el oportuno: 
permiso o antes de que éste les fuere otorgado, incurrirán en la falta leve de 
inexactitud en el cumplimiento de obligaciones reglamentarias del artículo 443 
del mismo Código. 

Los marineros en el primer año de la situación de disponibilidad com- 
prendidos en los casos a que se refiere el párrafo anterior serán sancionados: 
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con arresto gubernativo de uno a treinta días, que impondrá el Comandante 
de Marina. 


III. (CIRCUNSCRIPCIONES ECLESIÁSTICAS 


5. Modificación de los límites de las diócesis de Tarragona, Valencia, 
Barcelona, Solsona, Cuenca, Gerona, Orihuela, Segorbe y Vich.—Una Reso- 
lución del Ministerio de Justicia de 5 de octubre de 1957 (6) da a conocer 
la modificación de límites de diócesis operada en virtud de Letras Apostóli- 
cas, en el sentido de agregar: 

1) A la archidiócesis de Tarragona: las veintiuna parroquias de la dió- 
cesis de Vich que radican dentro de los límites de la provincia civil de Ta- 
rragona. 

2) A la archidiócesis de Valencia: el Arciprestazgo de Requena-Utiel, 
con todas sus parroquias e iglesias filiales situadas dentro del territorio de la 
provincia civil de Valencia, desmembrándolas de la diócesis de Cuenca. 

3) A la diócesis de Barcelona: la parroquia de Arenys de Mar, que se 
separa de la diócesis de Gerona. 

4) A la diócesis de Solsona: las parroquias de Suria y de Balsareny y 
veinte parroquias más de la diócesis de Vich que están situadas en la provin- 
cia civil de Lérida. 

5) A la diócesis de Cuenca: la parroquia de Casa del Roldán, que se 
desmiembra de la diócesis de Albacete por encontrarse en el territorio de la 
provincia civil de Cuenca. 

6) A la diócesis de Gerona: la parroquia de San Martín de Riels de 
Montseny, que estaba unida a la diócesis de Barcelona y se encuentra dentro 
de los límites de la provincia civil de Gerona. 

7) A 12 diócesis de Orihuela: todas las parroquias del Arciprestazgo de 
Callosa de Ensarriá, excepto la parroquia de Benisa, y todas las parroquias de 
los Arciprestazgos de Jijona y Villajoyosa, que pertenecen a la provincia civil 
de Alicante, desmembrándolas de la archidiócesis de Valencia. 

8) A la diócesis de Segorbe: la parroquia de Gátova y todas las parro- 
quias del Arciprestazgo de Villahermosa del Río situadas dentro de los lími- 
tes de la provincia civil de Castellón de la Plana, que hasta ahora pertenecían 
a la archidiócesis de Valencia. 

9) A la diócesis de Vich: las parroquias de San Rafael de Figeró, San 
Pablo de Montmany, Riels del Fey, Gallifa, San Feliu de Codina, San . Lo- 
renzo Savall, Villanueva del Camí y Santa María de Pobla de Claramunt, 
separadas de la diócesis de Barcelona; además, las de Camprodón, Setcases, 


(6) <B. O, E.» de 12 de octubre de 1957, 
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Vinalonga, Llanas, Molló y Tragura, desmembradas de la diócesis de Gerona, 
y, finalmente, la de Palmerola, que se segrega de la diócesis de Solsona. 

Manda, además, Su Santidad que todas las actas y documentos de las ci- 
tadas parroquias que se relacionan con los clérigos, fieles y bienes temporales 
sean entregados por aquellos a quienes corresponde, cuanto antes, a la res- 
pectiva Curia Episcopal. 

Por lo que respecta al Clero, dispone que tan pronto como el Decreto co- 
mience a surtir efectos, los clérigos se consideren incardinados a aquella dió- 
cesis en cuyo territorio legítimamente viven. 

Acaba el Decreto consistorial reseñado nombrando al excelentísimo señor 
don Hidelbrando Antoniutti para ejecutar lo que dispone, dándole las nece- 
sarias y oportunas facultades, aun para subdelegar, para el asunto en cuestión, 
en cualquier dignidad eclesiástica, imponiéndole la obligación de mandar un 
auténtico ejemplar del acta de ejecución a la Sagrada Congregación Consis- 
torial a la mayor brevedad posible. 


6. Modificación de las diócesis de Almería y Granada.—En iguales tér- 
minos que la anterior, otra Resolución (7) del Ministerio de Justicia, ésta de 
fecha 9 de octubre, ha promulgado otras Letras Apostólicas, que a su vez mo- 
difican los límites de las diócesis de Almería y Granada, agregando: 

1) A la primera: el Arciprestazgo vulgarmente llamado Huércal-Overa, 
que se separa de la diócesis de Cartagena de España; las parroquias de Fiñana, 
Abla, Abrucena, Doña María, Escullar y Ocaña, que estaban unidas a la dió- 
cesis de Guadix, y además, todas las parroquias de los Arciprestazgos de Berja 
y Laujar, antes pertenecientes a la archidiócesis de Granada. Por consiguiente, 
desde ahora el territorio de la diócesis de Almería estará limitado por los con- 
fines de la provincia civil de Almería. 

2) A la archidiócesis de Granada: las parroquias de Zafarraya, Almen- 
dral y Ventas de Zafarraya, antes pertenecientes a la diócesis de Málaga, pero 
situadas en la provincia civil de Granada. 


IV. LUGARES SAGRADOS 


7. Junta Nacional para la reconstrucción de templos parroquiales.—La 
Junta Nacional encargada de la reconstrucción de templos parroquiales seguirá 
dotada—según una Orden (8) del Ministerio de la Vivienda del pasado 15 de 
noviembre, que deroga cuantas disposiciones se le opongan—de personalidad 
jurídica para desarrollar las funciones que le estaban encomendadas bajo la 
dependencia del mismo Ministerio según el Decreto-ley que lo creaba. 


(7) «B. O. E.» de 16 de noviembre de 1957. 
(8) Orden de 15 de noviembre de 1957, «B. O. E.» del 25. 
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La Junta Nacional aludida se constituirá por el Subsecretario de la Vi- 
vienda, que actuará como Presidente, y como Vocales, el Obispo de Madrid- 
Alcalá, un representante del Ministerio de Justicia, otro del Ministerio de Ha- 
cienda, el Director general de Arquitectura y un arquitecto nombrado por el 
Presidente, a propuesta del Director general de Arquitectura. El Secretario de. 
la Junta también será designado por su Presidente. 


8. Creación de la Fundación del Valle de los Caídos. Patronato de la 
Fundación. Establecimiento de la «Abadía benedictina de la Santa Cruz del 
Valle de los Caídos».—El Decreto-ley de 23 de agosto (9) pasado ha esta- 
blecido y regulado jurídicamente la Fundación de la Santa Cruz del Valle de 
los Caídos. Según el Decreto fundacional, sus fines serán rogar a Dios por las 
almas de los muertos en la Cruzada Nacional, impetrar las bendiciones del 
Altísimo para España y laborar por el conocimiento e implantación de la paz 
entre los hombres sobre la base de la justicia social cristiana. 


El Decreto concede a la Fundación plena personalidad jurídica para ad- 
ministrar sus bienes, con la única limitación de que las rentas habrán de ser 
invertidas necesariamente en los fines fundacionales. 


El Patronato de la Fundación habrá de concertar con la Abadía benedic-. 
tina de Silos el establecimiento en el Valle de Cuelgamuros—previos los opor- 
tunos requisitos canónicos—de una Abadía benedictina de la «Santa Cruz del 
Valle de los Caídos», que habrá de tener el carácter de Abadía independiente 
y contar con un mínimo de veinte sii profesos, con el correspondiente 
Noviciado. 

La nueva Abadia habra de asumir las obligaciones minimas siguientes: 

a) Mantener el culto con todo el esplendor que la Iglesia recomienda con 
cargas especiales para ciertos días. 

b) Dirigir y adiestrar una escolanía que contribuya a la mayor solemni- 
dad de las funciones litúrgicas. 

c) Dirigir el Centro de Estudios Sociales, con su biblioteca, publicacio- 
nes, becarios y pensionados. 

d) Seguir al día la evolución del pensamiento social en el mundo, su le- 
gislación y realizaciones. 

e) Recopilar la doctrina de los Pontífices y pensadores católicos sobre la 
materia. 

f) Mantener al día una biblioteca especializada en materia religiosa y 
católico-social, y llevar a cabo la redacción y, en su caso, la divulgación de 
aquellos trabajos que sobre materias sociales realice el propio Centro. 


(9) «B. O. E.» de 5 de septiembre de 1957. 
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g) Celebrar en sus locales tandas de ejercicios espirituales especialmente 
dedicados a fomentar el cumplimiento de los deberes sociales por los patronos, 
técnicos de empresas y obreros. 

h) Preparar aquellos trabajos o informes que, en orden a los problemas 
sociales, le encargue el Patronato. 

¿) Cuidar de la hospedería y atender a los huéspedes. 

El Patronato de la F undación—que queda integrado en el Patrimonio Na- 
cional—, así como su representación, corresponde al Jefe del Estado. 

Para el régimen del Centro de Estudios ordena constituir una Junta, inte- 
grada por los Ministros Subsecretario de la Presidencia, Justicia, Educación 
Nacional y Trabajo, Obispo de Madrid-Alcalá, dos prelados designados por 
la conferencia de Metropolitanos, el abad del Monasterio y aquellas otras per- 
sonas que pueda designar el Patronato. A esta Junta corresponde acordar 
anualmente el plan de estudios y trabajos del centro. 

El artículo tercero dota a la Fundación con los siguientes bienes: 

a) El Valle de Cuelgamuros con todos sus edificios (incluídos los mo- 
biliarios y ajuares), terrenos y derechos accesorios. Serán bienes de dominio 
público y tendrán, por consiguiente, el carácter de inalienables, imprescripti- 
bles e inembargables y no estarán sujetos a tributación. 

b) Los beneficios de la Lotería Nacional de 5 de mayo adscritos a esta 
finalidad, después de cubiertos los gastos pendientes de la construcción del 
Monumento, una vez agotado el importe de la suscripción nacional, hasta cons- 
tituir el capital necesario para su sostenimiento, capital que se fija en la can- 
tidad de cien millones de pesetas, que en el momento oportuno deberá ser 
anticipada por el Tesoro Público, debiendo éste satisfacer los intereses hasta 
que el capital haya sido totalmente constituído. Dicho capital será invertido, 


buscando un fin social y económico, en papel del Estado, valores industriales 


o agrícolas de interés nacional y locales o instalaciones en la forma señalada 
para la reserva obligatoria de las Compañías de seguros, en cuanto estas dis- 
posiciones sean aplicables a los fines de la Fundación. 

c) Las aportaciones o donativos que puedan recibir de Corporaciones o 
particulares. 

Finalmente, ordena que el Patronato redacte en el plazo de seis meses el 
Reglamento por el que se ha de regir la Fundación. 

9. Consideración como obras de utilidad pública para la construcción de 
templos y Seminarios. —La Jefatura del Estado, por Ley de 26 de diciembre 
de 1957 (10), ha declarado de utilidad pública las obras de construcción y 
ampliación de templos parroquiales y Seminarios diocesanos, debiendo verifi- 


(10) «B. O. E.» de 28 de diciembre de 1957. 
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carse en cada caso su reconocimiento por acuerdo del Consejo de Ministros. 
Corresponderá a la Iglesia católica la calidad de beneficiario de expropiación 
forzosa en los casos en cuestión. 


V. Los CULTOS NO CATÓLICOS 


10. Las prácticas religiosas de trabajadores nigerianos en el Golfo de 
Guinea.—No hace mucho se ha firmado por las Autoridades españolas un 
convenio (11) con el Gobierno de la Federación de Nigeria para regular en 
aquella región la contratación de trabajadores nigerianos para que presten tra- 
bajos en la provincia española del Golfo de Guinea. Y resenamos aquí este 
convenio porque algunos de sus artículos hacen referencia a cuestiones que sin 
duda han de interesar a nuestros lectores. 

En el artículo 12 se dice que a los trabajadores nigerianos empleados en 
la provincia española del Golfo de Guinea se les permitirá el ejercicio de la 
libertad de conciencia y la práctica de sus creencias en materia religiosa, y las 
necesidades espirituales de los mismos serán administradas por sacerdotes mu- 
sulmanes y capellanes cristianos designados a estos efectos con la aprobación 
de los Gobiernos Federal de Nigeria y de la provincia española del Golfo de 
Guinea. 

El artículo 27 garantiza que el trabajador no estará obligado a trabajar los 
domingos y días festivos, salvo cuando el trabajo mo pueda ser interrumpido 
sin que se originen perjuicios graves. 


ALBERTO BERNARDEZ CANTON 


(11) Convenio de 14 de septiembre de 1957, «B. O. E.» de 30 de noviembre. 
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JURISPRUDENCIA 


JURISPRUDENCIA CANONICA 
TRIBUNAL DE TARRAGONA 


Don Pedro Pérez Angulo demanda a su esposa, doña Nicasia Coscuera, 
de nulidad de matrimonio «ex capite vis et metus», inferido al actor por su 
madre, doña Edmunda Angulo (los nombres son supositicios). El Tribunal 
diocesano de Barcelona sentencia en favor de la nulidad del matrimonio, y el 
Tribunal de apelación de Tarragona confirma la sentencia. 

La esposa, Nicasia Coscuera, promueve en el Juzgado de Primera Instan- 
cia de Barcelona juicio de mayor cuantía, en el que pide a doña Edmunda 
Angulo y a don Pedro Pérez Angulo resarcimiento de daños y perjuicios re- 
sultantes del matrimonio nulo contraído. El Tribunal de Barcelona condena 
a Edmunda Angulo al pago de 150.000 pesetas de indemnización; ésta recurre 
en casación al Tribunal Supremo, el cual, en 21 de enero de 1957, confirma 
la sentencia recurrida. 

Damos a continuación algunos pasajes de la sentencia en apelación del 
Tribunal Metropolitano de Tarragona y, a continuación, la sentencia del Tri- 
bunal Supremo: 


«CHRISTI NOMINE INVOCATO.—Nos, Don Francisco Vives Reca- 
séns, Pbro., Canónigo Doctoral, Provisor y Juez Metropolitano por nombra- 
miento del Ilmo. y Rvdmo. Dr. D. Salvador Rial y Lloberas, Administrador 
Apostólico del Arzobispado de Tarragona, y los Jueces Pro-sinodales M. Iltre. 
Dr. D. Jaime Garcés Sabaté y Rvdo. Dr. D. Ramón Fontana Gatells, cons- 
tituídos en Tribunal Colegiado, bajo la presidencia del primero y actuando 
de Ponente el último, para entender y fallar la causa que sobre nulidad de 
matrimonio ex capite metus communis et reverentialis viri, instó D. Pedro 
Pérez Angulo contra su esposa, Dña. Nicasia Coscuera, ante el Tribunal ecle- 
siástico de Barcelona y promovió ante este Tribunal Metropolitano en juicio 
de apelación el Sr. Defensor del Vínculo, habiendo renunciado a tomar parte 
en él el actor y no haber comparecido la demandada, con intervención del 
M. Iltre. Sr. Defensor del Vínculo, Dr. D. Juan Bta. Viñas Martí. 

Aceptando los fundamentos de hecho y de derecho de la sentencia ape- 
lada y 

RESULTANDO que el Tribunal Colegiado de Barcelona en treinta y uno 
de diciembre del próximo pasado año de mil novecientos cuarenta y tres pro- 
nunció sentencia, cuya parte dispositiva es del tenor siguiente: «His omnibus, 
tum in iure tum in facto, attente ac mature perpensis, Nos infrascripti iudices, 
pro Tribunali sedentes et solum Deum prae oculis habentes, sententiandum 
censemus ac definitive sententiamus nullum declarandum esse matrimonium 
ex capite metus reverentialis gravis et iniuste incussi; ideoque ad Dubium pro- 
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positum: «An constet de matrimonii nullitate in casu ex capite metus commu- 
nis et metus reverentialis actori incussi», respondemus: Ad primum: Negative; 
ad secundum: Affirmative, seu constare de nullitate matrimonii ex capite me- 
tus reverentialis; statuentes iudiciales expensas pro rata a partibus esse solven- 
das. Barcinone, die trigesima prima mensis decembris anni millesime nongen- 
tesimi quadragesimi tertii—Raimundus Baucells, Vice-Officialis, Raimundus 
Puig, Ponens.—Raimundus Sanahuja, Iacobus Vilar, actuarius.» 


RESULTANDO que el Sr. Defensor del Vínculo en virtud del canon 
1.986 del Código de Derecho Canónico interpuso en debida forma, recurso 
de apelación para ante este Tribunal Metropolitano, el día diecisiete del si- 
guiente mes de enero, que le fué admitido in suspensivo por decreto del 
Sr. Vice-Provisor en dieciocho del mismo mes con emplazamiento de las par- 
tes para que comparecieran ante este Tribunal, dentro del término de un mes. 


CONSIDERANDO que, en el caso de autos, el actor (fol. 28), si bien 
reconoce haber existido cierta relación con la demandada por cortesía y aten- 
ción social, debido a las presentaciones, encomio de las cualidades de la joven, 
frecuencia de trato personal y epistolar, habido todo por insinuación de su 
madre en connivencia de Joaquín Coscuera, y «dado el trato y ocasiones que 
con ella tuvo sentía cierta simpatía por aquel entonces», muy propia de jóve- 
nes de diverso sexo, «llegando a encontrarse bien con Nicasia sin darse cuen- 
ta»; no obstante, al advertir las finalidades de su madre, «reaccionó y propuso 
no continuar las relaciones con Nicasia, porque no sentía afecto para casarse 
con ella (a la 2.*), si bien no rehusaba su amistad, a la cual hubiera aceptado 
como amiga, no como esposa» (a la 5.2). A tal fin acudió a la cita, planeada 
por su madre, en San Felíu, «resuelto a romper toda relación, que su madre 
y Joaquín le habían creado con Nicasia. Y así le dijo que no quería continuar 
una relación, que otras personas le imponían; riñeron totalmente, llegando a 
contestar, un sinfín de veces, a requerimientos de su madre, que no se casaría 
con Nicasia Coscuera, ni que fuera la última mujer que hubiese sobre la tie- 
rra» (a la 2.2). 


CONSIDERANDO que esta aversión del actor a su matrimonio con Ni- 
casia Coscuera continuó firme, a pesar de haber reanudado las relaciones pot 
imposición de su madre, que él desaprobaba (fol. 28, a la 2.3), como demues- 
tran sus actos antes, en y después de la celebración del matrimonio: 1) nunca 
obsequió a la novia; si en sus visitas a O. le llevaba unos bombones, era la 
madre quien debía pensar en ello y comprarlos; al tener que escribir o ir al 
tren, tenía que ser a sugestión e instancia y bajo el control de su madre; no 


— 696 — 


JURISPRUDENCIA CANONICA 


sentía hacia ella afecto ni inclinación; 2) situación violentísima al ser invita- 
dos los Coscuera a cenar (ib. a la 4.2), no acudiendo él a veces hasta avanzada 
la noche para no encontrarlos ya (fol. 49, a la 3.2); no cuidó de los muebles, 
Joyas, etc., mirando con indiferencia cuanto su madre preparaba en tal sentido 
(fol. 50, a la 4.2); 4) unos días antes de la boda dijo a un amigo: «Ya lo sa- 
bes, no me caso, me casa mi madre» (fol. 51, a la 4.3); 5) después de las 
paces, hechas con Nicasia por imposición y amenaza de su madre, continuó 
carteándose con la joven M. (fol. 28, a la 2.2 y 5.2); 6) no invitó el actor a 
ningün amigo suyo (fol. 50, a la 5.2); los pocos que asistieron a la boda por 
su parte fueron traídos por la madre; 7) en el día de la boda estaba muy 
triste y contrariado, indiferente a todo, hasta llamar la atención de los asisten- 
tes (fol. 50, a la 5.2); su madre hubo de reconocer su error; 8) en el viaje de 
novios debían visitar varias ciudades españolas, pero sólo estuvieron en Sitges, 
regresando a los cuatro días», cansado el actor de estar con una persona por 
la que no tenía interés (fol. 29, a la 8.2; fol. 50, a la 6.2); 9) desde el principio 
del matrimonio existieron desavenencias, tirantez, bofetones, largas separacio- 
nes, etc. (fol. 29, a la 9.2; fol. 50, a la 7.2), hasta que de común acuerdo se 
separaron definitivamente, dando estado jurídico al asunto al enterarse de la 
posible nulidad de este matrimonio (fol. 50, especial). 


CONSIDERANDO que tan manifiesta aversión del declarante al matri- 
monio con la demandada hubo de ser vencida por una fuerza coactiva supe- 
fior, procedente de su madre, la cual, de carácter absoluto, autoritario, domi- 
nativo, absorbente, impuso a su hijo, primeramente en forma disimulada, sua- 
ve y diplomática; después, imperiosa, enérgica, decidida y violenta, no sólo el 
cese de sus relaciones con otras jóvenes, más de su gusto, de quienes llegó a 
interceptar las cartas, sino la aceptación de relaciones matrimoniales con la 
demandada; y esto bajo diversas formas y maneras con tenacidad y constancia, 
todos los días, reiterada e importunamente, dando lugar a veces a discusiones, 
explosiones y situaciones violentísimas, llegando a formular graves amenazas 
contra el actor, que, de carácter opuesto, tímido, débil, respetuoso y obediente, 
jamás había contrariado y desobedecido a su madre; y no pudiendo soportar 
una vida tan difícil, que le acarreaba tanto sufrimiento, hubo de sucumbir, 
acatando la voluntad de su madre con la aceptación del matrimonio (fol. 28, 
a la 3.2 y 4.2; fol. 49, a la 2.2 y 3.2). El Tribunal pudo comprobar por sí el 
carácter de la madre y su espíritu de dominio sobre su hijo por actitud hasta 
irrespetuosa de aquélla durante la declaración de éste (fol. 34). 
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CONSIDERANDO que el actor «protestaba de que yo le exigiera el ca- 
samiento con Nicasia—dice la madre—, pero no podía recurrir a otra persona 
para que yo depusiera mi actitud intransigente» (fol. 49, a la 54); no podía 
recurrir a su padrastro: «Mi padrastro no pudo hacer nada ante mi madre; 
él desaprobaba la actitud de mi madre, y así se lo manifestaba; pero mi ma- 
dre, que lo dominaba, le contestó no se metiera en tal asunto, pues era su 
hijo, y sólo ella tenía derecho sobre él» «Mi madre dominaba en absoluto 
a mi padrastro» (fol. 28, a la 3.2 y 4.2); ni tampoco a las amistades; A. B.: «Yo 
reprobé a Edmunda Angulo su manera de proceder, y ella me contestó: Quie- 
ro que se case con Nicasia, y basta» (fol. 51, a la 3.2); C. D.: «Pedro Pérez 
no podía recurrir a su padrastro, pues ni éste ni aquél tenían ánimos para opo- 
nerse resueltamente y con energía a la voluntad de doña Edmunda Angulo» 
(fol. 52, a la 3.2), etc.; no cabiéndole al actor otra suerte ni hallando otro re- 
medio a tan violenta situación que aceptar el matrimonio con la demandada. 

CONSIDERANDO que doña Edmunda Angulo obró injustamente no sólo 
en la forma de proceder, sino también en cuanto al objeto y finalidad de su 
coacción, toda vez que «por derecho divino y eclesiástico, los hijos al contraer 
matrimonio no tienen obligación de cumplir la voluntad de sus padres, ya que 
el matrimonio ha de quedar libre de toda coacción, sin que excuse la buena. 
intención de los padres; el miedo, en cuanto coarta la libertad de los contra- 
yentes, vulnera su derecho y se hace injusto; y si fuera grave, sería causa de 
nulidad del matrimonio (S. R. R., 31 de marzo de 1931, a 2.%; 7 junio 1932). 

CONSIDERANDO que de todo lo dicho aparece suficientemente demos- 
trada en el caso de autos la existencia de miedo reverencial grave, extrínseco 
e injusto, dirigido a arrancar el consentimiento del actor para el matrimonio 
con la demandada, el cual fué la única solución y remedio para liberarse de 


la coacción ejercida por la madre; circunstancias que dirimen el matrimonio, a 
tenor del canon 1.087, 8 1. 


Vistos los textos legales, aplicables al caso, la jurisprudencia rotal, la doc- 
trina de los autores y las alegaciones del M. litre. Sr. Defensor del Vínculo, 

FALLAMOS: Que al Dubio propuesto: «Si consta de la nulidad del ma- 
trimonio en el presente caso por existencia de miedo común y por existencia 
de miedo reverencial grave sobre el actor; o sea, si se ha de confirmar o no la 
sentencia apelada», se ha de responder como respondemos: Negativamente, 
a la primera parte; Afirmativamente, a la segunda; debiendo ser confirmada 
en todas sus partes la sentencia dictada por el Tribunal diocesano de Barcelo- 
na, a treinta y uno de diciembre de mil novecientos cuarenta y tres, imponien- 
do las costas causadas en este juicio a ambos contrayentes. 
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Ponente: Don Juan Serrada Hernández 


EN LA VILLA DE MADRID, a veintiuno de enero de mil novecientos cincuen-- 
ta y siete; en los autos de juicio ordinario declarativo de mayor cuantía segui- 
des en el Juzgado de primera instancia número tres de los de Barcelona y ante 
la Sala primera de lo Civil de la Audiencia Territorial de la misma capital, 
por doña Nicasia Coscuera, sin profesión especial, vecina de O., que litiga en 
concepto de pobre, con domicilio conocido, con doña Edmunda Angulo, sin 
profesión especial, y don Pedro Pérez Angulo, cuya profesión no consta, am- 
bos vecinos de Barcelona, sobre indemnización de daños y perjuicios; a cuyos. 
autos fueron acumulados los también de mayor cuantía promovidos ante el 
Juzgado de primera instancia número ocho de Barcelona por don Pedro Pérez 
Angulo contra don Manuel, doña Nicasia y don Joaquín Coscuera, aquél como 
-heredero universal de su padre, don Hermenegildo Coscuera; aquél de pro- 
fesión industrial, vecino de O., y el don Joaquín comisionista, vecino de Bar- 
celona, sobre indemnización de daños y perjuicios, y los iniciados ante el Juz- 
gado de primera instancia número seis de Barcelona y continuados en el Juz- 
gado de primera instancia de O., en virtud de demanda formulada por don 
Pedro Pérez Angulo contra doña Nicasia Coscuera, sobre devolución de joyas; 
autos acumulados pendientes hoy ante esta Sala en virtud de recurso de casa- 
ción por infracción de ley interpuesto por doña Edmunda Angulo, represen- 
tada por el Procurador don Benjamín Valles Horcajada con la dirección del 
Letrado don Ricardo García Carrillo, y en el acto de la vista don Federico 
Marmón; y habiendo comparecido como recurrida dona Nicasia Coscuera y 
en su nombre y representación el Procurador don Eduardo Morales Díaz, y 
posteriormente, y por su fallecimiento, compareció en concepto de pobre el 
también Procurador de los Tribunales don Adolfo Morales Vilanova y diri- 
gido por el Letrado don Francisco de A. Condomines Valls. 


RESULTANDO que mediante escrito de cuatro de octubre de mil nove- 
cientos cuarenta y cinco al Juzgado de Primera instancia número tres de los 
de Barcelona, el Procurador don José Folch Roig, designado apud-acta para 
representar a doña Nicasia Coscuera, formuló demanda en juicio ordinario 
declarativo de mayor cuantía contra doña Edmunda Angulo y don Pedro Pé- 
rez Angulo, exponiendo como hechos: que doña Nicasia Coscuera contrajo 
matrimonio canónico con don Pedro Pérez Angulo, en O., el veinticuatro de 
mayo de mil novecientos treinta y cuatro, habiendo firmado los contrayentes 
el día anterior el acta de matrimonio civil en el Juzgado Municipal de aquella. 
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«población; que de dicho matrimonio, del que no hubo descendencia, en treinta 
“y uno de diciembre de mil novecientos cuarenta y dos, don Pedro Pérez An- 
gulo instó causa de nulidad ante el Tribunal Eclesiástico de la Diócesis de 
Barcelona, fundándola en que, habiéndole forzado su madre, doña Edmunda 
Angulo, para que se casase con la actora, contrajo el matrimonio por el miedo 
común y reverencial que le infundía su dicha madre; y en ese juicio canónico 
-recayó sentencia de treinta y uno de diciembre de mil novecientos cuarenta 
y tres, en la que el Tribunal Diocesano declaró «la nulidad del indicado ma- 
“trimonio por razón del miedo reverencial infundido al contrayente don Pedro 
Pérez», resolución que fué confirmada por la sentencia del Tribunal Metro- 
politano de la Archidiócesis de Tarragona en siete de octubre de mil nove- 
«cientos cuarenta y cuatro, dictada en la apelación que promovió el defensor 
-del Vínculo; sentencia que quedó firme e inscrita en el Registro Civil del 
Juzgado Municipal de O. el quince de diciembre de mil novecientos cuarenta 
“y cuatro, mediante nota marginal extendida en el acta matrimonial; que de 
esas actuaciones canónicas resulta que los hechos originarios de aquella nuli- 
-dad consistieron, de una parte, en la imposición autoritaria y violenta ejerci- 
-tada por doña Edmunda Angulo sobre su hijo, acompañada de amenazas 
diversas para compelerle al matrimonio propuesto, y de otra, en la aversión 
«de don Pedro Pérez Angulo hacia la actora, vencida y subyugada por el man- 
-dato materno, productor del miedo que coartó la libertad del contrayente; que 
«doña Nicasia Coscuera, receptora únicamente de las manifestaciones externas 
de los demandados, que se dirigían a conseguir la celebración de las nupcias, 
«estimó en principio que el señor Pérez falseaba en su demanda la verdad de 
los hechos; mas luego la comprobación de aquellos hechos mediante los nu- 
-Merosos testigos ministrados descubrió a la actora el juego falaz de los deman- 
«dados con respecto a ella, que externamente la adularon para seducirla, mien- 
«tras en la intimidad debatíase su adquisición cual si se tratase de un objeto 
inanimado; el miedo reverencial del contrayente lo infundió la coacción ma- 
terna, constituyendo una acción culpable, de la que la señora Angulo fué su 
causa física, y también su causa moral, por cuanto intervino su inteligencia 
“y su voluntad; en las propias sentencias de los Tribunales Eclesiásticos se re- 
conoce la ilicitud de tal acción; que con la acción coactiva de que se trata, la 
señora Angulo fué la primera culpable de la realización de un matrimonio 
«nulo, y si procedió injustamente en cuanto a su hijo, también obró con con- 
ciencia de que violaba el derecho de la mujer por ella elegida, derecho con- 
“sistente en contraer válidamente matrimonio con un hombre de buena fe; que 
la señora Angulo asimismo es culpable por omisión al no haber impedido, 
pudiendo, a su tiempo la celebración del matrimonio, pese a haberse perca- 
«tado a última hora de la falta de voluntad de su hijo en contraerlo; de sus 
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propias declaraciones resulta que después de la ceremonia civil en el Juzgado 
Municipal de O. la demandada vió a su hijo tan contrariado y triste que la- 
mentó haber efectuado ya aquello, pensando que de no ser así habría impe- 
dido al día siguiente la boda con la actora; confesión consignada en la sen- 
tencia diocesana, que no tiene justificación posible, pues la ceremonia civil 
no era óbice en aquella fecha para rectificar la madre su equivocado proceder; 
;y a ciencia y paciencia suya fué consumado el sacramento, disponiendo en su 
propia casa la ordenación de la convivencia conyugal; mas dos lustros después 
de ejercer su autoridad despótica en el hogar doméstico había de rendirse fi- 
nalmente ante la evidencia del más estrepitoso fracaso que le cupiera a su 
obra, y, revelando ahora sus faltas pretéritas, gestiona con el hijo la declara- 
ción de nulidad del matrimonio; con claridad se desprende de los hechos que 
la sumisión al mandato materno fué completamente consciente; la obediencia 
rendida a la voluntad de su madre llevó al demandado a proceder ilícitamente 
para captarse el cariño de la actora que la moviera a aceptar el matrimonio 
que a él le era impuesto; que la conclusión de ese matrimonio con vicio de 
nulidad había producido a doña Nicasia Coscuera, y aun habría de produ- 
cirla en lo sucesivo, daños de incalculable magnitud; en el orden moral, esos 
daños son gravísimos; doña Nicasia Coscuera, tanto por sus virtudes y cuali- 
-dades personales cuanto por el buen nombre de su familia, era merecedora 
de la mejor consideración social; su matrimonio con el señor Pérez, si al 
principio le dió cierto realce, ahora, en cambio, al ser repudiada por su esposo, 
la dejaba expuesta en forma deshonrosa a la püblica maledicencia, y todo el 
mundo en que se relacionaba, desconocedor de las verdaderas causas de su 
situación, achacaba a la demandante defectos fisiológicos y temperamentales 
como explicación «racional» de que el marido hubiese podido lograr la de- 
«claración de nulidad de matrimonio; que la pérdida de la virginidad, además 
de constituir un perjuicio de orden físico, es también un daño gravísimo de 
«orden moral que había inferido el señor Pérez a la señora Coscueta, por cuan- 
to, amparándose falazmente en la ley del matrimonio, la despojó de uno de 
los atributos que en mayor estima tiene la mujer por su valor moral incon- 
‘mensurable; que también debían estimarse daños de carácter material que del 
matrimonio habían derivado a la actora, pues grave quebranto habían produ- 
-cido a la misma los diez años de sujeción a la autoridad marital del señor 
Pérez, para al fin resultar que el camino recorrido de la vida no tiene valor 
«ni eficacia; y declarado nulo el matrimonio por causas únicamente imputables 
a los que la propusieron contraerlo, la señora Coscuera no sólo había dejado 
de alcanzar la felicidad espiritual que los demandados hicieron inasequible, 
‘sino que también había experimentado la pérdida de su condición económica 
ty social que le correspondía en el seno de la familia Pérez, tanto en lo rela- 
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tivo a los derechos presentes en su calidad de esposa cuanto a los derechos su- 
cesorios que en el futuro hubieren podido provenirle de su marido; que to- - 
mando en consideración las circunstancias personales de la perjudicada, de 
una parte, y las de los demandados, de otra, y atendiendo a la desahogada 
posición económica de que gozan éstos y a la precaria situación en que había 
quedado la señorita Coscuera, estimaba ésta que el importe de la indemniza- 
ción no podía ser inferior a quinientas mil pesetas; la señora Angulo, con- 
vencida asimismo del fracaso alcanzado por el matrimonio que forzó, tenía 
igualmente deseos vehementes de deshacerlo desde hacía tiempo y facilitarle 
a su hijo la posesión de la nueva mujer que anhelaba; y consiguieron por fin 
sus proyectos, a costa de dejar en el mundo a una víctima inocente, el primer 
matrimonio fué anulado y a los tres o cuatro meses de quedar inscrita tal nu- 
lidad en los Registros Civil y Parroquial respectivos aquel contrayente doloso, 
apoyado por su madre, se unió en nuevo matrimonio con la señorita, de veinte: 
años, M. T. Z, ante la estupefacción de cuantos vivieron de cerca todos los 
hechos que han quedado relatados; en derecho alegó lo que estimó pertinente, 
y suplica se dictase sentencia: primero, declarando que doña Edmunda An- 
gulo y don Pedro Pérez Angulo son responsables, solidaria y mancomunada- 
mente, de haber vinculado a doña Nicasia Coscuera en la realización de un 
matrimonio que aquéllos hicieron objeto conscientemente de un grave vicio 
de nulidad por ausencia absoluta de consentimiento en el contrayente; segun- 
do, condenar a dichos demandados, en el mismo carácter con que habían sido 
demandados, a reparar pecuniariamente los daños y perjuicios de orden moral 
y material que habían producido a doña Nicasia Coscuera como consecuencia 
de aquellos actos cuya responsabilidad les alcanza; tercero, determinar la cuan- 
tía de la indemnización que los demandados debían satisfacer a la actora, fi- 
jándola en aquella cantidad que se estimase prudente y justa, y que esta 
parte consideraba no debía ser inferior a quinientas mil pesetas; y cuarto, im- 


poner el pago de las costas judiciales a los mismos demandados si formularen 
oposición a la demanda. 


RESULTANDO que tenida por formulada la demanda, emplazándose a 
los demandados doña Edmunda Angulo y don Pedro Pérez Angulo, en su 
nombre el Procurador don Vicente Piñol Puig, mediante escrito de treinta de 
julio siguiente, contestó a la demanda alegando como hechos: que las senten- 
cias de los Tribunales Eclesiásticos no definen en su parte dispositiva cuáles 
y cuántas personas fueron las causantes de la nulidad del matrimonio; que 
doña Nicasia Coscuera no sólo tuvo pleno conocimiento durante su noviazgo 
de la actuación de cada uno de los demandados, esto es, el interés constante 
de la señora Angulo en que su hijo se casase con la actora, y de la coacción. 


TRIBUNAL SUPREMO 


que éste sufría, sino que también ella se confabuló con su padre, don Herme- 
negildo Coscuera, y su hermano don Joaquín y la demandada doña Edmunda 
Angulo, no obstante conocer todos la aversión que constantemente manifes- 
taba don Pedro Pérez hacia la actora, a fin de que se realizara el proyectado 
matrimonio, siendo absurdo considerar al señor Pérez como coaccionado ya 
la vez como seductor en orden al fin en que había sido coaccionado; que, por 
otra parte, el señor Pérez fué admitido como actor en el proceso de nulidad 
del matrimonio por causa de la coacción que sufrió; y si fué actor no pudo 
ser culpable de la nulidad; que don Pedro Pérez, en veinticinco de julio de 
mil novecientos treinta y uno, dijo a la sefiora Coscuera que no quería conti- 
nuar la relación que el hermano de ésta y su madre le imponían, y riñó con 
ella; luego desde entonces la actora estaba enterada de la obra iniciada por 
su hermano y por la señora Angulo y la oposición del señor Pérez a tal plan; 
y la sentencia del Tribunal Diocesano de Barcelona da por verificada la ver- 
sión que dió el señor Pérez acerca de la mencionada ruptura de relaciones, 
y da por falsa la que relató la señora Coscuera, por cuanto ésta, según se probó 
en autos, declaró en falso y su testimonio «debe tenerse por sospechoso», 
abundando la sentencia Metropolitana en igual sentir; que la actora también 
estaba enterada en mil novecientos treinta y uno del interés que tenía la se- 
flora Angulo en dicho proyectado matrimonio, del carácter dominante de la 
misma y del carácter de don Pedro Pérez; que conocedora, por tanto, la deman- 
dante, y partícipe de la realización de los hechos reseñados, su actuación pos- 
terior fué la de exigir rápida celebración del matrimonio, segün declaraciones 
de la sefiora Angulo, don Pedro Pérez, dona A. B. y don C. D.; que la actora 
fué al matrimonio conociendo de antemano todos los elementos indispensa- 
bles del miedo reverencial, siendo responsable, solidaria con otras personas, 
de haber vinculado en matrimonio nulo a don Pedro Pérez; que la señora 
Coscuera fué al matrimonio sin decir una sola palabra de que nunca había 
tenido el menstruo y que padecía lesiones tuberculosas antiguas en trompa y 
ovarios, de tal magnitud que, a juicio de los médicos que la visitaron, impo- 
sibilitaban la procreación, siendo atrófico todo el tramo genital y conside- 
rando inútil toda intervención quirúrgica destinada a rehabilitar el aparato 
genital, que, de hacerse, tendría que ser mutiladora; la propia actora dijo en 
la Curia que «las desavenencias surgieron al no venir hijos», ella sólo quiso 
con el matrimonio lograr un bien económico a costa de la libertad y felicidad 
del otro contrayente; adujo fundamentos de derecho y suplica se absolviera 
a los demandados por no poder ser responsables de un matrimonio nulo por 
causa de la ausencia absoluta de consentimiento en don Pedro Pérez, por 
cuanto el matrimonio de-éste con la actora fué declarado nulo por otro motivo 
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del que se alega en el suplico de la demanda e imponiendo las costas del juicio 
a la actora. 


RESULTANDO que, en trámite de réplica, la representación de la parte 
actora reprodujo los hechos de la demanda; significó que en la fecha del 
matrimonio el señor Pérez contaba veinticinco ados de edad y que la señora 
Coscuera se vió obligada a separarse del juicio canónico no sin reiterar su 
oposición a la demanda, a consecuencia de no haberle concedido el Tribunal 
Diocesano la pobreza plena que previamente había solicitado para poder ser 
parte en causa; repitió que la causa invalidante del matrimonio acaeció en el 
seno de la familia Pérez Angulo y quedó circunscrita enteramente a la relación 
de madre e hijo entre sí; y suplicó se fallase el pleito conforme a lo solicitado: 
en dicho escrito, que reproducía, teniendo asimismo por aclarado el primero 
de los pronunciamientos que se piden en ese escrito en el sentido de que los 
dmandados fuesen declarados responsables solidaria y mancomunadamente de 
haber vinculado a doña Nicasia Coscuera en la realización de un matrimonio 
que aquéllos hicieron objeto conscientemente de un grave vicio de nulidad, 
por ausencia absoluta de consentimiento eficaz en el contrayente. Y la repre- 
sentación de la parte demandada, al evacuar el traslado para dúplica, suplica 
se dictara sentencia absolviendo a los demandados y desestimando la demanda ' 
y réplica por cuanto se fundamentan como causa de nulidad del matrimonio 
Pérez-Coscuera en la simulación total, que es distinta del miedo reverencial, 
única causa de nulidad que apreció el fallo eclesiástico, e imponiendo las costas: 
a la actora. 


RESULTANDO que el Procurador señor Piñol, a nombre de don Pedro 
Pérez Angulo y mediante escrito de tres de septiembre de mil novecientos. 
cuarenta y seis al Juzgado de Primera instancia número ocho de los de Bar- 
celona promovió demanda en juicio ordinario declarativo de mayor cuantía 
contra don Manuel, doña Nicasia y don Joaquín Coscuera, el primero como 
heredero universal de su padre, don Hermenegildo Coscuera, fallecido el vein- 
tidós de enero de mil novecientos treinta y ocho; suplicando que se dictara 
sentencia con los siguientes pronunciamientos; a) declarar que dichos deman- 
dados tenían responsabilidad solidaria y mancomunada de haber sido vincu- 
lado el señor Pérez en matrimonio nulo por razón de miedo reverencial; 
b) condenar a esos demandados a reparar pecuniariamente los daños y perjui- 
cios irrogados al señor Pérez por la mencionada responsabilidad; c) fijar la 
cuantía de la indemnización que los mismos demandados habían de satisfacer: 
al señor Pérez, que no debía ser inferior a seiscientas mil pesetas; y d) im- 
poner el pago de las costas judiciales a los demandados si se opusieren a la: 
demanda. Admitida ésta a trámite, se confirió, con emplazamiento a los de- 
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mandados, compareciendo en su nombre el Procurador señor Folch, quien lo- 
hizo en representación de don Manuel Coscuera, alegando no haber tenido- 
éste ninguna intervención en los hechos relacionados en la demanda; e igno- 
rando que su difunto padre, don Hermenegildo Coscuera, hubiera tenido la que’ 
se le imputaba, comparecía a los solos efectos de evitar la declaración de rebel- 
día, por estimar superflua su actuación en el pleito. Dicho Juzgado nümero- 
ocho de Barcelona, mediante auto de catorce de octubre de mil novecientos: 
cuatenta y seis, accedió a la acumulación solicitada a instancia del Procurador- 
señor Piñol por el Juzgado nümero tres, al que se remitieron las referidas. 
actuaciones y ante el que contestó a la demanda la representación de don Joa- 
quín y dona Nicasia Coscuera, suplicando se dictara sentencia que resolviera 
los dos pleitos acumulados, en la que, dando lugar a los pedimentos formu- 
lados por esta parte en el juicio base, se absolviera al propio tiempo a los: 
contestantes don Joaquín y doña Nicasia Coscuera de la expresada demanda: 
contraria, por falta de derecho en el actor señor Pérez, y en todo caso por: 
haber prescrito la acción que ejercitaba, condenando a la otra parte al pago 
de las costas del juicio. Y en trámite de réplica y dúplica ambas partes con- 
tendientes mantuvieron sus respectivas peticiones. 


RESULTANDO que el Procurador señor Piñol, a nombre de don Pedro. 
Pérez Angulo y mediante escrito de veintiocho de mayo de mil novecientos: 
cuarenta y cinco ál Juzgado de Primera instancia número seis de Barcelona, 
formuló demanda en juicio ordinario declarativo de mayor cuantía contra. 
doña Nicasia Coscuera, exponiendo como hechos: que el señor Pérez, en mé- 
ritos de las relaciones de noviazgo que sostuvo con dofia Nicasia Coscuera. 
desde fines de mil novecientos treinta y tres a mayo de mil novecientos treinta . 
y cuatro, obsequió a ésta con las siguientes joyas: unos pendientes con bri- 
llantes, el anillo de prometida con un brillante y pequenitos brillantes en la 
montura y otro anillo con aguamarina, todo ello de un valor global aproxi-- 
mado de treinta y siete mil quinientas pesetas; y después de hacer referencia 
a las conocidas resoluciones de los Tribunales eclesiásticos, sostuvo que no ha-- 
biendo existido el contrato matrimonial, a cuyo objeto el señor Pérez había: 
obsequiado dichas joyas a la señora Coscuera, era motivo para que ésta las- 
hubiera devuelto, ya que el pleno dominio de las mismas no lo había tenido- 
nunca, siendo su legítimo dueño en este caso el obsequiante, y además la do- 
nación ante-nupcial tiene el carácter de donación puramente condicional, cuya 
condición era que en su día los litigantes fueran verdaderos esposos; y suplicó, 
luego de invocar fundamentos de derecho, se dictara sentencia dando lugar a” 
la demanda y condenando a la demandada a que devolviera al actor las joyas- 
reseñadas, y al pago de las costas del juicio si se opusiese. Admitida esta de-- 
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“manda y requerida doña Nicasia Coscuera, dijo no poder depositar las joyas 
de referencia por habérselas robado en mil novecientos cuarenta doña Edmun- 
da Angulo, madre del demandante, por cuyo delito se seguía causa criminal. 
en el Juzgado de Instrucción número diez y seis de Barcelona. Tramitada 
cuestión de competencia por inhibitoria promovida ante el Juzgado de Primera 
instancia de O. por doña Nicasia Coscuera, el Juzgado número seis de Barce- 
lona, por auto del cinco de julio de mil novecientos cuarenta y cinco, accedió 
al requerimiento de inhibición y remitió todas las actuaciones a aquel Juz- 
gado, el que decretó la suspensión del curso de los autos hasta que recayese 
sentencia firme en la aludida causa criminal, y por auto de cuatro de diciembre 
de mil novecientos cuarenta y siete atendió el requerimiento de acumulación 
recibido del Juzgado de Primera instancia numero tres de Barcelona; ante éste, 
la representación de doña Nicasia Coscuera evacuó su contestación a la de- 
manda en escrito de tres de marzo de mil novecientos cuarenta y ocho, opo- 
niendo como hechos que por razón del proyectado matrimonio en seis de 
enero de mil novecientos treinta y cuatro doña Edmunda Angulo regaló a la 
señora Coscuera una sortija y unos pendientes con brillantes, que ésta aceptó, 
-y durante la relación pre-matrimonial sostenida por los litigantes la misma 
señora Angulo regaló espontáneamente a la señora Coscuera un anillo con 
piedra aguamarina que aquélla lucía habitualmente; invocó fundamentos le- 
gales y suplicó se estimase la excepción perentoria de falta de acción en el 
actor, absolviendo libremente a doña Nicasia Coscuera de la demanda, y en 
todo caso, absolver de igual modo a la señora Coscuera por falta de derecho 
en el mismo demandado, a quien se impondrían las costas del juicio. Y en 


trámite de réplica y dúplica las partes reprodujeron lo interesado en sus res- 
pectivos escritos de demanda y contestación. 


RESULTANDO que recibidos a prueba los autos acumulados se practica- 
ron: a propuesta de don Joaquín y doña Nicasia Coscuera, las de confesión 
judicial de doña Edmunda Angulo y don Pedro Pérez Angulo; documental y 
la testifical; y por la representación de la señora Angulo y del señor Pérez, 
las de confesión judicial de don Joaquín y doña Nicasia Coscuera; documen- 
tal y la testifical, y unidas las pruebas a los autos, el Juez de Primera instancia 
del número tres de Barcelona, con fecha ocho de enero de mil novecientos 
cuarenta y nueve, dictó sentencia con la siguiente parte dispositiva: Fallo: 
que dando en parte lugar a la demanda formulada a nombre de doña Nicasia 
Coscuera, debo declarar y declaro que doña Edmunda‘ Angulo es responsble 
de haber causado la nulidad del matrimonio de su hijo don Pedro Pérez con 
doña Nicasia Coscuera, infundiendo al primero el temor reverencial que le in- 
dujo a manifestar su consentimiento contra su íntimo deseo, por lo que pro- 
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cedo condenar a dicha señora Angulo a que satisfaga a dicha actora ciento 
cincuenta mil pesetas en concepto de indemnización de perjuicios sufridos, 
absolviendo al otro demandado don Pedro Pérez Angulo y absolviendo asi- 
mismo a dicha doña Nicasia Coscuera de la demanda a nombre de don Pedro 
Pérez sobre devolución de unos pendientes con brillantes en la montura y un 
anillo con aguamarina, y también absuelvo a la citada doña Nicasia Coscuera, 
a su hermano don Joaquín y a su otro hermano don Manuel, como heredero 
este último de don Hermenegildo Coscuera, de la demanda presentada a nom- 
bre de don Pedro Pérez, por la que se pedía declaración de responsabilidad 
de aquéllos por haber vinculado a dicho don Pedro en matrimonio nulo, sin 
imposición de costas a ninguna de las partes. 


Resultando que admitido el recurso de apelación que contra la anterior 
sentencia interpuso la representación de dota Edmunda Angulo y don Pedro 
Pérez Angulo, fueron remitidos los autos a la Audiencia Territorial de Bar- 
celona y a la Sala primera de lo civil; la parte apelada, en su escrito evacuan- 
do el trámite de instrucción, se adhirió a la apelación en lo que respecta a la 
cuantía de la indemnización que, según la sentencia, doña Edmunda Angulo 
debía satisfacer a doña Nicasia Coscuera; y seguido el recurso por sus trámi- 
tes, celebrada la vista y luego de que, en virtud de lo acordado en providencia 
para mejor proveer, se aportó certificación de la sentencia de fecha trece de 
febrero de mil novecientos cincuenta recaída en la causa seguida contra doña 
Edmunda Angulo en la Sección Cuarta de la Audiencia Provincial de Barce- 
lona, dando como probado que a fines de junio de mil novecientos cuarenta 
la procesada Edmunda se apoderó de alhajas propiedad de la querellante doña 
Nicasia Coscuera, valoradas en treinta y cuatro mil pesetas, sacándolas de un 
cajón del armario en que se guardaban, y que el matrimonio de la querellante 
con el hijo de la procesada fué declarado nulo, pero con posterioridad a la 
fecha de autos, por sentencia del Tribunal Eclesiástico de la Diócesis, estimán- 
dose en los considerandos que los hechos eran constitutivos de delito de hurto, 
que era responsable del mismo la procesada y que concurría la excusa absolu- 
toria que señala el artículo quinientos cincuenta y siete del Código Penal de 
mil novecientos treinta y dos, recogida igualmente en el quinientos sesenta y 
cuatro del vigente, absolvió en consecuencia a la procesada, reservando a la 
«querellante las acciones civiles que pudieran corresponderle; dicha Sala pri- 
mera de lo civil, con fecha veintisiete de mayo de mil novecientos cincuenta, 
.dictó sentencia confirmando en todas sus partes la apelada, sin hacer pronun- 
ciamiento especial sobre las costas de segunda instancia. 


RESULTANDO que el Procurador. don Benjamín Valles, a nombre de 
«doña Edmunda Angulo, ha interpuesto recurso de casación por infracción de 
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ley por el siguiente motivo: UNICO: Infracción de ley, por aplicación inde- 
bida, del artículo mil novecientos dos del Código Civil. Al amparo del nüme- 
ro primero del artículo mil seiscientos noventa y dos de la Ley de Enjui- 
ciamiento civil. El artículo mil novecientos dos exige tres requisitos: segun. 
infinidad de sentencias del Tribunal Supremo: primero, realidad del daño; 
segundo, acción u omisión culposa; y tercero, relación de causalidad entre una. 
y otra: a) La mejor definición de culpa es la hecha por este Tribunal Supremo- 
en su sentencia de doce de enero de mil novecientos veintiocho, que dice ser,. 
en derecho civil, la infracción de ley cometida libremente sin malicia por al- 
guna causa que se pudo y debió evitar. Según la sentencia, el acto ilícito que: 
realizó doña Edmunda Angulo fué imponer, por su carácter autoritario, su 
propia voluntad a su hijo obligándole a casarse. El acto es en sí no sólo lícito, 
sino, según reconoce el Tribunal, laudable y santo, pero si la intensidad es 
grande, si la madre es autoritaria y el hijo es débil, este acto de lícito, y aum 
santo, se convierte en ilícito. Doña Edmunda Angulo, al aconsejar a su hijo,. 
al forzarle incluso a un matrimonio, no pudo ni debió prever que sería nulo 
tal vínculo. Por ello falta ilicitud previsible. El Tribunal aplica, pues, indebi- 
damente el artículo mil novecientos dos por no existir culpa, ya que faltan los: 
dos supuestos conjuntamente necesarios: ilicitud y previsibilidad del daño. 
Desde luego, la valoración jurídica de la acción u omisión como constitutivo 
o no de culpa es tema de derecho discutible al amparo del número primero 
del artículo mil seiscientos noventa y dos de la Ley de Enjuiciamiento civil,. 
según la sentencia de este Tribunal Supremo de diez de julio de mil novecien- 
tos cuarenta y tres. Además, según dice la doctrina jurídica, nunca puede 
constituir culpa un acto realizado a favor del perjudicado. Dice el Tribunal 
que los actos de doña Edmunda Angulo motivaron la boda, motivaron que: 
fuera nulo el consentimiento y, por tanto, el daño al ser declarada la nulidad;. 
y argumenta que sin dichos actos no habría habido boda; sin la boda no ha- 
bría acción de nulidad, y sin ella el que doña Nicasia Coscuera vuelva a ser 
soltera, Este es un criterio de causalidad final o absoluta. Con el mismo podría 
decirse que el causante del daño fué el padre de don Pedro Pérez, ya que si: 
no se hubiera casado con doña Edmunda Angulo mo hubiera nacido su hijo 
y no se habría podido casar. La causalidad que exige el Tribunal Supremo es. 
la eficiente. El daño ha de ser consecuencia immediata y necesaria del acto. 
Los actos de doña Edmunda Angulo produjeron una consecuencia directa, fue- 
ron causa de un hecho: el matrimonio. La nulidad fué directamente producida: 
por un acto del hijo: su acción ante la Curia. Si don Pedro Pérez no hubiera. 
presentado demanda, no habría el supuesto daño. Si la sentencia condenara. 
a madre e hijo habría una cierta lógica, pero imputar el pretendido daño sólo- 
“a la madre, cuando el hijo fué el verdadero causante de la situación que la: 
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actora estimó como daño, es ilógico y representa una aplicación indebida del 
artículo mil novecientos dos del Código Civil, ya que falta el vínculo causal 
entre acto y daño. El primer requisito que se exige para ser aplicable el ar- 
tículo mil novecientos dos es que exista daño; incluso el moral ha de estar 
plenamente probado, según exige la sentencia del Juzgado—sic—de veintiséis 
de mayo de mil novecientos cuarenta y tres. En este aspecto, las sentencias 
dictadas en esta litis dedican unos párrafos a justificar que realmente hubo 
daño, y una y otra se fundan en el llamado daño moral. Al concepto cristiano 
y espiritual de esta parte repugna que esto sea un daño moral; y llama la 
atención sobre la trascendencia enorme que supondría considerar daño moral 
la pérdida de cualidades puramente físicas en la mujer. Doña Nicasia Coscue- 
ra tiene una situación, como reconoce la sentencia del Tribunal, jurídicamente 
clara. No pueden deriviarse daños de ella, como no fueren las doscientas pe- 
setas que su marido le pasaba, pero entonces estaba mucho peor. Vivía sepa- 
rada de su esposo, lo que socialmente es una tara; su situación jurídica era 
completamente ambigua y tenía todas las limitaciones de una mujer casada sin 
ninguna de sus ventajas. La sentencia de nulidad vino a aclarar su situación 
y a definirla, sin que jamás pueda reputarse mancha ni descrédito el haber 
contraído matrimonio nulo sin culpa por su parte. 


VISTO, siendo Ponente el Magistrado don Juan Serrada Hernández. 


CONSIDERANDO que para el debido enjuiciamiento del único proble- 
ma que a casación se trae es preciso partir de las afirmaciones de hecho, no 
impugnadas mediante el recurso, en las cuales basa el Tribunal «a quo» la 
procedencia de la indemnización de perjuicios en que condena a doña Edmun- 
da Angulo; y así es de señalar que don Pedro Pérez Angulo, hijo de dicha 
señora, contrajo matrimonio civil con doña Nicasia Coscuera, demandante y 
hoy recurrida, el veintitrés de mayo de mil novecientos treinta y cuatro, y ma- 
trimonio canónico al siguiente día; que consumado el matrimonio y entibiadas 
las relaciones matrimoniales, por razones que ampliamente quedan explicadas 
por todo lo ocurrido después, decidieron separarse amistosamente, obligán- 
dose el marido a satisfacer a la esposa la pensión de doscientas pesetas men- 
suales; pero a esa situación puso término el señor Pérez, que impetró y obtuvo 
del Tribunal Diocesano de Barcelona en veintinueve de diciembre de mil no- 
vecientos cuarenta y tres una sentencia de nulidad, confirmada en siete de 
octubre de mil novecientos cuarenta y cuatro por el Tribunal Metropolitano 
de Tarragona, en la que, respondiendo al «dubium», se falló «constare de 
nullitate matrimonii ex capite metus reverentialis», debiendo subrayarse que 
los Tribunales eclesiásticos, con una reiteración que patentizaba la gravedad 
y persistencia de la causa determinante del fallo (única alegada para obtener- 
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lo), dijeron paladinamente que la doña Edmunda Angulo impuso el matri- 
monio a su hijo, y valida de su decisivo ascendiente sobre él venció su 
voluntad por una fuerza coactiva superior «absoluta», «autoritaria», «domi- 
nante» y «absorbente», actuando primero en forma «disimulada», «suave» y 
diplomática», y después, «imperiosa», «enérgica», «decidida» y «violenta- 
mente», expresiones todas que literalmente se traen aquí a colación, más que 
para ponderar la entidad del denominado en lenguaje canómico «miedo re- 
verencial», bastante por su gravedad para obtener la sentencia anulatoria que 
pronunciaran los Tribunales eclesiásticos con jurisdicción exclusiva y exclu- 
yente, sino porque así pueden explicarse las razones de que partieron los 
sentenciadores civiles para determinar, con la existencia de culpa y su impu- 
tabilidad, las consecuencias que ante la resolución del pleito eclesiástico tenía 
lo ocurrido para la esposa, cuya buena fe se afirma en la sentencia de instan- 
cia, precisamente para patentizar que fué ajena a lo ocurrido e indirecta y 
única víctima de una coacción que si a ella la dejaba totalmente abandonada 
y en un situación social nada deseable, libraba al marido de la carga matri- 
monial y le permitía llanamente contraer nuevas nupcias y, desde su punto 
de vista, rehacer su vida, mediante la alegación de un vicio de la voluntad 
que una vez reconocido favorecía sus propósitos y definía establemente su 
situación. 


CONSIDERANDO que frente a la sentencia dictada por el Tribunal «a 
quo», en este punto acogedora de la de primera instancia, por obra de la cual 
y con apoyo en el artículo mil novecientos dos del Código Civil se condenó 
a dona Edmunda Angulo a que abonase a dofia Nicasia Coscuera una indem- 
nización de ciento cincuenta mil pesetas, se ha formulado el presente recurso 
al amparo del nümero primero del artículo mil seiscientos noventa y dos de 
la Ley procesal civil, denunciando la infracción de aquel artículo y sostenien- 
do en síntesis y en sendos apartados que en el caso no existió culpa por parte 
de la persona a quien se imputa; que tampoco había relación de causalidad 
entre los actos realizados por el agente y el daño producido y que la realidad 
de éste no se había evidenciado, supuestos explicablemente contrarios a los 
establecidos por el Tribunal sentenciador y que para mayor claridad deben ser 
examimados tanto aisladamente como en la íntima conexión que los liga, en 
el concreto supuesto de facto que, en lo verdaderamente esencial, se esboza 
al comienzo de esta resolución. 


CONSIDERANDO que en el primero de los apartados del motivo que 
se examina niega el recurrente la existencia de culpa, y sobre la base de una 
definición que la construye como «un acto ilícito cometido con falta de la 
previsibilidad normal que avisa del daño que se puede prevenir», estima que 
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los actos realizados por la señora Angulo, tal como la sentencia los establece, 
lejos de ser culposos fueron perfectamente lícitos y en todo caso no era fácil- 
mente previsible que la presión ejercida por ella en el afán de lograr la felici- 
dad de su hijo pudiera ser determinante de nulidad del matrimonio, sin con- 
tar con que—añade el recurrente—si la actuación de la expresada señora sirvió 
las aspiraciones y deseos de la hoy reclamante, nunca podría constituir culpa 
un acto realizado en su favor y de acuerdo con su voluntad; pero tales aseve- 
raciones pugnan abiertamente en el caso con la realidad de lo ocurrido, por- 
que en ningún supuesto puede reputarse objetivamente lícita la conducta de 
la madre, que, aun en el caso de que la determinara a obrar un móvil legíti- 
mo, forzó la voluntad del hijo empleando todas las formas de coacción, aun 
las más graves, no para decidir su voluntad por medios suasorios y razonables, 
sino en términos de dureza y de violencia moral que movieron al Tribunal 
eclesiástico a proceder como lo hizo y a dictar un pronunciamiento que por no 
ser frecuente muestra bien la ilicitud de la conducta, censurada con rotundos 
calificativos por las autoridades eclesiásticas, y por eso precisamente ni puede 
con razón calificarse de lícita una conducta semejante ni cabe sostener con 
fundamento que no pudieran preverse sus más inmediatas consecuencias, fue- 
sen o no las que en definitiva llevaban aparejados los actos realizados por la 
hoy recurrente, que por añadidura y basándose en unas frases del Tribunal 
de muy distinto alcance y sentido cuando se examinan en su conjunto, reve- 
lador del pensamiento del juzgador, pretende encubrir con el manto de lo 
lícito y de lo imprevisible lo que fué deliberada y notoriamente culposo, y lle- 
gado el caso, es fuente de responsabilidad, y aun afirma, sin que semejante 
aseveración tenga la más mínima comprobación en los hechos establecidos, 
que aun cuando sin éxito final, obró en beneficio de la recurrida, porque, 
aparte de no existir prueba concluyente de un concierto o acuerdo de volun- 
tades, no es presumible ni puede que humano obtener por tan peregrina ma- 
nera un aparente acuerdo de voluntades que de lograrse en esas condiciones 
dejaría tan mal parada tanto la afección maternal rectamente entendida como 
la dignidad de la futura contrayente, todo ello aparte de que para que pueda 
jugar el principio «volenti non fit injuria» es requisito indispensable que el 
daño que se produzca lo sea con el consentimiento de la víctima, que en este 
caso tampoco se ha patentizado. 


CONSIDERANDO que en el propio motivo del recurso, y siguiendo paso 
a paso los supuestos que según la doctrina y la jurisprudencia más autorizada 
determinan, cuando juntamente concurren, la estimación y la imputación de 
la culpa, niega el recurrente toda relación de causalidad entre los actos reali- 
zados por el agente y el daño producido, y estima que el causado no derivó 
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con relación directa necesaria e inmediata del hecho imputado, tal como exige 
la jurisprudencia de este Supremo Tribunai, pero aun no siendo fácil la de- 
terminación de ese vínculo de causalidad que en ocasiones se establece en fun- 
ción de la proximidad de los hechos en que el dafio se engendra (teoría de la 
causa próxima), otras veces, cuando son vatios, atienden a su mayor o menor 
influencia en el resultado (teoría de la causación adecuada), y otros, en fin, 
se atienen a la llamada equivalencia de las causas, la verdad es, y así lo tiene 
declarado este Tribunal en su sentencia de veinticinco de enero de mil nove- 
cientos treinta y tres, que para establecer la relación de causalidad, más que 
de tesis abstractas, más o menos convincentes, hay que partir de la singulari- 
dad de cada caso y del juego combinado de cuantos factores pueden ligar la 
ilicitud de la conducta con el resultado producido; y en el caso no hay en rigor 
otra causa eficiente del injusto daño causado que unos actos violentos e im- 
premeditados, atribuíbles a la recurrente, que anularon prácticamente la vo- 
luntad del hijo y le permitieron eludir sus consecuencias cuando para ello 
tuvo ocasión propicia, causando los irreparables estragos sufridos en su per- 
sona y aun en su forma y consideración social por la señora reclamante. 


CONSIDERANDO, en fin, que en el tercero de los apartados integrantes 
del motivo que se examina afirma el recurrente que en el supuesto de autos 
tampoco se comprobó la realidad del daño producido, de una parte, porque 
la señora Coscuera no hizo lo posible para evitarlo, cuando en presencia de la 
demanda de nulidad no se opuso a ella, consintió la sentencia del Tribunal 
eclesiástico que la pronunció y sólo hubo de reaccionar cuando la disolución 
del vínculo la privó de la pensión que percibía mientras duró la situación de 
separación amistosa; y de otro lado, porque lejos de inferirle daño al pronun- 
ciamiento de nulidad la libró de una situación ambigua y equívoca la resolu- 
ción del Tribunal eclesiástico, sin que pueda reputarse mancha o descrédito 
para ella el hecho de haber contraído un matrimonio nulo, sin culpa por su 
parte, ni, en cualquier supuesto, la indemnización por daños morales, que son 
valorables cuando padece el crédito o la reputación, puede identificarse en 
una valoración peligrosa con la pérdida de la virginidad y de sus encantos 
físicos; pero bien se advierte, cuando se considera este punto, que el recurso 
no discute el arduo problema de la reparación de los daños morales, en que 
este Tribunal se ha pronunciado abiertamente, y en una aleccionadora juris- 
prudencia, a partir de la sentencia de seis de diciembre de mil novecientos 
doce, que con el apoyo de la Ley vigésimoprimera, Título noveno, Partida 
séptima, abrió paso a una rectificación de la antigua doctrina, sino que pala- 
dinamente sostiene que en el caso en litigio no concurren las circunstancias 
decisivas que en otras sentencias impusieran un pronunciamiento favorable 
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por estimarlo de equidad; pero basta considerar el caso concreto para inferir 
la poca consistencia de los argumentos adversos, porque el aquietamiento de 
la senora Coscuera ante la demanda de nulidad es perfectamente explicable 
si, aunque tardíamente y de modo irreparable, se dió cuenta de que había 
sido víctima exclusiva de una torcida voluntad que no tenía manera de con- 
trariar ante los Tribunales eclesiásticos en una lucha estéril y costosa que inne- 
cesariamente hubiese aumentado el escándalo de su situación, que no consiste, 
«omo equívocamente se sostiene, en haber quedado libre del vínculo que la 
ligaba, sino, lo que es muy distinto, en ver rotos los lazos matrimoniales en 
sazón y circunstancias que normalmente no le permiten rehacer su vida, en 
verse privada del menguado auxilio que antes, y en el curso del proceso, le era 
facilitado, y hasta en haber sufrido los comentarios equívocos sobre ciertas 
causas de disenso matrimonial, que si no tuvieron expresión en las sentencias 
de los Tribunales eclesiásticos, la han tenido en el curso de este pleito, y en 
la pública opinión, como es de ver en los alegatos nada edificantes que en él 
se han hecho y en las violentas retorsiones con que se ha tratado, sin éxito, 
de poner sombras en la claridad de la cuestión concreta discutida, pero que 
sin haber tenido eco en otros pronunciamientos de la sentencia combatida 
que no han sido objeto del recurso, ponen de relieve el acierto con que el 
Tribunal «a quo», lejos de dar a la doctrina jurisprudencial una orientación, 
peligrosa siempre, y más peligrosa aún cuando se trata de reparar daños mo- 
rales, de nada fácil apreciación cualitativa y cuantitativamente, ha hecho pru- 
dente uso de sus facultades y creyendo, con razón, que la condena en dinero . 
tiene tanto de punitiva como de compensatoria, la ha pronunciado en términos 
que, aparte de su evidente justicia y de su acusada prudencia, han estimado la 
realidad del daño moral, negado sin razón derecha por el recurrente, y ha 
procedido correctamente al estimar la concurrencia en el caso de todos cuantos 
elementos son precisos para aplicar a la situación creada la doctrina estable- 
cida por este Tribunal en torno al artículo mil novecientos dos del Código 
Civil. 


FALLAMOS: que debemos declarar y declaramos no haber lugar al re- 
«curso de casación por infracción de ley interpuesto por dona Edmunda An- 
gulo contra la sentencia dictada por la Sala Primera de lo civil de la Audien- 
cia Territorial de Barcelona con fecha veintisiete de mayo de mil novecientos 
cincuenta; condenamos a dicha recurrente al pago de las costas y a la pérdida 
del depósito constituído, al que se dará el destino que previene la ley; y líbre- 
se a la mencionada Audiencia la certificación correspondiente con devolución 
«del apuntamiento que remitió. 
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A PROPOSITO DE UN LIBRO 


(Teoría de la Verdad Jurídica. CARLOS Cossío. Buenos Aires, 1954) 


Quien intentare explorar hoy ese sector del campo filosófico, sobre cuyo 
portalón de entrada figura el rótulo de Filosofía del Derecho, difícilmente 
podrá sustraerse a la impresión de haberse aventurado en una espesura labe- 
tintica, de suelo movedizo e inseguro, de horizontes nebulosos y de veredas 
confusas, poblada de fantasmas y de voces discordantes. ¿Es todo ello resul- 
tado natural de la índole especial de ese terreno, de su geografía o de su clima? 

Si consultamos su historia y las cartas geográficas de épocas anteriores, con 
“sólo retroceder dos centurias hallamos que antes no era así. Desde sus oríge- 
mes grecorromanos, pasando por toda la edad antigua y media cristianas, hasta 
su más acabada y espléndida formulación, principalmente en los grandes fi- 
lósofos y teólogos españoles de los siglos XVI y XVII, la filosofía del Dere- 
«cho, o sea la ciencia de su naturaleza y propiedades esenciales, de sus causas 
0 razones de ser últimas, cuyo contenido central o básico venía a resumirse en 
‘el llamado Derecho natural, ofrecía una continuidad y seguridad de doctrina, 
una nitidez de conceptos y una trabazón lógica de sistema, capaces de satis- 
facer plenamente a toda inteligencia bien dispuesta. 

No es que no hubiera, también, en este sistema puntos menos claros o 
«discutidos, mi otros sujetos todavía a investigación o desarrollo evolutivo—no 
sería ciencia humana la filosofía del Derecho si no se dieran en ella estas 
limitaciones—, ni es que no surgieran, de vez en cuando, graves desviaciones 
y aun negaciones radicales—y aun podría añadirse que apenas se dará teoría 
discordante moderna que no tenga ya su precedente en siglos pasados—; pero 
da corriente majestuosa y dominante del pensar de los jurisconsultos, del sen- 
tir de los legisladores y de la conciencia universal de los pueblos se imponía 
“por doquier a gobernantes y a gobernados, a leyes y a instituciones, al pen- 
samiento y a la vida. Aquella filosofía del Derecho, sintetizada en el Derecho 
natural y en un Derecho positivo informado o sostenido por aquél, era especu- 
lación y era realidad, era norma y era conducta, era filosofía y era historia (1). 


(1) «En el corazón mismo de la filosofía del Derecho reside la pregunía por el 
"Derecho natural. Es ésta una de las cuestiones de más interés humano, de más 
arraigo en el espíritu y de mayor permanencia en el sistema de la cultura occiden- 
^al» (E. GALÁN Y GUTIÉRREZ: El Derecho natural y su incesante retorno; «Revista de 
“Derecho Inmobiliario», n. 202 [1945], p. 168). 

«Per oltre duemila anni l'idea del Diritto naturale ha avuto una parte preminente 
nel pensiero e nella storia dell'Occidente» (A. P. D'ENTREVES: La dottrina del Diritto 


maturale [Milano, 1954], p. 1). 
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;De qué modo o por qué causas se ha producido, a partir sobre todo de 
fines del siglo XVIII, este seísmo trastornador de los más reconocidos princi- 
pios y de las más respetadas valoraciones de la filosofía del Derecho, hasta. 
desembocar, a través de la confusión y de la densa polvareda de sus ruinas, 
en la crisis actual de esa filosofía y aun en un agnosticismo desolador respecto 
de la misma? 

Desde luego que esta crisis de la filosofía del Derecho ha sido facilitada, 
y aun provocada en parte, por la otra crisis más universal del mundo moderno 
en sus valores religiosos, morales, culturales, sociales, políticos y de todo gé- 
nero. Pero, ¿no es verdad, también, que la misma crisis jurídica es ya un ele- 
mento, y un elemento primario de la otra crisis universal? (2) 

¿Cuál es la causa particular y específica de esta crisis jurídica? Cedemos la. 
palabra al mismo autorizado profesional de la filosofía del Derecho, citado 
en la nota anterior (3): 


«Bissogna veramente riconoscere che il Diritto del nostro tempo é- 
un Diritto senza verità, che la actuale crisi dell'esperienza giuridica. 
e, nella sua essenza piü profonda, una crisis della verità del Diritto... 
Questo riconoscimiento della profonda, especifica, essenza della crisi 
giuridica contemporanea, apre, peró, un problema, un grosso problema: 
come ha potuto la esperienza giuridica smarrire la consapevolezza della 
propria verità?.. Dare una risposta esauriente a questo problema, che 
coinvogle evidentemente la formazione stessa della coscienza giuridica. 
contemporanea non è certo facile... Io credo tuttavia che, di fronte a 
questo problema, i teorici del Diritto—siano essi giuristi o filosofi—ab- 
biano anzitutto il dovere guardare in se stessi, al lavoro que essi com-- 
piono in seno alla esperienza giuridica, e di chiedersi se, per avventura, 
questa crisi profonda della verità del Diritto, questo distacco sconvol-- 
gente dell'esperienza giuridica dalla propria verità, non trovi la sua 
genesi o, per lo meno, uno dei suoi piü decisivi fattori, proprio in un 
oscuramento della loro funzione, essi sono, in un certo senso, i chierici. 
del Diritto, i custodi gli animatori e gli interpreti della sua verità. E la 
sua opera non é affatto estranea all'esperienza giuridica, proprio là dove: 


«La tendencia del espíritu humano hacia esa noción (del Derecho natural) y SUS: 
consecuencias aparece ya manifiesta en la Etica y en la Retórica de Aristóteles... y 
llega a ser tradición de civilización humana, que corre sin solución de continuidad 
desde los maestros estoicos del Pórtico de Atenas hasta la Revolución americana 
de 1776 y la Revolución francesa de 1789. Aliada con la teología por muchos siglos, 
acogida por la Iglesia católica y parte integrante de la enseñanza general de esco-- 
lásticos y canonistas...» (Sir ERNEST BARKER: Traditions of civility. Citado por el 
mismo A. P. D'ENTREVES, l. cit., pp. 3-4). 

(2) «Quando la verità del Diritto si oscura, quando il Diritto, lungi dal salvare- 
l'azione, deve a sua volta essere difesso e salvato, il mondo storico perde la sua 
estrema garanzia di salvezza, la sua estrema guida obbjettiva e profonda nella crisi 
totale» (ENRICO OPOCHER: 11 Diritto senza verita.—Scritti giuridici in onore di Fran~ 
cesco Carneluti [Padova, 1950], vol. I, pp. 180-181). 

(3) L, cit., pp. 182-183. 
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essa si eleva a coscienza di se. E'possibile supporre che la verità del 
Diritto sia stata colpita a morte proprio dai suoi chierici, che anche 
nel campo del Diritto si sia verificata quella trahison des Clers alla 


` 


quale il Benda attribuisce, come è noto, da luongo tempo la crisi della 
Società contemporanea.» 


La imputación, aunque dura, no podrá ser calificada de arbitraria. Así 
como les clercs, los intelectuales de la cultura en general, han sido los prime- 
- ros responsables de los desvaríos de las sociedades y de las masas populares 
y, desde luego, de la desvalorización humana de esa misma cultura, igualmente 
han sido los intelectuales del Derecho, filósofos y juristas, los que han vaciado 
a este Derecho de su contenido de verdad, convirtiéndose a sí mismos, de 
ministros augustos y cuasi sagrados de aquella especie de sacerdocio, que de- 
cía el Digesto (4) —merito quis nos sacerdotes appellet —, custodios de los 
más altos valores de la justicia, en meros leguleyos, o técnicos de una legali- 
dad puramente formalista, al servicio de la política, de la fuerza, de los inte- 
reses o, cuando más, de las filosofías de moda, flores de un día, que hemos 
visto desfilar por la pantalla de estos dos ültimos siglos, con la pretensión 
orgullosa de captar las miradas de la humanidad, pero con la actualidad efí- 
mera de unos cuadros de película. 

Desde luego que han sido los filósofos los primeros, a su vez, en extraviar 
a los juristas. Pero si la falta de sentido de responsabilidad en aquéllos y, en 
no pocos casos, su falta del más elemental sentido común (5); sus manías 
iconoclastas y su orgullo infatuado, por el que cada uno de ellos se ha creído 
llamado a inventar una filosofía nueva, con desprecio de todo lo anterior, 
como diciendo: la filosofía empieza en mí; no admiten excusa, admiten tal 
vez la atenuante de que sus especulaciones teóricas eran, en sí mismas e inme- 
diatamente, eso: simples teorías, cuando no mero juego entretenido o cubile- 
teos de ideas. Quizás en su fuero interno y acordándose del dicho de Voltaire 
sobre la incapacidad de los filósofos para influir en la conducta de los vecinos 
de su propia calle llegaron a pensar más de una vez: la verdad es que de todo 
esto que vamos diciendo nadie hará caso alguno. 

Pero los juristas eran depositarios de unos valores esencialmente prácticos, 
vitales; los encargados de manejarlos y aplicarlos. Estos valores eran los que 
informaban la vida toda de la civilización occidental, de sus organizaciones 
sociales y políticas, de sus leyes, de sus instituciones, de sus costumbres, de 


(4) Dig. 1. I, tit. I, De Justitia et Jure. 

(5) Es lástima que los filósofos modernos hayan dejado, con demasiada frecuen- 
cia, de tener presente aquel dicho de BALMES, que bien vale por toda una profunda 
filosofía: «Si no puedo ser filósofo sin dejar de ser hombre, renuncio a la filosofía 
y me quedo con la humanidad» (Obras completas [Barcelona, 1925], t. XVI, p. 347). 
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la familia y de las relaciones entre los individuos. Y estos valores no se los 
puede tirar, un buen día y alegremente, por la ventana, en un ensayo jugla- 
resco o en un prurito de moda o de novedad (6). 

Entre las múltiples y discordantes teorías en torno al Derecho, que hacen 
hoy más o menos ruido entre juristas y filósofos, la más reciente en el tiempo- 
y con declaradas pretensiones de originalidad, es la llamada Teoría egológica 
del Derecho, del señor CARLOS Cossío, profesor de Filosofía del Derecho en. 
la Universidad de Buenos Aires. Esa teoría la expone su autor en un volumen 
titulado La Teoría egológica del Derecho (Buenos Aires, 1944) (7); y en el 
libro Teoría de la Verdad Jurídica, al decir del propio autor (Prefacio), nos. 
ofrece éste «el punto central de la investigación egológica sobre el Derecho».. 

Cuando el señor Director de Revista ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO: 
nos propuso hacer la recensión de esta última publicación, si es que teníamos. 
«tiempo y ganas de hincar el diente» en ella, quisimos ver en esta frase una 
advertencia sobre la no fácil tarea que se nos ofrecía. 

Efectivamente, la teoría y el pensamiento todo del señor Cossío son difí- 
ciles de captar. Ya el mismo prologuista de La T'eoría egológica del Derecho, 
O. ERICH LANGFELDER, empezaba diciendo: «El autor de este libro necesita 
ser presentado no porque no sea conocido, sino porque generalmente no es 
entendido» (8). 


(6 Como hemos dicho arriba, son los filósofos los que han extraviado a los ju“ 
ristas; o, en otra forma, es la falta de una recta formación filosófica la que se echa 
de menos en muchos juristas, y el origen de la desorientación ideológica en la que: 
los vemos debatirse, y de la crisis del Derecho a que nos hemos venido refiriendo. 
Esta recta formación filosófica no es cosa fácil de adquirir. Requiere, si verdadera- 
mente ha de capacitar la mente para enjuiciar, con alguna garantía de acierto, los. 
hondos problemas del ser y del conocer, largos estudios, maduras reflexiones, austera 
disciplina de la inteligencia, talento sutil y comprensivo a la vez, equilibrio espiri-- 
tual y amor desinteresado a la verdad, para no dejarse llevar de los espejismos de 
la imaginación, ni de las seducciones de la vanidad o de la moda. Ahora bien; gran 
parte de los juristas—no todos, desde luego; hay excepciones, tanto más honrosas. 
cuanto menos frecuentes—, de una cultura general tal vez no común, de una pericia 
técnica en el manejo de la legislación positiva quizás eminente, y aun de un conoci-- 
miento de la historia de la filosofía rico en erudición, aunque deficiente en crítica: 
esos juristas, decimos, cuando se meten a filósofos del Derecho, dan la impresión 
más bien de aficionados. Y si a esto se añade que su filosofía se reduce a una selec- 
ción entre las que están más de moda, tomando esto de una, esto de la otra y esto- 
de la de más allá, sin garantía de criterio para el que no están capacitados, nada de 
extraño que el resultado sea esa babel de teorías del Derecho que la historia nos 
ofrece. De ahí que algunos tan señalados, para no citar a otros, como Gény entre 
los modernos y Vico entre los jurisconsultos de épocas anteriores, cuenten de sí 
mismos que, habiendo empezado el estudio del Derecho como simples juristas, com-- 
prendieron la necesidad de fundamentarlo con el estudio de la metafísica. 

(7) Una síntesis de la misma la publicó el propio señor Cossío en «Información. 
Jurídica», n. 42 (noviembre 1946), pp. 48-91, bajo el título: Norma, Derecho, Filosofía. 

(8) Y el propio KELSEN, de quien Cossío se reconoce, en parte, tributario y con 


quien, por escrito y oralmente, ha discutido sus puntos de vista, dice más de una vez. 


que «no es muy claro lo que entiende el profesor Cossío» (p. 12); que «tal vez em 


Cree 


"we rm 
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Una terminología especial, informada por un sistema o conjunto de prin-- 
cipios y de conceptos derivados principalmente de las filosofías de Kant, de 
Husserl y de Heidegger (9), junto con cierta vaguedad o falta de precisión 
en el contenido de aquellos conceptos, hacen con frecuencia, aun en puntos 
sustanciales de la teoría, nebuloso y casi inasequible el pensamiento exacto del 
señor Cossío, 

Intentaremos presentarlo, aunque no estemos seguros de conseguirlo en 
todos los casos, con la mayor fidelidad posible. Y como no quedaríamos tran- 
quilos en conciencia de haber logrado esta fidelidad, traduciendo en palabras 
y conceptos nuestros los del señor Cossío, hemos preferido hacerlo con sus 
propias palabras, aun cuando ello haya de alargar la referencia con cansancio 
del lector. En cambio, tendrá éste la ventaja de conocer en sus fuentes mismas 
la mentalidad y la manera de filosofar del señor Cossío. 


* * * 


Ya en el Prefacio (10) nos llama la atención el señor Cossío sobre «la 
síntesis universal que ha logrado la Teoría egológica del Derecho. Pues hay 
en ella algo germano, angloamericano y latino». Y, concretando en los párra- 
fos siguientes, viene a decir que de lo germano ha tomado la «conceptuación», 
«pero no más que la conceptuación»; de lo angloamericano ha tomado «la ex- 
periencia jurídica», el «Common Law», y de lo latino ha tomado «el elemen- 
to escurridizo de la intuición». 

Hecha esta previa declaración, pasa el señor Cossío a explicarnos en el 
capítulo 1 (11) «la circunstancia de la aparición egológica». Después de dis- 
tinguir dos concepciones diversas de la ciencia del Derecho: la de los que 
consideran esta ciencia como «normativa porque suministra normas» de com- 


castellano resulte más claro que en alemán lo que el profesor Cossío quiere decir 
con todo esto» (p. 17); que algunas de sus proposiciones «son palabras sin sentido» 
(p. 34) (Hans KELSEN: Teoría pura del Derecho y Teoría egológica; «Revista de Es- 
tudios Políticos», n. 7 [septiembre-octubre 1953], pp. 3-39). 

(9) L. LEGAZ Y LACAMBRA, quien decía, en 1947, honrarse con la amistad del señor 
Cossío y haber mantenido con él, desde hacía quince aíios, frecuente contacto e in- 
tercambio epistolar e intelectual, describe así la posición ideológica de éste (La con- 
cepción egológica del Derecho; «Información Jurídica», n. 53 [octubre 1947], p. 3): 
«Formado (Cossío) en el kelsenismo, su pensamiento ha atravesado y hecho suyas 
todas las vicisitudes del más riguroso neokantismo jurídico, hasta desembocar—a. lo 
largo de un proceso (no plenamente logrado) de evasión, que parcialmente recuerda 
el de Ortega—en las orillas de una ontología vitalista, en la que se integran puntos 
de vista de la filosofía existencial (en el sentido más amplio de la palabra, que com- 
prende de Dilthey a Ortega, pasando por Heidegger) y resonancias que, sin duda,. 
proceden del idealismo actualista de Gentile.» 

(10) Teoría de la Verdad Jurídica, p. 10. 

(11) ما‎ cit., pp. 19 ss. 
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~portamiento; y la que la estima «normativa porque conoce normas», conti- 
«núa (12): 


«A primera vista, estas dos significaciones de ciencia normativa pa- 
recen cerrar el horizonte completo donde no cupiera una tercera posibi- 
lidad... Pero precisamente el horizonte cerrado que así parece deslindar 
esta calificación nos es ütil para situar la tesis egológica en toda su 
trascendencia, haciendo ver que ella recoge el problema universal des- 
de su propia raiz y que lo replantea por su cuenta con un giro que no 
es tributario de ninguna de las ideas jurídicas hasta hoy conocidas. 
Pues, en efecto, la teoría egológica del Derecho da de la expresión 
«ciencia normativa» una tercera versión: la ciencia jurídica es ciencia 
normativa porque conoce su objeto mediante normas; no porque sumi- 
nistra normas, ni porque conoce normas. El objeto a conocer por el ju- 
rista será la conducta humana y esa función de mediación en el conoci- 
miento que se asigna a las normas denotaría simplemente el carácter 
de mención significativa que tienen siempre los conceptos en todo cono- 
cimiento científico.» 


Dando por definitivamente caducada y enterrada la escuela del Derecho 
«natural—esta idea la repetirá con frecuencia, como un estribillo, el señor 
"Cossío—, describe, en unas veintitantas páginas (13), la historia y las vicisi- 
“tudes, tal cual él las ve, de las varias teorías, que se han ido sucediendo du- 
rante el siglo XIX y lo que va del presente: El historicismo de Savigny; el 
racionalismo alemán de Ihering, Windscheid y Plank; la llamada escuela 
exegética francesa; la teoría social o de intereses de Duguit y Hauriou; el no- 
vísimo positivismo jurídico... para sintetizar el panorama en esta visión deso- 
-Jadora (14): 


«La desorientación teorética es inmensa. Con la sola excepción de la 
tentativa kelseniana, los juristas no han emprendido aún la previa faena 
de una reflexión filosófica sobre el Derecho, verdaderamente radical y 
propia, que les indique con responsabilidad a qué han de atenerse en su 
situación y en su tarea.» 


Más abajo continúa (15): 


(12) 
(13) 
(14) 
(15) 


«Ya puede apreciarse que en este panorama caótico de la teoría ju- 
rídica hay una escisión fundamental... El Derecho es norma o el Dere- 
cho es hecho; tal es el dilema.» 


< Cit.. p.120; 
. Cit., pp. 21-24. 
. Cit., pp. 38-39. 
. Cit., p. 39. 


CUA 
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Y dos páginas más adelante (16): 


«Pero a pesar de los esfuerzos extremos de Kelsen y de Frank para 
excluir del estudio de uno de aquellos términos todo lo concerniente al 
otro, es lo cierto que la antítesis de norma y hecho revierte la una al 
otro en un indefinido retorno, en círculo imposible de eludir.» 


¿No habrá alguna solución armónica para todas esas desorientaciones, pa- 


anoramas caóticos y antítesis? 


«La esperanza culturalista (17)... Muy en las alturas hay una pe- 
queña nube promisora que no parece avanzar. Desde 1914, Radbruch 
ha estado llamando la atención acerca de que el Derecho como objeto 
es cultura... Sin embargo, esta verdad no ha pasado de ser una verdad 
filosófica. Ninguna repercusión técnica ha tenido en el seno de la cien- 
cia dogmática del Derecho... La verdad filosófica de que el Derecho es 
un objeto cultural, resulta, así, una verdad bloqueada para la tarea 
científica que cumplen los juristas. Lograr su desbloqueo ha sido la fae- 
na de la teoría egológica.» 


La exposición de este desbloqueo será el objeto del capítulo II: «El ser del 
Derecho». En una larga disquisición descriptiva, dentro siempre de la filoso- 
fía fenomenalista de Husserl y existencialista de Heidegger, distingue el se- 
ñor Cossío cuatro clases de objetos: objetos culturales, objetos ideales, objetos 
«de naturaleza y objetos metafísicos; posteriormente distinguirá los objetos cul- 
turales en mundanales y egológicos (18): 


«Los objetos culturales se contraponen a los objetos ideales en cuan- 
to que los primeros son reales y los segundos irreales. Es decir, que los 
objetos culturales tienen existencia, esa efectiva existencia que se delata 
por la percepción sensorial y cuyo «estar ahí» de presencia es indefini- 
ble, pero indubitable; en tanto que los objetos ideales son. sin existir, 
simplemente consisten en esto o en aquello, según los revela la percep- 
ción intelectual.. considérese un concepto o un número; el concepto 
«agua» o el número 4: consisten en algo muy preciso, pero no existen 
en ninguna parte... Los objetos culturales se contraponen a los objetos 
que integran la Naturaleza en cuanto que aquéllos son valiosos y éstos 
neutros al valor... Por último, los objetos culturales se contraponen a 
los objetos metafísicos en cuanto que aquéllos están en la experiencia 
porque son en el tiempo, en tanto que los segundos están más allá de 
toda experiencia posible.» 


(16) 
(17) 
(18) 


13 


L. cit., p. 41. 
L. cit., pp. 44-45. 
L. cit., pp. 63-64. 
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Volvamos a la distinción apuntada, en los mismos objetos culturales, em. 


objetos mundanales y objetos egológicos (19): 


«Si limitamos nuestra atención al substrato de los objetos cultura-- 
les, en un caso lo encontramos constituído por un pedazo de Naturale-- 
za. La vida del hombre puso su atención en ese pedazo de Naturaleza 
y se posó en él. A veces se posó en él sólo con su interés, como en el 
ejemplo del mojón o cuando se habla de un paisaje; otras veces se posa 
más activamente, corroyendo los contornos de la naturaleza, dándole. 
formas que quedan como huellas de su paso. Así hace un hacha, una 
vasija, una melodía, un soneto, un libro, una teoría científica o filosó- 
fica, cuyo substrato se remite al substrato físico de las palabras. Estos 
substratos tienen la misma existencia de la Naturaleza, es decir, una 
existencia independiente del hombre; y los objetos culturales que éste: 
crea en ellos pasan a integrar el mundo humano... Por eso hemos lla- 
mado objetos mundanales a este primer grupo de objetos culturales... 
Los objetos mundanales son, con este alcance, vida humana objetivada... 
Pero hay otros objetos culturales cuyo substrato es la propia acción o- 
conducta humana; ahora se trata de la corporización de un sentido que 
es el sentido del comportamiento mismo; ahora se predica de la con- 
ducta misma el ser buena o perversa, educada o guaranga, justa o in- 
justa, eficiente o ineficiente, etc... Llamamos a esto objetos egológicos, 
porque siendo conducta el substrato de ellos, la conducta es inseparable- 
del ego actuante: en el substrato de estos objetos hay un ego como ego. 
Y valga lo que se ha dicho como una primera justificación del neolo- 
gismo, que nos permitirá adjetivar sin recurrir a los peligrosos y equí- 
vocos adjetivos de sujeto o de persona.» 


Siguen unas cuantas consideraciones, que el propio señor Cossío resume 


así (20): 


-—— 


«Ahora podemos decir con mayor precisión, para ver las diferencias: 
la intuición sensible, con independencia inductiva, nos conecta con um 
objeto óntico cuando hablamos de la Naturaleza. La intuición sensible, 
con dependencia dialéctica, nos conecta con un substrato óntico cuando- 
hablamos de los objetos mundanales. La intuición sensible, también con 
dependencia dialéctica, nos conecta con un substrato óntico-ontológico: 
cuando hablamos de los objetos egológicos. Pero, además, sólo en los 
dos ültimos casos la intuición emocional nos conecta con un sentido, allá: 


girando en torno a valores de cosas y aquí girando en torno a valores: 
de conducta.» 


(19) L. cit., pp. 69-70. 
(20) L. cit., p. 74. 
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Y con esto tenemos preparado el terreno para entender cuál es, según la 
teoría egológica, la definición o el ser genérico del Derecho (21): 


Esta 


«En este punto ya podemos recoger un fruto verdaderamente deci- 
sivo del examen analítico que llevamos realizado. Podemos pronunciar- 
nos sobre el ser genérico del Derecho con una fuerza de convicción tan 
completa, que nos sentiríamos como colocados en un brete si intentára- 
mos ponernos en disidencia, En efecto, si el Derecho es algo que hace 
el hombre actuando según valoraciones; es decir, si el Derecho es cul- 
tura y si la ciencia del Derecho es una ciencia de realidades, pregunto 
simplemente cuál es el substrato del Derecho como objeto. Es directa 
la evidencia de que el substrato del objeto que se conoce como Derecho 
no es ningün pedazo de Naturaleza. De consiguiente, aun prescindiendo 
de la intuición que lo confirma, tiene que admitirse que ese substrato 
es la conducta humana, ya que no hay términos medios... Esta conclu- 
sión ha de entenderse en todo su rigor. Cuando se ha dicho que la con- 
ducta humana es el substrato del objeto que se conoce:como Derecho, 
se ha dicho lisa y llanamente que el Derecho es conducta, pues el sen- 
tido que integra un objeto cultural está compenetrado con su substrato 
en la relación de lo expresado y la expresión... De ninguna manera que- 
remos decir que el Derecho se refiere a la conducta, en el sentido de 
que, sin ser conducta, tendría en ella, sin embargo, su campo de actua- 
ción y a ella estaría dirigido. Nosotros decimos que el Derecho es con- 
ducta... El Derecho como objeto está en la conducta, porque él es con- 
ducta.. Estamos avanzando por la ontología jurídica en pleno. Ya nos 
hemos posesionado de sus dos esencias genéricas, la cultural y la ego- 
lógica. Busquemos ahora la esencia específica que cerque con exclusi- 
vidad el área donde tenemos que radicarnos.» 


esencia específica la formula así el señor Cossío (22): 


«El Derecho, pues, ónticamente hablando, es la conducta humana en 
su interferencia intersubjetiva... Con la intersubjetividad óntica del De- 
recho está apresada su dimisión coexistencial y no meramente existen- 
cial... Resulta, pues, que la ontología jurídica abarca toda la conducta... 
El Derecho, como la Moral, abarca toda la conducta y toda acción con- 
tiene su aspecto jurídico y su aspecto moral independientemente, pues ' 
cada acción puede ser captada como conducta en interferencia inter- 
subjetiva o como conducta en interferencia subjetiva... Es verdad que 
nadie puede impedirme de pensar lo que se me ocurra en mi intimidad; 
pero esto no significa que este acto escape al ámbito jurídico por falta 
de conducta en interferencia intersubjetiva. La interferencia intersub- 
jetiva existe en cuanto se me permite pensarlo.» 


(21) L. cit., pp. 74-76. 
(22) L. cit., pp. 81-82, 
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Explicado así el ser, tanto genérico como específico, del Derecho, pasa, 
finalmente, el señor Cossío a examinar lo que él llama el sentido egológico 
de la conducta jurídica (23): 


«Examinemos ahora el sentido egológico. Los valores jurídicos no son 
todos los valores de persona; sólo son aquellos que pueden superponerse 
con entera correspondencia a la estructura de alteridad óntica que aca- 
bamos de analizar. Tradicionalmente se los ha reconocido Como valores 
bilaterales. Así, se hablaba en primer término de la Justicia... Sin em- 
bargo, limitar a la Justicia el sentido axiológico del Derecho es estre- 
charlo sin ninguna razón suficiente. Todo valor bilateral de conducta 
es un valor jurídico... Sobre esta base la Teoría egológica ha incorpo- 
rado a la axiología jurídica todos los valores bilaterales de conducta y 
ha hablado de un plexo axiológico en el Derecho. Integran ese plexo 
siete valores fundamentales: El orden... La seguridad... El poder... La 
paz... La cooperación... La solidaridad... La Justicia... Este plexo no es 
lineal, sino radiado. Fácilmente se advierte en él la posición central de 
la justicia, que acompaña como una sombra a todos los otros valores 
del mismo.» 


Y bien; en todo esto, ¿Cuál es el papel o la función de la norma en el De- 
recho? Esto es lo que tratará de explicarnos el autor de la teoría egológica en 
los capítulos III y IV. En el capítulo IIL, a través de veintiséis páginas de 
complicados análisis, dentro de una mentalidad y de una terminología, se- 
gún ya hemos apuntado, marcadamente husserlianas y existencialistas, viene a 
desembocar en la siguiente conclusión (24): 

«La norma, pues, viene a resultar el conocimiento de sí misma con 


que la conducta se integra, una vez que este pensamiento sea explici- 
tado objetivamente y luego conceptualizado.» 


Tal vez se le hará difícil al lector no ya el asentimiento a esta conclusión, 
sino la misma captación del pensamiento del señor Cossío. Veamos si logra 
aclarárnoslo en el capítulo IV, en el que su propio autor empieza por recono- 
cer que ese su pensamiento ofrece cierta anormalidad poco corriente (25): 


«Es verdad que el planteamiento egológico ha llegado a una especie 
de herejía epistemológica, a saber: que la norma integra el objeto de 
que ella misma hace mención; o diciéndolo de otra manera, que la con- 
ducta se integra con el conocimiento normativo de sí misma.» 


(23) L. cit., pp. 83-84. 
(24) L. cit., p. 119. 
(25) L. cit., pp. 125-126. 
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Pero más adelante, el mismo sefior Cossío nos ofrecerá la explicación, que 
él estima totalmente clara, del problema o, al menos, del papel que la norma 
desempeña en el Derecho (26): 


«Como la norma integra la conducta de la que ella misma hace men- 
ción, ahora se advierte con toda claridad cuál es el papel constitutivo 
de la experiencia jurídica que desempeña la norma; aunque este papel 
sea fundado. El ser del Derecho no está en la norma; sólo está en ella 
el modo de ser: la norma juega un papel fundado, pero constitutivo. 
Para saber qué es Derecho y qué no lo es, no necesitamos recurrir a. 
ninguna norma jurídica. Al jurista le basta encontrarse con una con- 
ducta en interferencia intersubjetiva para tener la certeza apodíctica 
de que se ha encontrado con el objeto propio de su interés teorético; le 
basta que a la conducta haya de considerarla en cuanto a su impedibi- 
lidad para saber a priori que esa conducta es o bien permitida o bien 
prohibida y que su juicio acerca de la licitud o ilicitud de la misma ha 
de proceder. Pero lo que el jurista no puede saber sin la norma es cuál 
de ambas calificaciones procede por más que sepa que una de ellas 
tiene que proceder. Lo que el jurista no puede saber sin la norma es si 
esa conducta, con ser Derecho, es facultad, prestación, entuerto o san- 
ción... La teoría egológica resulta ser, con esto, la única concepción ju- 
rídica que sabe qué hacer con la norma y qué hacer con la conducta, 
sin hacer perder su normatividad a la primera ni hacer perder su efec- 
tividad a la segunda.» 


Los dos últimos apartados de este capítulo IV están dedicados a la «Crí- 
tica fenomenológica del Imperativismo» y a la «Crítica total del Jusnaturalis- 
mo». Como más adelante habremos de volver de propósito sobre estos puntos, 
continuaremos ahora con la exposición del pensamiento egológico. 

En el capítulo V, entre varias disquisiciones del ya consabido sabor feno- 
menológico-existencialista, se van dejando consignadas las siguientes afirma- 


ciones (27): 


«Para aludir a la existencia del Derecho, los juristas recurren a pa- 
labras de todos. conocidas. Hablan de positividad, de vigencia, de efica- 
cia, de observancia, de facticidad, de efectividad del Derecho. Sin em- 
E bargo, en ninguna parte de la literatura jurídica es más grande el caos 

i conceptual de los autores... Es que el problema, tal como se lo enfoca, 

tiene el vicio característico de todo pseudo-problema. En efecto, se parte 
dogmáticamente de la oposición entre hecho y norma... La teoría ego- 
lógica resuelve esta dificultad haciendo desaparecer el problema mismo, 
pues si el Derecho es conducta, entonces la referencia a la positividad 
que ha de hacer la doctrina no es ningün afiadido misterioso; la po- 


(26) L. cit., pp. 138-139. 
(27) L. cit., pp. 180, 181, 182, 183, 184, 185, 200, 201. 
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sitividad viene en la conducta misma en cuanto hecho y es simple- 
mente su existencia... Ahora bien; sólo existe lo individual... Sería un 
tremendo error creer que el plano verdaderamente científico del cono- 
cimiento dogmático concluye con la exposición sistemática de las normas 
generales de un régimen positivo... Esto implicaría la creencia de que 
las normas son el objeto del conocimiento jurídico, como es la falacia 
racionalista.. El conocimiento dogmático va a definirse como un cono- 
cimiento de casos.., de singularidades..., de realidades.., todo el conoci- 
miento científico del Derecho gira en torno a la función judicial... el 
mundo valorativo personal del juez es un dato inexcusable para la cien- 
cia del Derecho. El buen juez tiene que tener la aptitud de captar las 
valoraciones vigentes en la sociedad de la que él es órgano.» 


Y termina este capítulo V planteando el problema de la verdad jurídi- 
ca (28): 


«Si la verdad está fundada en algo, esto quiere decir que el horizon- 
te de la verdad jurídica está demarcado por la justicia... El horizonte 
de ese campo acaba de definirse. Busquemos en él la verdad jurídica 
como verdad.» 


Esta búsqueda la habrá de emprender el señor Cossío en el capítulo VI y 
último de su libro. Veamos cómo (29): 


«Hemos de tomar como punto de partida el hecho cierto de que a 
veces nos encontramos con sentencias judiciales que nos convencen, que 
tienen fuerza de convicción; y otras veces con sentencias que carecen 
de ella, que no nos convencen de ninguna manera... En el problema de 
la verdad de una sentencia, la verdad toma el modo de fuerza de con- 
vicción... Si alguna se presenta con fuerza de convicción, ha de haber 
alguna razón suficiente para ello... Hasta aquí nuestras investigaciones 
nos autorizan a afirmar lo siguiente: Sin norma genérica para subsumir 
en ella el caso, no hay fuerza de convicción jurídica; pero no basta la 
norma genérica para que la haya... Hay fuerza de convicción procedien-. 
do de acuerdo a las valoraciones jurídicas vigentes. Se convencerá en la 
medida en que se haga justicia... Pero las valoraciones, siendo indivi- 
duales, no tienen otra garantía contra lo arbitrario y personal que re- 
girse por valores objetivos. A su vez, la posibilidad de la objetividad 
radica, de acuerdo con Husserl, en que la vivencia cognoscente se cons- 
tituya no sobre un yo como sujeto, sino sobre un nosotros como sujeto. 
Sin embargo, en el ámbito de la ciencia nos bastará atenernos a la in- 
tersubjetividad empírica... Esta intersubjetividad del conocimiento axio- 
lógico se da preclaramente entre los juristas... Pero no deja de darse 
también en la concordancia popular de opiniones como dato social obje- 


(28) L. cit., p. 215. 
(29) L. cit., pp. 224, 242, 245, 246. 
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tivo, en cuanto que el Derecho vive en el pueblo no sólo como creencia 
y sentimiento, sino también, en algün grado, como conocimiento. En 
este sentido, los valores objetivos de la valoración jurídica son funda- 
mentalmente históricos. Por consiguiente, habrá fuerza de convicción 
científicamente hablando, cuando la sentencia judicial ajuste su valora- 
ción a patrones históricos vigentes.» 


Cierra su volumen de la Teoría de la Verdad Jurídica el señor Cossío con 
un Apéndice de tono polémico para defenderse de la acusación, que por algu- 
mos se ha hecho a su teoría, de tendencias racistas o nacionalistas. Dado ese 
«carácter, creemos poder prescindir de especificar más su contenido, aun cuan- 
«do más adelante hayamos de hacernos cargo de algún razonamiento del mismo. 


* * * 


No sabemos si el lector habrá tenido el aguante suficiente para seguirnos 
hasta aquí en la lectura de los textos transcritos. Pero podemos certificarle de 
«que hemos procurado seleccionar los menos nebulosos o menos imprecisos, en 
orden a dar una idea del contenido sustancial del pensamiento egológico; y 
que lo que le hemos ahorrado de las consideraciones o razonamientos que an- 
teceden, acompanan o siguen a los textos copiados, aun le hubiera exigido un 
aguante mucho mayor. 

Hacer una crítica razonada de las múltiples, variadas y, con frecuencia, 
desconcertantes facetas de toda esa ideología filosófica-jurídica seguramente 
nos llevaría a rebasar las trescientas y pico de páginas del volumen del señor 
Cossío. Como ello no es posible, nos limitaremos a señalar como muestra, 
acompañadas de un breve comentario, alguna que otra idea o posición, bien 
de tipo filosófico, bien de tipo jurídico, del pensamiento egológico. 

Ya en las primeras líneas del Prefacio (30), nos había dicho el señor 
Cossío que no le «interesa la Filosofía del Derecho»; que le «interesa ünica- 
mente la Filosofía de la Ciencia del Derecho». Y aunque, a renglón seguido, 
anade: «No quiero decir que me desligo de la Metafísica, porque esto es 
imposible al hombre, siendo el hombre mismo un animal metafísico», ¿no 
serán las primeras frases un resabio de la iniciación del señor Cossío, aludida 
por LEGAZ Y LACAMBRA (31), bajo la prestigiosa influencia de Kelsen, en el 
positivismo formalista de la Escuela de Viena? En todo caso, su metafísica se 
revela bien pobre, y apenas excede de un empirismo o vivencia existencialista. 


(SO) L: Cita P- 9; 

(31) Cfr. nota 9. Siempre que usemos en las citas la sigla Cfr., nos referimos a 
notas o páginas de este nuestro estudio; al usar la de L. cit., nos referiremos, como 
3o venimos haciendo, al libro Teoría de la Verdad Juridica. 
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Véase, como muestra, la descripción, tan falta de precisión filosófica y 
aun inexacta o equívoca en gran parte, que hace el señor Cossío de los objetos 
por él llamados ideales, de naturaleza, metafísicos y culturales. De los objetos 
culturales dice que «son valiosos», en tanto que los de naturaleza son «neu- 
tros al valor» (32). Pero, ;es que el sol, el aire, el agua, objetos de naturaleza, 
no tienen un valor de utilidad, como pueden tenerlo un-hacha o una vasija, 
objetos culturales, según el señor Cossío? O si una estatua, un Cuadro, objetos 
culturales, pueden ser bellos, ¿no lo son también un pájaro, una flor, un cielo: 
estrellado, objetos de naturaleza? 

Dice también el señor Cossío que los objetos culturales, a diferencia de: 
los ideales y metafísicos, «están en la experiencia», que llegamos a ellos por 
la «percepción sensorial», por la «intuición sensible» (33). En realidad, læ 
percepción o intuición sensible sólo mos puede dar volúmenes, movimientos,. 
fenómenos acústicos y términos, figuras, colores..., únicas cosas que pueden 
percibir los sentidos. En los objetos culturales, y en particular en la conducta: 
humana, hay otros muchos elementos: fondo sustancial, personalidad, morali- 
dad, juridicidad..., que sólo pueden ser objeto de la intuición o, mejor, del 
discurso intelectual, apoyado éste en los principios metafísicos de identidad, 
contradicción, razón suficiente, causalidad..., si bien este discurso lo haga la 
inteligencia de una manera natural y fácil y, a veces, casi instantánea. En ver- 
dad, no creemos que sea otro el pensamiento del senor Cossío, aunque sus 
expresiones sean equívocas. Mas, por lo mismo, no resulta justificada la opo- 
sición radical que en esto establece con los objetos ideales y metafísicos, ya. 
que también en el conocimiento de éstos se arranca, como enseña la verdadera: 
filosofía perenne, de unos hechos o realidades de experiencia, y también en 
ellos se da, y con harta frecuencia, la intuición intelectual—basta recordar los 
principios metafísicos antes aludidos—y mucho más los discursos naturales, 
fáciles e instantáneos. 

Mucho menos está justificada la desvalorización en el mundo de lo real, 
a que el señor Cossío parece condenar los objetos metafísicos e ideales. De 
los primeros dice—como veremos más adelante, al hablar del jusnaturalis- 
mo—que no «son cosas de las que haya alguna intuición sensible que las: 
abone»; y de los ideales dice expresamente que son «irreales», que «no exis- 
ten en ninguna parte» (34), y pone el ejemplo del concepto «agua» y del 
«número 4». 

Hay aquí una confusión lamentable, debida a ignorancia del verdadero 
sentido y valor de la abstracción. «El agua», «el número 4», son abstracciones. 


(32) Cire pr (23: 
(33) Cfr. p. 723; 
E) (Cindy PB. 123: 
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de objetos o realidades que existen verdaderamente en el mundo externo; sólo» 
que se las concibe—y en esto precisamente consiste la abstracción—no con: 
toda la realidad con que se concretan en ese mundo externo, sino en parte de- 
esa realidad, la que es esencial o la que interesa en el caso dado. Los conceptos- 
humanos rara vez, o quizás nunca, son comprensivos de toda la realidad de la 
cosa. Pero esa parte de realidad que el concepto humano capta o representa 
es efectiva y plenamente real. El líquido representado por el concepto agua 
existe realmente, con toda su plenitud entitativa, en todas las fuentes, en to- 
dos los mares. El número 4 se da y se verifica realmente en las cuatro ruedas. 
del automóvil, en las cuatro patas de la mesa, en las cuatro estrellas del carro- 
de la Osa Mayor. Es verdad que el agua con que topamos en el mundo exter- 
no será siempre fría o caliente, turbia o clara, remansada o corriente; y los. 
cuatro objetos o unidades que integran el número 4 serán ruedas de automó-- 
vil, o patas de mesa, o estrellas del cielo... De todas estas particularidades 
o elementos individuantes ha prescindido—sin negarlos—el concepto forma- 
do por abstracción. Pero el elemento, con que él se ha quedado, es perfecta- 
mente objetivo y real; y aán más real que aquellos otros particulares o indivi- 
duantes; ya que éstos se dan tan sólo en el caso concreto, y aquél se da en- 
todos los casos en que su esencia se verifica. 

Como la filosofía fenomenológico-existencialista del señor Cossío le lleva 
a encerrar toda su ciencia jurídica en la experiencia, en la intuición sensible, 
en las vivencias existenciales; como todo lo que cae fuera de este orden son: 
para él ideologías sin garantía de «intuición sensible que las abone», u obje- 
tos ideales sin realidad alguna; y como las mismas normas generales forman: 
parte de estos objetos ideales, de ahí su tesis de identificar el Derecho con: 
la conducta humana para dar a éste un contenido real, verificable en la ex- 
periencia. 

Y de ahí también su afirmación (35) de que la ciencia del Derecho es una 
ciencia «de casos», «de singularidades», «de realidades»; sin reparar en que 
con ello destruye el mismo concepto de ciencia. Es verdad que toda ciencia 
práctica, como el Derecho, se ordena a la resolución de los casos singulares 
y concretos; pero esto lo habrá de hacer, para merecer el nombre de verdadera 
ciencia, en virtud de principios y reglas o leyes generales, de algún modo sis- 
tematizadas. La mera yustaposición de hechos o casos singulares podrá ser 
obra de un coleccionista; pero no la de un científico. 

La tesis, tan repetida por el sefior Cossío y tan fundamental en toda su 
teoría, de que el Derecho es «conducta humana interferencial (36) intersub-- 


DJ Cir D: (28. 
(36) Esta interferencialidad intersubjetiva o alteridad de la conducta humana, 
en relación a otros sujetos, necesaria, según el sentir unánime tradicional, para que- 


— (31 — 


FIDEL G. MARTINEZ 


^ 


«jetiva», creemos será una de las que más dificultades habrá de encontrar, para 

Su aceptación, entre los juristas. Al contrario, el sentir unánime de éstos, en 
«todos los tiempos, ha sido que el Derecho es algo normativo y la conducta 
algo normado; el Derecho algo obligante y la conducta algo obligado; que la 
Jey o norma es Derecho, y la conducta, materia regulada por la ley (37). 


Reconoce el propio señor Cossío (38) que el jurista no puede saber, sin 
“la norma, qué calificación de la conducta procede en Derecho: «Lo que el ju- 
rista no puede saber sin la norma es si esa conducta es facultad, prestación, - 
entuerto o sanción.» Mas si la norma es la que nos da toda la calificación ju- 
.rídica de la conducta, porque en ella está «el modo de ser» del Derecho, es 
decir, todos los modos de ser del Derecho, ¿cómo podrá dejar de ser ella el 
«elemento esencial de este Derecho? Suponiendo que todos los colores posibles 
-fueran los siete del espectro, ¿cómo podría ser una cosa colorada sin ser o 


«esa conducta humana pueda caer dentro del campo del derecho, el señor Cossío la 
“entiende, además, como conducta o hacer «compartido» (L. cit., p. 80); ya que «eso 
que hago yo va coordinado e integrado al hecho de que un tercero me lo impide 

=o no me lo impide». Así, por ejemplo, «mi hacer (si yo transporto un libro) ya no es 
visto como un hacer sólo mío, aunque sea yo quien transpora el libro, sino que es 
visto como un hacer compartido, es decir, como un hacer nuestro único, porque si 
“bien yo transporto el libro, el otro permite que lo transporte—lo mismo el hacer 
resultaría un hacer compartido si lo impidiera». 

Toda esta ideología tiene un sabor acusado de ficción y de arbitrariedad. Si el 
“otro no me impide transportar el libro, él, simplemente, no hace nada; tal vez está 
durmiendo. ¿Cómo puede compartir ese «hacer único»: el transporte del libro? Ade- 
más, puesto que los que no me lo impiden son todos los demás hombres, ¿es que 
“todos ellos comparten mi hacer? Y si me lo impiden, el que no hace nada soy yo, 
4no hay tal transporte del libro. ¿O es que comparto yo su conducta de impedir? 
.& Cómo puede ser el mismo «co-hacer», según dice el señor Cossío más adelante (pá- 
‘gina 83), el del delincuente y el de su víctima, por ejemplo, el del asesino y el del 
asesinado? En el primero hay conducta humana, desde luego antijurídica, libre e in- 
tersubjetiva; pero en el segundo no hay tal conducta humana de ninguna clase; no 
thay más que el hecho fisiológico de morir. Y aun resulta más extraña esta posición 
-del señor Cossío o esta exigencia de conducta compartida en toda conducta jurídica, 
cuanto que él mismo afirma, por otra parte, que «el pensar lo que se me ocurre en 
mi intimidad» cae dentro del ámbito jurídico (p. 82). ¿Es que ese pensar íntimo mío 
Jo comparten también, como «único hacer», los demás hombres? 


(37) Suponemos que los discípulos del señor Cossío, cuando oyen la explicación 
de las leyes contenidas en los Códigos argentinos, están en la convicción de que se 
es está explicando algo que es verdadero Derecho. 

Como dice el propio KELSEN (Teoría pura del derecho y teoría egológica; «Revista 
de Estudios Políticos», n. 71 [septiembre-octubre 1953], p. 22): «Es claro que a na- 
die se le puede impedir dar una significación arbitraria a una palabra determinada. 
Pero si la teoría egclégica entiende por derecho la conducta humana en su interfe- 
rencia intersubjetiva, se refiere a un objeto diferente al de la ciencia jurídica en 
general.» Si, pues, «afirma (Cossío) que con la «interferencia intersubjetiva» ha de- 
finido el concepto de Derecho, es evidente que entiende por «Derecho» algo entera- 
mente distinto de lo que la ciencia jurídica entiende y ha entendido siempre como 
tal.» 


(38) Cfr. p. 727. 
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antes de ser o roja, o anaranjada, o amarilla o de algún otro color de los 
siete? (39) 

Otra muestra de la mentalidad y manera de razonar del señor Cossío que- 
remos ofrecer al lector, tomada de lo que dice en el Apéndice de su libro al 
tratar de fundamentar el principio jurídico: nulla poena sine lege (40). Em- 
pieza por determinar lo que es razón o racional: 


«La razón está ligada a la igualdad, como advirtieron los filósofos 
pitagóricos por primera vez. Precisamente se la define por identidad. 
El principio de identidad A es A, primero de los supremos principios de 
la Lógica, es, por excelencia, la expresión de lo puramente racional en 
su inmediata evidencia intelectiva. La aritmética, por ejemplo, arque- 
tipo de ciencia racional, comprueba muy bien aquel ligamen, puesto que 
avanza afirmando igualdades: 2 + 2 = 4 (41). La igualdad es, en con- 
secuencia una forma de razón.» 


Esto supuesto, razona así: las sanciones jurídicas de nulidad del acto y de 
indemnización son «racionales», porque giran en torno «a lo igual». No así 
Ja sanción de castigo, 


«que emerge irracionalmente con la desnuda fuerza óntica y ontoló- 
gica de la interferencia intersubjetiva de conducta.., estas sanciones 
son profundamente irracionales, ya que, en efecto, al muerto o lesiona- 
do nada se le restituye con el castigo del agresor... De la misma manera 
no hay criterio racional alguno para determinar por qué la pena dura 


(39) La conducta humana, aun la intersubjetiva, puede no ser ni jurídica ni an- 
tijurídica, es decir, no calificable en derecho: tales las conductas de caridad, de 
amistad, de cortesía, de veracidad.., por falta, precisamente, de una norma de De- 
recho que las haga jurídicamente obligatorias o prohibidas. De existir esa norma 
pasarían ipso facto a caer en el campo del Derecho. Otras muchas conductas, por 
ejemplo, la de circular los vehículos por la derecha, como está ordenado en España, 
o la de circular por la izquierda, como se observa en Inglaterra, no son ni jurídicas 
ni antijurídicas, hasta que ha venido la norma positiva que habría de regularlas. La 
afirmación del sefior Cossío, calificada por el mismo de «axioma ontológico: todo lo 
que no está prohibido está jurídicamente permitido» (L. cit., p. 244) se basa, tam- 
bién, en un equívoco. El vocablo permitido puede tener dos sentidos: 1., lo que está 
positivamente autorizado y, como tal, garantizado por la ley; 2.2, lo que la ley ni 
“prohibe ni positivamente autoriza, simplemente de lo que no dice nada. Ejemplo: 
la ley autoriza positivamente al padre para que eduque al hijo en la forma que es- 
time oportuna, y garantiza esta facultad paterna aun recluyendo en un reformato- 
rio al hijo rebelde. La ley no prohibe a nadie educar a ese joven rebelde—éste sería 
un acto de caridad—, pero no le autoriza como al padre, ni garantiza esa educación 
caritativa como la del padre. Otro ejemplo: la ley no prohibe a Juan ni a Pedro 
“pasar el primero al encontrarse al mismo tiempo en el cruce de una puerta estre- 
cha; pero tampoco autoriza positivamente para hacerlo a ninguno de ellos. El caso 
habrá de resolverlo la cortesía, o el cansancio del primero que desista de porfiar. 
El mismo sentir común de las gentes nos dice que hay muchas conductas de las que 


mada dicen las leyes. 
(40) L. cit., pp. 292-298, 
(41) Y ¿no dice igualmente: 2 + 3 > 4? 
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tanto para este delito y cuánto para el otro.. En conclusión: no hay 
relación racional entre entuerto y sanción, ni tampoco en las penas en- 
tre sí.. Lo que acabamos de decir nos lleva a una conclusión muy im- 
portante: el repudio de la analogía jurídica en materia penal es justicia. 
racional; el principio penal liberal «nulla poena sine lege» es verdadera 
justicia en el plano de la axiología pura... No es racional extender lo 
irracional.. Atacar este principio («nulla poena sine lege») es atacar a 
la razón misma en una de sus más importantes expresiones estimativas. 
La naturaleza genéricamente irracional de las sanciones penales funda- 
menta la racionalidad en sí de la máxima «nulla poena sine lege». 


Con lo cual, claro está, queda firmada la condenación, por irracional e in- 
justa, no sólo de la poena sine lege, sino, igualmente, de la poena cum lege; 
por lo que pudiera surgir la sospecha en alguno de si el señor Cossío ha que- 
rido realmente desterrar de los tribunales la primera, o introducirla en los mis- 
mos, dándole la misma categoría que a la segunda. Pero, ¿qué decir entonces 
de que todas las legislaciones del mundo establezcan y apliquen penas? Oigá- 
mosle al mismo señor Cossío: 


«Esta es también la raíz de la vacuidad de eso que los penalistas lla- 
man el fundamento del derecho de reprimir y que ellos discuten sin 
advertir que es un seudo-problema. Porque la verdad es que un hecho 
no necesita otro fundamento que el de su existencia. Y aquí, sin ninguna. 
translucidez racional que se nos aparezca como justificativo, estamos. 
frente al hecho existencial de la interferencia intersubjetiva de conduc- 
ta, con su estructura disyuntiva y con su forzosidad óntica para el hom- 
bre, donde toda la cuestión parece ser ciegamente que hay pena porque- 
sí; porque hay Derecho; porque los hechos son así.» 


Creemos innecesarios los comentarios, dejándolos al buen criterio del lec- 
tor. Sólo nos permitimos preguntar: ¿Es esto Derecho; o es pura facticidad 
empírica? 

Una última muestra de esa, que hemos dicho, especial mentalidad y ma- 
nera de razonar del señor Cossío. Ya antes había prometido (42) 


«hacer un alto en la marcha para recoger la tesis más perturbadora. 
que, hoy por hoy, anida en la ciencia jurídica: la del imperativismo». 


Ahora (43) va a cumplir su promesa: 


«La idea de que la norma significa mandar y de que las leyes son 
órdenes del legislador está tan difundida en la ciencia jurídica contem- 
poránea y repugna tanto a la noción egológica, de que norma es una 


(42) L. cit., p. 119. 
(43) L. cit., pp. 145-149. 
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manera de pensar, de significar, de mentar, que una revisión del impe- 
rativismo por sus fundamentos se nos hace inexcusable.» 


De acuerdo en que la tesis imperativista sea incompatible con la teoría 
egológica; pero que sea aquélla equivocada, ¿cómo lo demuestra el señor 
Cossío? Oigámosle: 

«Si las leyes son órdenes del legislador, ¿qué es lo que éste manda- 
ría: que se pague el alquiler, por ejemplo, o que tenga lugar el desahu- 
cio debido a la mora en el pago?... Siendo evidente que ambas (endorma 
y perinorma), separadamente, no pueden ser el contenido de una mis- 
ma orden, porque entonces se admitiría, a la par, la desobediencia de 
una O de otra; es decir, que también estaría mandada la desobediencia 
de una de las dos cosas ordenadas. El imperativismo cree salvar la pa- 
radoja arguyendo que el legislador no manda ni una ni otra cosa sepa- 
radamente, sino que manda la alternativa; es decir, que manda que el 
inquilino pague su alquiler y que en el caso de que no pagare manda 
que desaloje el inmueble.> 


El señor Cossío se lo ha dicho todo. Ha formulado la objeción y ha dado 
la respuesta a la misma, que es la que, en efecto, darían los imperativistas 
y aun, creemos, cuantos posean una dosis normal de sentido jurídico. Pero, 
precisamente, esa respuesta le parece al señor Cossío mada menos que des- 
tructora automática de la idea de mandato: 
~ «Pero la idea de que se pueden mandar dos cosas disyuntivas cuando 

entre ambas cubren la totalidad de las posibilidades... destruye automa- 
ticamente la idea misma de mandato, haciéndole superfluo, porque con 


o sin orden se cumple igualmente en los hechos una de las dos situa- 
ciones de la alternativa.» 


Es extraña esta afirmación del señor Cossío de que, sin necesidad del 
mandato o de la orden, se cumpliría igualmente en los hechos una de las dos 
“situaciones: O pago del alquiler o desahucio del inquilino moroso; cuando, 
manifiestamente, lo que sucedería de hecho es que sin el mandato de la ley 
ni se pagaría el alquiler ni se desalojaría el inmueble. ¿No han bastado las 
suspensiones, siquiera parciales, acordadas en algunos Estados, en circunstan- 
cias extraordinarias, de las leyes de inquilinato para que los inquilinos hayan 
seguido ocupando los inmuebles, aun sin pagar su alquiler? 

No menos insustancial es la instancia con la que pretende el señor Cossío 
seguir atacando al imperativismo: 

«No puede decirse que el legislador mande lo que la ley expresa, sino, 
más vale, que manda lo que el súbdito quiere, ya que depende de la vo- 
luntad del locador iniciar o no la acción de desalojo contra el locatario. 


La idea clara de que el legislador manda algo con la ley se ha transfor- 
mado en la vacuidad oscura de que sólo manda lo que otro mande.» 
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Esta vacuidad sólo se da en las palabras del objetante, ya que la idea dara. 
de la ley, que cualquier jurista principiante podría explicarnos, es mandar que 
se desaloje al locatario moroso sólo a petición o demanda del locador, ya que, 
naturalmente, éste es libre de renunciar a su derecho. 


Los demás «absurdos estridentes», que el señor Cossío atribuye al impe- 
rativismo, son: «la desobediencia a una orden que nadie ha recibido, en el caso 
de las transgresiones por ignorancia del Derecho, cuando el Derecho no con- 
siente esta ignorancia»; «que los legisladores dan órdenes a las generaciones 
venideras»; «la obediencia o desobediencia a Órdenes que nadie ha impartido, 
en el caso de Derecho consuetudinario». Creemos innecesario comentar estos 
pretendidos «absurdos»—se ve que el señor Cossío no es nada tímido en la 
aplicación de calificativos—, ya que en cualquier manual de Derecho se podrán 
encontrar explicaciones cumplidas de los mismos. 


Solamente apuntaremos: que el mandato de la ley se dirige a todos en ge- 
neral y que, si el cumplimiento de lo por ella mandado no puede obtenerse 
voluntariamente en algunos, por ignorancia culpable o inculpable de éstos, 
ningún absurdo hay en que tal cumplimiento pueda ejecutarse por los órganos: 
del poder; que tampoco se ve ningún absurdo en que la autoridad, que siem- 
pre perdura en la sociedad, por más que cambien o mueran sus eventuales re- 
presentantes, pueda dictar leyes que perduren vigentes y obligatorias para. 
cuantas generaciones se vayan sucediendo, mientras la misma autoridad man- 
tenga y sancione su vigencia, o no la derogue o dé por caducada; que, igual- 
mente, no aparece rastro alguno de absurdo en que esa misma autoridad, esté 
representada por un rey, por un parlamento o por el mismo pueblo, como su- 
cede en los plebiscitos, pueda perfectamente, por un acto explícito o implícito, 
convertir, en un momento dado, lo que antes era simple costumbre, en dere- 
cho o ley obligatorios. 


Como estas muestras que acabamos de analizar, de la ideología egológica,. 
podríamos ofrecer otras muchas. Baste decir que apenas habrá página alguna 
del libro del señor Cossío que estamos examinando en la que no encontremos 
afirmaciones filosóficas o jurídicas equívocas o inadmisibles, supuestos gra- 


tuitos o equivocados, razonamientos carentes de fuerza de convicción. Pero- 


creemos suficientes las muestras presentadas, para que el lector pueda for- 
marse un criterio provisional, a reserva de verificarlo con la lectura del libro 
del señor Cossío, acerca del pensamiento egológico. 


+ * * 


Pero el mayor y más grave fallo de ese pensamiento egológico y que afecta. 


sustancialmente a todo su valor, es su oposición radical al Derecho natural. 
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No nos es posible hacer aquí una exposición adecuada del auténtico jus-- 
naturalismo, tal cual lo ha defendido la filosofía perenne, y principal elemen-- 
to informador, como dijimos al principio, de toda la tradición jurídica, dos 
veces milenaria, del Occidente cristiano; mi señalar las deformaciones o muti-. 
laciones, más o menos graves, del mismo, aparecidas en determinadas épocas- 
o determinadas escuelas, como las llamadas racionalistas de los siglos XVII 
y XVIII, de Grocio, Tomasio y Pufendorf; ni discutir las críticas que se le 
han hecho o las objeciones que se le han presentado, mil veces contestadas 
aquéllas y resueltas éstas (44). 


Por ello, nos limitaremos a algunas consideraciones generales, en relación, 
especialmente, con la afirmación, tan repetida y tan ... audaz como suelen ser 
muchas de las suyas, del señor Cossío, de que el Derecho natural está ya «ca- 
duco», «muerto», «enterrado», «definitivamente superado», «radiado de la- 
ciencia» (45). 

Y con todo, hay un momento en el desarrollo de su teoría egológica en el 
que parece que ésta va a caer también en el campo jusnaturalista (46), siquie- 
ra fuese en un jusnaturalismo deficiente o mutilado; y es cuando, tratando de 
superar o de llenar el vacío del positivismo formalista de la escuela de Viena, 
afirma «de la manera más enérgica hasta ahora conocida» (47) el contenido: 
axiológico del Derecho; o cuando parece exigir en toda ley o sentencia judi- 
cial una «fuerza de convicción», que sólo obtendrán mediante ese contenido 
o «plexo de valores jurídicos que preside la justicia» (48); o cuando califica 
de «tremenda mutilación ontológica» la expulsión de los valores de justicia . 
del campo del Derecho (49). 


Lo malo es que, cuando se trata de averiguar cuál es, en el pensamiento. 
del señor Cossío, la consistencia de ese plexo de valores que preside la justi- - 
cia, cuál es su fundamento y la razón de ser de su obligatoriedad, sólo nos. 
ofrece «el hecho societario», ya que «los valores del plexo jurídico son el sen- 
tido del entendimiento societario, y éste existe históricamente determina-- 


(44) La solución de algunas de esas objeciones más corrientes y, en particular, . 
la armoniosa conjugación de inmutabilidad e historicismo dentro del Derecho natu-. 
ral pueden verse en la breve, pero enjundiosa, obra de J. M. DfEZ-ALEGRÍA: Etica, 
Derecho e Historia. El tema jusnaturalista en la problemática contemporánea (Ma-- 
drid, 1953). 

(45) Aparte las frecuentes invectivas ocasionales, dedica las pp. 150-170 de su. 
libro exclusivamente a combatirlo. 

(46) De ahí que no falten quienes hayan calificado la teoría egológica de jus-- 
naturalista; calificativo que el sefior Cossfo rechaza resueltamente (L. cit., p. 153).. 

GAD Lots BP MESS 

(48) L. cit., p. 215. 

(49) L. cit., p. 86. 
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«do» (50). O, como dice en otro lugar (51): «Hay fuerza de convicción proce- 
diendo de acuerdo con las valoraciones jurídicas vigentes... En este sentido, 
los valores objetivos de las valoraciones jurídicas son fundamentalmente his- 
"tóricos.» Con lo que venimos a caer de nuevo en un puro relativismo, O posi- 
"tivismo fáctico o histórico. 

Ni podía ser de otro modo, dada la radical eliminación de todo Derecho 
natural, de todo elemento meta-jurídico-positivo, y aun de toda metafísica que 
"trascienda los hechos de la experiencia fenomenológica (52). 

Y el caso es que, si la teoría egológica fuese fiel al principio o criterio, 
«en ella fundamental y decisivo, de esa experiencia fenomenológica de la con- 
-ducta y del sentir humanos, o de las valoraciones que en esta conducta tienen 
«fuerza de convicción», habría podido comprobar que, por encima de todos 
los códigos, de todas las legislaciones y de todas las sentencias de los tribuna- 
les; no obstante la corrupción de costumbres y la labor deformadora de ciertas 
ideologías; a pesar de las aberraciones circunstanciales que haya podido su- 
frir, en determinados períodos de su historia, la conciencia de algunos pueblos, 
-esta conciencia universal humana ha reconocido y proclamado siempre, y con 
tanta mayor energía cuanto es más civilizada y posee un sentido más vivo de 
los valores morales, la existencia de un Derecho, de una ley, de una justicia 
absolutos, indeclinables para el hombre, impuestos obligatoriamente a su li- 
bertad, aun a pesar suyo, por algo que está por encima de él, esto es: el De- 
-recho natural. 

Ante la legalidad positiva de las condenas y suplicios aplicados a los már- 
tires cristianos por un Nerón o un Diocleciano; lo mismo que ante los campos 
«de concentración o las cámaras de gas del régimen nacista, apoyado, en parte, 
por una sociedad víctima de una ofuscación hoy lamentada, en los que pere- 
cieron millones de ciudadanos, mujeres y niños, por el solo delito de perte- 


(SO) E. cits p. 236. 

(51) L. cit., pp. 245-246. 

(52) En la síntesis de su teoría egológica, publicada por el mismo señor Cossío 
-en «Información Jurídica», n. 42 (noviembre 1946), p. 51, hablando de esa metafísica 
en la que se fundamenta el Derecho natural, dice: «Esta metafísica es la vieja me- 
tafísica racional, irremediablemente invalidada por la «crítica de la razón pura», 
porque ni la inteligencia de Dios, ni la voluntad de Dios, ni la naturaleza humana, 
“que se invocan, así determinadas como sendas realidades, son cosas de las que haya 
alguna intuición sensible que las abone; con lo cual se comete el doble pecado de 
confiar en que la pura razón pueda atestiguarnos la existencia de algo y de creer 
que hay un camino sin solución de continuidad desde la experiencia normada que 
vive el jurista, hasta su fundamento real y esencial que el intelecto habría de afir- 
mar sin más fuerzas que el intelecto mismo.» Segün esto, cuando Newton, partiendo 
de movimientos observados en los planetas—experiencia—, descubrió la gravitación 
universal y sus leyes—algo más allá de la intuición sensible—; o cuando, a la in- 
versa, Le Verrier, partiendo de estas leyes y de esos movimientos observados, des- 
cubrió la existencia y la posición exacta de Neptuno, recorrieron un camino absurdo 
por falta de continuidad o intransitable por cortes infranqueables. 


— 738 — 


A PROPOSITO DE UN LIBRO 


necer a una raza determinada, como la jovencita Ana Frank, la maravillosa 
autora del Diario de su nombre; lo mismo que ante los millones de cadáveres 
amontonados por la legalidad comunista, o las tragedias de pueblos enteros, 
como el de Hungría, bajo la misma legalidad, el positivismo jurídico podrá 
decirnos, con KELSEN (53), que «el Estado no puede obrar injustamente», 
porque «él es el que crea el Derecho»; o con BERGBOHM (54), que «la más 
inicua legalidad, siendo tal, es jurídicamente obligante»; o con la teoría ego- 
lógica (55), aunque de una manera menos cruda, que «las leyes vigentes» son 
«el pensamiento de sí misma en general de la conducta de quienes integran 
un mismo grupo social» y que, por lo mismo, nos obligan «como nos obliga 
cualquier hecho de nuestra circunstancia vital» o, lo que es lo mismo, que no 
hay más Derecho verdadero que el Derecho positivo o histórico; pero ante 
todas aquellas monstruosas aberraciones, repetimos, de ese pretendido Derecho 
o legalidad positivistas, la conciencia de todo hombre que merezca el nombre 
de tal protestará siempre—en realidad y en lo íntimo de sus conciencias pro- 
testaban también muchos de los complicados en aquellas monstruosidades—y 
repetirá que tal pretendida legalidad ni tenía fuerza alguna de obligar, ni era 
justicia, ni era Derecho, sino simple imposición del hecho o de la fuerza bru- 
tales (56). 


(53) Hauptprobleme der Staatsrechtslehre (1911), p. 246. 

(54) Jurisprudenz und Rechtsphilosophie, I (1892), p. 144. 

(55) L. cit., p. 150. 

(56) Esta Justicia verdadera y eterna, contra la que nada valen las disposiciones 
de los mortales, es la que invocaba Antígona (Antígona, vers. 451-459); y ella. tam- 
bién, era la que presidía el pensamiento de CICERÓN cuando decía (De Legibus. I, 15): 
«Jam vero, illud stultissimum, existimare omnia justa esse quae sita sint in populo- 
rum institutis aut legibus.» 

«El origen de la idea del Derecho natural ha de ser atribuído a la antigua e in- 
suprimible aspiración del espíritu humano—podemos ya reconocerla en la Antígona 
de Sófocles—, que le lleva a la noción de una justicia eterna e inmutable; una jus- 
ticia que la autoridad humana expresa o debe expresar—pero que no crea—; una 
justicia a la que la autoridad humana puede dejar de dar expresión—pero que en 
tal caso habrá de pagar el fallo con la disminución o el venir a menos de su capaci- 
dad de mandar—. Esta justicia, concebida como la más alta y suprema ley, derivada 
de la naturaleza del universo—del Ser de Dios y de la razón del hombre—, afirma 
que el Derecho—en el sentido de derecho de ültima apelación—está, en todo caso, 
por encima de la legislación; y afirma que a ese derecho están sujetos en cierto 
modo los mismos legisladores» (SIR E. BARKER, l. cit. en la nota 1). 

«Sentimos más urgente que nunca la necesidad de certidumbre, sea como fe que 
el pensamiento del hombre confirma, sea como esperanza que revaloriza la vida en 
una comprensión consciente y refleja de nuestro destino. Por esto creemos en la 
justicia que nos esforzamos en entender, cuya pureza es tal «que no es más ma- 
ravillosa Héspero, la estrella de la noche, ni el lucero matutino», repitiendo la anti- 
gua imagen de Aristóteles, que acaso reproduce la del poeta Eurípides. Ningún mal 
pasajero es capaz de ofuscarla, ningún tirano puede convencernos para confundirla 
con la fuerza, ni artificio retórico logrará identificarla con el hecho, porque ésta, 
aunque también se manifiesta y comprueba en la Historia, radica en la conciencia 
profunda, en la estructura constitutiva del hombre ético, siendo, por lo tanto, nece- 
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El positivismo jurídico ha podido prevalecer y desenvolverse tranquila- 
mente, como en clima o caldo de cultivo propio, en una sociedad, cual la det 
siglo XIX, burguesa, liberal, escéptica y despreocupada, de vida y cultura 
fáciles y de filosofías ensayistas. Pero cuando han estallado las grandes crisis 
y las dos guerras mundiales, con todas sus trágicas derivaciones, el hombre 
ha visto que su construcción positivista se venía abajo, como barraca provisio- 
nal falta de fundamento; y ha sentido la necesidad de edificar sobre bases 
más sólidas, y de buscar, para la seguridad de su vida jurídica, asideros más 
firmes. En las grandes crisis y en los problemas sangrantes es donde se prueba 


el valor y la capacidad resolutiva de las ideologías. Por ello ha podido escri- 
birse (57): 


«Después de la primera guerra mundial, el positivismo jurídico se 
bate en plena retirada, descalabro más o menos pronunciado en los di- 
ferentes países en razón inversa de sus distancias a los campos de bata- 


lla. Por este motivo posee el positivismo jurídico en la Argentina toda« 
vía mucha raigambre.» 


Y también (58): 


«Tan fuerte es esa corriente contra el positivismo, que a la repetida 
frase de Windscheid, «hemos despertado del sueño del Derecho natu- 


ral», se ha opuesto la de «ya hemos despertado del sueño del Derecho 
positivo.» 


En realidad, la idea jusnaturalista nunca llegó a desaparecer del todo—tan 
natural y espontánea es en el hombre—aun en las mismas escuelas positivis- 
tas. Y es que del jus-naturalismo puede repetirse lo que Manzoni dijo de la 
filosofía: «La filosofia rientra in casa senza essere invitata.» Igual pasa con 


la idea jusnaturalista: si se le cierra la puerta, cuando menos se piensa, se ha 
colado por la ventana. 


Ya hemos citado antes frases del mismo sefor Cossío, de resabios tan 
jusnaturalistas, que han podido despistar a algunos. Resabios mucho más acen- 


saria, absoluta» (F. BATTAGLIA: últimas palabras con las que cierra su Curso de la 
Filosofía del Derecho [Madrid, 1953], vol. III, p. 351). 

(57) WERNER GOLDSCHMIDT: Jusnaturalismo contra positivismo jurídico ; «Revista 
General de Derecho, nn. 106-107 (1953), p. 351. Quizás sea ésta, también, la explica- 
ción, aparte el prestigio de su amor, como profesor durante muchos afios de las 
Universidades de La Plata y de Buenos Aires, de que la teoría egológica cuente con 
un grupo de adictos, con más o menos reservas, en la Argentina y en alguna que 
otra repüblica hispanoamericana. 


(58) BELING: Von positivismus zum Naturrecht und zurück; Beilage Helt, A. C. P 
1335p. Ll: 
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tuados e inconfundibles pueden recogerse en otras escuelas (59). Basta citar 
. las palabras de Savigny, el padre de la escuela histórica. Hablando de los 
«principios fundamentales del Derecho positivo», dice: 


«El fin general del Derecho se desprende de la ley moral del hombre 
desde el punot de vista cristiano. El cristianismo no existe sólo como 
regla de nuestras acciones, sino que ha modificado a la Humanidad y se 
encuentra en el fondo de nuestras ideas, aun de aquellas que parecen 
serle más extrañas y hostiles.» 


Y el más apasionado adversario del Derecho natural se ve obligado a 
confesar (60): 


«La idea de un Derecho existente, aparte del positivo, no sólo no 
ha desaparecido, sino que, por el contrario, se encuentra floreciente..., 
los monumentos literarios de casi todas las naciones se hallan empapa- 
dos de Derecho natural.» 


Efectivamente, la Constitución americana de Filadelfia y sus enmiendas 
son, como dice J. F. Linares (61): «de la más expresiva puridad jusnatura- 
lista»; y sobre la fachada de la Corte Suprema de Washington figura la ins- 
cripción: Equal, Justice and Law. Y la Asamblea Constituyente francesa, de 
1789, empieza por declarar, «en presencia y bajo los auspicios del Ser Supre- 
mo», «los derechos naturales, inalienables y sagrados del hombre». 

También son varios los códigos que, de un modo más o menos expreso, no 
sólo reconocen en el Derecho natural su fuente de inspiración, sino la norma 
a que habrá de atenerse el juez en las lagunas del Derecho positivo. 

Viniendo al sentir actual, y predominante en lo que va de siglo, de los 
juristas y filósofos del Derecho, oigamos, por ejemplo—aparte los que ya 
ocasionalmente hemos citado en páginas anteriores—, a uno tan significado 
como DeL VECCHIO (62): 


«Las viejas teorías y las tendencias nuevas, impugnadoras del eter- 
no ideal de justicia, no han llegado a extinguir jamás los principios 


(59) Véanse varias citas en F. DE CASTRO BRAVO: Derecho Civil de España (Ma- 
drid, 1949), t. I, pp. 411-412; de donde están tomadas, también, las frases de Savigny 
reproducidas en nuestro texto. 

(60) BERGBOHM: obra cit. en la nota 54, p. 233. 

(61) El actual pensamiento jurídico norteamericano (Buenos Aires, 1951), p. 9, 
En la misma página había escrito: «Dije que uno de los rasgos salientes del Derecho 
anglosajón es la creencia de que existe una instancia axiológica—llamémosla por su 
nombre—que preside el Derecho positivo y que bajo un rótulo u otro y aun sin ró- 
tulo, ha venido alimentándolo, como manadero inagotable soterráneo. Su primera 
versión fué el Derecho natural... Originado en el hontanar más puro del pensamien- 


-to grecolatino y medieval...» 
(62) «Rivista Internazionale di Filosofía del Diritto» (Roma, 1921), n. 1. 
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indelebles ni los efectos permanentes de la doctrina del Derecho natu- 
ral. Y aquellas teorías que ciertas escuelas habían declarado, con evi- 
dente error, muertas y desaparecidas para siempre, han recobrado nuevo 
vigor, mostrando de una manera indubitable su maravillosa vitalidad 
frente a las deficiencias, a la relatividad y a la inestabilidad e inconsis- 
tencia de las leyes positivas en el constante fluir de las cosas y de las 
relaciones humanas.» 


Concuerda otro insigne jurista más reciente: BIONDO BIONDI (63): 


«Il ritorno agli antichi insegnamenti in definitivo ê propugnato dallo 
a stesso Carnelutti, il quale, dopo avere vilipeso i vecchi metodi e le 
vecchie dottrine, riconosce ora che «l'angoscia che si è impadronita ne- 
gli ultimi tempi dei giuristi come dei filosofi, non significa se non la 
sete di qualche cosa che avevamo finalmente eliminato dalle nostre 
finalità spirituali: cotesta qualche cosa si chiama Diritto naturale»... 
'Occorreva forse la immane catastrofe per persuadersi di una verità, di 
cui per secoli mai si é dubitato?... Tutti abbeverati al positivismo, abbia- 
mo rinnegato o deriso il Diritto naturale come una anticaglia, ma ora 
faciamo umildemente ammenda, ad incommenciare dal Carnelutti: si 
era credutto di averlo seppellito, ma, dopo la ultime esperienze risorge 
dalle sue ceneri.» 


Citas parecidas podríamos prolongar indefinidamente. Baste decir que 
este renacimiento o este «eterno retorno» del Derecho natural ha sido el tí- 
tulo o el contenido principal de muchos libros, en diversas naciones, como el 
tan difundido de HEINRICH ROMMEN (64), el de J. CHARMONT (65), el de 
DIETZE (66), etc. 

En uno de ellos queremos fijarnos por su especial significación: en el de 
JosEr L. Kunz, profesor de la Universidad de Toledo (Ohio, EE. UU.), ti- 
tulado: La filosofía del Derecho latinoamericano en el siglo XX (67). Es 
Kunz uno de los internacionalistas contemporáneos más destacados y afiliado, 
por otra parte, a la escuela Vienesa de Kelsen. Después de describir la época 
de predominio positivista, de signo principalmente comtiano (1875-1925), y 
llegando al período contemporáneo, posterior a dichas fechas, dice (68): 


«El largo predominio que en América latina tuvo la filosofía jurídica 
de raíz comtiana no desapareció súbitamente por completo ante el avan- 
ce de las influencias neo-kantianas... Sin embargo, hoy, en Hispano- 


(63) Hsistenzialismo giuridico e Jurisprudenza romana. ittà giuridici i 
di F. Carnelutti (Padova, 1950), pp. 114-115. no. Per guit In atte 
(64) Die ewige Wiederkehr des Natwrrechts (Leipzig, 1936). 
(65) La renaissance du droit natwrel (1910). 
(66) Naturrecht in der Gegenwart (Bonn, 1936). 
(67) Editorial Losada (Buenos Aires, 1951). 
(68) Pp. 41-42. f 
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américa, la vieja filosofía del Derecho orientada hacia Comte y Spencer 
ya no es más que una supervivencia en algunos países remotos, carente 
de toda importancia y que ningün modo representa el pensamiento ju- 
ridico contemporáneo de la América española.» 


Sigue haciendo una relación detallada de todos los escritores jurídicos de 
algün renombre americanos, o que en América han ejercido alguna influencia, 
y sintetiza (69): 


«Es natural que en la América latina, un continente fundamental- 
mente católico, haya habido siempre y siga habiendo una filosofía cató- 
lica escolástica. Todo el período colonial, como ya expuse antes, fué 
desde el punto de vista filosófico una época escolástica en la cultura 
latino-americana... Pero el renacimiento del Derecho natural en Europa 
—y, por consiguiente, en la América latina—no se limita en modo al- 
guno a la tendencia neo-escolástica o neo-tomista o a otras escuelas, 
íntimamente conectadas con ésta, sino que tiene también muchas otras 
manifestaciones diferentes de aquéllas. Hay un renacimiento general del 
Derecho natural, que ha sido registrado y comentado en muchos libros. 
Esa reviviscencia general del pensamiento jusnaturalista, como nueva 
reacción contra el positivismo jurídico y contra el neo-kantismo lógico. 
de là escuela de Marburgo, es una consecuencia de la crisis espiritual, 
de la confusión y de la desesperación de nuestra época.» 


Y sigue desarrollando y confirmando estas mismas ideas en largas páginas 
de documentada información de escritores y de ideologías (70). 


(69) Pp. 49-52. 

(70) Es interesante la revindicación que KUNZ hace de KELSEN, o mejor, de la. 
«teoría pura del derecho», de que éste es autor. Especialmente capacitado para en- 
tender esta teoría, por su encuadramiento dentro de la escuela de Viena, y aun por 
sus relaciones personales con Kelsen, dice de éste que, efectivamente (p. 132), «su 
filosofía personal es relativista»; pero que la «teoría pura del Derecho» de Kelsen no 
depende, de ningún modo, de la filosofía que se profese.. Las convicciones filosóficas 
personales de Kelsen de ninguna manera determinan su teoría pura del Derecho 
ni afectan al valor permanente de ésta. «Los reproches (p. 131) de «formalismo» y 
«positivismo» carecen de toda justificación. Pues la teoría de Kelsen, según las pro-. 
pias palabras de éste, no quiere ir más allá de ser un método puramente formal; 
de investigación.» La teoría pura del Derecho quiere limitarse al conocimiento. 
del Derecho positivo; no trata de la creación del Derecho; no es una explicación 
psicológica ni económica de las realidades efectivas por las que el Derecho surge, 
ni tampoco se ocupa de los problemas de una valoración política o ética del De- 
recho, ni de la estimación sobre los fines de éste. Es tan sólo la aplicación con- 
secuente del método jurídico, formal-práctico-descriptivo. Es una teoría general, 
una ciencia abstracta del Derecho que investiga—sobre la base de un análisis com- 
parativo de los diferentes órdenes jurídicos—la estructura formal de la norma jus 
rídica, la estructura del orden jurídico y la arquitectura de éste, y que suministra 
los conceptos fundamentales gracias a los cuales el jurista puede describir cualquier 
orden jurídico-positivo concreto.» 

Más adelante (p. 133) añade: «En una larga conversación que tuve con Kelsen 
en Nueva York, en el otoño de 1947, me manifestó que lo que pretendía era solamen= 
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Vemos, pues, que la afirmación del señor Cossío, de que el jus-naturalis- 
mo estaba ya «caduco», «muerto», «enterrado», «definitivamente superado», 
«radiado de la ciencia», retrasaba bastante en el reloj de la Historia. 

Resumiendo: la misma fenomenología de la existencia humana, tan invo- 
cada por el positivismo, como en un grito imposible de sofocar, salido de la 
más íntima entraña de la conciencia universal, nos pone ante el hecho de la 
convicción profunda, insobornable, de una justicia objetiva, trascendente, por 
encima de todas las violencias de la fuerza, de todos los dictados de los tira- 
nos, de todas las arbitrariedades de los legisladores, de todas las aberraciones 
y resistencias de la voluntad, de todos los eclipses que, en determinados pe- 
ríodos históricos, hayan podido nublarla en el sentir o en las costumbres de 
individuos o de pueblos. Con la particularidad de que, cuanto una sociedad 
es más civilizada, más virtuosa, de más finura espiritual, tanto es más viva en 
ella esa convicción, más exigente y más realizada en sus leyes positivas. 

En realidad, esa justicia objetiva y trascendente no es sino la respuesta, 
en el terreno del Derecho, a la tendencia innata e insuprimible del espíritu 
humano hacia lo absoluto, en busca del ültimo porqué o razón de ser de las 
cosas. Y este absoluto y esta ültima razón de las cosas, particularmente de las 


te trazar una linea divisoria entre ciencia y metafísica—en el sentido de Kant—; 
pero que no pensaba negar que el hombre está rodeado de enigmas y que, por ello, 
necesariamente tiene que ocuparse de metafísica. La ciencia no lo es todo—me de- 
cía—, la ciencia constituye sólo un quehacer menor de la vida, subordinado al pro- 
blema metafísico, grande y enigmático.» 

Si esto es así y si, como sostienen A. VERDROSS y otros (p. 52), la «teoría pura del 
Derecho» fuese compatible con el jus-naturalismo, habría que dar también de baja 
el nombre prestigioso de Kelsen o al menos su «teoría pura del Derecho» en las listas 
del positivismo antijusnaturalista. 

Hemos querido dar un extracto de la interpretación de KUNZ, por el interés que 
ella pueda tener para el lector. Pero la verdad es que hay expresiones de Kelsen 
—alguna hemos citado en páginas anteriores—difícilmente conciliables con esa neu- 
tralidad de su teoría ahora afirmada. ;Es que ha habido una evolución en su pen- 
samiento ? 

Y los escritores juristas, en general, han dado a la repetida teoría un sentido 
claramente positivista. Véase, por ejemplo, cómo se expresa G. BETTIOL (Dal positi- 
vismo giwridico alle nuove concezione del Diritto; «Jus. Rivista di Science Juridice» 
[Milano, 1954], anno V, fasc. I, p. 192): «E indubbio che oggi il positivismo giuridico 
e entrato in crisi: L'unica autorevole ma stanca voce che ancora si leva é quella 
di Kelsen il quale ha devuto assistere alla fine di quella che era pur sempre stata 
la scuola viennese, attorno alla quale ad un dato momento si erano raggruppati 
studiosi provenienti di diverse tendence filosofiche, nell equivoco che il formalismo 
kelseniano fosse solo un metodo ma non una dottrina.. Ma in Europa il formalismo 
positivista, che in Kelsen aveva trovato il suo culmine e la sua perfezione, é ormai 
un ricordo.» i 

Y aun habremos de añadir, confirmando lo que antes apuntamos, que estudios de 
Kelsen, como el último recogido por J. F. LINARES, en la obra citada en la nota 61 
páginas 247-298, se revelan manifiestamente antijusnaturalistas. La única solución 
posible, ya apuntada por Kunz, sería decir que estas posiciones personales de Kelsen 
Son independientes de la «teoría pura del Derecho». 
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cosas más altas del espíritu humano, cuales son las morales o jurídicas—la jus- 
ticia es una parte de la moral—, sólo podrán encontrarse en una concepción 
total de la vida y del ser. 


Mutilar esta realidad, quedándose con una parte tan sólo de ella, es con- 
denarse al fracaso (71). Poner el último fundamento de esa justicia objetiva 
y trascendente y, por lo mismo, absolutamente obligatoria en el mismo hom- 
bre, es dejarla colgada en el aire. No sólo porque el hombre ni es superior a 
sí mismo, ni puede obligarse a sí mismo de un modo absoluto—ya que quien 
pone la obligación, puede igualmente levantarla—, sino porque tampoco el 
hombre es un ser absoluto (72), ni tiene en sí su última razón de ser. Es un 
ser participado y contingente, cuya ültima razón y principio habrán de bus- 
carse en el ánico Ser necesario y absoluto: Dios. 

Podrán la naturaleza y la razón del hombre ser el fundamento próximo, 
o el medio en que se nos pone de manifiesto esa justicia; pero el principio 
fundamental y razón de ser absoluta de la misma habrán de buscarse en Dios. 

Y queremos, finalmente, cerrar la serie de citas de autorizados juristas, 
recogidas en esta ültima parte de nuestro trabajo, con la del actual Presidente 
de nuestro Tribunal Supremo, señor CasrÁN TOBENAS (73): 


«Hoy más que nunca interesa seguir la dirección jusnaturalista, tan 
española como universal, y al mismo tiempo clásica y moderna... Lo re- 
clama, por último, todo el conjunto de ventajas que presenta y procura 
una concepción de líneas clásicas, fundamentalmente homogénea en la 
historia del pensamiento occidental, inteligible para todos, de arraigo 
a la vez científico y popular, frente al cúmulo de doctrinas filosóficas 
modernas que nacen y mueren de continuo, sin llegar a penetrar en el 


(71) Es la «tremenda mutilación ontológica», en frase de Cossío, recogida en la 
página 18, aun cuando él no se diera cuenta de que con la eliminación del Derecho 
natural la estaba operando en lo más vivo del Derecho y de la conciencia humana. 

«Si queremos decir sobre lo jurídico su verdad primaria de auténtico rango filo- 
sófico, será preciso integrarlo en una concepción plena y última, esto es, en la Filo- 
sofía general y primera, riguosamente entendida, es decir, preguntarnos por el sen- 
tido que corresponde a lo jurídico en una concepción del mundo y de la vida» (Luis 
RECASÉNS SICHES: Prólogo a la obra de LEGAZ Y LACAMBRA: Kelsen, estudio crítico... 
[Barcelona, 1933], p. 13). 

(72) Sólo Dios es un valor absoluto y, consiguientemente, sólo El puede ser para 
‘el hombre razón de una obligación absoluta, cual es la obligación moral y, por lo 
mismo, la de la justicia o del Derecho. Todos los valores simplemente humanos, 
en cuanto tales, ni son absolutos ni necesarios, es decir, son renunciables. Podrán 
fundar obligaciones impropias, si así se las quiere llamar, de utilidad, de bienestar, 
de estética, de decoro, de cortesía, de orden, de paz, temporales y humanas. Pero 
para que esas obligaciones pasen a ser estrictamente tales o absolutas, es decir, 
morales, necesitan mostrarse al hombre como impuestas o ratificadas por Dios. 


(73) En torno al Derecho natural (Zaragoza, 1940), pp. 52-53. 
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alma de la sociedad ni a ser comprendidas casi por los mismos juristas... 
En vano buscaríamos en ninguna de las concepciones modernas la gran- 
deza y fecundidad de la idea del Derecho natural, a la que están ligados 
los principios más fundamentales y los decisivos progresos del Derecho 
en todas las épocas.» 


ł Fire, G. MARTINEZ 
Ob. tit. de Sululi 
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JURIDICA SOBRE JOAQUIN LORENZO 
VILLANUEVA (1820-23) (*) 


Tres circunstancias hacen particularmente interesante la obra que presen- 
tamos a los lectores de nuestra REVISTA: que la época estudiada sea el si- 
glo XIX, que el ambiente analizado sea el espafiol y que la problemática del 
tema sea precisamente jurídica. Don Joaquín Lorenzo Villanueva, figura de 
innegable relieve de nuestra historia en los comienzos del siglo pasado, obliga 
a serio estudio y a provechosa reflexión en la triple dimensión indicada. En: 
efecto, el siglo XIX esconde aún muchísimos secretos, acaso sustanciales para 
la interpretación de hechos y situaciones posteriores. Su propia vecindad res- 
pecto a nuestros días hace delicado y vidrioso cualquier enjuiciamiento; su: 
complejidad, tanto desde el punto de vista histórico como desde el punto de: 
vista documental, hace necesariamente fatigoso todo serio intento investiga- 
dor. Todo esto resulta singularmente apropiado al referirlo al siglo XIX es- 
pañol. Sin género de duda, la gran masa documental auténtica de sus lustros: 
supera con mucho a la escasa producción historiográfica científica sobre los. 
mismos. La dificultad que ofrece el conocimiento y mucho más el dominio 
sintético de las historias, diarios y memorias, actas de Cortes, folletos polémi- 
cos, revistas y periódicos de los últimos siglos mos explican las preferencias 
que muestran los estudiosos por épocas anteriores y el relativo silencio que 
observan respecto al llamado siglo del progreso y del socialismo. Grandes 
eventos como la invasión napoleónica y las reacciones por ella provocadas en: 
España han sido estudiados demasiado sumariamente, y resulta por ello obli- 
gado revisar muchos juicios estimados como definitivos en nuestra historio- 
grafia (1). ¡Cuánto más ocurrirá lo propio con la interpretación madura de 
todo ese vaivén de revoluciones y pronunciamientos, de luchas feroces entre 
absolutistas, tradicionalistas y liberales que desgarraran la historia con luchas 
fratricidas! Nos faltan en España obras como las de SCHNABEL, DE LA Gor- 


(*) J. S. La Boa: Doctrina canónica del doctor Villanueva. Su actuación en el 
conflicto entre la Santa Sede y el Gobierno de España (1820-23). Dissertatio ad Lau- 
ream in Fac. Iuris Canonici Pont. Univ. Gregorianae (Vitoria, 1957). Prólogo del 
Emmo. Card. G. CICOGNANI. XXIV-247 pp. con 11 Apéndices documentales. 


(1) Véase, por ejemplo, el libro de M. ARTOLA: Los afrancesados (Madrid, 1953). 
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CE, LATREILLE, LECANUET, por poner algunos ejemplos (2), que ayuden a 
completar y a rectificar, si fuera preciso, las líneas esbozadas por MENÉNDEZ 
y PELAYO (3). Finalmente, si dirigimos muestra atención al campo jurídico 
y más concretamente al de la historia del Derecho, con el pensamiento puesto 
en el ambiente español del XIX, la escasez de obras antes anotada se trans- 
forma en verdadera rareza, ya que a las causas expuestas se añade el que nues- 
tra tradición jurídica no ha mostrado sus preferencias por los estudios his- 
tóricos. 

Estos tres factores obligan a acoger con simpatía la obra del doctor LABOA: 
Doctrina canónica del doctor Villanueva. Su actuación en el conflicto entre la 
Santa Sede y el Gobierno de España (1820-1823), publicada con esmero y 
elegancia por el Seminario de Vitoria en su Colección «Victoriensia» y ante- 
riormente presentada como tesis doctoral en la Facultad de Derecho Canónico 
de la Universidad Gregoriana. El tema es de auténtico interés; no en vano, 
como agradecidamente reconoce su autor, fué brindado por el llorado P. Pe- 
dro de Leturia, S. J. La figura de Villanueva, cualquiera que sea el juicio que 
ella inspire, posee innegable relieve entre las personas que llenan las prime- 
ras décadas del 800, donde muchas veces la aparente grandeza se reduce a 
fanatismo sectario e inflamado radicalismo. Ofrece variados aspectos de pu- 
blicista, inquisidor, profesor, diputado, etc., y alcanza su celebridad máxima 
cuando es nombrado por el Gobierno para el cargo de Ministro Plenipoten- 
ciario cerca de la Santa Sede. Los incidentes a que dió lugar su nombramiento 
y las causas remotas de los mismos ocupan de lleno la atención del autor. Vi- 
llanueva, como anota en precioso prólogo el eminentísimo Cardenal CICOGNA- 
NI, es una figura representativa del momento y pertenece a una generación 
que, infeccionada por ideas confusas y equivocadas, mezcló con su pretendido 
celo por la Iglesia ideas de cuño jansenista y liberal y fuertes sentimientos 
antirromanistas. En las ideas de Villanueva descubre el señor LABOA la raíz 
de sus futuras desgracias diplomáticas. Por eso mismo era forzoso estudiar 
separadamente las dos cuestiones: la doctrinal, en la que ha de analizarse el 
pensamiento jurídico de Villanueva, y la propiamente histórica, en la que se 
hará luz definitiva sobre los sucesos que supusieron para el famoso canónigo 
diputado la confianza incondicional del Gobierno y la repulsa justificada de 
la Santa Sede. 


(2) F. SCHNABEL: Storia religiosa della Germania nell'Ottocento (trad. italiana) 
(Brescia, 1944). P. DE LA GORCE: Histoire religieuse de la Revolution francaise (Pa- 
ris, 1922), 16 ed. A. LATREILLE: l/Eglise catholique et la Revolution frangaise (Pa- 
ris, 1950). LEcANUET: L'Eglise de France sous la Troisième République (Paris, 1907-31). 


(3) M. MENÉNDEZ Y PELAYO: Historia de los Heterodoxos Españoles, Ed. - 
drid, 1947), t. VI. e y ات سا سب‎ 
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Doctrina canónica de J]. L. Villanueva 


No es fácil trazar con riqueza de datos la biografía de Villanueva, ya que, 
fuera de las páginas siempre magistrales de MENÉNDEZ Y PELAYO, no se dis- 
pone sino de breves artículos de enciclopedia o de folletos polémicos de deli- 
cada utilización. Recogiendo con tino cuanto nos ofrecen estas fuentes citadas 
y añadiendo datos entresacados de la correspondencia diplomática, mos da el 
autor un breve esbozo de la vida y actividades de Villanueva en años ante- 
riores a su ensalzamiento diplomático (15-37). Nacido en Játiba en 1757, 
estudia Humanidades en su ciudad natal y más tarde Filosofía en Valencia; 
luego conseguirá sus grados de Maestro en Artes y Doctor en Teología. A los 
dieciocho años comienza a explicar Filosofía en el Seminario de Orihuela, pero 
su marcada inclinación hacia los temas jurídicos—apunta ya el antirromanis- 
mo—lo lanza a la siembra de sus ideas desde la cátedra y le vale, natural- 
mente, diversas amonestaciones. En 1780 lo encontramos ya en Madrid, don- 
de completa su formación jurídica en contacto con los literatos que rondaban 
la Corte. Discípulo y amigo de Juan Bautista Muñoz, cultiva en Madrid el 
trato de Antonio Tavira, luego Obispo de Salamanca; del furioso regalista, 
con más ribetes de cismático, Rodríguez de Campomanes; del también enve- 
nenado Arzobispo, confesor de Carlos IV, don Félix Amat, todos ellos dignos 
del calificativo de docto, sabio o piadoso que Villanueva otorga abundante- 
mente, pero, en exclusiva, a los de su cuerda. Y en ésta se cuentan el P. Mas- 
déu, Espiga, Muñoz Torrero y el pontífice del regalismo portugués, Pereira. 
Un espíritu uniforme corre por las mentes de todos ellos, sinceramente ad- 
mirados por Villanueva: cierta especie de episcopalismo a ultranza, que busca 
el amparo de la política absolutista creciente en los Estados y no pierde oca- 
sión de huir y aun atacar a Roma, considerada como opresora de antiguas li- 
bertades con su progresivo centralismo. A partir de 1786 comienza la activi- 
dad de Villanueva como publicista: pequeñas obras de piedad, como Nove- 
nas u Oficios litúrgicos traducidos, algunas obras espirituales sobre la Sagrada 
Escritura o la Misa, y la más voluminosa del Año Cristiano integran el cupo 
de su aportación a las Letras. Cabe resaltar algo más su Catecismo del Estado, 
publicado en 1793, por su significación jurídica equívoca, ya que en ella se 
muestra integrista, defensor de la Inquisición y adulador del Rey hasta el 
servilismo, cuando años más tarde habrá de renegar de todo ello, precisamente 
cuando actúe en 1809 dentro de la Comisión eclesiástica a elección de la Junta 
Central. Arrestado en 1814 con motivo de la reacción absolutista de Fernan- 
do VII, sale nuevamente a la palestra en 1820 como diputado por la provincia 
de Cuenca. Su actuación en las Cortes como Vocal encargado de la redacción 
de todos los proyectos de reforma eclesiástica, se caracteriza por su virulencia 
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y exaltación extrema en la defensa y actualización de sus erróneas ideas. Re- 
firiéndose a ella, lo llamará el Nuncio «el más eficaz atleta del Jansenismo»- 
Este sumario esbozo histórico sirve para demostrar que sus vehementísimos 
ataques a la Curia romana posteriores no fueron consecuencia de su fracaso 
diplomático, sino conclusión de una constante trayectoria seguida a lo largo 
de su vida. f 

Este estudio doctrinal se extiende largamente por tres importantes capi- 
tulos. En el primero de ellos, Errores de Villanueva sobre la Constitución ja- 
rídica de la Iglesia (38-59), se pone de manifiesto su fuerte carga regalista. 
Sobre la base de una errónea y abusiva distinción entre la disciplina interna y 
externa—verdadera bandera del jansenismo—, Villanueva pone bajo la ju- 
risdicción del Estado una serie de derechos fundamentales, como el de supre- 
sión del fuero eclesiástico, abolición de diezmos, incautación de bienes de la 
Iglesia, supresión de monasterios y Ordenes religiosas, y reforma de ambos 
cleros. Todos estos «actos externos de culto y gobierno eclesiástico, que no 
siendo esenciales a la religión, son trascendentales a la sociedad política», 
penden de la soberanía temporal, según Villanueva. Con aparatosas alusiones 
a la Historia antigua y medieval, Villanueva quiere resolver las dificultades 
que presenta la coexistencia de ambas soberanías, pero siempre reduciendo 
hasta el mínimum la de la Iglesia. Así negará toda potestad, aun indirecta, 
del Papa sobre la sociedad política, defenderá como pieza esencial de la sobe- 
ranía civil el «placet» regio, y, sobre todo, con la falaz distinción entre dere- 
chos esenciales y accidentales, recortará a capricho las facultades primaciales de 
la Sede romana. Limitará el Primado pontificio con los cánones generales y con 
las costumbres de Iglesias particulares; someterá al Papa el juicio de la Iglesia; 
defenderá ridículamente en pleno siglo XIX ideas conciliaristas y hasta la va- 
lidez en España de Concilios como el de Basilea; calificará determinados de- 
rechos de la Silla romana de puras concesiones de los Reyes o de los Metro- 
politanos, y más tarde, a raíz de la repulsa de su persona como Embajador 
ante la Santa Sede, intentará considerar este acto como una ofensa a la invio- 
labilidad de los diputados, como una injerencia política de Roma en asuntos 
internos, y, por fin, como una violación de la antigua disciplina canónica es- 
pañola. 

Más generoso, por el contrario, se muestra Villanueva con el Estado, se- 
gún se deduce del capítulo siguiente, Competencia del Estado en materia ecle- 
siastica según Villanueva (60-95). Instiga constantemente a la autoridad so- 
berana del Estado a poner fin a las reservas, calificadas siempre de usurpa- 
ciones, de la Sede romana. En consecuencia, invocará mil veces la disciplina 
de los antiguos Concilios—por el contrario, pondrá cortapisas a Trento—en 
defensa de las que él llama «libertades canónicas de Espana». Con espíritu 
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digno del más puro galicanismo, nos dirá que a los Reyes compete el derecho 
de elección de Obispos, adquirido por cesión del clero y pueblo, y a los Me- 
tropolitanos corresponde el de confirmación. Con la misma inquina, antirro- 
mana, seguirá la corriente teológica que defiende la comunicación inmediata 
de Dios a los Obispos de la jurisdicción episcopal. Esgrimirá toda una serie 
de argumentos jurídicos contra el juramento que los Obispos prestan al tiempo 
de su consagración, en un famoso dictamen presentado a las Cortes en 1822. 
En todo verá Villanueva vasallajes, esferas temporales, sumisión a autoridad 
extranjera, perjuicio de los derechos de la nación española y de las leyes del 
Reino. En conclusión, estima el juramento prescrito por el Pontífice romano 
como incompatible con la Moral e inoservable y opuesto a los mandatos di- 
vinos, toda vez que contraría a la soberanía e independencia de los Estados. 
Por último, intenta demostrar que las inmunidades eclesiásticas, como el fuero 
eclesiástico, exención de tributos del clero, no son de derecho eclesiástico, sino 
que son puras concesiones de la autoridad civil. 

Finalmente, en un interesante capítulo, Derecho concordatario de Villa- 
nueva y su proyecto de reforma eclesiástica (96-115), se completa el estudio 
y la síntesis de sus ideas acerca de las leyes concordadas entre la Santa Sede 
y los Gobiernos, y acerca de otros problemas tratados por él en su proyecto 
de reforma eclesiástica. Los Concordatos, inventos de la Curia romana para 
proteger sus intereses o ahuyentar el espantajo de un Concilio, están todos 
radicalmente viciados, por cuanto que muchas veces el objeto mismo de los 
acuerdos no cae bajo la competencia de Roma, sino usurpando derechos de 
Obispos e Iglesias nacionales. La falsa base de los derechos que se otorgan o 
se hacen respetar los hacen de todo punto inütiles. El carácter revocable, por 
parte de Roma, de los privilegios otorgados, hace que el Concordato no sea 
un pacto bilateral serio y por lo mismo sea una violación del Derecho de gen- 
tes; este principio lo quiere comprobar Villanueva con ejemplos, llenos de 
falsedades históricas, de diversos Concordatos de los ültimos siglos. Así pen- 
saba respecto a la Curia romana quien poco después había de presentarse ante 
el Papa para mantener y estrechar las relaciones entre el Vicario de Cristo y 
el Gobierno español. 

No menos radical se manifiesta Villanueva en su actuación en el Congreso 
en favor de una profunda reforma de las estructuras eclesiásticas. Apoyado 
en principios que ya conocemos, e imitando muy de cerca el ejemplo de la 
Constitución civil del clero, propondrá una serie de reformas en materia ecle- 
siástica: disminución de días de fiesta, reforma del calendario (desterrar los 
mombres de Gregorio VII y San Fernando), abolición de diezmos, reajuste 
del sistema beneficial y del personal de ambos cleros, etc. Como osamenta de 
todos estos proyectos de reforma nos encontramos con las mismas equivocadas 
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ideas acerca del Primado romano, de las facultades de los Obispos y del Esta- 
do, etc. 

Con esto concluye la parte doctrinal de la tesis del señor LABOA, donde, na- 
turalmente, refuta a la luz de los principios de Derecho todos los errores de 
Villanueva, aunque nosotros hayamos omitido todos estos conceptos. La lec- 
tura de estos capítulos y aun esta sucinta exposición dibujan suficientemente 
la traza ideológica de Villanueva y constituyen, lógicamente, la mejor intro- 
ducción y aun explicación de los hechos históricos que ocupan toda la segunda 
parte. 


Actuación del doctor Villanueva 


Los méritos contraídos por Villanueva por sus ideas radicales, junto con 
la persecución sufrida por parte de Fernando VII, le valieron el más rápido 
encumbramiento en los días turbulentos del trienio liberal, 1820-3. Villa- 
nueva comenzó a ser el mentor máximo en todo aquel vértigo de reformas de 
tipo religioso, llegando con ello a ganarse la confianza del Ministro de Es- 
tado, don Evaristo San Miguel, para un cargo de la máxima responsabilidad: 
el de Ministro Plenipotenciario ante la Santa Seda. Los incidentes que acom- 
pañaron a su nombramiento llenan las páginas de un capítulo: El doctor Vi- 
llanueva, propuesto para Embajador ante la Santa Sede. Conflicto diplomá- 
tico (119-150). La documentación vaticana, exhumada por vez primera en su 
totalidad, aclara con luz meridiana los pasos todos de aquel incidente histó- 
rico. Notas confidenciales y oficiales constantemente cruzadas entre el Nuncio 
Giustiniani y el celebérrimo Cardenal Consalvi mantuvieron estrechamente 
unidas a Roma y Madrid en su conducta respecto al Gobierno español y al 
nombrado Embajador. Los dos informes secretos del Nuncio, enviados a Roma 
el 2 de septiembre y el 31 de octubre a petición del Cardenal Secretario de 
Estado, y publicados íntegramente en la obra del señor LABOA, son, además 
de modelos como rapport diplomático, preciosas fuentes para el estudio de Vi- 
llanueva como hombre público, como escritor y como figura privada. El re- 
trato que el Nuncio hacía de Villanueva no era precisamente una recomenda- 
ción de su persona para el alto y delicado cargo que el Gobierno quería 
encomendarle y la Santa Sede debía aceptar. Por ello, el Cardenal Consalvi 
hizo llegar en forma de discretísima nota confidencial al Encargado de Ne- 
gocios en Roma, Aparici, el desagrado producido en el Padre Santo por el 
referido nombramiento, haciendo alusión a la dificultad de otorgar confianza 
a un hombre de las ideas manifestadas por Villanueva en sus escritos. El 
Gobierno español interpretó esta actitud como ofensiva para su dignidad y 
permitió que Villanueva abandonase Madrid con dirección a Roma; mas no 
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pudo proseguir su viaje, porque allí fué prevenido de las dificultades que 
existían sobre su persona por el Encargado de los negocios de la Santa Sede 
cerca de la Corte de Turín. A pesar de la justa y moderada reacción del Con- 
sejo de Estado, el Ministro San Miguel exigió redondamente de Roma la ad- 
misión de Villanueva y amenazó con la expulsión del Nuncio de Madrid. El 
Cardenal Consalvi, en una nota oficial, llena de dignidad, respondió al Go- 
bierno, dando cuenta de los «gravísimos y justísimos motivos» del Papa para 
la medida adoptada y de la delicadeza y reserva observadas en el asunto, ۳ 
recordando elementales principios de Derecho internacional. La finura de 
Consalvi no encontró sino torpeza en nuestro Gobierno, ya que éste procedió 
a la expulsión del Nuncio, notificándolo a las Cortes por discurso del Secre- 
tario de Gracia y Justicia, lleno de acusaciones graves contra monseñor Gius-. 
tiniani. Este hubo de abandonar España, no sin antes entregar al Gobierno 
y a todas las representaciones diplomáticas en Madrid una nota oficial de 
protesta, de gran altura jurídica. 

Con esta medida y con la salida del señor Aparici de Roma se consumó 
la ruptura de relaciones entre la Santa Sede y España, que habría de durar 
lo que duró el Gobierno que tan torpemente se hiciera responsable de la mis- 
ma. Abierto camino a la restauración por las tropas del Duque de Angulema 
y nombrada la Regencia, fué en seguida llamado el Nuncio de su residencia: 
de Bayona para que con su vuelta a Madrid se iniciase el restablecimiento de 
relaciones entre Madrid y Roma. De esta suerte se concluía el breve, pero: 
agitado, trienio liberal. A la luz del Derecho internacional y diplomático exa- 
mina el señor LABOA punto por punto todos los extremos de la actitud del 
Gobierno español para con Roma: sus arbitrariedades, los motivos verdaderos. 
y falsos de la ruptura, el sentido y medida en las injustificadas represalias, la 
injusticia y violación del Derecho de gentes en la expulsión del Nuncio, la 
inconsideración de la llamada «demande d'agreation», etc., en un capítulo 
bien trabajado, Conducta de la Santa Sede. Reacción y falsa posición. jurídica 
del Gobierno español (151-175). 

Como remate de su trabajo, el autor recoge algunos datos que ayudan a 
precisar el influjo que tuvo Villanueva en los ambientes americanos de las 
jóvenes repúblicas. En su destierro de Londres, lleno de acrimonia y triste- 
mente vencido por la pobreza, escribirá su famosa autobiografía, o mejor 
autoapología, donde mezclará con la vanidad más pueril la defensa de sus 
viejos errores. A esto añadirá algunos opúsculos, como Mz despedida de la 
Curia romana, Discursos sobre las libertades de la Iglesia española y las co- 
laboraciones permanentes en la revista «Ocios de Españoles Emigrados», que 
alcanzarán no pequeña difusión en América. En todos estos escritos, y espe- 
cialmente en la obra Juicio de la obra del señor De Pradt intitulada Concor- 
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dato de Méjico y Roma, vierte su enconado odio hacia Roma, incitando a las 
jóvenes Iglesias americanas hacia la emancipación religiosa. 


Después de este amplio estudio sobre las ideas y la actuación de Villanue- 
va, que acaba sus días en Dublín en 1837, el autor puede darnos un juicio 
maduro sobre su persona. El Primado romano es el eje en torno al cual gira y 
se elabora su ideología: lo combate con sus falsos principios, con reconstruc- 
«ciones históricas inciertas y con la actitud permanente de su vida. 

De ahí que el autor califique de herejías formales algunos de los princi- 
pios básicos de la ideología villanuevista respecto del Primado, respecto a la 
disciplina eclesiástica, etc. Que sin llegar a herejía sean abiertamente erróneas 
muchas de sus ideas lo demuestra el análisis de las mismas que se hace a tra- 
vés de toda la obra. Más delicado resulta el precisar si fué formalmente hereje. 
Juzgando sobre los datos e indicios externos, el autor lo afirma: Villanueva 
llama piadosas a doctrinas condenadas expresamente por la Sede romana, fal- 
sifica textos para probar sus errores y muestra una pertinacia fortísima en su 
defensa. Sin embargo, estimamos muy justas las frases con las que el autor 
intenta suavizar su propio juicio: «El ambiente difícil y enrarecido por el 
regalismo en que vivió, la poca sinceridad literaria de la que dió pruebas, la 
insistencia machacona con que dice respetar al Romano Pontífice y querer 
“permanecer dentro del seno de la Iglesia católica, pueden indicar un intento 
«de justificación de la propia conciencia, que, dada la complejidad de la psi- 
‘cologia humana, pudieran librarla, al menos internamente, de la contumacia 
herética. No hay que olvidar que la idea fija de Villanueva fué la «discipli- 
na» eclesiástica y no la «dogmática» eclesiástica. Pudo esto impedir que Vi- 
llanueva viera claramente la relación que entre ambas existe. Por otra parte, 
las repetidas declaraciones del Magisterio eclesiástico sobre un mismo punto 
doctrinal nos demuestran la posibilidad de un oscurecimiento de la fe en la 
«conciencia de una parte, al menos, de los fieles, especialmente en sus rela- 
ciones con las diversas circunstancias históricas. El oscurecimiento dogmático 
inherente al fenómeno histórico del regalismo podría disculpar al doctor Vi- 
llanueva liberándolo de la acusación de herejía formal» (p. 199). 


Juicio sobre la obra 


La exposición un tanto detallada del contenido de esta obra es la mejor 
presentación de sus méritos. Las dos partes, doctrinal e histórica, se comple- 
mentan mutuamente. La documentación del autor es, dentro del campo de 
estudio escogido, verdaderamente abundante. Ha sabido buscar en Londres 
y en Madrid hasta los más insignificantes folletos de Villanueva, incluso sus 
«colaboraciones de periódico. Ha exhumado el interesantísimo dossier vaticano, 
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de importancia decisiva en el asunto, publicando, además, como Apéndice a su 
obra 40 páginas de esta preciosa documentación. No era fácil la labor de sín- 
tesis doctrinal llevada a cabo en la primera parte, ya que había que ordenar 
ideas dispersas en libros, folletos, discursos y proyectos de Cortes, pero el 
autor ha salido airoso de la empresa, brillando su exposición y análisis por el 
orden y la claridad. La parte histórica, para nuestro gusto más interesante y 
hasta mejor trabajada, se lee con gusto por la viveza de estilo con que narra’ 
los sucesos. En cuanto a la aportación científica que supone este estudio, huel- 
ga decir que, además de aclarar de modo definitivo las interioridades de la 
ruptura diplomática de España con la Santa Sede en aquellos días aciagos, nos 
presenta con profundidad una figura tipo de un ambiente ideológico que aun 
reserva ángulos ocultos para una panorámica elevada de la Historia de la 
Iglesia. 

Pasando a indicar las deficiencias de la obra, que es precisamente la apor- 
tación más valiosa del crítico, anotaremos algunas menudencias de forma y un 
problema de fondo. Dejando de lado alguna rara incorrección de estilo y cier- 
to descuido en la forma y tipos de imprenta con que se citan autores y obras, 
podría aún completarse el estudio histórico del personaje central, sobre todo 
en lo que se refiere a sus antecedentes. Trabajos personales en el Archivo 
Histórico Nacional, de Madrid, me trajeron a las manos algunos documentos 
que pueden interesar al señor LABOA, todos ellos pertenecientes al fondo In- 
quisición. En algunos aparece solamente su firma de consultor del Tribunal, 
Ing.4460n.7 (anos 1800-1801), e Izq.4506n.4, donde censura una comedia 
de Lope de Vega, La fianza satisfecha (año 1798). En el campo espiritual 
encontramos su nombre unido a una censura favorable de ciertas tesis soste- 
nidas en el Seminario de Plasencia sobre la utilidad de traducir la Biblia, 
Ing. 4461,n.12 (año 1800). Sobre tema análogo y en el mismo fondo, Ing. 
4426,n.18, se encuentra el Memorial de Villanueva sobre su obra de la lec- 
ción de la Escritura en lengua vulgar. Tiene seis páginas y está fechado el 12 
de diciembre de 1794. En el 4469,2.6 se encuentra un expediente sobre un 
Misal en castellano (año 1817). Acercándonos al campo político vemos una 
fuerte censura contra la obra Literal intelligencia del sagrado y divino oráculo 
Abdías a favor de la Monarquía de España, pot fray Jerónimo Monterde, de- 
finidor general de la Orden de la Merced, Valencia, 1793. La censura autó- 
grafa de Villanueva está firmada el 3 de junio de 1793; el 4 de septiembre del 
mismo año se prohibía el libro. 

Pero el documento más importante lo encontramos en Ing.4465,n.27, don- 
de aparece censurada la obra misma de Villanueva Catecismo de Estado por 
los PP. fray Antonio de la Santísima Trinidad, fray Diego González y Vi- 
llaniño de San Martín, el año de 1794. Hay, además, una censura sin firmas 
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donde se expresan conceptos que precisamente por ser del citado año revisten 
cierto interés. Admite, en efecto, el censor qu los principios de esta obra pro- 
ceden de San Agustín y Santo Tomás. Ya en el Prólogo de la obra de Villa- 
nueva encuentra cierto exceso en su celo por atacar a los que separan la reli- 
gión o el ser cristiano de la cualidad de ciudadano, introduciendo un nuevo 
sistema de Derecho público. Por la misma razón atacaba la obra traducida del 
italiano El Obispado. Disertación de la política de gobernar la Iglesia. Estas 
calificaciones de «política humana y atea» en la pluma de Villanueva obligan 
al censor a exigirle suavemente a nuestro canónigo, en gracia a la «docilidad 
que contemplo en Villanueva» y a su misma condición de censor, que atenúe 
semejantes expresiones. Más significativo es el otro papel donde se considera 
a Villanueva como sospechoso de jansenismo, precisamente como defensor de 
Ja Moral de los Padres (???) Así, pues, se juzgaba censurable el que apenas 
hubiese folio en su obra sin citas de Padres, aunque fuesen sin propósito, sin 
método o aun en sentido contrario. El censor concluye: «En fin, repetimos 
que este libro pudo haber venido de Francia, no obstante que el Dr. en las 
Cartas Eclesiásticas bien se parece al autor de éste y tal vez será lo mismo en 
todas sus obras que no hemos visto.» No deja de sorprender que ya en 1794, 
en la obra de máximo servilismo respecto a la Monarquía se descubran brotes 
de jansenismo y síntomas del espíritu confuso y falsificador de Villanueva al 
utilizar textos antiguos. Por otra parte, aunque el sabueso de la Inquisición se 
oliese algo de francés en el librito de Villanueva, y en ello no anduviese tan 
descabellado, su idea de jansenismo—afición a los Padres y profusión en sus 
citas—nos pone muy en guardia ante el significado vivo y concreto de esta 
etiqueta en labios de sus contemporáneos. ¿No tenía alguna razón Villanueva 
cuando en su obra El Jansenismo llamaba a éste «un misterio que nos tenía 
medio locos?» 

Aunque la bibliografía sobre el tema es escasísima, se podría añadir algún 
que otro trabajo. Así, en la página 8, y sobre nuestro Ministro Labrador, se 
puede citar el trabajo de W. R. DE VILLA URRUTIA: España en el Congreso 
de Viena según la correspondencia oficial de D. Pedro Gómez Labrador, 
Marqués de Labrador, en «Rev. Arch. Bibl. y Museos», XV (1906), 1 ss. 
177 ss., 337 ss.; XVI (1907), 165 ss., 319 ss.; XVII (1907), 41 ss., 181 ss. Ade- 
más de la obra que cita BÉCQUER, no estaría de más añadir la otra más extensa 
del mismo autor Historia de las relaciones de España durante el siglo XIX, 
Madrid, 1924, tres volúmenes, donde en el primero dedica el capítulo 31 al 
tema de las relaciones con la Santa Sede, relatando sintéticamente los sucesos 
de Villanueva. Un relato muy vivo de la reacción liberal de 1820 se encuentra 
en las Memorias de la guerra de la Independencia y de los sucesos políticos 
posteriores (1808-1825), de JUAN GABRIEL DEL MORAL, publicado en la re- 
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vista antes citada, XXII (1910), 287 ss. Por mi parte, eliminaría de la biblio- 
grafía la cita de las obras de RorrA y TOBAR, para incluir a un clásico del 
Derecho concordatario como WAGNON y citar la Raccolta dei Concordati, de 
monsefior MERCATI, en su edición nueva. 

Por lo que toca a ideas y expresiones de la obra, creo que hoy se ha espi- 
ritualizado más la idea del poder indirecto (p. 46). La historia, constantemen- 
te mejor conocida, del Concilio de Trento, y de los años que le siguieron arroja 
nueva luz sobre la frase puesta en labios de Felipe II acerca de los Obispos 
españoles. ¿No se pudiera decir, en algún sentido, que se non é vero, é ben 
trovato? Al referirse a la Constitución civil del Clero francesa, imitada servil- 
mente por Villanueva en su proyecto de reforma, el juicio del autor es jus- 
tamente severo y negativo. Sin embargo, el antes citado DE LA GORCE, que 
no ahorra epítetos para condenar la Constitución, reconoce también algunas 
de sus ventajas (vol. I, p. 260). Y no habría menos razones en España para 
aprobar el contenido cuando, si no el espíritu, de ciertas reformas propuestas 
por Villanueva. Por último, el autor insiste en la intención expresa y formal 
de romper con la Santa Sede, tanto del Gobierno como del mismo Villanueva, 
y presenta el nombramiento de éste como el medio buscado para tamaño in- 
tento. La explicación obvia y razonable pudiera ser más benigna: Villanueva 
era un peón de la máxima confianza de aquel Gobierno liberal y un intran- 
sigente defensor de las llamadas «libertades canónicas de Espana». Desde un 
punto de vista puramente lógico era normal el que se quisiese ponerlo junto 
a la Curia romana como elemento de combate. Otra cosa es que diplomática- 
mente esto fuera una aberarción, así como los hechos que acompañaron y si- 
guieron a su nombramiento. 

Antes de concluir estas páginas, quisiera presentar un problema de fondo, 
que considero sustancial respecto al enjuiciamiento de figuras pertenecientes 
a esta época. Me lo sugiere la lectura misma de esta interesante obra presen- 
tada, ya que considero su ünica deficiencia un tanto seria: me refiero a la fal- 
ta de perspectiva histórica. Por tratarse de un estudio preferentemente jurídi- 
co, el autor pone más empefio en reflejarnos objetivamente el pensamiento de 
Villanueva. Pero esta caracterización ideológica, indudablemente objetiva, 
cuando es sometida a examen y juicio bajo el prisma de principios de Derecho 
esclarecidos con posterioridad, lleva en su seno ciertos gérmenes de subjeti- 
vismo. Esto conduce a tratar, al margen del libro del señor LABOA, del fenó- 
meno histórico del regalismo en su fase jansenista y liberal, y de su significa- 
ción dentro de la historia de la Iglesia. Expondremos nuestro pensamiento en 
forma teórica para luego poner algunos ejemplos. 

Desde un punto de vista puramente fenomenológico y a la luz de los prin- 
cipios de la fe, que no debe olvidar el historiador de la Iglesia, creemos que 
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ha sido mucho más hondamente estudiado el problema Reforma-Protestan- 
tismo que el de Regalismo. Sobre el armazón de personas, acontecimientos so- 
bresalientes, movimientos de grupos, fechas y datos minúsculos, se debe le- 
vantar la consideración histórica honda que trata de medir y valorar el signi- 
ficado y alcance de hechos que han dejado huella tan sensible en la faz de Ja 
Iglesia santa. Muchas veces los sanos principios de Derecho obligan a condenar 
hechos culpables, intromisiones ilegítimas y resoluciones violentas de determi- 
nadas personas o colectividades. La Moral cubrirá con las más negras manchas 
sus conductas privadas y püblicas. Pero bajo esta capa pecadora puede descu- 
brirse, en fenómenos históricos tan vastos y enraizados, directrices nuevas en 
la historia de la Iglesia, que a su vez exigen cambios estructurales difíciles 
de obtener en breve espacio de tiempo. En ello atisba la mirada perspicaz del 
historiador, una vez sedimentados esos movimientos, la mano amorosa de la 
Divina Providencia, que rige los destinos de su Iglesia sirviéndose y pare-e 
que hasta sometiéndose a causas segundas tan poco nobles. Aplicado este prin- 
cipio al regalismo, podremos comprobar, por una parte, la baja estofa de mu- 
chos de sus defensores, su ateísmo práctico y aun teórico, su imquina contra 
la Iglesia y el espíritu de dominación para con ésta, junto con el de servilismo 
para con el poder civil. Su actuación salta todas las barreras de los sagrados 
cánones y merece al dictado de esto la más severa condenación; mas, analizán- 
dola detenidamente, podemos a veces descomponerla en un doble juego de 
fuerzas: por una parte, aparece la reacción contra una situación que se cree 
vieja y superada; es el elemento negativo, llamado a perecer en breve plazo. 
Por otra parte, la intuición y como vivencia prematura de una situación nueva 
o in fieri; es el elemento positivo de su actitud, que esconde gérmenes histó- 
ricos llenos de joven savia. Esta comprobación es particularmente clara en los 
períodos de amplia crisis: eso que podemos llamar fiebre histórica, es el más 
claro síntoma de enfermedad y al mismo tiempo de reacción vigorosa del or- 
ganismo. En el fenómeno regalista confluyen un grupo de factores bien hete- 
rogéneos: rancias tradiciones históricas, el progresivo auge del absolutismo y 
del nacionalismo, una centralización mayor de las actividades del Estado y 
una absorción creciente de la esfera religiosa, provocada por los principios del 
absolutismo, pero también—no lo olvidemos—por la situación de la Iglesia, 
dotada de la prepotencia que le prestaban su fuerza moral y su poder econó- 
mico. ¿Es que en el problema del regalismo nos hemos levantado sobre los 
casos concretos y las ideologías, para considerar el ambiente en que nace y se 
desarrolla y sus causas inmediatas y mediatas, tratando de medir la responsa- 
bilidad de la Iglesia en todo ello, como lo hacemos con el fenómeno protes- 
tante? Si éste nos hace llegar a esclarecer el problema de la reforma como ne- 
cesidad permanente de la Iglesia, el regalismo nos ayudaría a comprender al 
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vivo ciertas facetas de la tentación de mundanización y de politización que 
acecha a la Iglesia cuando se asienta excesivamente sobre las formas culturales 
o políticas humanas. : 

Tratemos de explicarlo con algún ejemplo. Comencemos por el caso típi- 
co de las reservas. Examinado su fundamento jurídico y su origen histórico, 
son perfectamente legítimas, como lo prueba el señor LABOA (p. 59 ss.), y 
representan el ejercicio indiscutible de la potestad primacial en forma cen- 
tralizadora. Al encontrarnos con figuras como la de Villanueva, que, yendo 
contra los abusos, llegan a negar la legitimidad de las mismas, el jurista pa- 
rece quedar satisfecho al detectar el error de confundir el derecho con el abu- 
so; pero el historiador trata de descifrar el complejo histórico que hace posible 
semejante reacción ultrancista. Ahora bien, en cierto modo y salvando el abis- 
mo jurídico que las separa, reservas y regalías son el anverso y reverso de pa- 
recida moneda. Las reservas son las regalías (?) legítimas del Papa. Regalías 
son las reservas que ilegítimamente se quiere arrogar el Rey. Pero, en el fon- 
do, el debate sobre el origen y legitimidad de este poder no es puro problema 
especulativo, sino que interesa directamente el campo práctico, donde se mez- 
clan junto a aspectos legítimos otros no tan legítimos, como el del predominio 
político, interés económico, etc. En los siglos XV-XVI, pongo por caso, se pro- 
dujo una reacción universal (Inglaterra, Alemania, España, Francia) contra 
la provisión de sedes episcopales en favor de sujetos italianos miembros de 
la Curia. (Nadie discute el derecho estricto de nombramiento.) Tres siglos 
median entre los Concordatos franceses de Francisco 1 y Napoleón, con todo 
lo que significan de cambio de ambiente para la nación vecina. En ambos 
vemos amplias concesiones de la Iglesia en la materia de nombramientb de 
Obispos. ;Es que en la primera, raíz de buena parte del regalismo posterior, 
- vamos a admitir miras tan espirituales como en la segunda? ¿Y este conjunto 
de concesiones y privilegios, que al irse acumulando a lo largo de los siglos 
modernos va formando como el esqueleto del regalismo, no es en alguna par- 
te el tributo obligado de la Iglesia en épocas en que se encontraba menos es- 
piritualizada que ahora? Tomando por punto de referencia la Revolución 
francesa, hemos de confesar que la Iglesia se hallaba demasiado mundanizada, 
demasiado inserta en situaciones políticas, culturales y económicas que iban 
a desapatecer. Y al salto gigantesco que dan los pueblos en esa coyuntura debió 
de cortesponder una evolución semejante en la estructura de la Iglesia, evo- 
lución que se irá dando a lo largo del siglo XIX. Naturalmente, el período 
ofrece buen número de problemas complejísimos; y así, no deja de sorprender 
que el liberalismo radical español, una vez en el poder, comience por debatir 
la existencia de la Inquisición, el patronato de Santa Teresa sobre España, 
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estudie la reforma de los clérigos y quiera mantener todas las regalías, des- 
pués de todo, privilegio poco limpio del aborrecido Antiguo Régimen. 


Baste con insinuar otro ejemplo típico: el de la reforma del clero. Villa- 
nueva sigue por menudo el espíritu y la forma de la Constitución civil del 
clero, y exige sin tasa amplias reformas en la estructura eclesiástica. Ahora 
bien, compárese la citada Constitución con el sistema beneficial anterior a la 
Revolución (DE LA GORCE, I, 2-74) y se percibirá en aquélla, a pesar de toda 
su ilegalidad jurídica, algunos elementos sanos de elemental sentido comün, 
de visión de la estructura eclesiástica sencilla y linear, si la cotejamos con la 
situación anterior, sumida en un boscaje de distinciones, privilegios, desigual- 
dades e injusticias. Aplicado a la situación espafiola, el razonamiento no pier- 
de vigencia. Sorprende que un diputado se ocupe de días festivos, diezmos 
y bienes, reforma de ambos cleros, regulación de monasterios, etc... Pero se 
explica algo más, al saber, siguiendo a MÉNDEZ BEJARANO, que en la España 
de Villanueva eran más de 100.000 los miembros del clero regular y unos 
88.000 los del secular (4). Aun reconociendo la forma extremosa y violenta 
y el mal espíritu de Villanueva, esa realidad obliga a suavizar un poco nues- 
tros juicios a su respecto. Por eso cabría preguntar hasta qué punto el anqui- 
losamiento de la Iglesia no provoca tales reacciones. La verdad es que en ese 
siglo XIX de nuestras desdichas, frente a un mundo nuevo al que por tantas 
formas quiere salvar Roma (política concordataria, ensayos liberales de Pío IX, 
apertura de León XIII), no parece observarse en la Iglesia española la sufi- 
ciente apertura y la suficiente libertad de movimientos y espiritualización que 
requerían las necesidades del momento. 


No he hecho sino esbozar una idea, que estimo interesante, aun con riesgo 
de ser mal interpretado. El historiador es el hombre que sabe hacerse inter- 
namente con complejos momentos históricos pasados, y su mayor defecto es 
el de proyectar su presente sobre el pasado. Por lo mismo, puede resultar cien- 
tificamente nocivo el examinar épocas anteriores de la vida de la Iglesia con 
el espíritu oxigenado por los aires de vanguardismo y espiritualización de 
nuestros días. Hay que saber respirar los aires viciados de otros tiempos: el 
hacerlo sin miedo es la forma de aprender a purificarlo en los nuestros y una 
manera de hacer más honda nuestra fe y más entrañado nuestro amor a la 
Iglesia. La inutilidad para la Santa Madre Iglesia de la agitación de Villanue- 
va, reformador al margen de la Iglesia, es la lección que justamente destaca 


(4) M. MÉNpEZ BEJARANO: Historia política de los aframcesados, en «Rev. Arch., 
Bibl. y Museos», XXIV (1911), 498-509, y XXV (1911), 107-118. Pueden verse en este 
artículos interesantes datos acerca de la potencia económica de la Iglesia en los 
siglos XVII y XVIII y acerca de la composición de su personal: 117 catedrales, cer- 
ca de 20.000 parroquias, más de 3.000 conventos, etc. 
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el eminentísimo Cardenal CICOGNANI como fruto del libro del señor LABOA. 
Creemos haber insinuado otras posibles lecciones para los actuales hijos de la 
Iglesia. Como hombres de ciencia sólo nos queda felicitar de nuevo al autor 
por su obra y desear que prosigan otros en el esclarecimiento de esta difícil 
época con abundantes monografías. Ayudarán a la síntesis histórica definitiva 
y prestarán un no flaco servicio a la Iglesia. 


IGNACIO TELLECHEA IDIGORAS 
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BIBLIOGRAFIA 
I. RECENSIONES (1) 


LA ADMINISTRACION ORDINARIA Y 5 
EXTRAORDINARIA DE LOS BIENES 
TEMPORALES PERTENECIENTES A 

LOS RELIGIOSOS (*) 


Es indudable la importancia de llevar bien la administración de los bienes 
temporales eclesiásticos, habida cuenta de su necesidad para atender al ejercicio 
del culto divino, a la sustentación de sus ministros, etc. 

Nuestro autor se propuso definir y determinar la noción, naturaleza y figura 
jurídica permanente de la administración, distinguiéndola de las diversas y muy 
variables modalidades que puede revestir, y señalando los múltiples actos que a 
ella se reducen. Insiste con especial empeño en mostrar la diferencia entre la 
administración ordinaria y la extraordinaria. 

Distribuye el tratado en cuatro capítulos, destinados a exponer: la materia de 
la administración, o sea el patrimonio, su noción y división en estable y libre; la 
actividad administrativa, acerca de la cual estudia, entre otras cosas, la potestad 
de los tutores (administrados) en el Derecho romano y en el canónico antes y des- 
pués del Código, la noción y los actos de la administración y su división en ordi- 
naria y extraordinaria; los administradores religiosos, a propósito de los cuales 
se fija en la capacidad de poseer bienes temporales que tienen las diversas per- 
„sonas morales existentes en los Institutos religiosos, la necesidad de que tengan 
administradores, quiénes son éstos y la potestad que les compete en general y en 
especial. 

Una vez expuestos los principios reguladores de las materias antedichas, hace 
las correspondientes aplicaciones de los mismos a diversos actos administrativos 
correspondientes a la enajenación de los bienes, la constitución de obligaciones, 
la colocación del dinero y los gastos comunes. > 

La administración de los bienes, considerada positivamente, se ordena a con-- 
servarlos, hacerlos fructificar y mejorarlos; negativamente postula que no dis- 
minuyan, ni alteren, ni pasen a peor condición. Por consiguiente, los administra- 

dores deben esforzarse por conseguir lo primero e impedir lo segundo. A uno y 
otro miran y se extienden las atribuciones de su cargo. 

Tocante a la distinción entre la administración ordinaria y extraordinaria 
—cosa no siempre fácil en la práctica—, Huot, después de referir los diversos cri- 
terios de varios autores e indicar los fallos de algunos, propone el suyo en los 
términos siguientes: La administración ordinaria: a) tiene por objeto conservar 
el patrimonio estable; b) si se requiere licencia para poner algún acto, normal- 
mente no será necesaria para la validez del mismo. La administración extraordi- 


(1) Según la práctica. usual, darémos aquí una recensión de cuantos libros de 
. Derecho canónico o materias afines se nos envien en doble ejemplar (caso dé no 
tratarse de obras de subido precio). De las demás obras daremos ünicamente nóticia 
de haberlas recibido. 

(*) DORIUS-MARIA Huot, S. M. M.: Bonorum temporalium apud religiones admi- 
nistratio ordinaria et extraordinaria, XIV + 80 pp. Editiones Coment. pro Religiosis 
(Roma, 1956). 
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naria: a) se ordena a modificar el patrimonio estable; b) para la validez de sus 
actos se exige la licencia del superior. 

Basándose en estas normas, cuando luego aplica los principios a los casos. 
prácticos, refiriéndose a la enajenación, dice que no están incluídos en las pres- 
cripciones de los cánones 1.530 y siguientes: 1) venditiones, donationes, permu- 
tationes quae ordinariae sunt administrationis, ut fructuum terrae, animalium, 
fructuum industrialium, etc.; 2) pecuniam legitime expendere quae ad capitale 
pertinet liberum; 3) etiam immobilia vendere vel res pretiosas quae ad patrimo- 
nium non pertinent stabile; 4) amissio alicuius rei immobilis per expropriationem. 

El tema es interesante; la exposición, clara, metódica y bien razonada. 

Recomendamos esta monografía, cuya lectura será muy ütil, especialmente a 
los religiosos. 

ER. 5. ALONSO, OTER 


D mere s tm . = سب‎ e 


LA CITACION JUDICIAL (*) 


Sobre un tema tan limitado como es la citación judicial, el Rev. GOERTZ ha 
escrito una tesis doctoral para presentarla en la Facultad de Derecho canónico 
de la Universidad Católica de Washington. 

En unas nociones introductorias, delimita el tema situándolo en el conjunto 
de actuaciones que constituyen el proceso judicial; estudia a continuación el pro- 
blema de la necesidad de la citación judicial, partiendo de las fuentes romanas 
cuyos conceptos se desarrollarán a lo largo de la historia del Derecho canónico, 
completándose con las leyes positivas y con la interpretación doctrinal, que verá 
en la citación judicial una exigencia del derecho de defensa que la naturaleza 
otorga al demandado. 

En el examen de la disciplina vigente, analiza la legislación actual y la doc- 
trina de los autores, tanto en relación con el juicio normal como en lo referente 
al procedimiento excepcional del canon 1.990. Cree el autor que también en este 
ültimo caso la citación es parte sustancial del procedimiento y que, por tanto, su 
omisión sería motivo de nulidad de todas las actuaciones posteriores. 

El estudio de la forma y contenido de la citación comienza por precisar el 
concepto para explicar largamente los puntos que ha de incluir una citación que 
llene las condiciones legales. Es de notar que el autor admite que la citación 
puede redactarse, en determinados casos, no como una orden del juez, sino como 
una cortés invitación a comparecer, sobrentendiéndose que este modo suave de 
hacer la citación por exigencias de casos especiales incluye en realidad un man- 
dato, y que así lo entiende la persona citada. En general, admite que, en la apli- 
cación de las reglas del juicio formal aplicables a la citación de un proceso su- 
mario, pueden hacerse modificaciones con tal de que el acto, en su contenido yen 
el modo de intimarse, sea sustancialmente una citación. 

Explicada asi la estructura de la citación, el autor diserta sobre su realización 
concreta, discurriendo acerca del juez competente para intimarla y de las partes 
a quienes se dirige dicho acto judicial, asi como de los modos legales que el De- 


(ER eve VÍCTOR M. GOERTZ, J. C. L., Priest of the Diocese of Austin: The Judicial 
Summons. A Historical Synopsis and a Commentary. The Catholic University of 
America Press (Washington, D. C., 1957), 82 pp., 23 cm. 
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recho pone a disposición del juez para hacer llegar la citación a su destinatario. 
Por üitimo, examina los efectos de la citación y los momentos distintos en que 
comienzan a producirse. 

No hay en este volumen nada original o inédito, pero sí una exposición sobria, 
acertada, ceñida apretadamente a su tema, evitando tentadoras digresiones que 
se ofrecen fácilmente al hablar, por ejemplo, del juez y de las distintas catego- 
rías de personas a quienes hay que citar judicialmente. La disertación es estric- 
tamente canónica, lo cual, a la vez que supone un acierto metodológico, en cambio 
puede desde otro punto de vista señalarse como defecto, porque el autor no ha 
aprovechado las aportaciones de la doctrina procesalista civil. Las indicaciones 
históricas se limitan casi exclusivamente a las notas del Codex. La bibliografía 
utilizada es también muy sobria, reducida a los canonistas de más relieve. 

Nos ha sorprendido agradablemente una cita en castellano (p. 47), siquiera 
sea de un libro tan vetusto y desusado como el tratado de procedimientos ecle- 
siásticos de Salazar y Lafuente. El doctor GOERTZ es de Red Rock, del Estado 
de Tejas, y en San Antonio de Tejas hizo su carrera eclesiástica. Ahora, al frente 
de:su libro escrito en inglés, ha puesto en castellano la siguiente dedicatoria: 
«A Cristo Rey, Dueño De Mi Vida.» El lector nos permitirá que terminemos la 
recensión señalando la grata sorpresa de un libro americano cuyo autor proclama 
en castellano a Jesucristo como duefio de su vida. 

T. G. B. 


DOLO Y ERROR EN EL MATRIMONIO (*) 


Es la lección de ingreso en la cátedra pronunciada por el autor el 6 de junio 
de 1956 al ser llamado como profesor ordinario a la Facultad de Teología católica 
de la Universidad de Tubinga. Al publicarla ha conservado el texto original, y 
para completar la información y exposición se vale de numerosas y extensas no- 
tas, terminando con un Apéndice sobre los derechos positivos europeos en torno 
al problema. 

EI autor no estima suficiente la protección que el Derecho canónico concede 
al matrimonio en los casos de error y de dolo. En general, el negocio jurídico 
viciado por error sustancial es nulo; si hay error accidental, puede dar lugar a 
una acción rescisoria, e igualmente, si hubiera dolo, los actos juridicos puestos 
pueden anularse por sentencia judicial. Pero esta regulación no tiene valor para 
el matrimonio, y en parte no es posible que lo tenga. El matrimonio válido rato 
y consumado es indisoluble entre cristianos. Pero, aunque lo tuviera, ¿qué ha de 
entenderse prácticamente por error sustancial en el matrimonio? El Derecho 
canónico lo admite únicamente en tres casos: error in natura negotii, error circa 
personam, error circa condicionem servilem. 

Salta a la vista que las condiciones del Código tienen más importancia teó- 
rica que práctica. Bien puede uno de los contrayentes equivocarse gravemente 
sobre las cualidades, relaciones personales, origen, estado, vida anterior, integri- 
dad, carácter, actitud religiosa o salud del otro contrayente; el matrimonio no 
es por eso menos válido. Ello resulta, dice el autor, demasiado duro, sobre todo 


(*) FLATTEN, HEINRICH: Irrtum und Täuschung bei der Eheschliessung nach ka- 
nonischen Recht. Verlag Ferdinand Schóningh (Paderborn, 1957), 78 pp. 16 x 23 cm, 
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en los casos en los que precisamente ha sido el error el que ha dado lugar al ma- 
trimonio. Los hechos que cita son contundentes. à 

El profesor Flatten se propone la cuestión de una futura mutación del Dere- 
cho canónico sobre este punto y diserta largamente sobre la posibilidad radical 
del cambio y sobre su conveniencia. Concluye afirmativamente. Aunque, conti- 
nüa, mientras la Iglesia no se pronuncie respecto al cambio, carece de valor la 
delimitación que propone de la nueva regulación; no obstante, convendría dejar 
en claro dos cosas: si el matrimonio sería inválido por la simple existencia de un 
error grave sobre las cualidades, independientemente de la forma de producirse 
el error, o si la nulidad solamente existiría cuando precedieran maniobras diri- 
gidas a producir el error. Ambos casos tienen razones en pro y en contra. Sería 
ya bastante que se declarara nulo el matrimonio cuando una de las partes con- 
trayentes obrara dolosamente o tuviera conocimiento del dolo. 

Ahora bien, en el Derecho actual, ¿cómo puede lograrse una posibilidad sub- 
jetiva de protección? Con el matrimonio bajo condición. Pero esta protección es 
estimada insuficiente. No es automática, ha de ser puesta expresamente por los 
contrayentes, lo que raramente ocurre y presupone que el contrayente tiene ya 
alguna duda. Los restantes casos quedan sin solución. 

En resumen: 1. El Derecho canónico actual no protege suficientemente el 
matrimonio en los casos de error y de dolo. 2. Un cambio futuro con vistas a una 
mejor protección es dogmáticamente factible y deseable de hecho dentro de cier- 
tos límites. 3. Mientras ésta llega, el Derecho en vigor ofrece la solución del ma- 
trimonio bajo condición. 

En el Apéndice se nos da una visión de los Derechos particulares de todos los 
países europeos, comparados con el Derecho canónico, sobre la influencia del 
error qualitatis en la validez del matrimonio, presentando en cada caso el texto 
legal correspondiente. 


Martin MERINO 


LOS INSTITUTOS SECULARES EN LA 
NUEVA LEGISLACION CANONICA (*) 


Hicimos ya la recensión y elogio de esta obra en nuestra Revista, I (1957), 
número 34, páginas 221, 222 y 223. Hoy nos ofrece el doctor Benucci la segunda 
edición, revisada y aumentada, sin perder su carácter de síntesis completa y 
práctica. 

«La ocasión de esta edición segunda—escribe el autor en la Introducción-—, 
con un mayor esclarecimiento de algunos aspectos sobre los que más se discute 
desde el punto de vista especialmente jurídico, nos la ha dado el R. P. Risk بل بو‎ 
de la P. Universidad Gregoriana, con su benévola recensión en «Gregorianum» 
(2.?, 1957), y de palabra.» 

Antes deja dicho el traductor del sumario: «El autor hace presente al bené- 
volo lector que en la presente (edición) ha preparado este libro con mayor cui- 
dado, principalmente para dar un concepto más claro de algunos puntos sobre los 


(*) DR. GIUSEPPE M. BENUCCI: Gli Istituti Secolari nella nuova legislazione cano- 


nica. Seconda edizione riveduta ed ampliata. Officium libri catholici 
XVI + 128 pp., 21 cm. a eo 
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que frecuentemente se discute al tratar de la esencia jurídica de los Institutos 
seculares. Se incluyen también en un segundo capítulo algunos puntos del Dere- 
cho concordatario italiano en relación a las asociaciones religiosas en general, 
y todo el capítulo séptimo se dedica al aspecto de sociedad y a la espiritualidad 
peculiar de los Institutos seculares.» 

He aquí, pues, las principales mejoras. El sumario aludido se publica en seis 
idiomas. Y al final de la obra se añaden tres apéndices. En el I, la Constitución 
Apostólica Provida Mater Ecclesia, el Motu proprio Primo feliciter y la Instruc- 
ción Cum Ss.mus. En el apéndice II se da la lista de los Institutos seculares de 
Derecho pontificio. En el III, como una confirmación de la importancia que tie- 
nen hoy en la vida de la Iglesia los Institutos seculares, ofrece el programa a 
ellos dedicado en el reciente Congreso Nacional Español de Perfección y Aposto- 
lado, celebrado en Madrid del 23 de septiembre al 3 de octubre de 1956, a falta- 
de las Actas respectivas del Congreso. 

Felicitamos al autor por la reedición de su obra y le agradecemos su gentileza 
para con la Revista, junto con la mención que hace de ella en la Introducción a 
su trabajo. 

HORTENSIO VELADO, Pbro. 


LA EXCOMUNION Y LA PERTENENCIA 
A LA IGLESIA (*) 


De la tesis doctoral presentada en la Universidad Gregoriana por don 0 
L. Nolasco, se ha publicado este folleto, que contiene el capítulo V de los seis 
que comprende el estudio completo. La tesis fundamental mantenida en estas pá- 
ginas es que la excomunión del vitando excluye de la Iglesia, diferenciándose así 
este tipo de excomunión de los otros, que privan de distintos derechos al exco- 
mulgado, pero sin que éste deje de ser miembro de la Iglesia. 

Prueba el autor su tesis apoyado en los textos de los Decretos de excomunión 
de los vitandos, en la exigencia de la contumacia en los mismos y en la autoridad 
doctrinal de teólogos y canonistas; en párrafo aparte examina el contenido de 
la Encíclica Mystici Corporis, en la cual encuentra nuevos apoyos para su doc- 
trina. Como se ve, el autor se sitúa frente a algunos autores modernos que nie- 
gan esa exclusión de la Iglesia, o la desvirtúan con distinciones varias, o afirman 
que la sentencia de excomunión no es constitutiva, sino sólo declarativa. 

Son de alabar en este trabajo la diligencia con que el autor ha recogido los 
puntos de vista modernos disidentes de la tradición y las pruebas recogidas en 
favor de esta Ultima, así como la ordenada claridad de la exposición, que hace 
sumamente fácil la lectura. Creemos, sin embargo, que el tema exigiría un estu- 
dio muy concienzudo de ciertos puntos básicos que contribuirían a la visión plena 
del problema, tales como el carácter bautismal, el sentido que debemos atribuir 
a la cualidad de miembro de la Iglesia y sus relaciones con el Cuerpo Místico de 
Cristo, la posibilidad de vinculación sobrenatural con Cristo Cabeza al margen 


(*) Pontificia Universitas Gregoriana. Pbro. RopoLro L. NoLasco: La excomunión 
y la pertenencia a la Iglesia. Excerpta ex dissertatione ad Lauream in Facultate 
Juris Canonici Pontificiae Universitatis Gregoriannae (Buenos Aires, 1956), 53 pp. 
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de la organización social eclesiástica, los sentidos varios que tiene la palabra 
«Iglesia» y sus relaciones entre sí, para concluir con una explicación amplia y 
precisa de lo que significa estar excluído de la Iglesia. Tal vez en las partes no 
impresas de la tesis ha hecho el autor este trabajo; si es así, le recomendaríamos 
su publicación (posteriormente, en la revista argentina «Ciencia y Fe», 13 [1951], 
página 29 ss., hemos visto un artículo del autor que parece ser el capítulo VI de 
su tesis sobre la doctrina de Suárez acerca del asunto de la exclusión de los ۳13 
tandos; sostiene en ella que aunque el doctor Eximio parece en sus palabras con- 
trario a la idea de exclusión de la Iglesia, pero el fondo de su pensamiento coin- 
cide con la doctrina que admite que el excomulgado vitando deja de ser miembro 
de la Iglesia). 
TAGAB 


INVESTIGACION Y ELABORACION DEL 
DERECHO CANONICO (*) 


La Universidad de Salamanca vivió, el año 1954, jornadas memorables con 
ocasión de celebrar el VII centenario de su fundación. No sólo hubo en aquella 
fecha brillantes desfiles académicos y homenajes internacionales a la gloriosa 
y vetusta Universidad salmantina. Se celebraron también jornadas đe estudio, 
demostrativas de que la actual Universidad—la literaria y la eclesiástica— quiere 
reverdecer antiguas y no extinguidas glorias. 

Como clausura del centenario, la Universidad eclesiástica organizó, simultá- 
neamente, cuatro Congresos Internacionales: de Sagrada Escritura, de Teología 
y Filosofía, de Derecho canónico y de Espiritualidad. 

Fué indiscutible acierto de los organizadores del Congreso canónico escoger 
como tema la «Investigación y elaboración del Derecho canónico». El estudio di- 
recto y conjunto de las formas de investigación canónica no había sido nunca 
abordado en su totalidad ni antes ni después del Código, aunque no dejasen de 
existir elementos dispersos muy dignos de aprovechamiento. El] tema central del 
Congreso giró todo él en torno del estudio del Derecho canónico en sus tres di- 
mensiones de historia, exégesis y sistema o concentración científica. La especifi- 
cación del temario fué la siguiente: 

I. Caracteres comunes y diferenciales en el Derecho canónico. 

El Derecho en el misterio de la Iglesia. Características generales del ordena- 
miento canónico. Caratteri comuni e differenziali nel Diritto canonico. Lo jurí- 
dico y lo moral en la técnica legislativa y construcción sistemáticas canónicas. El 
Derecho canónico y las modernas tendencias hacia la unidad legislativa. 

II. Investigación histórica. 

Investigation historique et Droit canon. La técnica de la investigación histó- 
rica del Derecho canónico. 

TIT. Investigación exegética. 

Investigación subjetiva y objetiva de la ley. De interpretatione declarativa 
legis in Iure canonico. La interpretación extensiva y restrictiva. 


(*) Investigación y elaboración del Derecho Canónico. Obra en colaboración de 
varios especialistas (Barcelona, 1956), 336 pp. 
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IV. Lógica y equidad jurídica. Logica et legis interpres. 

V. La investigación integradora del Derecho. La giurisprudenza nel Diritto 
canonico. 

VI. La investigación correctora del Derecho. De correctoria Iuris investiga- 
tione. 

VII. La construcción sistemática. 

La construcción sistemática en general. La construcción sistemática en el 
Derecho canónico. 

VIII. La técnica legislativa. De arte leges ferendi in Iure canonico. 

Una breve resefia del contenido de cada ponencia fué dada en esta misma 
Revista, año 1954, páginas 643-654, adonde remitimos a nuestros lectores. 

Para el desarrollo de este programa-— ciertamente elevado y ambicioso-—se re- 
queria una amplia colaboración de especialistas, que afortunadamente respondie- 
ron con generosidad a nuestra amistosa invitación. La colaboración vino de Es- 
pana (sector canonista y civilista), de Italia, de Francia y de Bélgica. He aquí 
sus nombres y procedencia, en estricta correlación con cada uno de los temas ya 
enumerados: J. Salaverri (Universidad de Comillas), L. Echeverría (Universidad 
de Salamanca), G. Forchielli (Universidad de Bolonia), J. Salazar (Salamanca), 
J. M. Fernández del Corral (Salamanca), G. Le Bras (Paris), J. Maldonado Fer- 
nández del Torco (Madrid), M. Cabreros (Salamanca), G. Michiels (Lovaina), 
T. Garcia Barberena (Salamanca), L. Bender (Colegio Angélico de Roma), F. della 
Rocca (Universidad Civil de Roma), Ch. Lefébvre (Instituto Católico de París), 
J. Iglesias (Universidad de Madrid), L. Pérez Mier (Salamanca), P. Ciprotti (Ins- 
tituto Lateranense de Roma). : 

La diversidad de autores no perjudicó en lo más minimo la lógica enucleación 
del tema general. Sirvió, sí, para el desarrollo especializado de cada estudio, que 
halló una formulación tan acertada y sintética, que casi nos atreveriamos a ca- 
lificar de perfecta, al menos en su enfoque general y científico. Mediante estos 
trabajos, tan certeramente elaborados y organizados en su conjunto, aparecen 
claramente dibujados los caracteres comunes y propios del Derecho canónico, así 
como también los métodos de su elaboración y estudio. Al Derecho canónico se 
le señala el puesto honorífico que le corresponde en el cuadro de los valores cul- 
turales, destacándose de los demás por su doble divisa de valor teológico y estric- 
tamente jurídico. 

Creemos que esta obra, tan felizmente realizada, interesa por igual a los ca- 
nonistas y a los civilistas, y en general a todos los cultivadores de las ciencias del 
espíritu. Por ella se verá que la doctrina canónica tiene, en no pocos problemas 
fundamentales, una palabra importante que decir, la cual no debiera ser desaten- 
dida, como tampoco los canonistas de hoy desoyen las voces autorizadas que vie- 
nen de otros campos. De esta manera podría entablarse un diálogo muy su- 
gerente y fecundo que uniría las inteligencias y las voluntades en beneficio de 
la cultura y del progreso. Ni las sociedades ni las ciencias pueden vivir disocia- 
das, sino que deben mutuamente completarse en servicio de la persona y del bien 


comün. 


M. CABREROS DE ANTA, C. M. F. 


T —‏ سب 
16 


BIBLIOGRAPHIA 


EL PROCESO CIVIL Y LA REALIDAD 
SOCIAL (*) ; 

La obra que presentamos es una tesis doctoral. Y esto quiere decir que su 
anuncio no despertó en nuestro ánimo mucho interés y hasta tuvimos, al princi- 
pio, que vencer una leve resistencia para enterarnos de su contenido y forma. 
Hay muchos trabajos de esta clase que tienen un gran valor. Pero no es raro 
que las tesis doctorales, por la pretensión de alcanzar en ellas dimensiones mate- 
riales desproporcionadas con el tema específico y con la personal aportación del 
actor, contengan introducciones o digresiones farragosas, que nada nuevo ense- 
fian ni organizan con originalidad ni ponen en la obra algo que revele lo que, con 
criterio propio, piensa o siente el autor. 

Afortunadamente, a las primeras de cambio vimos que no era así la presente 
tesis doctoral. No obstante la dificultad del tema, que a otros hubiera arredrado, 
el autor lo aborda con optimismo y con una visión amplia y certera de todo el 
panorama procesal. El contenido del presente trabajo no es unitario o temático, 
como generalmente conviene que lo sea en las tesis doctorales. Es más bien una 
síntesis expositiva de los elementos principales del proceso y de la doctrina hoy 
predominante. O más exactamente, altas perspectivas de todo el horizonte proce- 
sal. El autor no ha intentado realizar un trabajo de investigación ni de dogmática, 
que él mismo considera una tarea demasiado pesada para quien hace las prime- 
ras armas en estas lides. Se limita, como dice en la Introducción, a coordinar una 
serie de observaciones sugeridas por la lectura de los tratadistas más avanzados 
de esta disciplina y a procurar aproximar esas observaciones a la realidad en 
que el hombre actüa. Precisamente en estas observaciones que el autor hace, 
con madurez de criterio y buen dominio de la materia, hallamos nosotros el mé- 
rito principal de este trabajo y la causa del interés con que se lee. El autor tiene 
y comunica un alto concepto del proceso como valor humano y como instrumento 
de paz jurídica y social. Esta idea ennoblece toda la obra y logra suscitar ver- 
dadera simpatía por el estudio procesal, al contrario de lo que sucede con la lec- 
tura de otras obras, principalmente manuales, sobre la misma materia. He aquí 
el índice, breve y enjundioso, de toda la obra: 

Capítulo I. La visión del proceso. 1. El proceso y el derecho natural. 2. La 
«visión autónoma» del proceso. 3. La exageración de la visión autónoma del pro- 
ceso. 4. Los poderes procesales. 5. La unidad del proceso.—Capítulo II. El proceso 
vivo. 1. Proceso y realidad. 2. El Código. 3. Los sujetos procesales. 4. Los actos 
procesales. 5. El expediente.—Capítulo III. Los principios procesales. 1. La in- 
cidencia de la vida procesal en el proceso. 2. Proceso inquisitivo y proceso dispo- 
sitivo. 3. Proceso oral y proceso escrito. 4. Preclusión y unidad de vista. 5. Pro- 
ceso püblico y proceso secreto. Todo ello en el breve espacio de 147 páginas. 

No podemos menos de alentar al novel procesalista que se descubre en esta 
obra a proseguir en el camino emprendido, por el que pensamos que puede ai- 
canzar cimas elevadas y llegar a ser guía de otros muchos que sientan vocación 
por los estudios procesales, hoy día en pleno auge y estimación, tanto por su 
valor humano y científico como por su ineludible aplicación social en bien de la 
paz y mutua convivencia. 


M. CABREROS DE ANTA, C. M. F. 


(*) José RoDRÍGUEZ U.: El proceso civil y la realidad social (Caracas, 1957), 147 
páginas. t "e 
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DE FACULTATE ORDINARII LOGIIS PROHI- 
BENDI DIVINA OFFICIA IN ECCLESIIS ET 
ORATORIIS RELIGIOSORUM (*) 


Este opüsculo es una separata de la revista «Apollinaris», años 1955-1956. 

A] autor le movió a ocuparse de esa materia el hecho de que en diversos lu- 
£ares los párrocos, excesivamente celosos de los derechos de sus parroquias, ven 
con malos ojos que los fieles asistan a las funciones celebradas en las iglesias y 
oratorios de los religiosos. 

A fin de poner las cosas en su punto, después de unos prenotandos donde ex- 
pone algunas nociones relativas a los oficios divinos o funciones eclesiásticas y 
a las iglesias y oratorios, trata luego por separado de las funciones que pueden 
celebrarse o prohibirse en las iglesias y oratorios pertenecientes: a religión cle- 
rical exenta; a religión clerical no exenta; a religión laical; fuera de tales iglesias. 

Fíjase principalmente en la celebración de la santa Misa, administración de 
la sagrada comunión, oficios de Semana Santa, exposición del Santísimo Sacra- 
mento, procesiones, confesiones, predicación y funerales, indicando las respecti- 
vas facultades otorgadas por el Codex a las diversas categorías de religiones, y 
las correspondientes atribuciones de los Ordinarios locales. 

Entre muchas cosas buenas contenidas en este opúsculo se encuentran algunas 
que no juzgamos del todo aceptables. Vayan sólo dos botones de muestra. Refi- 
riéndose a las exequias de los religiosos, advierte: «Si professus remote a domo 
religiosa moriatur et Superior expensas translationis ad propriam ecclesiam as- 
sumere renuat, non parocho sed Superiori reservatur ius levandi corpus, exse- 
quias in ecclesia paroeciali loci celebrandi et tumulandi. Quod dicitur de profes- 
sis valet etiam de novitiis, intra vel extra domum defunctis, nisi aliam ecclesiam 
funeris elegerint, sed salvo in hoc quoque casu ius Superioris levandi, funerandi 
et tumulandi» (pp. 32-33). Cita el autor en confirmación de lo dicho los cánones 
1.218, 1.221, $$ 1-2; 1.231, $ 1. Dejando a un lado este último, que no hace a nues- 
tro propósito, los otros dos únicamente facultan al Superior religioso para tras- 
ladar el cadáver a la propia iglesia o a otra de su religión, y, si lo hace, a él 
corresponde celebrar los funerales; de lo contrario, pertenece al párroco del lugar 
donde ocurrió la defunción, o al rector de la iglesia elegida por el novicio (ca- 
non 1.230, $ 3), excluído siempre el Superior religioso. 

Tocante a la facultad de oír confesiones, se expresa de este modo en la pá- 
gina 71: «d) Sacerdotes religiosi ab Ordinario loci approbati, possunt confessiones 
fidelium et religiosorum virorum excipere in omnibus locis dioecesis, si nulla adest 
limitatio; item confessiones aegrotantium in propriis illorum domibus audire pos- 
sunt sine parochi licentia; nec potest (el subrayado es nuestro) facultas exci- 
piendi confessiones concedi cum exclusione aegrotantium.» 

Alude TocANEL a los cánones 874, $ 1, y 878; pero estimamos que de ninguno 
de los dos cabe inferir que «o puedan los Ordinarios locales conceder la facultad 
de oír confesiones excluyendo a los enfermos, toda vez que el canon 878 se ex- 
presa de la siguiente manera: «$ 1. La jurisdicción delegada o la licencia para 
oír confesiones puede darse con ciertas y determinadas limitaciones. S 2. Eviten, 


(*) P. PETRUS TOCANEL, O. F. M. Conv.: De facultate Ordinarii loci, etc., 75 pp. 
en 4.2 (Romae, 1956). 
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sin embargo, los Ordinarios locales y los Superiores religiosos el restringir de- 
masiado la jurisdicción o la licencia sin causa razonable.» 

Si nuestro autor, en vez del nec potest, hubiera dicho nec oportet, ningün re- 
paro le pondríamos. 

Cumple afiadir que en su conjunto es un trabajo bien logrado y muy a pro- 
pósito para orillar dificultades, contribuyendo a que sepa cada uno a qué atener- 
se en el ejercicio del sagrado ministerio. 5 

a FR Ss ALONSO, OSPR: 


DERECHO PARTICULAR MATRIMONIAL (*) 


Particularmente grato nos es hacer la recensión de este estudio, ya por el 
tema, que tan resueltamente entra en la línea de nuestras aficiones y trabajos, 
ya por el autor, con quien nos unen los lazos de una buena amistad. 

Mucho se va despertando en estos ültimos tiempos el interés por el estudio 
del Derecho particular. Y aunque sea verdad que este interés tenga su fuerza 
en todas partes, no cabe, sin embargo, la menor duda de que subirá de punto y 
reunirá especiales atractivos cuando se trata de territorios eclesiásticos que, 
como la gloriosa archidiócesis de Valencia, tienen largos siglos de vida, y han 
visto funcionar con abundancia las fuentes de legislación. Los estudios de Dere- 
cho particular en estos casos constituyen, además de ofrecer un conocimiento de 
ese mismo Derecho particular, excelentes calicatas abiertas en la rica cantera de 
la historia diocesana, ya que en las fuentes se refleja necesariamente la auténtica 
vida juridica de la diócesis a que se refiere. 

El trabajo que hoy enjuiciamos tiene dos partes muy marcadas. 

La primera viene exigida por el hecho de ser el primer estudio sistemático 
cue se hace del Derecho sinodal valentino. Por eso el autor, antes de ocuparse 
directamente de la institución matrimonial, ha tenido que darnos cuenta de Jas 
fuentes que ha utilizado, de su estado de conservación y de los archivos donde 
las ha hallado. Un sentimiento de profunda pena se apodera del lector al pensar 
en las trágicas consecuencias que la destrucción del archivo del Arzobispado 
causó, de manera irreparable, para esta clase de investigación. Con todo, el autor 
ha conseguido reunir abundantes fuentes, describirlas con método y cuidado y 
hacer de esta primera parte de su monografía un buen elemento de trabajo, que 
servirá no sólo para quienes quieran estudiar otros aspectos del mismo Derecho 
 Sinodal valentino, sino también para los historiadores generales de Valencia y 
aun para los historiadores generales del Derecho. 

La segunda parte está consagrada al estudio de la institución matrimonial, 
tal eual aparece en los Sinodos y Concilios provinciales valentinos. Prescindiendo 
de un primer período muy oscuro, y del que no tenemos datos, el autor distribuye 
toda la materia en tres períodos: desde que aparecen las fuentes seguras hasta 
el Concilio de Trento; desde este Concilio hasta el Código, y, finalmente, el de 
la legislación contemporánea. 


(*) VÍCTOR SEBASTIÁN IRANZO: La Institución matrimonial en el Derecho sinodal 
valentino (Estudio del matrimonio en los sinodos y concilios provinciales celebrados 
en Valencia) (Valencia, 1957). Un volumen de 90 páginas, editado por la Institución - 
Alfonso el Magnánimo. 
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Parece razonable haber elegido la legislación matrimonial. No sólo porque es 
el punto que más detenidamente se trata en las Universidades civiles, en una 
de las cuales, tan laudablemente, profesa hace años el autor, sino también porque 
suele ser esta materia la más rica y abundante en decisiones. 

No nos ha dado conclusiones, antes parece haber rehuído de intento una va- 
loración de conjunto. Por nuestra cuenta diremos que la impresión general que 
de la lectura de estas páginas se desprende es la de que la legislación sinodal va- 
lentina fué en general lo que llamaríamos una «legislación de vanguardia», an- 
ticipándose, cosa muy frecuente en el Derecho particular, en años a la legislación 
general, y hasta en algün caso concreto, como el de los esponsales, adelantándose 
incluso en siglos. 

No es posible detenernos a enumerar aquellos puntos concretos que nos han 
llamado más la atención. Algunos de ellos, como es lógico, están relacionados 
con la existencia en el territorio de la diócesis de abundantes moriscos, cuya pre- ` 
sencia tenia que dar necesariamente origen a serios problemas. También es in- 
teresante la evolución, y aun el contraste que se nota en la regulación de los 
honorarios del sacerdote que interviene en el matrimonio. 

La obra está redactada con claridad verdaderamente laudable. En todas las: 
descripciones y citas se han guardado ejemplarmente las normas de la metodo- 
logía. Tan ejemplarmente, que creemos que en más de una ocasión han sobrado 
repeticiones, que podrían haberse omitido, pero que el autor no ha querido dejar 
de hacer para que én todo fuese depurada su obra. 

La presentación, digna, aunque afeada con algunas erratas. 

Felicitamos al autor y le animamos a proseguir trabajando. Y felicitamos 
también a la Institución Alfonso el Magnánimo por esta aportación que ha he- 
cho para el mejor conocimiento de la gloriosa historia de Valencia. 


LAMBERTO DE ECHEVERRIA 


LOS SUJETOS DE DERECHO ECLE- 
SIASTICO (*) 


La monografía de BACCARI que comentamos es un estudio de los sujetos de 
Derecho eclesiástico desde el punto de vista del Derecho positivo italiano; sin 
embargo, no por ello deja de ser interesante para el lector español, sobre todo si 
tenemos en cuenta la penuria de bibliografía española de Derecho estatal sobre 
cuestiones eclesiásticas. 

En el capítulo primero, el autor estudia el aspecto subjetivo del Derecho ecle- 
siástico. Con buen criterio hace resaltar la distinción entre el fenómeno religioso 
y los demás fenómenos sociales y la superioridad del primero, lo que supone, por 
parte del ordenamiento, un trato más favorable de los entes eclesiásticos en 
comparación con los de otra naturaleza. 

Una característica del Derecho eclesiástico es la regulación de un fenómeno 
colectivo, lo que significa que los individuos son sujetos en cuanto pertenecen a 
una determinada confesión; en consecuencia, el Estado debe atribuir relevancia a 


(*) RENATO Baccani; Considerazioni sui soggetti di Diritto ecclesiastico (Milano, 
ed, Giuffré, 1956), 63 pp. (500 liras). 
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los víneulos jurídicos de los católicos con la Iglesia, e. d., la cualidad jurídica de 
sübdito de ella debe ser un presupuesto de la subjetividad peculiar de Derecho 
eclesiástico. 

El capítulo segundo está dedicado a la personalidad en Derecho canónico. El 
autor, aunque en principio acepta la opinión prevalente, según la cual sólo los 
bautizados son sujetos del ordenamiento, mantiene que éste atribuye cierta per- 
sonalidad a los no bautizados como consecuencia del reconocimiento por parte 
de la Iglesia de su condición de sujetos de otros ordenamientos. No creemos, sin 
embargo, que este punto de vista pueda aceptarse; entendemos, por el contrario, 
con Michiels, que el canon 87 no supone una atribución exclusiva de capacidad a 
los bautizados, sino el reconocimiento de una capacidad jurídica plenaria, sin que 
ello implique la negación absoluta de capacidad a los infieles. 

En el capítulo tercero explica el autor que la personalidad de Derecho canó- 
nico constituye en el Derecho italiano una cualidad jurídica subjetiva, premisa 
de una serie de situaciones jurídicas, poniendo de relieve que la relación de Dere- 
cho canónico no pierde en el ámbito del Derecho italiano su relación con el sis- 
tema originario. Merece especial atención la parte dedicada a demostrar que la 
* desigualdad que frente al Derecho estatal tienen las confesiones acatólicas en 
relación con la Iglesia no es debida a trato desfavorable, sino al reconocimiento 
por parte del Estado italiano de una relación jurídica desigual de los católicos 
y acatólicos con sus confesiones respectivas. 

El cuarto y último capítulo está dedicado a un estudio de los sujetos indivi- 
duales y colectivos del Derecho eclesiástico. 

Baccari refleja en esta monografía sus dotes de claro y brillante expositor, y 
aunque la mayor parte de las ideas desarrolladas dependen de otros autores, 
muestra en cada página su dominio de la técnica jurídica y su amplia informa- 
ción bibliográfica. GIUFFRE ha presentado este volumen con la pulcritud de que 
hace gala en todas sus publicaciones. 


۱5 رجا‎ OS, 


LEGISLACION TRIDENTINA SOBRE 
SEMINARIOS (*) 


Se ha venido repitiendo muchas veces que una de las obras principales del 
Concilio de Trento fué la institución de los seminarios. Es tan exacta esta afir- 
mación, que un reconocido historiador de dicho Concilio ha llegado a escribir, si- 
guiendo el parecer de otros autores, que aunque de Trento no hubiera salido otro 
decreto, la ley que ordenaba la erección de seminarios en cada diócesis de toda 
la Iglesia hubiera sido suficiente para recompensar todas las fatigas y dificulta- 
des a que se vió sujeto el Concilio en los largos afios de su historia. 

La tesis doctoral del P. JAMES A. O’DONOHOE se ocupa de este punto capital 


SAS 


en la historia de Trento y en la legislación eclesiástica. Como es fácil suponer, la . 


legislación que se origina, plenamente delineada y detallada, en el Concilio de 
Trento, no apareció precipitadamente. Es más bien el fruto de un proceso largo, 


۱ (9) .O'DoNornoz, JAMES A.: Tridentine Seminary Legislation: Its sources and its 
Jormation. Bibliotheca Ephemeridum Theologicarum Lovaniensium, vol. IX, Publica- 
tions Universitaires de Louvain (1957), VI-194 pp. 
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lento y difícil, de formación. La obra, como indica claramente el subtítulo de la 
misma, se ocupa de la investigación de las fuentes de la legislación tridentina de 


los seminarios y expone su gradual formación durante el curso de las sesiones 
del Concilio. 


La finalidad del trabajo del P. O'DoNoHoE no es ofrecer una visión detallada 
y completa del crecimiento y desarrollo de los seminarios desde los comienzos 
del cristianismo. Se limita al período del Concilio de Trento. Ahora bien, no po- 
día menos de ofrecer, siquiera en sus lineas generales, una visión de conjunto de 
la época pre-tridentina. En los primeros días de la Iglesia no existía una insti- 
tución como tal para la educación de los aspirantes al sacerdocio. Si bien hay 
algunas trazas en la famosa escuela de Alejandría y Nísibe, en Occidente parece 
que no se hace nada concreto, personal y práctico hasta después de las persecu- 
ciones. Segün San Ambrosio, es Eusebio de Vercelli quien se ocupa de ello. De 
todos modos, la formación de los clérigos en algunas localidades consistía en el 
único ejercicio de las Ordenes Menores. 


Se admite comünmente que la obra de San Agustin es de primaria importan- 
cia en el campo de la formación y educación clerical. Se sabe por Posidio que 
apenas ordenado San Agustin de sacerdote fundó en los jardines de su casa una 
especie de convento, donde vivía él con sus clérigos, dedicados a una vida de ora- 
ción, de disciplina y de estudio. Conocedor el Santo de las necesidades de sus 
sacerdotes, intentó una vida común en la cual se supliera y salvaguardara la 
formación clerical. Llegó incluso a imponer la obligación de pasar un cierto pe- 
riodo de tiempo, en la disciplina y el estudio, en ese monasterio como condición 
necesaria para la ordenación. A pesar de la difusión que alcanzó este «seminario 
agustiniano», pronto se introdujeron algunas relajaciones en la preparación de 
los clérigos. 

Posteriormente se encarga la educación y formación de los futuros sacerdotes 
a los pastores de las iglesias locales, siguiendo la idea de San Agustin. En el Con- 
cilio II de Toledo se habla de un «praepositus» encargado de la formación de 
los clérigos. A partir del siglo VII hasta el XIII tenemos dos tipos de institución, 
igualmente predominantes e importantes: las escuelas monásticas y las escuelas 
episcopales o catedralicias. Adquiere especial impulso la vida en comün de los 
aspirantes con el IV Concilio de Toledo, bajo la presidencia de San Isidoro, y la 
legislación de este Concilio servirá, segün algunos autores, de modelo para el 
tipo de instrucción sefialada por el Concilio tridentino. 


La «Regula Canonicorum» de San Crodegango, Obispo de Metz, indica un es- 
fuerzo para asegurar la propia educación de los clérigos. En el capítulo «De 
pueris nutriendis custodiendisque» se inspira en el espíritu y la letra del IV Con- 
cilio de Toledo. Bajo la dirección de Carlomagno se impone este mismo método 
en todo el imperio franco, y surgen por doquier escuelas monásticas y catedra- 
licias. Después del imperio carolingio hasta la mitad del siglo XII se inició una 
lenta y progresiva decadencia en los monasterios y en las catedrales, originada, 
en parte, por la aparición del sistema feudal y, en parte, por el nacimiento de 
las Universidades europeas, París, Padua, Pisa, Orleáns, con las cuales no podían 
aquéllos competir. Consecuencia de esto fué que, casi al final del siglo XIV, la 
enseñanza de la Teología, del Derecho canónico y de la Sagrada Escritura estaba 
casi exclusivamente centralizada en estas nuevas instituciones universitarias. 
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Como quiera que eran pocos los que podían asistir a los estudios de las Uni- 
versidades, ünicos lugares donde se podía prácticamente estudiar, se da un re- 
troceso en la formación intelectual de los clérigos. Para remediar este mal surgen 
los Colegios de las Ordenes clericales, junto a la Universidad. Con la frecuenta- 
ción de los clérigos en las aulas universitarias, donde apenas se distinguen de los 
seglares, se origina una falta de formación espiritual, formación del carácter, 
disciplina moral y preparación práctica para el sagrado ministerio. A estos males 
la Iglesia trata de poner remedio ya en el Concilio III de Letrán, si bien con poco 
éxito. La falta de una formación clerical sólida, entre intelectual y moral, agra- 
vada en tiempos de la reforma protestante, hizo que el Concilio de Trento se 
preocupara preferentemente de la instrucción digna y conveniente de los clé- 
rigos. 

El Papa Paulo III había sefialado la ciudad de Mantua como lugar donde 
debía celebrarse un Concilio general el año 1537. Por causas bien conocidas no 
tuvo lugar dicho Concillio. Ya se habían sefialado las diversas Comisiones para el 
estudio de los más graves problemas que debían estudiarse en las sesiones del 
Concilio. La Comisión preparatoria en materia de formación clerical elaboró un 
proyecto sobre el particular, en que se analizaban los abusos y se proponían los 
remedios más oportunos para atajar el mal ya existente y evitar otros males 
futuros. 

En la sesión quinta del Concilio, abril-junio de 1546, se trató de la cuestión 
al plantearse el problema «Super lectione et praedicatione Sacrae Scripturae». 
En dicha sesión se leyeron a la Asamblea General los abusos y los remedios so- 
bre el particular, y se discutieron largamente en los días siguientes de la sesión. 
En general, podemos afirmar que en esta sesión del Concilio Tridentino se reali- 
zó, de alguna manera, lo que pretendían los compiladores del «consilium aureum», 
es decir, de la Comisión nombrada por Paulo III para el estudio, previo al Con- 
cilio, de la formación de los clérigos. 

En agosto de 1547 se prosigue en Bolonia la cuestión de la educación clerical. 
Como en Trento, los Padres reunidos en la Asamblea General recibieron unas 
listas con los abusos y los remedios, en relación con la administración del sacra- 
mento del Orden. Se tomaron en cuenta algunas providencias, tales como la ne- 
cesidad de las letras dimisorias, obligación de llevar el hábito clerical, obliga- 
ciones sobre el particular de los Obispos y Prelados, y se dieron algunas normas 
sobre la edad, conocimientos y moralidad de los ordenados. 

En la historia del Concilio de Trento, en relación con la cuestión que nos 
ocupa, tiene una importancia especial la Compañía de Jesús y la fundación del 
Colegio Germánico. Entre la clausura del Concilio en Bolonia y la apertura del 
nuevo período, ocurren dos acontecimientos extraordinarios, fuera del Concilio. 
Uno es la fundación del Collegium Germanicum, encomendado a la Compañía de 
Jesüs, y el otro es la legislación sobre los seminarios por el Cardenal Reginald 
Pole, codificada en 11 capítulos en el Sínodo de Londres, 1555-1556. Una de las 
principales preocupaciones de la Compañía de Jesús fué la formación de los clé- 
rigos alemanes. En este aspecto se distinguió especialmente el P. Claude Le Jay. 
Conocedor perfecto del carácter alemán, durante su estancia en aquellas tierras, 
y de los peligros que representaba la reforma protestante, intentó con todas sus 
fuerzas la formación perfecta de los clérigos. Pese a sus buenos deseos, no se 
pudo llevar a cabo su plan por varias y complejas causas. Sin embargo, a él se 
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debe, en parte al menos, la fundación del Collegium Germanicum, aunque el] ver- 
dadero propulsor del Colegio fué el Cardenal Juan Morone. De la misma época, 
si bien muy distinto en su fundación y en sus características, es el Colegio Ca- 
pranica, erigido con los fondos del Cardenal Capranica. para estudiantes pobres, 
nacidos en Roma. De todos modos, la propagación de las ideas del P. Le Jay y 
la fundación de Colegios como el Germanicum y el Capranica influyeron gran- 
demente en la legislación seminarística del Tridentino. 


Tan importante como la labor del P. Le Jay y la fundación del Collegium Ger- 
manicum fué la legislación sobre los seminarios por el Cardenal Reginald Pole. 
Esta legislación, en efecto, no sólo señala un progreso en el campo de la educa- 
ción clerical, sino que se puede considerar como 12 ocasión inmediata de la le- 
Sislación tridentina, que ordena la erección de seminarios en cada diócesis. En 
este sentido, el Sínodo Nacional del 1555-1556 convocado por el Cardenal Pole, 
por más que no pudo ser completado a causa del cese como Legado y de su 
muerte, ofrece un interés especial en la historia de la legislación del Tridentino. 
Es curioso observar que el «seminarium» de que se nos habla en dicho Sínodo 
no es idea original del Cardenal Pole, sino que tiene una gran semejanza con 
el «seminarium» que establece en la catedral de Canterbury Thomas Cranmer 
para los clérigos de la «Iglesia de Inglaterra». Pese a las semejanzas que existen 
entre ambos, hay otras grandes diferencias, y de todos modos la obra de Pola 
señala un gran paso hacia los seminarios que ordena el Concilio Tridentino. Pa- 
rece que San Ignacio influyó en la legislación del Cardenal Pole; pero, no obs- 
tante, hay que admitir que, junto con esa influencia ignaciana y el ejemplo del 
Collegium Germanicum, existe la influencia clara y manifiesta de la legislación 
anterior de la Iglesia, las escuelas medievales inglesas, los estatutos de las es- 
cuelas de las catedrales reformadas bajo Enrique VIII y el «decretum de scholis» 
de la «Reformatio legum ecclesiasticarum». 


La legislación tridentina sobre los seminarios se contiene en la sesión 23 del 
Concilio, en su tercera fase del ano 1563. En lineas generales, la legislación pre- 
sentada en la sesión 23 del Concilio de Trento, que exigía la erección de semina- 
rios en todas las diócesis de la Iglesia, seguía muy de cerca la legislación del 
Cardenal Pole. Como era de esperar, los Padres del Concilio no se limitaron a 
copiar las ordenanzas del Prelado de Inglaterra, sino que las modificaron, am- 
pliaron y adaptaron a las condiciones de entonces, dándoles cierta flexibilidad para 
que los Obispos las pudieran introducir en cada caso particular. Fundamental- 
mente, la legislación ratificada en la sesión 23 era una vuelta a la práctica an- 
tigua de agrupar a los candidatos al sacerdocio alrededor del Obispo, y de for- 
marlos de esta manera, intelectual y moralmente. 


Tal es el contenido de la tesis del P. DoNouoE. Es una obra concebida y com- 
puesta con mucha seriedad y con verdadero rigor científico, indicio claro de las 
exigencias científicas que existen en la Universidad de Lovaina. La abundantisima 
bibliografía empleada en la elaboración de su trabajo le ha permitido ofrecer una 
obra según los últimos adelantos de la investigación histórica. En general, pode- 
mos notar que el autor sigue a los autores que se han ocupado sobre el particular, 
pero no teme, llegado el caso, apartarse de ellos cuando en su investigación per- 
sonal de los hechos y de los documentos lo exige. Tal es el caso de la influencia 
de San Ignacio en la legislación de Pole. Creemos que es un trabajo logrado y 
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completo sobre este aspecto particular del Concilio Tridentino, que habrá que 
consultar siempre que se quiera estudiar ese problema. Aun dentro de la breve- 
dad natural de una tesis doctoral, repetimos que es un estudio bastante com- 
pleto. 

FR. JosÉ OROZ RETA 


LA VOCACION MISIONERA (*) : 


Ineumbe a todo católico el eficaz aviso de Cristo: «Id por todo el mundo y pre- 
dicad el Evangelio»... No solamente los llamados misioneros deben procurar la 
catolicidad de la Iglesia, sino que todos cuantos componemos ésta hemos de sa- 
crificarnos por la conversión del mundo infiel. A todos, por consiguiente, pertene- 
cen estos anhelos, que la Iglesia no puede realizar sino con la ayuda constante 
de las vocaciones misioneras. 

La doctrina que esta obra contiene bien pudiéramos decir y afirmar que es 
fruto de larga experiencia y madura reflexión. Conclusión ésta que aparece 
tanto más viva desde el instante en que digamos que sus autores son especialis- 
tas en trabajos de esta índole. No se extrafiará, con esta salvedad, ningün lector 
si referimos que se trata de un libro en el que cada una de sus páginas están 

_llenas de extraordinario interés. La vocación misionera se refleja muchísimo 
más vigorosa que la que comünmente estamos acostumbrados a conocer. 

De dos partes consta esta obra. Precedidas de un prólogo bien definido y una 
Carta de la Secretaría de Estado del Vaticano a la IX Semana Misional. 

Ciento veintiséis encuestas contiene esta primera parte con sus valiosísimos 
resultados. De ellas, unas versan sobre el misionero y la misionera, cualidades 
que favorecen más su apostolado, sus mayores peligros, sus tropiezos más fre- 
cuentes, dificultades que vencieron para realizar su vocación, enfermedades más 
corrientes, etc. Son estas pesquisas que se hacen a los Superiores eclesiásticos 
de las Misiones y a las Superioras generales. 

Otras van dirigidas a los párrocos, directores y directoras de Colegios religio- 
sos, a los consiliarios de juventudes, directores espirituales y confesores, a los 
rectores de los Seminarios, a los propagandistas y directores de los Secretariados 
diocesanos. Estas se fundan en el fomento de las vocaciones misioneras, por qué 
muchos no corresponden a la vocación, cuál es el medio más eficaz de despertar 
estas vocaciones, dificultades que encuentran los jóvenes de ambos sexos, medios 
para promover vocaciones misioneras en los Seminarios y motivos que más las 
estimulan. 

Pudiéramos hacer otra tercera división: El misionero y el apostolado de la 
caridad. Contestan excelentísimos Ordinarios y dirigentes de las Instituciones 
de caridad en las misiones sobre las conversiones al catolicismo en esas institu- 


ciones de caridad, y a su vez nos describen cómo interpretan los paganos estas. 


obras e instituciones católicas. 


La segunda parte, que es la más extensa, contiene trabajos presentados a la 
VIII y IX Semanas Misionales (agosto 1955-1956). Son 29 los trabajos que orde- 


(*) Secretariado de Semanas Misionológicas. Instituto Espanol de San Francisco 
Xavier para Misiones extranjeras. Burgos, 1957. XIII + 539 pp., 25 cm, 
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nadamente exponen egregios prelados e insignes misionólogos; tienden todos ellos 
a fomentar la vocación misionera. 

Entre otros, trata el excelentísimo monseñor Luciano Pérez Platero: «La ra- 
zón de ser de nuestra vocación misionera.» No duda sentar que vocación apostó- 
lica tenemos todos, basado en tres fuentes auténticas y perentorias de ideales 
evangelizadores: Ser cristianos, católicos y españoles. 

Otros temas que a continuación se declaran son: «La vocación misionera a la 
luz del Nuevo Testamento y de la Iglesia», del doctor don Mariano Laguardia; 
«A. Ia luz de la legislación de la Iglesia», por monseñor Javier Paventi; «Cualida- 
des que más ayudan al misionero para ejercer fructuosamente su apostolado», 
por el padre Veremundo Pardo, C. M. Todos ellos, aparte de su indiscutible valor 
científico, están escritos con belleza literaria. No haremos mención sino de al- 
gunos, en honor a la brevedad. 

Monseñor Angel Sagarmínaga estudia el influjo de los Dogmas en el cultivo 
de la vocación misionera, ofreciendo el de la Santísima Trinidad como funda- 
mental y primario, ya que en contacto con este Dogma no podemos menos de 
sentirnos universalistas, misioneros. Otro que, sin duda, actüa más que el ante- 
rior en la vocación misionera, por ser esencial y totalmente misionero, es el de 
la Redención. 

Monseñor Javier Paventi, en su tema: «Nuestras diócesis y las vocaciones 
misioneras», asegura que si es cierto que la masa de los fieles tiene su culpa, que 
no están convencidos de su deber misional, nosotros, que participamos del Sacer- 
docio católico, tenemos una culpabilidad muchísimo mayor porque son mayores 
nuestras responsabilidades. 

En su estudio «El Clero secular extranjero en la historia de las Misiones» 
pone de manifiesto el referido monseñor Paventi algunos casos de colaboración di- 
recta del Apostolado, verbigracia, América, Africa, Indonesia. 

El excelentísimo monseñor Hildebraldo Antoniutti, Nuncio apostólico en Es- 
paña, en su discurso «La IX Semana, ofrendada al Gran Pontífice Misionero 
Su Santidad Pío XII», destaca, como actos misionales más sobresalientes de su 
pontificado, la consagración de los doce Obispos de Misión en el año 1939; la 
erección de la Jerarquía eclesiástica en muchos lugares de Asia, Africa y Europa 
septentrional. Refiere, además, cómo sería un error pensar que las Semanas de 
orientación misionera interesan única y exclusivamente a la Archidiócesis de 
Burgos y no a toda la Iglesia de España. 

Se fija el excelentísimo señor Arzobispo de Burgos, Superior general de 
I. E. M. E, en el providencial instrumento suscitado por Dios para que realizase 
una empresa que, en el correr de los años, pondría al descubierto con deslum- 
brantes destellos los sublimes ideales misioneros del furidador, don Gerardo Vi- 
llota y Urroz, apóstol de las vocaciones misionales. 

Un índice analítico y otro alfabético de materias completan este libro, bien 
presentado, escrupulosamente corregidas las erratas, aunque es de lamentar que 
se hayan deslizado algunas sin importancia. 

Tal es el contenido que presentamos al lector, que evidentemente deduce la 
utilidad que puede reportar. Su lectura interesa y ayudará a elevar el espíritu 
a los misioneros y misioneras que trabajan en los países infieles donde los cató- 
licos son pocos. No debe faltar en las bibliotecas de las Universidades, Semina- 
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rios, Secretariados Diocesanos, Casas Rectorales, pues todos leerán con interés 
este estudio, redactado con gran orden y claridad, que exhibe la vocación misio- 
nera y nuestros deberes para con ella. 
Reciban nuestra felicitación todos los colaboradores en este libro. 
Dr. Francisco LOPEZ ILLANA 


IL LIBROS RECIBIDOS 


Bulletin de droit tchécoslovaque, publié par Jednota Ceskoslovenskych Pravnikü 
(Union des Juristes Tchécoslovaques). 
Agradecemos a la Association Internationale des Juristes Démocrates (234, rue 
du Trone, Bruxelles) el envío de este Boletín, que contiene en un solo volumen 
los fascículos 1 y 2 del año 1956. 


Biblioteca da Ordem dos Advogados. Catálogo dos Livros de Direito. Volumen I. 
Direito natural.—Filosofía do Direito. Historia do Direito.—Direito canonico. 
Direito dos cultos.—Direito romano.—Direito peninsular. Direito portugués 
antigo.—Direito civil. Direito comercial. Direito marítimo. Direito aéreo. (Lis- 
boa, 1956.) 


Contiene el católogo de las obras existentes en el Colegio de Abogados de 
Lisboa, recopilado por el vocal del Consejo General don Fernando de Abranches 
Ferráo. Son de destacar las veinte páginas dedicadas a la catalogación de obras 
de Derecho canónico, entre las cuales existen numerosos volümenes de bibliogra- 
fía antigua interesantísima. 


P. DOMINIQUE DE SAINT-DENIS, CAPUCIN: L’Hglise Catholique au Canada. Précis 
historique et statistique. Sixieme édition. FR. DOMINIC OF SAINT-DENIS, CAPU- 
CHIN: The Catholic chwrch in Canada. Historical and Statistical Summary. 
Sixth Edition (Montréal, 1956). 


Se trata de un excelente estudio estadístico de la vida religiosa en el Canadá. 
La primera parte contiene detalladas estadisticas generales y particulares, dis- 
tribuidas en seis capitulos. Una segunda parte documental estudia en diversos 
apartados el resultado de las estadísticas realizadas en la primera parte. Estos 
estudios se refieren a las mayorías desde el punto de vista católico, denominacio- 
nes religiosas predominantes, la lengua guardiana de la fe, la religión de las ra- 
zas, divorcios y nacimientos ilegítimos, inmigración, vocaciones religiosas y sacer- 
dotales, irradiación de la Iglesia católica canadiense en el extranjero. Todo el 
libro es bilingüe, y presenta el texto francés frente al inglés a dos columnas. 


Consideramos esta sexta edición como un trabajo perfecto cuyo interés no es 
necesario destacar. 


SIMÓN GONZÁLEZ URBANEJA: La protección penal del cheque en el Código de Co- 
mercio de 1955. Universidad Central de Venezuela. Facultad de Derecho. Sec- 
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ción de Publicaciones. Colección de Estudios Jurídicos. Volumen XIX. (Ca- 
racas, 1957.) 


Los dos primeros capítulos de esta tesis doctoral contienen consideraciones 
generales sobre el cheque. El siguiente se refiere a la necesidad de la protección 
penal del cheque; el capítulo IV estudia dicha protección en el ordenamiento ve- 
nezolano, reservando el ültimo capítulo a la doctrina y a la legislación compara- 
da acerca del asunto. Termina con tres apéndices y bibliografía general. 146 pá- 
ginas. 


JESÚS GARCÍA JIMÉNEZ: Luz en las antenas. La empresa EER Euroaméri- 
ca. Ortega y Gasset, 55 (Madrid). 205 pp. 


El autor de este libro quiere ensefiar con esta obra a purificar el lenguaje 
de las antenas, las cámaras y los teletipos; a hacer que, por su medio, los hom- 
bres sean mejores. Volumen de varia lección, orientado hacia la actividad moral 
y apostólica de quienes tienen que preocuparse de la radiodifusión. 


La situación en Hungría y la Regla del Derecho. Comisión Internacional de Ju- 
ristas. (La Haya, 1957.) 


Agradecemos a la Comisión Internacional de Juristas el envío del presente 
volumen, dedicado a estudiar los acontecimientos de Hungría desde el punto de 
vista de los principios jurídicos fundamentales que defiende esa Comisión. El 
libro contiene 32 documentos de varia procedencia, en los que resalta la ilegali- 
dad de la agresión soviética contra el pueblo hüngaro. 150 páginas. 


DOMÍNGUEZ ORTIZ, ANTONIO: La clase social de los conversos en Castilla en la 
Edad Moderna. Monografías Histórico-Sociales. Vol. III. Instituto «Balmes» 
de Sociología. Departamento de Historia Social. (26x18.) 252 pp. 500 graba- 
dos. Precio: 50 ptas. 


El autor, en las Palabras preliminares de su obra, cuenta cómo, trabajando 
con otros fines en varios depósitos documentales, halló casualmente memoriales 
y otros papeles sobre estatutos de limpieza de sangre que le revelaron la im- 
portancia que en la sociedad española del antiguo régimen tenía una cuestión 
que después llegó a ser absolutamente olvidada. Más que como fuentes históricas, 
le impresionaron como documentos humanos. «Gracias al milagro de la palabra 
escrita revivían sentimientos y pasiones que parecían irrevocablemente muertos, 
Aquellos pliegos marchitos destilaban sangre y hiel; eran gritos de seres huma- 
nos que se revolvían con odio, con ira, contra el destino que les imponía un pe- 
cado de origen en el que su voluntad no había tenido parte.» 


HEINRICH SCHUMACHER (Profesor de Exégesis del Nuevo Testamento): El vigor 
de la Iglesia primitiva. La vida nueva según los documentos de los dos pri- 
meros siglos. (Barcelona, Editorial Herder, 1957.) Un volumen de 252 pp. 


El desvanecimiento de los principios cristianos y la falta de interioridad, «el 
desenraizamiento del hombre moderno» son tan angustiosos y manifiestos, que 
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los pastores de la Iglesia observan con seria preocupación los acontecimientos 
del mundo moderno y se preguntan cómo se podría realizar la renovación y la 
vuelta al genuino espiritu de Cristo. 

El fuego que hace dos mil años inflamó al mundo encendiendo en él los más 
altos ideales cristianos no ha perdido hoy su virtud de abrasar y su poder de re- 
novar a los hombres. Lo importante es acercar ese fuego al corazón de los cris- 
tianos. Y para ello nada más apropiado que acercarse a las cumbres de la pri- 
mitiva época cristiana, a los padres del cristianismo incipiente, que es donde ese 
fuego arde con todo su auténtico calor. Este trabajo de SCHUMACHER ha tenido 
la pretensión de reunir los pensamientos fundamentales sobre lo más precioso e 
insigne del cristianismo—sobre la vida nueva—, espigándolos de los autores cris- 
tianos y destacando su importancia práctica para el cristiano actual. 

El católico que los lea no se sentirá en tierra extraña, sino que percibirá el 
familiar acento de su propia patria en un tono más vivo, caliente y auténtico que 
el que suele reflejarse en los escritos modernos. Libro de excepcional importancia 
para que los cristianos de hoy conozcan el más genuino y verdadero valor de su 
religión, penetrándolos de la vida nueva por medio de unos textos hábilmente 
trabados y poseedores de una inmensa riqueza espiritual y de un calor vital que 
hará que los cristianos de hoy puedan aspirar a ser lo que fueron los cristianos 
del siglo II, según la Carta a Diognetes: El alma del mundo. 


MERINO, O. S. A., P. Luis: Estudio crítico sobre las «Noticias secretas de Amé- 
rica» y el clero colonial (1720-1765). Instituto «Santo Toribio de Mogrovejo». 
Separata de la Rev. «Missionalia Hispanica» (Madrid, 1956). (24 x 17), 258 pp. 
500 grabados. Precio: 75 ptas. 


«El predicamento peyorativo que ha venido cerniéndose por siglos sobre la 
historia española en América—dice el autor en la Introducción—tiene sus apo- 
yos básicos en dos obras fundamentales: La destrucción de las Indias, del P. Las 
CASAS, y Las noticias secretas, de ULLOA. LAS CASAS echa un borrón sobre la con- 
quista española de las Indias; ULLOA difama la obra de la administración española 
de los territorios conquistados.» A continuación, con abundancia de datos com- 
probados, el P. Lurs MERINO analiza la actitud negativa y tendenciosa de la crí- 
tica extraña y propia, en torno a las obras citadas, singularmente la segunda, 
que gracias al celo objetivo de los investigadores actuales va perdiendo seriedad 
para gànar en virulencia, en antiespañolismo, que es lo que, en realidad, animó 


su malévola interpretación de unos textos no comprendidos —voluntariamente-—— 


en su auténtica significación. 

«La obra de los marinos españoles, que en su original era un mero memorial 
de irregularidades a corregir, gracias a la labor del editor (M. David Barry, Lon- 
dres, 1826) ha quedado convertida para las personas de cultura media no espe- 
cializada, por lo menos, en un informe íntegro e imparcial de testigos oculares 
que relatan lo que vieron, todo lo que vieron, en las colonias españolas de Amé- 
rica. La obra queda así convertida en una leyenda negra de España, contra 
España.» 

La labor concienzuda del P. Luis Merino sitúa en su punto verdadero estas 
Noticias de ULLOA, que, bien estimadas, no son lo que se quiso ver en ellas. La lec- 
tura de este valioso estudio es ya indispensable para quien desee o necesite ver 
claro en uno de los aspectos más discutidos de nuestra proyección a ultramar, 
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ACTUALIDAD 


IN MEMORIAM 1 
EL PADRE FELIPE AGUIRRE, S. J. 


El 26 de diciembre ültimo ha muerto en Roma el padre Felipe Aguirre, S. J. 
Hacía casi veinte años que era profesor de la Universidad Gregoriana, y en tanto 
tiempo hemos sido muchos los sacerdotes espafioles que le hemos conocido en sus 
clases y en su habitación. 

. Había nacido en Baquio (Vizcaya) en 1897; a los veintiún años ingresaba en 
la Compañía. El 29 de julio de 1929 fué ordenado sacerdote y comenzó sus estu- 
dios de Derecho Canónico en la Gregoriana en 1931. En el año 1934 obtuvo el 
doctorado con la calificación de magna cum laude. Cinco años después comenzó 
a explicar en la Facultad de Derecho de la misma Universidad Derecho Püblico 
Eclesiástico y Derecho Concordatario. Y de 1942 a 1952, Derecho Misional. 

De su labor de maestro ahí están esos veinte años de profesor, un día detrás 
de otro. De su anterior estancia en Ordufia como profesor y prefecto aun le re- 
cuerdan muchos en Bilbao. Por encargo de la Universidad preparó la tercera edi- 
ción del tratado de Personis de la obra de Wernz-Vidal, que apareció en 1943, 
y poco después hizo lo misfo con el tratado de Matrimonio, publicado en 1946. 
La obra de Wernz-Vidal no es de la que toleran muchos retoques ni las manos de 
un inexperto. El mismo padre Aguirre nos dice en el prólogo de ambos volümenes 
el criterio que le había guiado en la preparación de estas ediciones: no cambiar 
sino lo indispensable en esta obra, que aun seguirá siendo por muchos afios de 
primer orden; el texto se mantiene íntegro y únicamente se introducen notas, 
referentes sobre todo a legislación nueva, bibliografía, etc. Es en estas notas, al- 
gunas de ellas muy largas, donde el padre Aguirre muestra su sólida erudición 
y su óptimo sentido de canonista. E 

Durante muchos años, desde 1940 concretamente, fué asiduo colaborador de 
la revista Periodica de Re Morali et Canonica, de la Universidad Gregoriana; 
más de veinticinco artículos suyos hemos contado en ella. Gran parte de ellos, 
comentarios y explanaciones de las respuestas de la Pontificia Comisión de In- 
terpretación del Código o de las Sagradas Congregaciones. En nuestra REVISTA 
ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO escribió el año 19...... un corto artículo sobre la 
Facultad de Derecho Canónico de la Gregoriana. Son también no pocas las tesis 
doctorales que bajo su dirección se han presentado en la Gregoriana. Durante va- 
rios años fué Comisario de la Sagrada Congregación de Sacramentos y de la de 
Religiosos. En la última Congregación general de la Compañía, celebrada el ve- 
rano pasado en Roma, fué elector para la provincia de Castilla. 

El padre Aguirre era jurista de inteligencia clara y penetrante, diligente en 
recoger las opiniones de todos para así formular y defender la suya con firmeza 
y seguridad. Quizás alguna vez esto podía parecer intransigencia. Y no lo era. 
Por su carácter y temperamento y por sus métodos de trabajo era hombre razo- 
nador, que daba su parecer en las doctrinas, y en los muchos casos de jurispru- 
dencia que hubo de tratar, no por impulso e intuición, sino por conclusión de 
premisas, que estudiaba con asiduidad y atención. Por ello gozaba de toda la es- 
tima en los Dicasterios romanos en que colaboró con gran acierto. Esas dotes 
aparecen también en los Votos que redactó y en los artículos que escribió. No 
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ACTUALIDAD: 


poco le sirvió para ello el extenso campo del Derecho Canónico que abarcó en 
sus estudios. 

Pero sin duda que sus lecciones más provechosas, aun para nosotros los cano- 
nistas, nos las ha dejado en su vida callada y sencilla, que él gustaba de alejar 
de todo lo exterior. Primero su piedad. «Con la capilla y la celda tengo bastan- 
te», decía el padre Aguirre alguna vez. Los que le trataron más de cerca son tes- 
tigo de ello: su amor a la liturgia, al breviario, sus visitas todos los sábados a la 
tumba de San Ignacio en el Gesú. Piedad sencilla de aldeano vasco. 

Luego su amor a la Iglesia. Cuando se trataba de los derechos de la Iglesia, 
de su soberanía y libertad, de la ingerencia de otros poderes en su divina misión, 
ya sabíamos en clase por adelantado cuál sería su postura y sentencia. No pocos 
de sus artículos son comentarios a discursos del Papa, los mensajes navideños, 
a la Rota Romana. 

Y, por último, la lección de su amor a la Compañía. El mismo hablaba, poco 
antes de morir, del empeño y la ilusión con que se había preparado para tomar 
parte en la Congregación general del último año. 

Además de un excelente canonista, hemos perdido un amable maestro de cien- 
cia y de piedad. Descanse en el Señor. 


VIl SEMANA DE DERECHO CANONICO 


Podemos adelantar a nuestros lectores que la VII Semana de Derecho Canó- 
nico, organizada por el Instituto San Raimundo de Peñafort, tendrá lugar en 
Granada, del 15 al 20 del próximo septiembre. Damos a continuación el temario 
que en ella desarrollarán los ponentes. En el próximo fascículo de nuestra re- 
vista completaremos nuestra información sobre la Semana, ya que por el mo- 
mento su organización está en vías de trámite. El tema general de la Semana 
será «La potestad de la Iglesia», distribuído en las siguientes ponencias: 

I. Análisis teológico de la potestad entregada por Cristo a la Iglesia 
(Iglesia de Caridad, Iglesia de Derecho). 
II. Jurisdicción eclesiástica y jurisdicción civil. 
IIT. Potestad del Romano Pontífice de interpretar el Derecho natural (Po- 
testad sobre el matrimonio. Potestad sobre los no bautizados). 
IV. Potestad jurisdiccional y dominativa. 
V. Potestad parroquial. 
VI. Jurisdicción social y fuero interno. 
VII. Delegación de la potestad eclesiástica. 
VIII. La potestad eclesiástica en el tiempo. 
IX. La potestad eclesiástica en el espacio. 
X. Organos jurisdiccionales del poder eclesiástico (Relación entre la Igle- 
sia y sus funcionarios). 
XI. Títulos legales para el ejercicio jurisdiccional. 

XII. Problemas que plantea el canon 209. 

XIII. Participación del laicado en el ejercicio de los poderes eclesiásticos. 

XIV. La misión canónica para el apostolado. 

XV. La potestad de magisterio. 
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ANTONIO MosTAZA (Comandante Capellán del Ejército): La aplicación de penas 
por vía gubernativa. Páginas 537 a 573. 


SUMARIO : 


Preámbulo. 

I. Penas que pueden aplicarse por vía gubernativa: 1) Opinión amplia. 
2) Opinión rígida. 3) ¿Pueden ser aplicadas la suspensión y el entredicho como 
penas vindicativas ? 

II. Condiciones para la imposición de penas per modwm praecepti: 1) ¿Es 
susceptible de ser aplicada gubernativamente la transgresión de la ley no espe- 
cificamente penal, de que nos habla el canon 2.222? 2) ¿Requiere la aplicación 
gubernativa de penas una conminación previa de las mismas por precepto par- 
ticular? 3) ¿Debe ser el delito público u oculto? 

III. Procedimiento a seguir en la aplicación gubernativa de penas: 1) Supe- 
rior competente. 2) Certeza de delito. 3) Forma. 

IV. Efectos jurídicos de la aplicación o declaración de penas bajo forma de 
precepto. 

V.. Recursos contra la aplicación gubernativa de penas: 1) Contra las penas 
vindicativas. 2) Contra censuras ya aplicadas. 3) Contra censuras conminadas 
por precepto. 4) Plazo para interponer el recurso. 

Conclusiones. 


MANUEL USEROS CARRETERO (Párroco de Navafría (Segovia): Sentido y función 
de la confesionalidad del Estado antes del laicismo político. Páginas 575 a 606. 


I La problemática que se plantea, El problema Iglesia-Estado queda desdo- 
blado por el autor en dos: el estrictamente religioso, es decir, confesionalidad 
del Estado, y el jurisdiccional, referente a las relaciones entre la Iglesia y el 
Estado. 

II. Dimensión de la confesionalidad del Estado en la época antigua. Recoge 
el autor numerosos documentos históricos y concluye esta parte aseverando 
que la doctrina de la época no se refiere a la confesionalidad del Estado, sino.a 
las obligaciones personales religiosas del Emperador, en las cuales se funda su 
derecho de intervención en la vida de la Iglesia; sin embargo, en la ocn se 
perfila el doble problema indicado en el preámbulo. 

II Ls confesionalidad como forma política de la cristiandad medieval. Des- 
pués de un recorrido histórico, concluye el autor que en la época anterior al libe- 
ralismo los problemas de confesionalidad se cifran en los derechos de la Iglesia 
y del Estado en relación a la distribución ‘de los beneficios y al nombramiento de 
los príncipes seculares. 
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José Luis Santos Díez (Profesor del Seminario de Granada): Procedimientos 
contra clérigos irresidentes, concubinarios y párrocos negligentes. Páginas 607 
a 636. 


SUMARIO: 

IL A) El problema de la conveniencia. La razón histórica. 

B) La ley suprema de la función pastoral como norma de regulación del 
proceso. 

C) Las fases procesales comunes; monición del Ordinario; reacción del clé- 
rigo; marcha del proceso después de la respuesta del clérigo. 

IL Modalidades del sujeto irresidente en la documentación actual de la 
Santa Sede: 

a) Capitulares: 1) la necesidad de la constitución de los cabildos; 2) dismi- 
nución notable de la obligación de residir; 3) fundaciones actuales de cabildos 
con arreglo al Derecho comün; 4) razón de este eclipse del Derecho capitular. 

b) Párrocos; disminución del número de párrocos en sentido estricto; apari- 
ción de figuras asimilables a los párrocos. 

III. El delito de los clérigos concubinarios. 

IV. El delito y el delincuente en el proceso contra clérigos negligentes. 


DOCUMENTOS Y JURISPRUDENCIA COMENTADOS 


BASILIO DE RuBí, O. F. M. Cap. (Profesor de Derecho): La Constitución Apostó- 
lica «Sedes Sapientiae» y los Estatutos anejos ante los cánones 587-589 del 
«Codex Iuris Canonici». Páginas 645 a 682. 


SUMARIO : 


Preámbulo. 

I. De las casas de formación de los clérigos religiosos: 1) Erección de las 
casas de estudio. 2) La autoridad local en las casas de formación. 3) La autori- 
dad espiritual: a) el maestro de espíritu; b) modificación del canon 588, $ 2; 
c) el director espiritual. 4) La autoridad académica. 

II. Del plan de estudios: 1) Segunda enseñanza. 2) Bienio filosófico. 3) In- 
terrupción de los estudios. 4) Cuadrienio teológico: Profesores y alumnos; vaca- 
ciones; Ordenes. 5) Curso pastoral: a) formación apostólica durante la carrera; 
b) organización del curso pastoral. 

III. Continuación de los estudios: 1) Tercera probación. 2) Exámenes quin- 
quenales. 3) Cursos de especialización. 4) Solución de casos. 


NOTAS 


FipeL Garcia Martinez (Obispo titular de Sululi): A propósito de un libro. Pági- 
nas TIT a 746. 


Consiste el trabajo en un comentario a la publicación de Carlos Cossio titu- 
lada Teoría de la verdad jurídica. Cuatro secciones se distinguen en él. 
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RESUMENES 


I. Hasta el siglo XVIII se aceptaba comúnmente la idea de un Derecho na- 
tural vigente en el mundo por motivos trascendentales. A partir de esa época, 
los errores filosóficos contaminan a los juristas y aparecen muchos y variados 
sistemas filosófico-jurídicos. Entre éstos cabe señalar la obra de Carlos Cossío 
Teoría de la verdad jurídica. ; 

II. El autor recorre los capítulos del libro del profesor Cossío y examina sus 
doctrinas, tomando sus principales afirmaciones con sus propias palabras e ilus- 
trándolas con comentarios. 

III. Entre los puntos refutados especialmente se cuentan el valor de lo cul- 
tural opuesto a lo natural, la inexistencia de lo abstracto, el carácter acientifico 
del sistema de Cossío, la afirmación de penas sin ley, la idea del imperativismo 
refutada con razones pueriles. 

IV. En especial, se refuta la afirmación de que el «Ius naturae» es una idea 
caduca y definitivamente enterrada en el pensamiento de hoy. 


IGNACIO TELLECHEA IDÍGORAS: A propósito de una obra histórico-jurídica sobre 
Joaquin Lorenzo Villanueva. Páginas 747 a 761. 


Se refiere el autor a la obra de J. S. Laboa acerca de la doctrina y la actua- 
ción del doctor Villanueva. 

Después de señalar la dificultad de escribir acerca del siglo XIX, por la gran 
masa documental existente, el autor hace un amplio resumen del libro del doctor 
Laboa. Examina en primer lugar la doctrina canónica de Villanueva, señalando 
particularmente sus errores sobre la constitución de la Iglesia, la potestad indi- 
recta, el «placet» regio, la reforma de las estructuras eclesiásticas. Habla luego 
de su actuación en el conflicto entre la Santa Sede y España que provocó la rup- 
tura de relaciones con la Santa Sede; describe su destierro posterior, sus obras 
y su muerte. 

En la segunda parte emite un juicio crítico acerca del libro que comenta, se- 
ñalando sus méritos y sus defectos, haciendo propuestas de mejora. Su crítica 
principal se refiere a la interpretación del fenómeno histórico del regalismo, que, 
a juicio del autor, no puede considerarse como una mera doctrina esporádica Ges- 
ligada de su perspectiva histórica y que incluso cabe señalar en él una causa in- 
directa de reforma de la Iglesia. 


Es. liche 


RESUMENES 


alas‏ بل ند 


ANTONIUS MosTAZA (Capellanus militum): De poenis applicandis via gwbernativa. 
Paginae 531-513. 


SUMMARIUM : 
Proemium. 


I Quaenam poenae via gubernativa queant applicari: 1) Opinio amplior. 
2) Opinio rigidior. 3) Possintne suspensio atque interdictum ut poenae vindica- 
tivae irrogari. 

II. Condiciones ad poenas per modum praecepti imponendas: 1) Possintne 
via gubernativa puniri transgressiones de quibus can. 2.222. 2) An requiratur 


comminatio per praeceptum particulare. 3) Num delictum debeat esse publicum 
vel occultum. 


III. De modo procedendi in poenis via gubernativa irrogandis: 1) Superior 
competens. 2) Delictum certum. 3) Forma adhibenda. 


IV. Effectus poenae via gubernativa inflictae. 


V. Recursus adversus irrogationem poenarum gubernativam: 1) In poenis 
vindicativis. 2) In censuris inflictis. 3) In censuris per praeceptum comminatis. 
4) Tempus ad recurrendum habile. 


Conclusiones. 


EMMANUEL USEROS CARRETERO (Parochus ad Navafría): De sensu et functione 
confessionalitatis Status tempore laicismum praecedenti. Paginae 575-606. 


I. Quaestiones propositae. Quaestionem de mutua habitudine inter ecclesiam 
et Statum auctor in duas scindit: aliam stricte religiosam nempe de confessio- 
nalitate Status, aliam iuridicam de relationibus inter Ecclesiam et Statum. 

II. De confessionalitate Status in Ecclesia antiqua. Auctor plura ex historia 
documenta colligit ut concludat hane partem asserens doctrinam huius temporis 
non proprie ad confessionalitatem Status sed ad officia religiosa personalia Impé- 
ratoris relationem dixisse; in tali officio fundatur ius Imperatoris in regimine vi- 
tae Ecclesiae; in doctrina tamen innuitur iam hoc tempore duplex problemma 
recensitum. 

111, De confessionalitate ut forma politica christiana tempore medio. Auctor 
historiam perlustrat; dein ad modum conclusionis ait quaestionem de confessio- 
nalitate Status tempore liberalismum praecedenti versari circa iura Ecclesiae et 


Status quoad beneficiorum collationes et quoad nominationem principum saecu- 
larium. 


IOSEPH ALOYSIUS. SANTOS DíEZ: De modo procedendi contra clericos irresidentes, 
concubinarios et contra parochos negligentes. Paginae 607-636. 


SUMMARIUM: 


I. A) De horum processuum convenientia. De ratione historica. 
B) Munus pastorale suprema lex processus. 
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C) Partes processus communes: Ordinarii monitio; clerici responsio: proces- 
sus evolutio post clerici responsionem. 

II. Clerici irresidentis diversae formae in hodiernis documentis Sanctae 
Sedis: 

a) Canonici: 1) constitutionis capitulorum canonicorum necessitas imminu- 
ta; 2) notabilis diminutio obligationis residendi; 3) fundationes praesentes capi- 
tulorum iuxta ius commune; 4) ratio deminutionis iuris capitularis. 

b) Parochi; minuitur numerus eorum que stricto sensu sunt parochi; aliae 
figurae nascuntur parocho assimilandae. 

III. Delictum concubinatus clericorum. 

IV. Processus contra clericos negligentes; delictum et delinquens. 
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DOCUMENTA ET IURISPRUDENTIA COMMENTARIA 


BASILIUS DE RuBí, O. F. M. Cap. (Magister Iuris): De Constitutione «Sedes Sa- 
pientiae» deque eius Statutis adnexis relate ad canones 587-589 Codex Iuris 
Canonici. Paginae 645-682. 


SUMMARIUM : 


Proemium. 


I. De domibus formationis clericorum religiosorum: 1) Erectio domorum 
studii. 2) Auctoritas localis in domibus formationis. 3) Auctoritas spiritualis: 
a) magister spiritus; b) modificatio canonis 588, $ 2; c) director spiritus. 4) Auc- 
toritates achademicae. 

IL De ratione studiorum: 1) Chola media. 2) Biennium philosophicum. 
3) Studiorum interruptio. 4) Quadriennium theologicum: magistri et discipuli, 
feriae vacationum, ordinationes sacrae. 5) Cursus Theologiae pastoralis: a) for- 
matio ad apostolatum durante toto studiorum curriculo; b) cursus 'Theologiae 
pastoralis ratio. 

III. Studiorum prosecutio: 1) "Tertia probatio. 2) Examina quinquenalia. 
3) Cursus speciales. 4) Solutio casuum. 


NOTA E 


FIDELIS GARCÍA MARTÍNEZ (Episcopus titularis Sululensis): Considerationes de li- 
bro quodam. Paginae 717-746. 


Auctor commentat librum Caroli Cossío Teoría de la verdad jurídica. Quat- 
tuor in commentario partes distinguuntur. 


I Ad saeculum usque XVIII communissime admittebatur ius naturae ubique 
vigens, transcendentalibus rationibus fulcitum. Ab hoc tempore philosophorum 
errores etiam iuristas contaminaverunt et plura systemata philosophico-iuridica 
prodierunt. Inter haec systemata adnumerare licet opus Caroli ۰ 

II. Auctor percurrit singula capita libri professoris Cossío ut eius doctrinam 
dilucidet: eius capitalia pronunciata excerptis e libro ipso verbis exponit et com- 
mentariis illustrat. 
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II. Errores libri confutat, maxime rerum culturalium in oppositione ad res 
naturales, de inexistentia rerum abstractarum, de caractere ascientifico “opus 
professoris Cossio, de affirmatione poenarum sine lege, de rationibus puerilibus 
quibus imperativismus normarum a Cossío excluditur. 

IV. Praecipue autem confutatur assertio quod ius naturae idea caduca est, 
et hodierna cultura omnino insepulta. 


IGNATIUS TELLECHEA IDÍGORAS: Notae ad librum quendam historico-iuridicum cir- 
ca Ioachim Lorenzo Villanueva. Paginae 747-761. 


Agit auctor de opere conscripto a J. S. Laboa de doctrina et de gestione doc- 
toris Villanueva. 

Postquam auctor dixit de difficultate scribendi de saeculo XIX, ob grandem 
molem documentorum legendorum, latum compendium facit de opere doctoris 
Laboa. Primo agit de doctrina canonica quam habet Villanueva: maxime autem 
de eius erroribus circa constitutionem Ecclesiae, de eius potestate indirecta, de 
placet regio, de reformatione Ecclesiae in sua structura. Deinde dicit de modo 
sese gerendi in conflictu inter Sanctam Sedem e Hispaniam, ex quo orta est 
abrumptio relationum cum Sancta Sede: describit eius exilium, opera, mortem. 

In altera parte, emittit adnotationes criticas circa librum quem commentat, 
quid probe, quid imperfecte dictum sit denuncians, quo modo liber perfectio esse 
possit indicens. Gravior quam emittit critica, attinet interpretationem historicam 
regalismi qui, iudicio auctoris, non considerandus est ut doctrina disiuncta a suo 


contextu historico, immo, licet in eo considerare causam indirectam reformatio- 
nis Ecclesiae. 
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ANTONIO MOSTAZA (Army chaplain): The «application of penalties by the govern- 
mental method. Pages 537-573. 


SUMMARY : 


Introduction. 

I. Penalties whieh can be applied by this method: 1) The wide view. 2) Can 
suspension and interdict be applied as vindicative penalties? 

III. Conditions for the application of penalties per modum praecepti: 1) Can 
the transgression of a law which is not strictly penal (such as those of which 
can. 2.222 speaks) be dealt with in this way? 2) Does the application of such 
penalties require a previous admonition in the form of a precept? 3) Must the 
crime be public or occult? 

III. The procedure to be followed in the application of penalties by this 
method: 1) Competent superior. 2) Certitude as to the crime. 3) Form. 

IV. The juridical effects of the application or declaration of penalties in the 
form of a precept. : 

V. Appeals against the application of penalties in this way: 1) Against vin- 
dicative penalties. 2) Against censures already applied. 3) Against threatened 
censures by precept. 4) The time limit for making the appeal. 

Conclusions. 


MANUEL UsEROS CARRETERO (Parish Priest of Navafría (Segovia): The meaning 
and function of the confession of the State before the era of political laicism. 
Pages 575-606. 


I The problem. The problem of the relations between the Church and State 
is divided by the author into two separate problems: the religious one, i. e., 
the profession of religion by the State: and the jurisdictional problem refering 
to the relations between the Church and State. 

II. The profession of religion by the State in ancient history. The author 
collects numerous documents of historical interest and concludes this section of 
his work by saying that the doctrine of the period studied does not refer to the 
profession of religion by the State as such, but to the obligations, both personal 
and religious, of the Emperor, on which is founded the theory of intervention in 
the life of the Church. However, the doctrine does show signs of the double 
problem mentioned in the introduction. 

II. The profession as a political form in the middle ages. After a brief sum- 
mary of the history the author concludes that, in the era before liberalism, the 
problems of the profession of religion by the State were limited to the rights of 
both Church and State with regard to the distribution of benefices and the 
appointment of princes. 


gp. 


RESUMENES 


José Luis SANTOS Díez (Professor in the Seminary, Granada): Proceedings 
against non-residents clerics, those living in concubinage and negligent parish 
priests. Pages 607-636. 


SUMMARY : 


I A) The problem of convenience; The historical reason. 
B) The supreme law of the pastoral office as the rule of the process. 

C) The phases of the process in general; adminition of the Ordinary; the 
reaccion of the cleric; the continuation of the process after the cleric's reply. 
IL The non-resident subject in the present documents of the Holy See: 

a) Canons of the chapter: 1) the necessity of making a chapter; 2) notable 


decrease in the obligation to reside; 3) present foundations of chapters according 
to the common law; 4) the reason for this cessation of the capitular right. 


b) Parish priests; decrease in the number of parish priests in the strict 
sense of the word; the apparition of other figures who are like parish priests. 

III. The crime and clerics living in concubinage. 

IV. The crime and the guilty party in negligent clerics. 


COMMENTS ON DOCUMENTS AND JURISPRUDENCE 


BASILIO DE Rubí, O. F. M. Cap. (Professor of Canon Law): The Apostolic Consti- 
tution «Sedes Sapientiae» and the accompanying Statutes compared with ca- 
nons 587-589 of the Code. Pages 645-682. 


SUMMARY : 


Introduction. 


I. Concerning the Houses of Formation of Clerics and religious: 1) The 
erection of houses of study. 2) The local authority in the houses of formation. 
3) The spiritual authority: a) the spiritual director; b) modification of canon 
588, $ 2; c) the spiritual father. 4) The academic authority. 

IL The plan of studies: 1) Senior studies. 2) The two years philosophy. 
3) Interuption of studies. 4) Four years theology: professors and students; ho- 
lidays; orders. 5) The pastoral course: a) apostolic formation; during the career; 
b) organisation of the pastoral course. 

III. Continuation of the studies: 1) The third probation. 2) Five yearly 
examinations. 3) Specialization courses. 4) Solution of cases. 


NOT B S 


Fier García Marrinez (Titular Bishop of Sululi) 


: Concerning a recent book. 
Pages 717-746. brote: 


This work is a commentary on the publication of SEN Cossío, On 
Theory of juridical truth. It has four sections. 
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RESUMENES 


I. Up to the 18th century everyone accepted the idea of a Natural Law 
binding on the world for transcendental motives. From that time philosophical 
errors abound in the jurists and many and varied philosophico-juridical systems 
appear on the scene. Among those must be classed the work of Carlos Cossío 
The theory of juridical truth. 


II. The author goes through the various chapters of Cossio's book, examines 
his doctrines, taking from the actual text the principal affirmations and illus- 
trating them with his comments. 


III. Among the many points which are refuted we can find the value of the 
cultural as opposed to the natural, the non-existence of the abstract, the unscien- 
tific character of Cossio's work, the affirmation of the existence : of penalties 
without a law and the idea of imperativism refuted with childish reasons. 


IV. Especially the author refutes the affirmation that the Ius Naturae is 
a broken down idea and definitely buried in the modern thought. 


IGNACIO TELLECHEA IDÍGORAS: ‘Concerning: am historico-juridical work on Joaquin 
Lorenzo Villanueva. Pages 747-761. 


The author refers to the book by J. S. Laboa on the doctrine and work of 
doctor Villanueva. 

After dealing with the difficulty of writing about the 19th century because 
of the great mass of documentation which exists about it, the author gives a 
summary of doctor Laboa's book. In the first part he examines the canonical 
doctrine of Villanueva, indicating principally his errors concerning the constitu- 
tion of the Church, the indirect power, the «placet» regio, and the reform of 
ecclesiastical structure. The he goes on to speak of his part in the conflict bet- 
ween the Holy See and Spain which provoked the breaking off of relations 
between it and the See of Rome. He describes his exile, his works and his death. 

In the second part he gives his critical judgment of the work, indicating its 
merits and defects aid making suggestions for its improvement. His principal 
criticism refers to the interpretation of the historical phenomenon of regalism 
which, in the author's judgment, cannot be considered as a mere sporadic doc- 
trine, divorced from its historical setting. He also says that one element of it 
can be considered as at least an indirect cause of the reform in the Church. 
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